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ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DÍA 21 DE MARZO 
DEL AÑO EN CURSO. 
 

Presidencia del diputado Humberto Segura Guerrero 
ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DÍA VEINTIUNO DE 

MARZO DEL AÑO DOS MIL TRECE, CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO 
PERIODO ORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO 
CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA. 

ORDEN DEL DÍA: 
1. Pase de lista de las diputadas y diputados.  
2. Declaratoria del quórum. 
3. Lectura, discusión y votación del orden del día.  
4. Lectura, discusión y aprobación del acta de la sesión. 
5. Comunicaciones: 
6. Declaratorias:                                                                                                                                                                                                                                                 
A) Dictamen con proyecto de decreto por el que se adiciona un último 

párrafo al artículo 2 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 

B) Dictamen con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción XII 
del artículo 70 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

7. Iniciativas: 
A) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 20 fracción 

III y 27 fracción VIII y se adiciona el artículo 27 Bis, de la Ley Estatal de Agua 
Potable. Tiene como objeto mejorar y actualizar la norma jurídica contenida en la 
Ley Estatal del Agua Potable, así como de fijar la intervención de la Auditoría 
Superior de Fiscalización, privilegiando los principios de legalidad y orden jurídica, 
presentada por el diputado Joaquín Carpintero Salazar. 

B) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 173 
de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Isaac Pimentel Rivas. 

C) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el párrafo primero y se 
adiciona el segundo y tercer párrafo del artículo 360 del Código Familiar para el 
Estado Libre y Soberano de Morelos. Tiene por objeto adecuar la norma jurídica 
para el beneficio y bienestar de los menores en adopción en el núcleo familiar y 
propone que en el proceso de adaptación de estos, el Estado tiene la obligación de 
protegerlos, presentada por el diputado Joaquín Carpintero Salazar. 

D) Iniciativa que crea la Ley de Seguridad Escolar del Estado de Morelos. 
Tiene como finalidad capacitar a los padres de familia, maestros y directivos de las 
escuelas públicas de educación básica con medidas preventivas que les permitan 
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saber qué hacer en caso de cualquier contingencia, presentada por el diputado 
José Manuel Agüero Tovar. 

E) Iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adiciona el 
Capítulo II Bis denominado maltrato infantil del artículo 203 del Código Penal para el 
Estado de Morelos, presentada por el diputado Manuel Martínez Garrigós. 

F) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 12, se 
adiciona un artículo 12 Bis, se reforma el artículo 13, se adiciona una fracción al 
artículo 69 que actualmente cuenta con VII fracciones, de tal suerte que la actual 
fracción V se va a constituir como la VI y así subsecuentemente y se adiciona el 
artículo 71 Bis de la Ley Estatal de Fauna, presentada por el diputado Roberto 
Carlos Yáñez Moreno. 

G) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 179, 
eliminando el segundo párrafo, adicionando el artículo 179 Bis, reformando el 
artículo 180, así como sus fracciones II, III y adiciona la fracción VI, y se reforma 
además el 181, adicionando una fracción VI; recorriéndose las subsiguientes, del 
Código Penal para el Estado de Morelos, presentada por el diputado Fernando 
Guadarrama Figueroa, en representación de la Comisión de Desarrollo 
Agropecuario. 

H) Iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se elimina la frase 
“obteniendo su consentimiento” al primer párrafo del artículo 159, del Código Penal 
para el Estado de Morelos, presentada por el diputado Manuel Martínez Garrigós. 

I) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifican las 
denominaciones de los Capítulos II y III del Título Décimo “Delitos Contra la 
Familia”, y se adicionan los artículo 203 Bis y 204 Bis al Código Penal para el 
Estado de Morelos, presentada por la diputada Erika Hernández Gordillo. 

J) Iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adicionan un 
párrafo quinto, recorriéndose el actual para quedar como sexto del artículo 19 
fracción II, inciso D) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, relativo a implementar políticas públicas tendientes a fortalecer los valores, 
actividades culturales, deportivas sociales y recreativas para prevenir cualquier 
conducta ilícita, presentada por el diputado Manuel Martínez Garrigós. 

K) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el primer 
párrafo del artículo 117 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, inherente al cambio del término “ayudante” por “autoridad auxiliar”, 
presentada por el diputado David Martínez Martínez. 

L) Iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adiciona el 
Capítulo II Bis denominado robo de niños y adolescentes del artículo 203 del 
Código Penal para el Estado de Morelos y se reforma el artículo 174 Bis del Código 
en comento que tipifica como delito grave el robo de niños y adolescentes, 
presentada por el diputado Manuel Martínez Garrigós. 

M) Iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona y se 
modifican diversas disposiciones de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos, presentada por el diputado Raúl Tadeo Nava.  

N) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea el “Premio Estatal 
a los Cronistas de Morelos, Lic. Valentín López González”, con el fin de reconocer 
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cada año a quien se distinga por sus aportaciones al acervo histórico de la Entidad, 
presentada por el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

O) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la 
Ley de Educación para implementar como obligatoria la impartición de las clases de 
inglés y computación, presentada por el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

P) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 2 y 6 de la 
Ley de Firma Electrónica para el Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

Q) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 11 de la Ley 
del Instituto de la Mujer para el Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

R) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman la fracción I 
del artículo 8, la fracción I del artículo 9, el artículo 10, el párrafo inicial del artículo 
13, el artículo 14, la fracción XIII del artículo 17, las fracciones I, III y el párrafo final 
del artículo 18, las fracciones IV y VII del artículo 20, el artículo 21, y las fracciones 
II y VI del artículo 23, todos de la Ley de Filmaciones del Estado de Morelos, 
inherente armonizar su texto con la actual competencia que determina la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, para precisar en la 
ley de la materia que la autoridad que se encargará de realizar todo los actos y 
gestiones para el adecuado desarrollo del sector cinematográfico y del medio 
audiovisual, será la Secretaría de Cultura del Estado y no la de turismo, presentada 
por la diputada Rosalina Mazari Espín. 

S) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 43 
del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, se propone 
reformar en el Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos el 
concepto de alimentos, de manera que dentro del mismo incluya todos los gastos 
de control y atención médica y hospitalaria, así como medicamentos, derivados del 
embarazo y del parto, por otro lado, para el caso de las personas adultas mayores, 
se englobe también la atención geriátrica respectiva, presentada por la diputada 
Rosalina Mazari Espín. 

T) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el decreto que reforma 
y adiciona diversas disposiciones de los decretos 1262 y 1660, relativos a la 
condecoración de la medalla de Honor del Congreso, presentada por la Junta 
Política y de Gobierno. 

8. Dictámenes de primera lectura. 
A) Dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 

Desarrollo Regional, por el que se adiciona el artículo 127 Ter de la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Morelos. 

B) Dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, por el que se modifica la fracción I del artículo 9 de la Ley 
Orgánica del Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del Estado de 
Morelos. 

C) Dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional por el que adiciona el artículo 128 Bis de la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Morelos. 
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D) Dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, mediante el cual modifica el tercer párrafo del artículo 111 de 
la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos. 

E) Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, relativo al decreto de fecha 6 de Marzo de 2013, mediante el cual se 
resuelve la solicitud de pensión por viudez y orfandad de la ciudadana Mariana 
Torres Sánchez. (Urgente y obvia resolución). 

F) Dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, inherente a la 
designación de los Consejeros de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

G) Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, relativo al decreto de fecha 20 de Marzo de 2013, mediante el cual se 
resuelve la solicitud de pensión por viudez y orfandad de la ciudadana Edith Muñoz 
Sánchez. (Urgente y obvia resolución) 

9. Dictámenes de segunda lectura: 
A) Dictamen emanado de la Comisión de Salud, relativo a las 

observaciones del Poder Ejecutivo a la Ley de Guarderías y Establecimientos 
Infantiles del Estado de Morelos. 

B) Dictamen emanado de la Comisión de Salud, por el que se adiciona el 
Capítulo IX denominado “De la Salud Bucodental”, al Título Tercero “De la 
Prestación de los Servicios de Salud” a la Ley de Salud del Estado de Morelos. 

C) Dictamen con proyecto de decreto emanado de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por jubilación de los 
ciudadanos: Valentín Capistrán Valentín, Santiago Zavaleta Delgado, Elizabeth 
Yasmín Pérez Pérez, Sandra Yadira Izquierdo Oregón, Dina Ruíz Carnalla, Eduardo 
Linares Sánchez, Norma Alejandra Gómez Martínez, Luz María Guadalupe de la 
Fuente Ortiz. 

D) Dictamen con proyecto de decreto emanado de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por cesantía en edad 
avanzada de los ciudadanos: Camerino Cirilo Marín González, Lucino Fierro 
Martínez, Roberto Campos Soto, Sabina Pérez Duarte, Francisco Damián Pedroza, 
Luis Miguel Alemán García, José Luis Retana Gamiño, Celedonio Marino Morales 
Sánchez, José Luis Gutiérrez Quintero. 

E) Dictamen con proyecto de decreto emanado de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por viudez de la 
ciudadana: Lucrecia Villegas Torres. 

F) Dictamen con proyecto de decreto emanado de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por invalidez del 
ciudadano: Sergio Sánchez Alcantar. 

G) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Amacuzac, Morelos. 

H) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013 del Ayuntamiento de Atlatlahucan, Morelos. 
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I) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la iniciativa de 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Axochiapan, 
Morelos.  

J) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Ayala, Morelos. 

K) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Coatlán del Río, Morelos.  

L) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos.  

M) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos.  

N) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Emiliano Zapata, 
Morelos.  

O) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, correspondiente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Huitzilac, 
Morelos.  

P) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Jantetelco, 
Morelos.  

Q) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Jiutepec, Morelos.  

R) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Jojutla, Morelos.   

S) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Jonacatepec, Morelos.  

T) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Mazatepec, Morelos.  
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U) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Miacatlán, Morelos.  

V) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Ocuituco, Morelos.  

W) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Puente de Ixtla, Morelos.  

X) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Temixco, Morelos.  

Y) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, correspondiente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Temoac, Morelos.  

Z) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tepalcingo, Morelos.  

AA) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tepoztlán, Morelos.  

BB) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, correspondiente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tetecala, 
Morelos.  

CC) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tetela del Volcán, 
Morelos.  

DD) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tlalnepantla, 
Morelos.   

EE)  Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, correspondiente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tlaltizapán, 
Morelos.  

FF) Dictamen emanado de la comisión de hacienda,     presupuesto y 
cuenta pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tlaquiltenango, Morelos.    
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GG) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Tlayacapan, Morelos.  

HH) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Totolapan, Morelos.   

II)     Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Xochitepec, Morelos.  

JJ)  Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, correspondiente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la 
Ley de Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Yautepec, 
Morelos.  

KK) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, relativo a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Yecapixtla, Morelos.   

LL) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, referente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Zacatepec, Morelos.  

MM) Dictamen emanado de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta Pública, inherente a las observaciones que emitió el Ejecutivo a la Ley de 
Ingresos para el ejercicio fiscal 2013, del Ayuntamiento de Zacualpan de Amilpas, 
Morelos. 

NN) Dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, relativo a la 
designación de un magistrado numerario del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado de Morelos.  

10. Proposiciones con puntos de acuerdo parlamentarios: 
A) Proposición con punto de acuerdo a fin de que el Congreso  del 

Estado de Morelos exhorte al Titular de la Secretaría de Cultura y considere  las 
atribuciones correspondientes al fomento, desarrollo, exhibición y difusión de la 
industria cinematográfica y promocionar a Morelos como escenario para actividades 
de la industria cinematográfica nacional e internacional y cualquier  producción de 
comerciales, videos, musicales, programas de televisión, largometrajes, 
cortometrajes, documentales y foto fija, presentada por el diputado Fernando 
Guadarrama Figueroa. (Urgente y obvia resolución). 

B) Proposición con punto de acuerdo para que el Congreso local exhorte 
al Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Turismo, a los organismos estatales 
y al gobierno municipal que se relacionen con esta actividad, para que brinden 
mayor promoción y difusión a los lugares turísticos en general y, de manera 
particular, a los desarrollados en comunidades indígenas de la Entidad, presentada 
por la diputada Erika Cortés Martínez. (Urgente y obvia resolución). 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

11  
 

C) Proposición con punto de acuerdo para que el Congreso local declare 
en Morelos el 25 de Marzo como el día de la niña y el niño por nacer, presentada 
por la diputada Erika Cortés Martínez. (Urgente y obvia resolución). 

D) Proposición con punto de acuerdo que reconoce la lealtad a la patria 
del Ejército Mexicano en el centenario de su creación y ordena inscribir en el muro 
del Congreso con letras doradas la frase “Al Ejército Mexicano, por su lealtad a las 
instituciones, en el Centenario de su creación”, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

E) Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cámara 
de Diputados y a la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, para que 
en el proceso de elaboración de las leyes reglamentarias en materia educativa, 
sean incluidos las y los docentes del Estado de Morelos tanto en  los foros de 
consulta, como en las mesas de discusión que se generen al interior de las 
comisiones legislativas de ambas cámaras, presentado por el diputado Alfonso 
Miranda Gallegos, en representación de la Comisión de Educación y Cultura. 
(Urgente y obvia resolución). 

11. Correspondencia. 
12. Asuntos generales. 
13. Clausura de la sesión. 

DESARROLLO DE LA SESIÓN 
Presidencia, diputado Humberto Segura Guerrero; Vicepresidencia, diputado 

Héctor Salazar Porcayo; Secretarios, diputados Roberto Carlos Yáñez Moreno y 
Erika Hernández Gordillo. 

Con fundamento en lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 33 de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, la Presidencia habilitó a los ciudadanos 
diputados Roberto Carlos Yáñez Moreno y Erika Hernández Gordillo para auxiliar 
en el desarrollo de la sesión. 

1.- En la ciudad de Cuernavaca, capital del Estado de Morelos, siendo las 
catorce horas con cuarenta y cuatro minutos, se reunieron en el Salón de Plenos 
del Palacio Legislativo los ciudadanos diputados: José Manuel Agüero Tovar, Mario 
Arturo Arizmendi Santaolaya, Edmundo Javier Bolaños Aguilar, María Teresa 
Domínguez Rivera, Juan Ángel Flores Bustamante, Arturo Flores Solorio, Ángel 
García Yáñez, Fernando Guadarrama Figueroa, Erika Hernández Gordillo, Manuel 
Martínez Garrigós, David Martínez Martínez, Lucía Virginia Meza Guzmán, Juan 
Carlos Rivera Hernández, Griselda Rodríguez Gutiérrez, Antonio Rodríguez 
Rodríguez, Carlos de la Rosa Segura, David Rosas Hernández, Héctor Salazar 
Porcayo, Humberto Segura Guerrero, Raúl Tadeo Nava, Gilberto Villegas Villalobos, 
Roberto Carlos Yáñez Moreno.  

2.- La Secretaría dio cuenta de la asistencia de 22 ciudadanos diputados. 
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Se integraron a la sesión los ciudadanos diputados Erika Cortés Martínez, 
Joaquín Carpintero Salazar e Isaac Pimentel Rivas. 

3.- La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura al orden del 
día. 

El diputado Héctor Salazar Porcayo, solicitó se incluyera en el orden del día 
el punto de acuerdo por el que se exhorta al Secretario de Gobierno, Ingeniero 
Jorge Vicente Messeguer Guillén, para que, en el marco de sus competencias, 
reasigne laboralmente, en áreas propias de la experiencia y capacidades, a 150 
custodios del Sistema Penitenciario del Estado que serán dados de baja en el 
marco de la reestructuración de estas instituciones. 

La Secretaría consultó a la Asamblea, en votación económica, si era de 
aprobarse la modificación al orden del día, solicitada por el diputado Héctor Salazar 
Porcayo. Se aprobó por unanimidad.  

Por instrucciones de la Presidencia, la Secretaría consultó a los ciudadanos 
diputados, mediante votación económica, si era de aprobarse el orden del día. Se 
aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia comunicó que era de 
aprobarse el orden del día.  

4.- Con fundamento en lo dispuesto por la fracción VI del artículo 36 de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, la Presidencia solicitó a la Secretaría 
consultara a la Asamblea si era de aprobarse la dispensa de la lectura del acta de la 
sesión ordinaria celebrada el día 13 de Marzo del año 2013, en virtud de haber sido 
remitida a las diputadas y diputados integrantes de la Quincuagésima Segunda 
Legislatura. Se aprobó por unanimidad. 

Se sometió a discusión el acta mencionada. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hacer alguna aclaración, la 

Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, sometió a la consideración de las 
diputadas y diputados, mediante votación económica, si era de aprobarse el acta 
citada. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó el acta de la sesión ordinaria 
celebrada el día 13 de Marzo del 2013. 

5.- Se dio cuenta con las comunicaciones recibidas: 
PRIMERA.- Oficio emitido por el H. Congreso de Quintana Roo, mediante el 

cual aprobó punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión Federal de 
Telecomunicaciones (COFETEL) para que de conformidad con sus atribuciones de 
cumplimiento al plan técnico fundamental de calidad de servicios de 
telecomunicaciones en este Estado, así mismo se exhorta a la Procuraduría Federal 
del Consumidor para que en el ámbito de su competencia y de conformidad a su 
disponibilidad presupuestal difunda y promocione en el estado de quintana roo los 
derechos de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones así  como  de las 
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instancias a que pueden acudir cuando éstos sean vulnerados, se remite el 
presente acuerdo a la cámara de diputados, a  la Cámara de Senadores del 
Congreso de la Unión; a las legislaturas de los estados y  a la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal, para que en ejercicio de sus facultades si así lo consideran, se 
adhieran al presente acuerdo. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Ciencia e Innovación Tecnológica, 
para los efectos procedentes.  

SEGUNDA.- Oficio signado por el H. Congreso de Tabasco, por medio del 
cual la Sexagésima Primera Legislatura, aprueba punto de acuerdo por el que 
respalda y se suma a la cruzada nacional contra el hambre,  implementada por el 
Gobierno Federal, a través de la Secretaría del Desarrollo Social, en el marco del 
Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre; asumiendo el compromiso de 
realizar, en el ámbito de sus competencias, las acciones que sean necesarias, para 
coadyuvar con las diversas tareas y la correcta ejecución de los programas, así 
mismo exhorta a las demás legislaturas locales del país, para que de igual manera 
respalden y se sumen a este importante proyecto para la Nación. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión Desarrollo Social, para los efectos 
procedentes.  

TERCERA.- Oficio emitido por el H. Congreso de Quintana Roo, mediante el 
cual aprueba punto de acuerdo, por el que se exhorta a las secretarias de Ecología 
y Medio Ambiente; y de Desarrollo Agropecuario, Rural e Indígena, del Estado de 
Quintana Roo, para que con base en lo dispuesto por la Ley de Bioseguridad de 
organismos  genéticamente modificados los lineamientos necesarios, a fin de 
solicitar a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación (SAGARPA), determine al Estado de Quintana Roo como zona libre 
de transgénicos, remite acuerdo a las legislaturas de los estados y a la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, para que de considerarlo, hagan lo propio en 
defensa de sus estados y Distrito Federal. 

ACUERDO: Túrnese a las comisiones unidas de Desarrollo Agropecuario y 
de Medio Ambiente para los efectos procedentes.  

CUARTA.- Oficio signado por la Cámara de Senadores, mediante el cual se 
aprobó el punto de acuerdo por el que exhorta de manera respetuosa al Titular del 
Poder Ejecutivo Federal y de los estados de la República, así como al Jefe del 
Gobierno del Distrito Federal, para que en el ámbito de su competencia, informen a 
ésta soberanía las acciones y políticas públicas implementadas para proteger al 
integración, desarrollo, organización y sana convivencia de la familia en nuestra 
sociedad mexicana, así mismo de exhorta a las legislaturas de los estados a la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para que en el ámbito de su competencia 
legislen a favor de la protección  y unificación de la familia en la sociedad mexicana. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Desarrollo Social, para los efectos 
procedentes. 
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QUINTA.- Oficio remitido por el H. Congreso de Quintana Roo, tuvo a bien 
aprobar punto de acuerdo, por medio del cual exhorta las autoridades competentes 
a nivel federal: la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación, Secretaría de Desarrollo Social; Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales; Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas; y a nivel estatal: la Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural e 
Indígena, Secretaría de Desarrollo Social,  Secretaría de Desarrollo Económico, y 
Secretaría de Ecología y Medio Ambiente, para que en estricto apego a sus 
respectivas facultades promuevan e impulsen las acciones y programas necesarios 
para controlar, mitigar y revertir los efectos negativos producidos por la temporada 
de sequía, los incendios forestales y los fenómenos hidrometeorológicos como los 
huracanes, debido a la afrenta que provoca contra la producción agropecuaria y los 
efectos que produce como a crisis alimentaria, la destrucción de campos agrícolas y 
ganaderos, en el encarecimiento de la canasta básica, en las comunidades rurales 
e indígenas de este Estado, remitiendo el presente acuerdo a las legislaturas de las 
entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, así como a la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, si así lo estiman conveniente, adherirse a presente 
acuerdo. 

ACUERDO: Túrnese a las comisiones unidas de Desarrollo Agropecuario, 
Desarrollo Social, Grupos Indígenas y de Medio Ambiente, para los efectos 
procedentes.  

SEXTA.- Se da cuenta del oficio signado por el Ingeniero Jorge Vicente 
Messeguer Guillén, Secretario de Gobierno, mediante el cual emite observaciones 
al decreto número trescientos ochenta y dos, por el que se propone adicionar una 
facción para ser VII, recorriéndose en su orden las subsecuentes del articulo 29; se 
reforman los artículos 31, 34, 35, 37, 112, 118, de la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública del Estado de Morelos. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, 
para los efectos legales procedentes. 

SÉPTIMA.- Dictamen en sentido negativo emanado de la Junta Política y de 
Gobierno, relativo a la denuncia de juicio político presentada en contra del 
ciudadano Alejandro Villarreal Gasca, Secretario de la extinta Secretaría de 
Finanzas y Planeación del Gobierno del Estado de Morelos.  

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno. 
OCTAVA.- Dictamen en sentido negativo emanado de la Junta Política y de 

Gobierno, relativo a la denuncia de juicio político presentada en contra del 
ciudadano Alejandro Villarreal Gasca, ex Secretario de la extinta Secretaría de 
Finanzas y Planeación del Gobierno del Estado de Morelos y Carlos Arturo Tercero 
Solís, ex Coordinador General de Comunicación Política del Gobierno del Estado de 
Morelos. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno. 
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NOVENA.- Dictamen en sentido negativo emanado de la Junta Política y de 
Gobierno, relativo a la denuncia de juicio político presentada en contra del 
ciudadano Alejandro Villarreal Gasca y Demetrio Román Isidoro, ex Secretario de la 
extinta Secretaría de Finanzas y Planeación del Gobierno del Estado de Morelos y 
ex Secretario de Desarrollo Urbano y Obras Públicas del Estado de Morelos, 
respectivamente. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno. 
Se integró a la sesión el diputado Alfonso Miranda Gallegos. 
6.- Declaratorias: 
A) Antes de hacer la declaratoria por el que se adiciona un último párrafo al 

artículo 2 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
referente al derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios 
culturales, la Presidencia abrió un espacio para que las diputadas o diputados que 
desearan hacer uso de la palabra se registraran ante la Secretaría. 

Se inscribió, para hacer uso de la palabra, la ciudadana diputada Erika 
Hernández Gordillo. 

(Se anexa su intervención íntegra para su publicación en el Semanario de los 
Debates). 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio cuenta con el cómputo 
de las actas de cabildo de los ayuntamientos del Constituyente Permanente del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, referente al dictamen en cuestión, en los 
siguientes términos: 

“I.- En sesión ordinaria de fecha de 12 de Diciembre del año 2012, el 
Congreso del Estado aprobó el dictamen por el que se adiciona un último párrafo al 
artículo 2 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
referente al derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios 
culturales. 

“II.- En esa fecha, el Congreso del Estado, por conducto de la Secretaría de 
Servicios Legislativos y Parlamentarios, dio cumplimiento a la instrucción de la 
Presidencia para remitir copia del dictamen en mención, a cada uno de los 33 
ayuntamientos del Estado, como se desprende de los acuses de recibo. 

“III.- A la fecha se han recibido en tiempo y forma el voto aprobatorio de 
cuatro ayuntamientos: Jojutla, Temixco, Tetecala y Xochitepec.  

“IV.- Establece la fracción II del artículo 147 en cita que si transcurriere un 
mes desde la fecha en que los ayuntamientos hayan recibido el proyecto de adición 
sin que hubiesen enviado al Congreso el resultado de la votación, se entenderá que 
aceptan la adición o reforma. 

“V.- Evidentemente, no obstante que ha transcurrido el término previsto por 
nuestra norma constitucional, 29 ayuntamientos del Estado no realizaron 
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manifestación a favor o en contra, entendiéndose que han aceptado las reformas 
aprobadas por esta Legislatura. 

“VI.- En mérito de lo anterior, se realiza el cómputo respectivo en los 
siguientes términos: 

“Los ayuntamientos de Jojutla, Temixco, Tetecala y Xochitepec, aprobaron la 
reforma constitucional aludida, manifestándose en tiempo y forma.  

“Los ayuntamientos de Amacuzac, Atlatlahucan, Axochiapan, Ayala, Coatlán 
del Río, Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapata, Huitzilac, Jantetelco, Jiutepec, 
Jonacatepec, Mazatepec, Miacatlán, Ocuituco, Puente de Ixtla, Temoac, 
Tepalcingo, Tepoztlán, Tetela del Volcán, Tlalnepantla, Tlaltizapán, Tlaquiltenango, 
Tlayacapan, Totolapan, Yautepec, Yecapixtla, Zacatepec y Zacualpan de Amilpas, 
se les tiene por aprobada la reforma en términos de la fracción II del artículo 147 de 
la Constitución Política del Estado de Morelos.” 

La Presidencia declaró: 
“El Congreso del Estado de Morelos, emite la siguiente: 

“Declaratoria 
“Único.- Se declara la adición de un último párrafo al artículo 2 de la 

Constitución de Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en sesión 
ordinaria celebrada el día 12 de Diciembre de 2012, aprobada por el Pleno de la LII 
Legislatura de acuerdo a lo que establecen los artículos 147 y 148 del mismo 
ordenamiento.” 

La Presidencia instruyó se expidiera el decreto respectivo, se publicara en la 
Gaceta Legislativa y se remitiera al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación 
en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del 
Estado. 

B) Antes de hacer la declaratoria por el que se reforma la fracción XXII del 
artículo 70 de la Constitución Política del Estado de Morelos, la Presidencia abrió un 
espacio para que las diputadas o diputados que desearan hacer uso de la palabra, 
se registraran ante la Secretaría. 

Se inscribió, para hacer uso de la palabra, la diputada Erika Hernández 
Gordillo. 

(Se anexa su intervención íntegra para su publicación en el Semanario de los 
Debates). 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio cuenta con el cómputo 
de las actas de cabildo de los ayuntamientos del Constituyente Permanente del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, referente al dictamen en comento, en los 
siguientes términos: 
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“I.- En sesión ordinaria de fecha de 15 de Diciembre del año 2012, el 
Congreso del Estado aprobó el dictamen por el que se reforma la fracción XXII del 
artículo 70 de la Constitución Política del Estado de Morelos. 

“II.- En esa fecha, el Congreso del Estado, por conducto de la Secretaría de 
Servicios Legislativos y Parlamentarios, dio cumplimiento a la instrucción de la 
presidencia para remitir copia del dictamen en mención, a cada uno de los 33 
ayuntamientos del Estado, como se desprende de los acuses de recibo. 

“III.- A la fecha se han recibido en tiempo y forma el voto aprobatorio de 
cuatro ayuntamientos: Jojutla, Temixco, Tetecala y Xochitepec.  

“IV.- Establece la fracción II del artículo 147 en cita que si transcurriere un 
mes desde la fecha en que los ayuntamientos hayan recibido el proyecto de reforma 
sin que hubiesen enviado al Congreso el resultado de la votación, se entenderá que 
aceptan la adición o reforma. 

“V.- Evidentemente, no obstante que ha transcurrido el término previsto por 
nuestra norma constitucional, 29 ayuntamientos del Estado no realizaron 
manifestación a favor o en contra, entendiéndose que han aceptado las reformas 
aprobadas por esta Legislatura. 

“VI.- En mérito de lo anterior, se realiza el cómputo respectivo en los 
siguientes términos: 

“Los ayuntamientos de Jojutla, Temixco, Tetecala y Xochitepec, aprobaron la 
reforma constitucional aludida, manifestándose en tiempo y forma.  

“Los ayuntamientos de Amacuzac, Atlatlahucan, Axochiapan, Ayala, Coatlán 
del Río, Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapata, Huitzilac, Jantetelco, Jiutepec, 
Jonacatepec, Mazatepec, Miacatlán, Ocuituco, Puente de Ixtla, Temoac, 
Tepalcingo, Tepoztlán, Tetela del Volcán, Tlalnepantla, Tlaltizapán, Tlaquiltenango, 
Tlayacapan, Totolapan, Yautepec, Yecapixtla, Zacatepec y Zacualpan de Amilpas, 
se les tiene por aprobada la reforma en términos de la fracción II del artículo 147 de 
la Constitución Política del Estado de Morelos.” 

La Presidencia declaró: 
“El Congreso del Estado de Morelos, emite la siguiente: 

“Declaratoria 
“Único.- Se declara reformada la fracción XXII del artículo 70 de la 

Constitución del Estado Libre y Soberano de Morelos, en sesión ordinaria celebrada 
el día 15 de Diciembre de 2012, aprobada por el Pleno de la LII Legislatura de 
acuerdo a lo que establecen los artículos 147 y 148 del mismo ordenamiento.” 

La Presidencia instruyó se expidiera el decreto respectivo, se publicara en la 
Gaceta Legislativa y se remitiera al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación 
en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del 
Estado. 
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7.- Se dio cuenta con las iniciativas recibidas: 
A) Se concedió el uso de la palabra al diputado Joaquín Carpintero Salazar, 

para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 20 
fracción III y 27, fracción VIII y se adiciona el artículo 27 Bis, de la Ley Estatal de 
Agua Potable.  

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Recursos Naturales y Agua, para su 
análisis y dictamen. 

B) Se concedió el uso de la palabra al diputado Isaac Pimentel Rivas, para 
presentar la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 173 
de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos.  

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo 
Regional, para su análisis y dictamen. 

C) Se concedió el uso de la palabra al diputado Joaquín Carpintero Salazar, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el párrafo primero y 
se adiciona el segundo y tercer párrafo del artículo 360 del Código Familiar para el 
Estado Libre y Soberano de Morelos.  

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

D) Se concedió el uso de la palabra al diputado José Manuel Agüero Tovar, 
para presentar la iniciativa que crea la Ley de Seguridad Escolar del Estado de 
Morelos. 

 ACUERDO: Túrnese a las comisiones unidas de Seguridad Pública y 
Protección Civil y de Educación y Cultura, para su análisis y dictamen. 

E) Se concedió el uso de la palabra al diputado Manuel Martínez Garrigós, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adiciona el 
Capítulo II Bis denominado Maltrato Infantil del artículo 203 del Código Penal para 
el Estado de Morelos. 

La diputada Erika Cortés Martínez, desde su curul, solicitó adherirse a la 
iniciativa. El iniciador aceptó. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

F) Se concedió el uso de la palabra al diputado Roberto Carlos Yáñez 
Moreno, para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 
12, se adiciona un artículo 12 Bis, se reforma el artículo 13, se adiciona una fracción 
al artículo 69 que actualmente cuenta con VII fracciones, de tal suerte que la actual 
fracción V se va a constituir como la VI y así subsecuentemente y se adiciona el 
artículo 71 Bis de la Ley Estatal de Fauna. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente, para su análisis y 
dictamen. 
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G) Se concedió el uso de la palabra al diputado Fernando Guadarrama 
Figueroa, en representación de la Comisión de Desarrollo Agropecuario, para 
presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 179, 
eliminando el segundo párrafo, adicionando el artículo 179 Bis, reformando el 
artículo 180, así como sus fracciones II, III y V, y adiciona la fracción VI, y se 
reforma además el 181, adicionando una fracción VI; recorriéndose las 
subsiguientes, del Código Penal para el Estado de Morelos.  

 ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y 
Legislación, para su análisis y dictamen. 

H) Se concedió el uso de la palabra al diputado Manuel Martínez Garrigós, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se elimina la 
frase “obteniendo su consentimiento” al primer párrafo del artículo 159, del Código 
Penal para el Estado de Morelos. 

 ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y 
Legislación, para su análisis y dictamen. 

I) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Erika Hernández Gordillo, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifican las 
denominaciones de los capítulos II y III del Título Décimo “Delitos Contra la Familia”, 
y se adicionan los artículos 203 bis y 204 Bis al Código Penal para el Estado de 
Morelos. 

 ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y 
Legislación, para su análisis y dictamen. 

J) Se concedió el uso de la palabra al diputado Manuel Martínez Garrigós, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adicionan 
un párrafo quinto, recorriéndose el actual para quedar como sexto del artículo 19 
fracción II, inciso D) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

L) Se concedió el uso de la palabra al diputado Manuel Martínez Garrigós, 
para presentar la iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adiciona el 
Capítulo II Bis, denominado Robo de Niños y Adolescentes del artículo 203 del 
Código Penal para el Estado de Morelos y se reforma el artículo 174 Bis del Código 
en comento que tipifica como delito grave el robo de niños y adolescentes. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

M) Se concedió el uso de la palabra al diputado Raúl Tadeo Nava, para 
presentar la iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona, se modifican 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos.  
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ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Fortalecimiento Municipal y Desarrollo 
Regional, para su análisis y dictamen. 

R) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman la fracción I del 
artículo 8, la fracción I del artículo 9, el artículo 10, el párrafo inicial del artículo 13, 
el artículo 14, la fracción XIII del artículo 17, las fracciones I, III y el párrafo final del 
artículo 18, las fracciones IV y VII del artículo 20, el artículo 21, y las fracciones II y 
VI del artículo 23, todos de la Ley de Filmaciones del Estado de Morelos, 
presentada por la diputada Rosalina Mazari Espín. 

 ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Educación y Cultura, para su análisis 
y dictamen. 

S) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 43 del 
Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, presentada por la 
diputada Rosalina Mazari Espín. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación 
para su análisis y dictamen. 

N) Se concedió el uso de la palabra al diputado Edmundo Javier Bolaños 
Aguilar, para presentar la iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea el 
“Premio Estatal a los Cronistas de Morelos, Lic. Valentín López González”, con el fin 
de reconocer cada año a quien se distinga por sus aportaciones al acervo histórico 
de la Entidad.  

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Educación y Cultura, para su análisis 
y dictamen. 

O) Se concedió el uso de la palabra al diputado Edmundo Javier Bolaños 
Aguilar, para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversos 
artículos de la Ley de Educación para implementar como obligatoria la impartición 
de las clases de inglés y computación.  

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Educación y Cultura, para su análisis 
y dictamen. 

P) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 2 y 6 de la Ley 
de Firma Electrónica para el Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

Q) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 11 de la Ley del 
Instituto de la Mujer para el Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

 ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Equidad de Género, para su análisis 
y dictamen. 
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T) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas 
disposiciones de los decretos 1262 y 1660, relativos a la condecoración de la 
Medalla de Honor del Congreso, presentada por la Junta Política y de Gobierno. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias, para su análisis y dictamen, y se instruye para que en el trascurso 
de esta misma sesión se presente el dictamen. 

K) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifica el primer párrafo 
del artículo 117 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
presentada por el diputado David Martínez Martínez. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 
para su análisis y dictamen. 

8.- Dictámenes de primera lectura: 
Continuando con el orden del día y en cumplimiento del artículo 108, en 

relación al artículo 113, párrafo primero y fracción I del Reglamento para el 
Congreso del Estado, la Secretaría hizo del conocimiento de la Asamblea que: 

El dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, por el que se adiciona el artículo 127 Ter de la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Morelos; 

El dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, por el que se modifica la fracción I del artículo 9 de la Ley 
Orgánica el Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento Municipal del Estado de 
Morelos; 

El dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, por el que adiciona el artículo 128 Bis de la Ley Orgánica 
Municipal del Estado de Morelos; 

Y el dictamen emanado de la Comisión de Fortalecimiento Municipal y 
Desarrollo Regional, mediante el cual modifica el tercer párrafo del artículo 111 de 
la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos; 

Correspondientes al numeral 8, incisos del A) al D) del orden del día para 
esta sesión, cumplían con el procedimiento establecido. 

La Presidencia instruyó que quedaban de primera lectura, se insertaran en el 
Semanario de los Debates y se publicaran en la Gaceta Legislativa, órgano 
informativo del Congreso del Estado. 

8.- Dictámenes de primera lectura de urgente y obvia resolución: 
E) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a la versión 

sintetizada del dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, relativo al decreto de fecha 6 de Marzo de 2013, mediante el cual se 
resuelve la solicitud de pensión por viudez y orfandad de la ciudadana Mariana 
Torres Sánchez. 
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La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de 
los Debates. 

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 
votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 
resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta 
misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la 
misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 23 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

G) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia,  dio lectura a la versión 
sintetizada del dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, relativo al decreto de fecha 20 de Marzo de 2013, mediante el cual se 
resuelve la solicitud de pensión por viudez y orfandad de la ciudadana Edith Muñoz 
Sánchez. 

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de 
los Debates. 

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 
votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 
resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta 
misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la 
misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
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Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 23 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

H) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a la versión 
sintetizada del dictamen emanado de la Comisión de Reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias, que reforma y adiciona diversas disposiciones de los decretos 1262 
y 1660, relativos a la condecoración de la Medalla de Honor del Congreso, 
presentada por la Junta Política y de Gobierno. 

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de 
los Debates. 

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 
votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 
resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta 
misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la 
misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Se integró a la sesión la diputada Amelia Marín Méndez. 
F) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a la versión 

sintetizada del dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, inherente a la 
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designación de los consejeros consultivos propietarios y suplentes de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Morelos.  

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de 
los Debates. 

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 
votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 
resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta 
misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la 
misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 
La diputada María Teresa Domínguez Rivera, desde su curul, solicitó se 

diera lectura nuevamente a los nombres de los candidatos consejeros consultivos 
propietarios y suplentes de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Morelos.  

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a los nombres 
de los candidatos.  

La Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 
consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El 
resultado de la votación fue de 24 votos a favor, 1 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
En virtud de la aprobación del dictamen en lo general y por no haberse 

reservado ningún artículo en lo particular, la Presidencia informó a las diputadas y 
diputados que la designación de los consejeros consultivos propietarios y suplentes 
de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos se llevaría a cabo en 
votación por cédula, con fundamento en los artículos 130, fracción III, y 133 del 
Reglamento para el Congreso del Estado, así como los artículos 14 y 15 de la Ley 
de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos.  

La Presidencia solicitó al personal administrativo distribuyera las cédulas de 
votación, y a las diputadas y diputados, depositaran la cédula de votación que les 
fue entregada en la urna correspondiente, conforme fueran llamados en orden de 
lista. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, pasó lista a los 
ciudadanos diputados y dio cuenta con el resultado de la votación de los consejeros 
consultivos propietarios: 

25 votos a favor del ciudadano Manuel Enrique Arizmendi San Pedro. 
25 votos a favor del ciudadano Francisco Ayala Vázquez. 
25 votos a favor de la ciudadana Blanca Alicia Godínez Vega. 
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25 votos a favor de la ciudadana Ana Raquel Hernández González. 
25 votos a favor de la ciudadana Dalila Guadalupe Pérez González. 
25 votos a favor del ciudadano Manuel Alejandro Smith Vázquez. 
La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio cuenta con el 

resultado de la votación de los consejeros consultivos suplentes: 
24 votos a favor del ciudadano Joel Reyes Becerril. 
24 votos a favor del ciudadano Roberto Andrés Godínez Vega. 
1 voto nulo. 
La Presidencia declaró, en virtud de la votación, que los ciudadanos: Manuel 

Enrique Arizmendi San Pedro, Francisco Ayala Vázquez, Blanca Alicia Godínez 
Vega, Ana Raquel Hernández González, Dalila Guadalupe Pérez González y 
Manuel Alejandro Smith Vázquez, son nombrados Consejeros Consultivos 
Propietarios de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos; y los 
ciudadanos: Joel Reyes Becerril y Roberto Andrés Godínez Vega, son nombrados 
Consejeros Consultivos Suplentes de la misma Comisión. 

En virtud de que los Consejeros Consultivos Propietarios y Suplentes de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, se encontraban en las 
instalaciones del Poder Legislativo, la Presidencia nombró en comisión de cortesía, 
a las diputadas y diputados: Griselda Rodríguez Gutiérrez, David Martínez Martínez, 
Ángel García Yáñez y Carlos de la Rosa Segura, para recibir e introducir al Recinto 
Legislativo a los Consejeros Consultivos Propietarios y Suplentes de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Morelos. 

Para dar cumplimiento a lo señalado por el artículo 133 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se procedió a la toma de protesta 
constitucional, por lo que la Presidencia solicitó a los presentes ponerse de pie y a 
los Consejeros Propietarios y Suplentes de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Morelos, pasar al frente de la Mesa Directiva. 

La Presidencia interrogó: 
Consejeros Propietarios y Suplentes: “¿Protestáis guardar y hacer guardar la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado, las 
leyes que de una y otra emanen, y cumplir leal y patrióticamente con los deberes 
del cargo de Consejeros Propietarios y Suplentes de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Morelos, que se os ha conferido?”. 

Los interrogados respondieron: “Sí, protesto”. 
La Presidencia decretó: 
“Si no lo hiciereis así, que la Nación y el Estado os lo demanden”. 
La Presidencia invitó a los presentes a tomar asiento. 
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Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

9.- Dictámenes de segunda lectura: 
C) Se sometió a discusión en lo general el dictamen emanado de la Comisión 

de Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por jubilación de los 
ciudadanos: Valentín Capistrán Valentín, Santiago Zavaleta Delgado, Elizabeth 
Yasmín Pérez Pérez, Sandra Yadira Izquierdo Oregón, Dina Ruíz Carnalla, Eduardo 
Linares Sánchez, Norma Alejandra Gómez Martínez, Luz María Guadalupe de la 
Fuente Ortiz.  

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidieran los decretos respectivos y se remitieran al 
Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

D) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por cesantía en edad 
avanzada de los ciudadanos: Camerino Cirilo Marín González, Lucino Fierro 
Martínez, Roberto Campos Soto, Sabina Pérez Duarte, Francisco Damián Pedroza, 
Luis Miguel Alemán García, José Luis Retana Gamiño, Celedonio Marino Morales 
Sánchez, José Luis Gutiérrez Quintero. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidieran los decretos respectivos y se remitieran al 
Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Se integró a la sesión el ciudadano diputado Matías Nazario Morales. 
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E) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por viudez de la 
ciudadana: Lucrecia Villegas Torres.  

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

F) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen de la Comisión de 
Trabajo, Previsión y Seguridad Social inherente a la pensión por invalidez del 
ciudadano: Sergio Sánchez Alcantar.  

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

NN) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a la 
versión sintetizada del dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, 
relativo a la designación de un Magistrado Numerario del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Morelos.  

La Presidencia instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de 
los Debates. 

La Presidencia solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 
votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 
resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en la misma 
sesión. Se aprobó por unanimidad. 
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Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que el dictamen era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la 
misma sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 25 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen en lo particular.  
En virtud de la aprobación del dictamen en lo general y por no haberse 

reservado ningún artículo en lo particular, la Presidencia informó a las diputadas y 
diputados que la designación del Magistrado Numerario del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Morelos, se llevaría a cabo mediante votación por cédula, 
con fundamento en los artículos 117 de la Ley Orgánica y 133 del Reglamento, 
ambos para el Congreso del Estado. 

La Presidencia solicitó al personal administrativo distribuyera las cédulas de 
votación, y a las diputadas y diputados, depositaran la cédula de votación que les 
fue entregada, en la urna correspondiente, conforme fueran llamados en orden de 
lista. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, pasó lista a los 
ciudadanos diputados y dio cuenta con el resultado de la votación: 

0 votos a favor del Licenciado Guillermo Arroyo Cruz, para ocupar el cargo 
de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

2 votos a favor del Licenciado Jaime Castera Toscano, para ocupar el cargo 
de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor del Licenciado Carlos Edmundo Cuenca Dardón, para ocupar 
el cargo de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

23 votos a favor de la Licenciada Elda Flores León, para ocupar el cargo de 
Magistrada Numeraria del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor de la Licenciada Laura Galván Salgado, para ocupar el cargo 
de Magistrada Numeraria del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

3 votos a favor del Licenciado Luis Jorge Gamboa Olea, para ocupar el cargo 
de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor del Licenciado Nicolás Arturo Garduño Sámano, para ocupar 
el cargo de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor del Licenciado Alejandro Hernández Arjona, para ocupar el 
cargo de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  
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0 votos a favor del Licenciado Marco Antonio Ponce Santiago, para ocupar el 
cargo de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor de la Licenciada Aurora Salgado Jaimes, para ocupar el 
cargo de Magistrada Numeraria del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

0 votos a favor del Licenciado Jesús Valencia Valencia, para ocupar el cargo 
de Magistrado Numerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado.  

Conforme el resultado de la votación, la Presidencia declaró que la 
Licenciada Elda Flores León es designada Magistrada Numeraria del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado. 

En virtud de que la Magistrada Numeraria designada se encontraba en las 
instalaciones del Poder Legislativo, la Presidencia nombró en comisión de cortesía, 
a los diputados: Roberto Carlos Yáñez Moreno, Isaac Pimentel Rivas, Ángel García 
Yáñez, Carlos de la Rosa Segura y Griselda Rodríguez Gutiérrez, para recibir e 
introducir al Recinto Legislativo a la Licenciada Elda Flores León, Magistrada 
Numeraria del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

Para dar cumplimiento a lo señalado por el artículo 133 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se procedió a la toma de protesta 
constitucional de la ciudadana Licenciada Elda Flores León, como Magistrada 
Numeraria del Tribunal Superior de Justicia del Estado, por lo que la Presidencia le 
solicitó pasar al frente de la Mesa Directiva y a los presentes, ponerse de pie.  

La Presidencia interrogó: 
Licenciada Elda Flores León “¿Protestáis guardar y hacer guardar la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado, las 
leyes que de una y otra emanen, y cumplir leal y patrióticamente con los deberes 
del cargo de Magistrada Numeraria del Tribunal Superior de Justicia  del Estado de 
Morelos, que se os ha conferido?”. 

La interrogada respondió: “Sí, protesto”. 
La Presidencia decretó: 
“Si no lo hiciereis así, que la Nación y el Estado os lo demanden”. 
La Presidencia invitó a los presentes a tomar asiento. 
Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 

del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

El diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, desde su curul, solicitó que se 
pudiera adelantar la lectura de la proposición con punto de acuerdo marcado con el 
inciso D) en el orden del día, presentado por la diputada Erika Cortés Martínez, 
debido a que en el Recinto se encontraba un grupo de jóvenes interesados en la 
aprobación del mismo. 
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La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
en votación económica, si era de aprobarse la modificación al orden del día, 
solicitada por el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar. Se aprobó por 
unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia declaró que era de aprobarse 
la solicitud de modificación al orden del día, propuesta por el diputado Edmundo 
Javier Bolaños Aguilar. 

10.- C) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Erika Cortés Martínez 
para presentar proposición con punto de acuerdo para que el Congreso local 
declare en Morelos el 25 de Marzo como el “Día de la niña y el niño por nacer”.  

El diputado Isaac Pimentel Rivas, desde su curul, solicitó adherirse al punto 
de acuerdo; de la misma manera, el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, 
desde su curul, solicitó adherirse al punto de acuerdo, a nombre de los integrantes 
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

La proponente aceptó las adhesiones. 
ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos para su 

análisis y dictamen. 
9.- A) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 

Comisión de Salud, relativo a las observaciones por el entonces Gobernador del 
Estado de Morelos, Marco Antonio Adame Castillo, relativo a la Ley de Guarderías y 
Establecimientos Infantiles del Estado de Morelos.  

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 23 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

B) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 
Comisión de Salud, por el que se adiciona el Capítulo IX denominado “De la Salud 
Bucodental”, al Título Tercero “De la Prestación de los Servicios de Salud” a la Ley 
de Salud del Estado de Morelos.  

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 23 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 
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Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al Titular 
del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

10.- Proposiciones con puntos de acuerdo parlamentarios: 
A) Se concedió el uso de la palabra al diputado Fernando Guadarrama 

Figueroa, para presentar proposición con punto de acuerdo a fin de que el 
Congreso  del Estado de Morelos exhorte al Titular de la Secretaría de Cultura y 
cumpla con las atribuciones correspondientes al fomento, desarrollo, exhibición y 
difusión de la industria cinematográfica y promocionar a Morelos como escenario 
para actividades de la industria cinematográfica nacional e internacional y cualquier  
producción de comerciales, videos, musicales, programas de televisión, 
largometrajes, cortometrajes, documentales y foto fija. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su 
discusión y votación respectiva en esta la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que era de calificarse 
como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hablar a favor o en contra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara a 
la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citado. Se 
aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 
acuerdo.  

La Presidencia instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 
Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios, le diera cumplimiento en sus 
términos. 

E) Se concedió el uso de la palabra al diputado Alfonso Miranda Gallegos, en 
representación de la Comisión de Educación y Cultura, para presentar proposición 
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cámara de Diputados y a la 
Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, para que en el proceso de 
elaboración de las leyes reglamentarias en materia educativa, sean incluidos las y 
los docentes del Estado de Morelos, tanto en  los foros de consulta como en las 
mesas de discusión que se generen al interior de las comisiones legislativas de 
ambas cámaras. 
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La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución, y en su caso, proceder a su 
discusión y votación respectiva en esta la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que era de calificarse 
como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
Se inscribió, para hacer uso de la palabra, el ciudadano diputado José 

Manuel Agüero Tovar, en contra. 
(Se anexa su intervención íntegra para su publicación en el Semanario de los 

Debates). 
La Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo 
citado. El resultado de la votación fue 13 votos a favor, 4 en contra y 0 
abstenciones. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 
acuerdo.  

La Presidencia instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 
Secretaria de Servicios Legislativos y Parlamentarios, le diera cumplimiento en sus 
términos. 

El diputado Juan Ángel Flores Bustamante, desde su curul, solicitó se 
agregara una proposición con punto de acuerdo por el que el Congreso del Estado 
de Morelos, en el marco de la autonomía municipal, exhorte al Ayuntamiento de 
Tlaquiltenango, Morelos, a efecto de que investigue y dé seguimiento a los hechos 
ocurridos el 17 de marzo en la elección de ayudantes municipales en los que 
presuntamente se impidió la participación directa de las mujeres para votar y ser 
votadas. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
en votación económica, si era de aprobarse la modificación al orden del día, 
solicitada por el diputado Juan Ángel Flores Bustamante. Se aprobó por 
unanimidad. 

La Presidencia indicó que, como resultado de la votación, era de aprobarse 
la modificación al orden del día. 

D) Se concedió el uso de la palabra al diputado Edmundo Javier Bolaños 
Aguilar, para presentar proposición con punto de acuerdo que reconoce la lealtad a 
la Patria del Ejército Mexicano en el Centenario de su creación y ordena inscribir en 
el Muro del Congreso con letras doradas la frase “Al Ejército Mexicano, por su 
lealtad a las instituciones en el Centenario de su creación”. 

ACUERDO: Túrnese a la Comisión de Reglamentos y Prácticas 
Parlamentarias, para su análisis y dictamen. 
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B) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Erika Cortés Martínez, para 
presentar proposición con punto de acuerdo para que el Congreso local exhorte al 
Poder Ejecutivo, a través de la Secretaría de Turismo, a los organismos estatales y 
al Gobierno Municipal que se relacionen con esta actividad, para que brinden mayor 
promoción y difusión a los lugares turísticos en general y de manera particular a los 
desarrollados en comunidades indígenas de Entidad. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su 
discusión y votación respectiva en esta la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que era de calificarse 
como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hablar a favor o en contra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara a 
la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citado. Se 
aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 
acuerdo.  

La Presidencia instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y la Secretaria 
de Servicios Legislativos y Parlamentarios, le diera cumplimiento en sus términos 

F) Se concedió el uso de la palabra al diputado Héctor Salazar Porcayo, para 
presentar la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Secretario 
de Gobierno, Ingeniero Jorge Vicente Messeguer Guillén, para que en el marco de 
sus competencias, reasigne laboralmente, en áreas propias de la experiencia y 
capacidades, a 150 custodios del Sistema Penitenciario del Estado que serán 
dados de baja en el marco de la reestructuración de estas instituciones. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su 
discusión y votación respectiva en esta la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que era de calificarse 
como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
No habiendo oradores que se inscribieran para hablar a favor o en contra, la 

Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara a 
la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citado. Se 
aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 
acuerdo.  
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La Presidencia instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y la Secretaria 
de Servicios Legislativos y Parlamentarios, le diera cumplimiento en sus términos. 

G) Se concedió el uso de la palabra al diputado Juan Ángel Flores 
Bustamante, para presentar la proposición con punto de acuerdo por el que el 
Congreso del Estado de Morelos, en el marco de la autonomía municipal, exhorta al 
Ayuntamiento de Tlaquiltenango, Morelos, a efecto de que investigue y dé 
seguimiento a los hechos ocurridos el 17 de Marzo en la elección de ayudantes 
municipales en los que presuntamente se impidió la participación directa de las 
mujeres para votar y ser votadas. 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea, 
mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 
calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su 
discusión y votación respectiva en esta la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidencia indicó que era de calificarse 
como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
Se inscribieron, para hablar a favor, los ciudadanos diputados: Amelia Marín 

Méndez y Héctor Salazar Porcayo. 
(Se anexan sus intervenciones íntegras para su publicación en el Semanario 

de los Debates). 
La Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo 
citado. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 
acuerdo.  

La Presidencia instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 
Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios, le diera cumplimiento en sus 
términos. 

9.- G) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Amacuzac, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 24 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 
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Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

H) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Atlatlahucan, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 25 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

I) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Axochiapan, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 24 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

J) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Ayala, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 24 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
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Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 
ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

K) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Coatlán del Río, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 25 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

L) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Cuautla, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 24 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

M) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Cuernavaca, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
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Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 24 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

N) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Emiliano Zapata, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

O) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Huitzilac, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 
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P) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Jantetelco, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Q) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Jiutepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

R) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Jojutla, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 
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Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

S) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Jonacatepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

T) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Mazatepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

U) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Miacatlán, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
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Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 
ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

V) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Ocuituco, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

W) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Puente de Ixtla, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

X) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Temixco, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
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Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Y) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Temoac, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Z) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Tepalcingo, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 
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AA) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tepoztlán, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

BB) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tetecala, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

CC) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tetela del Volcán, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 
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Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

DD) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tlalnepantla, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

EE) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tlaltizapán, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

FF) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tlaquiltenango, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
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Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 
ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

GG) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Tlayacapan, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

HH) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Totolapan, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

II) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Xochitepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
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Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

JJ) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Yautepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

KK) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Yecapixtla, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 
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LL) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley de 
Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del municipio 
de Zacatepec, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

MM) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen del proyecto de Ley 
de Ingresos del ejercicio fiscal 2013 observado por el Ejecutivo Estatal, del 
municipio de Zacualpan de Amilpas, Morelos. 

No habiendo oradores que se inscribieran para hacer uso de la palabra, la 
Presidencia instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, consultara a la 
Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado de la 
votación fue de 20 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se sometió a discusión el dictamen, en lo particular.  
Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidencia indicó que era de aprobarse el 
dictamen. 

Asimismo, instruyó se expidiera la Ley de Ingresos respectiva y se remitiera 
al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

11.- Se dio cuenta con la correspondencia recibida: 
PRIMERO.- Escritos de los ciudadanos María de la Luz Soto Vara, Ángela 

Orozco Cantoran, Margarita Peña Rojas, Miguelina Pliego Sánchez, Maricela 
Márquez Millán,  Vicente Menez López y Alfredo Arroyo Moreno, quienes solicitan 
pensión por jubilación; Manuel Patrón Guerrero, Manuel Monroy Gutiérrez, Jesús 
Eduardo Rojas Orozco, Epifanio Álvarez Rodríguez, Víctor Juárez Abundez, Martin 
Moreno Salado y Francisco Castañeda González, quienes solicitan pensión por 
cesantía en edad avanzada; Anatalia Bruno Méndez, Ma. de Jesús Delgado Flores, 
Araceli Vázquez Salgado, Xóchitl Kempis Robles, María Martha García Coapango y 
Rosa Elena Poblador González, quienes solicita pensión por viudez; Jesús Zaldívar 
Sotelo, quien solicita pensión por invalidez. 
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ACUERDO: Túrnense a la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, para su análisis y dictamen correspondiente. 

SEGUNDA.- Oficio signado por el licenciado Manuel González Velázquez, 
mediante el cual remite estados financieros de la cuenta corriente de este órgano 
de fiscalización, correspondiente al mes de Enero de 2013. 

ACUERDO: Túrnese al Comité de Vigilancia, para los efectos legales 
procedentes.  

TERCERA.- Oficio signado por el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, 
mediante el cual solicita que las comisiones unidas de Educación y Cultura y de 
Seguridad Pública y Protección Civil, elaboren el dictamen de la siguiente iniciativa: 

Iniciativa que crea la Ley para la Convivencia y Prevención de la Violencia 
Escolar en Morelos (bullying). 

ACUERDO: Con fundamento en el artículo 36, fracciones III y XVIII, de la Ley 
Orgánica para el Congreso, se señala el día 11 de Abril del 2013 para el efecto de 
que presenten el dictamen de la iniciativa que crea la Ley para la Convivencia y 
Prevención de la Violencia Escolar en Morelos (bullying). 

CUARTA.- Documento signado por el diputado Jordi Meseguer Gally, 
Presidente de la Comisión de la Juventud, mediante el cual envía el informe de la 
situación que guarda la Administración Pública Estatal. 

ACUERDO: Túrnese al Titular del Poder Ejecutivo, para los efectos 
señalados en el artículo 33 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, así como lo establecido en el artículo 153 del reglamento para el 
Congreso del Estado de Morelos. 

QUINTA.- Documento signado por la diputada María Teresa Domínguez 
Rivera, Presidenta de la Comisión de Equidad de Género, mediante el cual remite 
las observaciones realizadas por esa comisión, respecto al informe de la situación 
que guarda la administración pública estatal, presentado por el Gobernador 
Constitucional del Estado de Morelos. 

ACUERDO: Túrnese al Titular del Poder Ejecutivo, para los efectos 
señalados en el artículo 33 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, así como lo establecido en el artículo 153 del reglamento para el 
Congreso del Estado de Morelos. 

12.- No hubo oradores que se inscribieran para hablar en asuntos generales. 
La Presidencia comunicó a la Asamblea que se recibieron solicitudes de 

justificación de inasistencia a la sesión de la diputada Rosalina Mazari Espín y del 
diputado Jordi Messeguer Gally, mismas que serán calificadas por la Presidencia. 
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13.- No habiendo otro asunto que tratar, se clausuró la sesión siendo las 
veintitrés horas con treinta minutos y se citó a la sesión ordinaria que tendrá 
verificativo el día jueves 4 de Abril del año en curso, a las once horas. 

Damos fe.- ------------------------------------------------------- 
 

HUMBERTO SEGURA GUERRERO  
DIPUTADO PRESIDENTE 

 
HÉCTOR SALAZAR PORCAYO 
DIPUTADO VICEPRESIDENTE 

 
ERIKA HERNÁNDEZ GORDILLO 

DIPUTADA SECRETARIA 
 

ROBERTO CARLOS YÁÑEZ MORENO 
DIPUTADO SECRETARIO  
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INICIATIVAS: 
Iniciativa con proyecto de Ley de Víctimas para el Estado Libre y Soberano 

de Morelos, presentada por el diputado Matías Nazario Morales. 
 

Diputado Humberto Segura Guerrero  
Presidente de la Mesa Directiva del  
Honorable Congreso del Estado de Morelos. 
P r e s e n t e 
El que suscribe Diputado Matías Nazario Morales, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la Quincuagésima 
Segunda Legislatura, del Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
con fundamento en los artículos 40, fracción II y 42, fracción II, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; y el artículo 18, 
fracción IV de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, 
presento a Usted Iniciativa con Proyecto de Decreto de la Ley de Victimas 
para el Estado Libre y Soberano de Morelos, 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
• El  día 9 de enero del año 2013, en el Diario Oficial de la 

Federación, órgano del gobierno constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, se publicó el Decreto por el que se expide la Ley General de 
Víctimas, con aplicación en todo el territorio nacional. 

• Por mandato establecido en el artículo Transitorio Primero, del 
Decreto en comento, la vigencia de Ley General de Víctimas inicia treinta días 
después de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

• A la fecha de la presente iniciativa, que me permito presentar a 
esta Soberanía, ha trascurrido el plazo de treinta días, establecido en el 
artículo Transitorio Primero del decreto citado y, por lo tanto, ha iniciado la 
vigencia de la Ley General de Victimas, a partir del día ocho de febrero del 
presente año. 

• Por lo que de conformidad con lo establecido en el Decreto 
respectivo, en su artículo Primero Transitorio, la Ley General de Victimas, 
hoy, ya es derecho positivo vigente en todo el territorio nacional. 

• En el contenido del Decreto, mediante el que se promulgó la Ley 
General de Victimas, en el artículo Séptimo Transitorio, se establece la 
obligación de la Legislaturas Locales de armonizar todas las normas jurídicas 
locales, relacionados con la Ley General de Victimas, vigente. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito presentar a este 
Honorable Congreso del Estado la siguiente:  

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO DE LEY DE VICTIMAS PARA EL 
ESTADO DE MORELOS 

     



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

50  
 

LEY DE VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE MORELOS 
TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
CAPÍTULO I 

OBJETO E INTERPRETACIÓN 
Artículo 1. La presente Ley  es de orden público de interés social y 

observancia en todo el territorio del Estado de Morelos, en términos de lo dispuesto 
por el artículo Primero, párrafo tercero, artículo 17, y el artículo 20, apartado C, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados 
Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Mexicano, y la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, vigente. 

La presente Ley obliga a las autoridades de los tres Poderes 
Constitucionales del Estado de Morelos, así como a cualquier oficina, dependencia, 
organismo o institución pública o privada que vele por la protección de las víctimas, 
a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. 

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 
compensación, satisfacción y garantías de no repetición.  Cada una de estas 
medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y 
magnitud del hecho punible cometido.  

Artículo 2. El objeto de la presente Ley de Víctimas es: 
I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas de  uno o más 

delitos y  de violaciones a derechos  humanos, en especial el derecho a la 
 asistencia,  protección, atención, verdad, justicia, reparación  integral, 
 restitución de sus derechos violados, debida  diligencia, no repetición y 
 todos  los demás derechos  consagrados en ella, en la Constitución, en 
 los  Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano  es parte; 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para 
promover, respetar, proteger, garantizar y permitir el ejercicio efectivo de los 
derechos de las víctimas de uno o más delitos; así como implementar los 
mecanismos para que todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas 
competencias cumplan con sus obligaciones de prevenir, investigar, sancionar y 
lograr la reparación integral; 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las  víctimas a la 
justicia en  estricto cumplimiento de las  reglas del debido proceso; 

IV. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por 
omisión de cualquiera de sus disposiciones. 

Artículo 3. Esta Ley se interpretará de conformidad con la Constitución, con 
los Tratados Internacionales y la Constitución del Estado de Morelos, favoreciendo 
en todo tiempo la protección más amplia de los derechos de las victimas de uno o 
más delitos. 
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CAPÍTULO II 
PRINCIPIOS Y DEFINICIONES 

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas que 
directamente  hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, 
emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos 
o derechos como consecuencia de la comisión de uno o más  delitos  o violaciones 
a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y en la Constitución del 
Estado y la legislación ordinaria estatal vigente. 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo 
de los derechos en los términos establecidos en la presente Ley. 

Artículo 5. Los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos en esta 
Ley, serán diseñados, implementados y evaluados aplicando los principios 
siguientes: 

Dignidad.- La dignidad humana es un valor, principio. Implica el respeto  de 
la persona individual como titular de derechos y a no ser objeto de violencia o 
arbitrariedades por parte del Estado. 

En cualquier caso, todo acto que se desprenda de la presente Ley será 
interpretado de conformidad con los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución, los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano es parte,  
y la aplicando siempre la norma más benéfica para la persona. 

Buena fe.- Se presumirá la buena fe de las víctimas. Los servidores públicos 
que intervengan no deben responsabilizarla por su situación de víctima y deben 
brindarle los servicios de ayuda, atención y asistencia desde el momento en que lo 
requiera. 

Complementariedad.- Los mecanismos, medidas y procedimientos 
contemplados en esta Ley relacionados con la asistencia, ayuda, protección, 
atención y reparación integral a las víctimas deberán realizarse de manera 
armónica, entendiéndose siempre como complementarias y no excluyentes. 

Tanto las reparaciones individuales, administrativas o judiciales, como las 
reparaciones colectivas deben ser complementarias para alcanzar la integralidad 
que busca la reparación. 

Debida diligencia.- El Estado deberá realizar todas las actuaciones 
necesarias dentro de un tiempo razonable, para lograr el objeto de esta Ley, en 
especial la prevención, ayuda, atención, asistencia, derecho a la verdad, justicia y 
reparación integral a fin de que la víctima sea tratada y considerada como sujeto 
titular de derecho. 

Enfoque diferencial y especializado.- Se reconoce la existencia de grupos 
de población con características particulares de vulnerabilidad en razón de su edad, 
género, preferencia u orientación sexual, etnia, condición de discapacidad y otros. 
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Las distintas autoridades comprometidas en la aplicación de esta Ley 
ofrecerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantías especiales y 
medidas de protección a los grupos expuestos a un mayor riesgo de violación de 
sus derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en 
situación de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas, defensoras y 
defensores de derechos humanos y personas en situación de desplazamiento 
interno. En todo momento se reconocerá el interés superior del menor.  

Igualdad y no discriminación.- En el ejercicio de los derechos y garantías 
de las víctimas y en todos los procedimientos a los que se refiere la presente Ley, 
las autoridades se conducirán sin distinción, exclusión o restricción, ejercida por 
razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, religión, 
opiniones políticas, ideológicas o de cualquier otro tipo, género, edad, preferencia u 
orientación sexual, estado civil, condiciones de salud, pertenencia a una minoría 
nacional, patrimonio y discapacidades, o cualquier otra que tenga por objeto o 
efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad 
real de oportunidades de las personas. Toda garantía o mecanismo especial deberá 
fundarse en razones de enfoque diferencial. 

Integralidad, indivisibilidad e interdependencia.- Todos los derechos 
contemplados en esta Ley se encuentran interrelacionados entre sí. No se puede 
garantizar el goce y ejercicio de los mismos sin que a la vez se garantice el resto de 
los derechos. La violación de un derecho pondrá en riesgo el ejercicio de otros. 

Para garantizar la integralidad, la asistencia, atención, ayuda y reparación 
integral a las víctimas se realizará de forma multidisciplinaria y especializada. 

Máxima protección.- Entendido como la obligación de cualquier autoridad 
de gobierno de velar por la aplicación más amplia de medidas de protección a la 
dignidad, libertad, seguridad y demás derechos de las víctimas del delito y de 
violaciones a los derechos humanos. 

Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para garantizar su 
seguridad, protección, bienestar físico y psicológico e intimidad. 

Victimización secundaria.- Las características y condiciones particulares de 
la víctima no podrán ser motivo para negarle su calidad. El Estado tampoco podrá 
exigir mecanismos o procedimientos que agraven su condición, ni establecer 
requisitos que obstaculicen e impidan el ejercicio de sus derechos. 

Progresividad y no regresividad.- Las autoridades comprometidas en la 
aplicación de esta Ley adquieren la obligación de realizar todas las acciones 
necesarias para garantizar los derechos reconocidos en la misma y no podrán 
retroceder o supeditar aquellos derechos, estándares o niveles de cumplimiento 
alcanzados. 

Publicidad.- Todas las acciones, mecanismos y procedimientos deberán ser 
públicos, siempre que esto no vulnere los derechos humanos de las víctimas o las 
garantías para su protección. 
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El Estado deberá implementar mecanismos de difusión eficaces a fin de 
brindar información y orientación a las víctimas acerca de los derechos, garantías, y 
recursos, así como acciones, mecanismos y procedimientos con los que cuenta, los 
cuales deberán ser dirigidos a las víctimas y publicitarse de forma clara y accesible. 

Rendición de cuentas.- Las autoridades y funcionarios encargados de la 
implementación de la Ley, así como los planes y programas que esta ley regula, 
estarán sujetos a mecanismos efectivos de rendición de cuentas y de evaluación en 
donde debe contemplarse la participación pública, incluidas las víctimas y los 
colectivos de víctimas. 

Transparencia.- Todas las acciones, mecanismos y procedimientos que 
lleve adelante el Estado en ejercicio de sus obligaciones para con las víctimas, 
deberán instrumentarse de manera que garanticen el acceso a la información, así 
como el seguimiento y control correspondientes. 

 
Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
I. Asesor Jurídico: Asesor Jurídico  de Atención a Víctimas; 
II. Asesoría Jurídica: Asesoría Jurídica  de Atención a Víctimas; 
III. Comisiones de víctimas: Comisión Estatal  de Atención Integral a 

Víctimas; 
IV. Comisión Ejecutiva: Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas; 
V. Compensación: Reparación económica a que la víctima tenga 

derecho; 
VI. Daño: Muerte o lesiones corporales, daños o perjuicios morales y 

materiales; pérdidas de ingresos directamente derivadas de un interés económico. 
VII. Delito: Conducta típica, antijurídica y culpable que sancionan la 

legislación penal del Estado de Morelos, vigente y  sus equivalentes referidos por 
los Tratados Internacionales de los que México sea parte; 

VIII. Fondo: Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; 
IX. Procedimiento: Actuación por trámites judiciales o administrativos; 
X. Registro: Registro Estatal de Víctimas; 
XI. Reglamento: Reglamento Interior de la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas; 
XII. Sistema: Sistema Estatal de Atención a Víctimas; 
XIII. Víctima: Persona individual que directa o indirectamente ha sufrido el 

menoscabo de sus derechos producto de una violación de derechos humanos o de 
la comisión de uno o más delitos; 
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XIV. Violación de derechos humanos: Todo acto u omisión que afecte los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución o en los Tratados 
Internacionales, También se considera violación de derechos humanos cuando la 
acción u omisión referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, 
explícita o implícitamente por un servidor público, o cuando actúe con aquiescencia 
o colaboración de un servidor público. 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

CAPÍTULO I 
DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley  deberán 
ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y 
las leyes estatales aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo en 
todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. 

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 
I. Derecho a ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus 

derechos humanos por parte de los servidores públicos y, en general, del personal 
de las instituciones públicas responsables del cumplimiento de esta Ley, así como 
por parte de los particulares que cuenten con convenios para brindar servicios a las 
víctimas; 

II. Derecho a solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma 
oportuna, rápida, equitativa, gratuita y efectiva por personal especializado en 
atención al daño sufrido desde la comisión del hecho victimizante, con 
independencia del lugar en donde ella se encuentre; así como a que esa ayuda, 
asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a un nuevo trauma; 

III. Derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través de 
recursos y procedimientos accesibles, apropiados, suficientes, rápidos y eficaces; 

IV. Las víctimas, con independencia de que se encuentren dentro un 
procedimiento penal o de cualquier otra índole, tienen derecho a la protección del 
Estado, incluido su bienestar físico y psicológico y la seguridad de su entorno, con 
respeto a su dignidad y privacidad. 

 Lo anterior incluye el derecho a la protección de su intimidad contra 
injerencias ilegítimas, así como derecho a contar ella y sus familiares con medidas 
de protección eficaces cuando su vida o integridad personal o libertad personal 
sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de su condición de víctima y/o del 
ejercicio de sus derechos; 

V. Derecho a solicitar y a recibir información clara, precisa y accesible 
sobre las rutas y los medios de acceso a los procedimientos, mecanismos y 
medidas que se establecen en la presente Ley; 
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VI. Derecho a solicitar, acceder y recibir, en forma clara y precisa, toda la 
información oficial necesaria para lograr el pleno ejercicio de cada uno de sus 
derechos; 

VII. Derecho a obtener en forma oportuna, rápida y efectiva todos los 
documentos que requiera para el ejercicio de sus derechos, entre éstos, los 
documentos de identificación y las visas; 

VIII. Derecho a conocer el estado de los procesos judiciales y 
administrativos en los que tenga un interés como interviniente; 

IX. Derecho a ser efectivamente escuchada por la autoridad respectiva, 
cuando se encuentre presente en la audiencia, diligencia o en cualquier otra 
actuación y antes de que la autoridad se pronuncie; 

X. Derecho a la notificación de las resoluciones que se dicten en el 
Sistema relativas a las solicitudes de ingreso y de medidas de ayuda, de asistencia 
y reparación integral; 

XI. Derecho a que su consulado sea inmediatamente notificado conforme 
a las normas internacionales que protegen el derecho a la asistencia consular, 
cuando se trate de víctimas extranjeras; 

XII. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de 
victimización su núcleo familiar se haya dividido; 

XIII. Derecho a retornar a su lugar de origen o a reubicarse en condiciones 
de voluntariedad, seguridad y dignidad; 

XIV. Derecho a acudir y a participar en escenarios de diálogo institucional; 
XV. Derecho a ser beneficiaria de las acciones afirmativas y programas 

sociales adelantados por el Estado para proteger y garantizar su derecho a la vida 
en condiciones de dignidad; 

XVI. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento 
de la política pública de prevención, ayuda, atención, asistencia y reparación 
integral; 

XVII. Derecho a que las políticas públicas que son implementadas con base 
en la presente Ley tengan un enfoque transversal de género y diferencial, 
particularmente en atención a la infancia, los adultos mayores y población indígena; 

XVIII. Derecho a no ser discriminadas ni limitadas en sus derechos, salvo en 
los casos expresamente señalados en esta Ley; 

XIX. Derecho a recibir tratamiento especializado que le permita su 
rehabilitación física y psicológica con la finalidad de lograr su reintegración a la 
sociedad; 

XX. Derecho a acceder a los mecanismos de justicia disponibles para 
determinar la responsabilidad en la comisión del delito o de la violación de los 
derechos humanos; 
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XXI. Derecho a tomar decisiones informadas sobre las vías de acceso a la 
justicia o mecanismos alternativos; 

XXII. Derecho a una investigación pronta y efectiva que lleve a la 
identificación, captura, procesamiento y sanción de manera adecuada de todos los 
responsables del daño, al esclarecimiento de los hechos y a la reparación del daño; 

XXIII. Derecho a participar activamente en la búsqueda de la verdad de los 
hechos y en los mecanismos de acceso a la justicia que estén a su disposición, 
conforme a los procedimientos establecidos en la ley de la materia; 

XXIV. Derecho a expresar libremente sus opiniones y preocupaciones ante 
las autoridades e instancias correspondientes, y a que éstas, en su caso, sean 
consideradas en las decisiones que afecten sus intereses; 

XXV. Derecho a ejercer los recursos legales en contra de las decisiones que 
afecten sus intereses y el ejercicio de sus derechos; 

XXVI. Derecho a que se les otorgue, en los casos que procedan, la ayuda 
provisional/humanitaria; 

XXVII. Derecho a recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o 
traductor de su lengua, en caso de que no hablen el idioma español o tengan 
discapacidad auditiva, verbal o visual; 

XXVIII. Derecho a trabajar de forma colectiva con otras víctimas para la 
defensa de sus derechos, incluida su reincorporación a la sociedad; 

XXIX. Derecho a contar con espacios colectivos donde se trabaje el apoyo 
individual o colectivo y que le permitan relacionarse con otras víctimas, y 

XXX. Los demás señalados por la Constitución, los Tratados 
Internacionales, esta Ley y cualquier otra disposición aplicable en la materia o 
legislación especial. 

CAPÍTULO II 
DE LOS DERECHOS DE AYUDA, ASISTENCIA Y ATENCIÓN 

Artículo 8. Las víctimas recibirán ayuda oportuna y rápida de acuerdo a las 
necesidades inmediatas que tengan relación directa con el hecho victimizante, con 
el objetivo de atender y garantizar la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, 
atención médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y 
alojamiento transitorio en condiciones dignas y seguras, en el momento de la 
comisión del delito o de la violación de los derechos o en el momento en el que las 
autoridades tengan conocimiento del delito o de la violación de derechos. Las 
medidas de ayuda se brindarán garantizando siempre un enfoque transversal de 
género y diferencial. 

Las víctimas de delitos o de violaciones de derechos contra la libertad y la 
integridad, recibirán ayuda médica y psicológica especializada de emergencia en 
los términos de la presente Ley. 
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Artículo 9. Las víctimas tendrán derecho a la asistencia y a la atención, los 
cuales se garantizarán incluyendo siempre un enfoque transversal de género y 
diferencial. 

Se entiende por asistencia el conjunto integrado de mecanismos, 
procedimientos, programas, medidas y recursos de orden político, económico, 
social, cultural, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer la vigencia 
efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar una vida 
digna y garantizar su incorporación a la vida social, económica y política.  Entre 
estas medidas, las víctimas contarán con asistencia médica especializada 
incluyendo la psiquiátrica, psicológica, traumatológica y tanatológica. 

Se entiende por atención, la acción de dar información, orientación y 
acompañamiento jurídico y psicosocial a las víctimas, con miras a facilitar su acceso 
a los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación integral, cualificando el 
ejercicio de los mismos. 

Las medidas de asistencia y atención no sustituyen ni reemplazan a las 
medidas de reparación integral, por lo tanto, el costo o las erogaciones en que 
incurra el Estado en la prestación de los servicios de atención y asistencia, en 
ningún caso serán descontados de la compensación a que tuvieran derecho las 
víctimas. 

CAPÍTULO III 
DEL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y 
efectivo, a cargo de autoridades independientes, imparciales y competentes, que 
les garantice el ejercicio de su derecho a conocer la verdad, a que se realice con la 
debida diligencia una investigación inmediata y exhaustiva del delito o de las 
violaciones de derechos humanos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos 
y de las violaciones de derechos, con el respeto al debido proceso, sean 
enjuiciados y sancionados; y a obtener una reparación integral por los daños 
sufridos. 

Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia de los cuales 
disponga el Estado, incluidos los procedimientos judiciales y administrativos. La 
legislación en la materia que regule su intervención en los diferentes procedimientos 
deberá facilitar su participación. 

CAPÍTULO IV 
DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS EN EL PROCESO PENAL 

Artículo 11. Para garantizar los derechos establecidos en el artículo 10 de la 
presente Ley, las víctimas tendrán acceso a los mecanismos y procedimientos 
previstos en la Constitución, en las leyes locales y federales aplicables y en los 
Tratados Internacionales. 

Artículo 12. Del mismo modo las víctimas gozarán de los siguientes 
derechos: 
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I. A ser informadas de manera clara, precisa y accesible de sus 
derechos por el Ministerio Público o la primera autoridad con la que tenga contacto 
o que conozca del hecho delictivo, tan pronto éste ocurra. El Ministerio Público 
deberá comunicar a la víctima los derechos que reconocen la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales y esta Ley a su 
favor, dejando constancia en la carpeta de investigación de este hecho, con total 
independencia de que exista o no un probable responsable de los hechos; 

II. A que les sea compensando en forma expedita y justa. En los casos 
en que la autoridad judicial dicte una sentencia condenatoria no podrá absolver al 
responsable de las reparaciones, incluido el pago de la compensación.  Si la víctima 
o su Asesor Jurídico no solicitaran la compensación, el Ministerio Público está 
obligado a hacerlo; 

III. A Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se les reciban todos los 
datos o elementos de prueba con los que cuenten, tanto en la investigación como 
en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir 
en el juicio como partes plenas ejerciendo durante el mismo sus derechos los 
cuales en ningún caso podrán ser menores a los del imputado. Así mismo, tendrán 
derecho a que se les otorguen todas las facilidades para la presentación de 
denuncias o querellas; 

IV. A ser asesoradas y representadas dentro de la investigación y el 
proceso por un Asesor Jurídico. En los casos en que no quieran o no puedan 
contratar un abogado, les será proporcionado por el Estado, de acuerdo al 
procedimiento de la ley en la materia; esto incluye su derecho a elegir libremente a 
su representante legal; 

V. A tener derecho a la segunda instancia y a otros recursos ordinarios y 
extraordinarios en los mismos casos y condiciones que el procesado y en los 
demás que designen las leyes; 

VI. A impugnar ante la autoridad judicial las omisiones del Ministerio 
Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no 
ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento, con 
independencia de que se haya reparado o no el daño; 

VII. A comparecer a la investigación o al juicio y a que sean adoptadas 
medidas para minimizar las molestias causadas, proteger su intimidad, identidad y 
otros datos personales, en caso necesario; 

VIII. A que se garantice su seguridad, así como la de sus familiares y la de 
los testigos en su favor, contra todo acto de amenaza, intimidación y represalia; 

IX. A expresar libremente sus opiniones y preocupaciones ante las 
autoridades e instancias correspondientes de procuración y administración de 
justicia, y a que éstas, en su caso, sean consideradas en las decisiones que afecten 
sus intereses; 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

59  
 

X. A rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identificados dentro de la 
audiencia, teniendo la obligación el juez de resguardar sus datos personales y, si lo 
solicitan, hacerlo por medios electrónicos; 

XI. A obtener copia simple gratuita y de inmediato, de las diligencias en la 
que intervengan; 

XII. A solicitar medidas precautorias o cautelares para la seguridad y 
protección de las víctimas, ofendidos y testigos de cargo, para la investigación y 
persecución de los probables responsables del delito y para el aseguramiento de 
bienes para la reparación del daño; 

XIII. A ofrecer o solicitar la revalorización de la prueba a través de peritajes 
independientes, acreditados ante organismo nacional o internacional de protección 
a derechos humanos; 

XIV. A que se les informe sobre la realización de las audiencias donde se 
vaya a discutir sobre sus derechos y a estar presente en la misma; 

XV. A que se les notifique toda resolución que pueda afectar sus derechos 
y a impugnar dicha resolución; 

XVI. En los casos que impliquen graves violaciones a los derechos 
humanos, a solicitar  la intervención de expertos independientes, a fin de que 
asesore a las autoridades competentes sobre la investigación de los hechos y la 
realización de peritajes. Las organizaciones de la sociedad civil o grupos de 
víctimas podrán solicitar también que grupos de esos expertos revisen, informen y 
lleven a cabo recomendaciones para lograr el acceso a la justicia y a la verdad para 
las víctimas. 

Artículo 13. Adicionalmente a lo señalado en las leyes aplicables, la 
reparación integral comprende: 

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban 
antes de cometerse el delito o la violación a alguno o algunos de los derechos 
humanos; 

II. La restitución de todos los bienes o valores de su propiedad que 
hayan sido incautados o recuperados por las autoridades incluyendo sus frutos y 
accesorios, si no fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si se trata de 
bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un objeto igual al que 
fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a prueba pericial; 

III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con 
derecho a la reparación integral. Se entiende por daño moral, aquellos efectos 
nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico o patrimonial y no 
pueden ser tasados, por ende, en términos monetarios. El daño moral comprende 
tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas y a sus 
allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y 
toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria. En los casos en 
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los que el delito constituye una violación grave a los derechos humanos, se 
presumirá el daño moral de la víctima; 

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; 
V. El pago de salarios o percepciones correspondientes, cuando por 

lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión; 
VI. En casos de delitos o violaciones graves a derechos humanos al pago 

de los gastos y costas judiciales del asesor jurídico cuando éste sea privado; 
VII. El pago de los tratamientos médicos que, como consecuencia del 

delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la 
recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, así como los gastos de 
transporte, alojamiento o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio 
si la víctima reside en municipio o delegación distinto al del enjuiciamiento. 

Artículo 14. Cuando el imputado se sustraiga de la acción de la justicia, deje 
de presentarse ante la autoridad jurisdiccional competente que conozca de su caso 
los días fijos que se estime conveniente señalarle y cuantas veces sea citado o 
requerido para ello, u omita comunicar a la autoridad jurisdiccional competente los 
cambios de domicilio que tuviere o se ausentase del lugar del juicio de autorización 
de la autoridad jurisdiccional competente, esta última ordenará, sin demora alguna, 
que entregue la suma que garantiza la reparación del daño a la víctima, dejando 
constancia en el expediente del pago definitivo de la cantidad depositada, lo que no 
implica que se haya efectuado la reparación integral del daño correspondiente. 

En los casos en que la garantía fuese hecha por hipoteca o prenda, la 
autoridad jurisdiccional competente emitirá a la autoridad fiscal correspondiente 
dichos bienes para su cobro, el cual deberá entregarse sin dilación a la víctima. En 
los mismos términos los fiadores están obligados a pagar en forma inmediata la 
reparación del daño, aplicándose para su cobro, en todo caso, el procedimiento 
económico coactivo que las leyes fiscales señalen. 

Artículo 15. Las víctimas tendrán derecho a que se consideren su 
discapacidad temporal o permanente, físicas, o mentales, así como su condición de 
niñas, niños y adolescentes o adultos mayores. Así mismo, a que se respete un 
enfoque transversal de género y las diferencias culturales, religiosas, de credo, 
étnicas, entre otras igualmente relevantes. Cuando sea necesario, el Estado 
proporcionará intérpretes y traductores. Las víctimas no podrán ser discriminadas 
por ninguna causa de conformidad a la Constitución, en los Tratados 
Internacionales de derechos humanos, la presente Ley y las demás aplicables en la 
materia. 

Artículo 16. La víctima podrá acceder de manera subsidiaria, al Fondo de 
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, 
en los términos del Título Octavo de esta Ley.  Todo ello, sin perjuicio de las 
responsabilidades y sanciones, administrativas, penales y civiles que resulten. 
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Artículo 17. Las víctimas tienen derecho a intervenir en el proceso penal y 
deberán ser reconocidas como sujetos procesales en el mismo, en los términos de 
la Constitución y de los Tratados Internacionales de derechos humanos, pero si no 
fuese su deseo apersonarse en el mismo, serán representadas por un asesor 
jurídico o en su caso por el Ministerio Público, y serán notificadas personalmente de 
todos los actos y resoluciones que pongan fin al proceso, de los recursos 
interpuestos ya sean ordinarios o extraordinarios, así como de las modificaciones 
en las medidas cautelares que se hayan adoptado por la existencia de un riesgo 
para su seguridad, vida o integridad física o modificaciones a la sentencia. 

Artículo 18. Las víctimas tienen derecho a que se les explique el alcance y 
trascendencia de los exámenes periciales a los que podrán someterse dependiendo 
de la naturaleza del caso, y en caso de aceptar su realización a ser acompañadas 
en todo momento por el Defensor de las  Víctimas o la persona que consideren. 

Artículo 19. Toda comparecencia ante el órgano investigador, el juez o 
tribunal, o ante cualquiera otra autoridad o perito que requiera la presencia de la 
víctima, se considerará justificada para los efectos laborales y escolares, teniendo 
ella derecho a gozar del total de los emolumentos a que se refiere la Ley Federal 
del Trabajo. 

Artículo 20. Las víctimas tendrán derecho a optar por la solución de 
conflictos conforme a las reglas de la justicia alternativa, a través de instituciones 
como la conciliación y la mediación, a fin de facilitar la reparación del daño y la 
reconciliación de las partes y la garantía de no repetición. 

No podrá llevarse la conciliación ni la mediación a menos de que quede 
acreditado a través de los medios idóneos, que la víctima está en condiciones de 
tomar esa decisión y las procuradurías llevarán un registro y una auditoría puntual 
sobre los casos en donde sí sea decisión de la víctima utilizar estas vías de 
solución alterna de conflictos, notificando en todo caso a las instancias de 
protección a la mujer a fin de que se cercioren que la víctima tuvo el 
acompañamiento que requirió para la toma de dicha decisión. Se sancionará a los 
servidores públicos que orillen a las víctimas a tomar estas decisiones sin que éstas 
estén conscientes de las consecuencias que conlleva. 

Artículo 21. En los casos de violaciones de derechos humanos o de delitos 
derivados de éstas, además de todas las garantías consagradas en los artículos 
anteriores, las víctimas tendrán los siguientes derechos: 

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve a la identificación, 
captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de violaciones al Derecho 
Internacional de los derechos humanos, al esclarecimiento de los hechos y a su 
reparación integral; 

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva por el menoscabo que han sufrido en sus 
derechos como consecuencia de violaciones a  derechos humanos y por los daños 
que esas violaciones les causaron; 
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III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los hechos en que le 
fueron violados sus derechos humanos para lo cual la autoridad deberá informar los 
resultados de las investigaciones, y 

IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vida y su integridad 
corporal, en los términos del artículo 34 de la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada. 

CAPÍTULO V 
DEL DERECHO A LA VERDAD 

Artículo 22. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en general tienen el 
derecho de conocer los hechos constitutivos del delito y de las violaciones a 
derechos humanos de que fueron objeto, la identidad de los responsables, las 
circunstancias que hayan propiciado su comisión, así como tener acceso a la 
justicia en condiciones de igualdad. 

Artículo 23. Las víctimas y sus familiares tienen el derecho imprescriptible a 
conocer la verdad y a recibir información específica sobre las violaciones de 
derechos o los delitos que las afectaron directamente, incluidas las circunstancias 
en que ocurrieron y, en los casos de personas fallecidas, desaparecidas, ausentes, 
no localizadas o extraviadas, a conocer su destino o paradero o el de sus restos. 

Artículo 24. Las víctimas, sus familiares y la sociedad tienen derecho a 
conocer la verdad histórica de los hechos. 

Las víctimas y sus familiares tienen derecho a participar activamente en la 
búsqueda de la verdad de los hechos y en los diferentes mecanismos previstos en 
los ordenamientos legales en los cuales se les permitirá expresar sus opiniones y 
preocupaciones cuando sus intereses sean afectados. Las víctimas deberán decidir 
libremente su participación y tener la información suficiente sobre las implicaciones 
de cada uno de estos mecanismos. 

Artículo 25. El Estado, a través de las autoridades respectivas, tiene la 
obligación de iniciar, de inmediato y tan pronto como se haga de su conocimiento, 
todas las diligencias a su alcance para determinar el paradero de las personas 
desaparecidas.  Esto incluye la instrumentación de mecanismos de búsqueda 
conforme la legislación aplicable y los Tratados Internacionales de los que México 
sea Parte. 

Parte de esta obligación, incluye la realización de las exhumaciones de 
cementerios, fosas clandestinas o de otros sitios en los que se encuentren o se 
tengan razones fundadas para creer que se encuentran cuerpos u osamentas de 
las víctimas. Las exhumaciones deberán realizarse con la debida diligencia y 
competencia y conforme a las normas y protocolos internacionales sobre la materia, 
buscando garantizar siempre la correcta ubicación, recuperación y posterior 
identificación de los cuerpos u osamentas bajo estándares científicos reconocidos 
internacionalmente. 
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Los familiares de las víctimas tienen el derecho a estar presentes en las 
exhumaciones, por sí y/o a través de sus asesores jurídicos; a ser informadas sobre 
los protocolos y procedimientos que serán aplicados; y a designar peritos 
independientes, acreditados ante organismo nacional o internacional de protección 
a los derechos humanos, que contribuyan al mejor desarrollo de las mismas. 

Una vez plenamente identificados y realizadas las pruebas técnicas y 
científicas a las que está obligado el Estado y que han sido referidas en esta Ley y 
en los Códigos de Procedimientos Penales, la entrega de los cuerpos u osamentas 
de las víctimas a sus familiares, deberá hacerse respetando plenamente su 
dignidad y sus tradiciones religiosas y culturales. 

En caso necesario, a efecto de garantizar las investigaciones, la autoridad 
deberá informar formalmente a los familiares la obligación de no cremar los restos, 
hasta en tanto haya una sentencia ejecutoriada. 

Artículo 26. Para garantizar el ejercicio pleno de este derecho de las 
víctimas, sus familiares y la sociedad, el Estado podrá generar mecanismos para la 
investigación, independiente, imparcial y competente, que cumpla, entre otros, con 
los siguientes objetivos: 

I. El esclarecimiento histórico preciso de las violaciones de derechos 
humanos, la dignificación de las víctimas y la recuperación de la memoria histórica; 

II. La determinación de la responsabilidad individual o institucional de los 
hechos; 

III. El debate sobre la historia oficial donde las víctimas de esas 
violaciones puedan ser reconocidas y escuchadas; 

IV. La contribución a la superación de la impunidad mediante la 
recomendación de formulación de políticas de investigación; 

V. La recomendación de las reparaciones, reformas institucionales y 
otras políticas necesarias para superar las condiciones que facilitaron o permitieron 
las violaciones de derechos. 

Para el cumplimiento de estos objetivos, deberán realizarse consultas que 
incluyan la participación y la opinión de las víctimas, grupos de víctimas y de sus 
familiares. 

La investigación deberá garantizar los derechos de las víctimas y de los 
testigos, asegurándose su presencia y declaración voluntarias. Se deberá 
garantizar la confidencialidad de las víctimas y los testigos cuando ésta sea una 
medida necesaria para proteger su dignidad e integridad y adoptará las medidas 
necesarias para garantizar su seguridad. Así mismo, en los casos de las personas 
que se vean afectadas por una acusación, deberá proporcionarles la oportunidad de 
ser escuchadas y de confrontar o refutar las pruebas ofrecidas en su contra, ya sea 
de manera personal, por escrito o por medio de representantes designados. 
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La investigación deberá seguir protocolos de actuación con el objetivo de 
garantizar que las declaraciones, conclusiones y pruebas recolectadas puedan ser 
utilizadas en procedimientos penales como pruebas con las debidas formalidades 
de ley. 

Artículo 27. Las organizaciones de la sociedad civil, tales como 
asociaciones profesionales, organizaciones no gubernamentales e instituciones 
académicas, podrán proporcionar, a autoridad competente, sus investigaciones de 
violaciones de los derechos humanos, con el fin de contribuir con la búsqueda y 
conocimiento de la verdad. Las autoridades deberán dar las garantías necesarias 
para que esta actividad se pueda realizar de forma libre e independiente. 

Artículo 28. Las autoridades están obligadas a la preservación de los 
archivos relativos a las violaciones de los derechos humanos así como a respetar y 
garantizar el derecho de acceder a los mismos. 

El Estado tiene el deber de garantizar la preservación de dichos archivos y 
de impedir su sustracción, destrucción, disimulación o falsificación; así como de 
permitir su consulta pública, pero particularmente en interés de las víctimas y sus 
familiares con el fin de garantizar el pleno ejercicio de sus derechos. 

Cuando la consulta de los archivos persiga favorecer la investigación 
histórica, las formalidades de autorización tendrán por única finalidad salvaguardar 
la integridad y la seguridad de las víctimas y de otras personas y, en ningún caso, 
podrán aplicarse las formalidades de autorización con fines de censura. 

Los tribunales nacionales e internacionales, los organismos nacionales e 
internacionales de derechos humanos y, así como los investigadores que trabajen 
esta responsabilidad, podrán consultar libremente los archivos relativos a las 
violaciones de los derechos humanos. Este acceso será garantizado cumpliendo los 
requisitos pertinentes para proteger la vida privada, incluidos en particular las 
seguridades de confidencialidad proporcionadas a las víctimas y a otros testigos 
como condición previa de su testimonio. 

En estos casos, no se podrá denegar la consulta de los archivos por razones 
de seguridad nacional excepto que, en circunstancias excepcionales, la restricción 
se encuentre previamente establecida en la Ley, la autoridad haya demostrado que 
la restricción es necesaria en una sociedad democrática para proteger un interés de 
seguridad nacional legítimo y que la denegación sea objeto de revisión por la 
autoridad competente, a la vez que puede ser sujeta a examen judicial 
independiente. 

Artículo 29. Toda persona tendrá derecho a saber si figura en los archivos 
estatales y, en ese caso, después de ejercer su derecho de consulta, a impugnar la 
legitimidad de las informaciones y contenidos que le conciernan ejerciendo el 
derecho que corresponda. La autoridad garantizará que el documento modificado 
después de la impugnación incluya una referencia clara a las informaciones y 
contenidos del documento cuya validez se impugna y ambos se entregarán juntos 
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cuando se solicite el primero. Para casos de personas fallecidas, este derecho 
podrá ser ejercido por sus familiares. 

CAPÍTULO VI 
DEL DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL 

Artículo 30. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera 
oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que 
han sufrido como consecuencia del hecho punible que las ha afectado o de las 
violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición. 

Artículo 31. Para los efectos de la presente Ley se entenderá que: 
I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la 

comisión del hecho punible o a la violación de sus derechos humanos; 
II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos 

sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos; 
III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y 

proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de 
derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. 
Ésta se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente 
evaluables que sean consecuencia del hecho punible o de la violación de derechos 
humanos; 

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las 
víctimas; 

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o la 
violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir; 

VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación colectiva se 
entenderá como un derecho del que son titulares los grupos, comunidades u 
organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la violación de los derechos 
individuales de los miembros de los colectivos, o cuando el daño comporte un 
impacto colectivo.  La restitución de los derechos afectados estará orientada a la 
reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la afectación en la 
capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de los 
derechos en las comunidades, grupos y pueblos afectados. 

Las medidas colectivas que deberán implementarse tenderán al 
reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos victimizados; la 
reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural; la 
recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promoción de 
la reconciliación y la cultura de la protección y promoción de los derechos humanos 
en las comunidades y colectivos afectados. 

Las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 
medidas de no repetición contempladas en esta Ley proceden, según sea el caso, 
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tanto para las víctimas que individualmente han sufrido la lesión de sus bienes 
jurídicos o de sus derechos humanos como para las víctimas que han sufrido 
colectivamente esas lesiones. 

TÍTULO TERCERO 
MEDIDAS DE AYUDA, INMEDIATAS Y HUMANITARIAS 

CAPÍTULO I 
MEDIDAS EN MATERIA DE SALUD 

Artículo 32. La gravedad del daño sufrido por las víctimas será el eje que 
determinará prioridad en su asistencia, en la prestación de servicios y en la 
implementación de acciones dentro de las instituciones encargadas de brindarles 
atención y tratamiento. 

Los servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en cuenta si la víctima 
pertenece a un grupo en condiciones de vulnerabilidad, sus características y 
necesidades especiales, particularmente tratándose de mujeres, menores de edad, 
adultos mayores y población indígena. 

Artículo 33. Las instituciones hospitalarias públicas del Gobierno del Estado 
y de los municipios tienen la obligación de dar atención de emergencia de manera 
inmediata a las víctimas que lo requieran, con independencia de su capacidad 
socioeconómica o nacionalidad y sin exigir condición previa para su admisión. 

Artículo 34. Los servicios de emergencia médica, odontológica, quirúrgica y 
hospitalaria consistirán en: 

I. Hospitalización; 
II. Material médico quirúrgico, incluidas prótesis y demás instrumentos 

que la persona requiera para su movilidad, conforme al dictamen dado por el 
médico especialista en la materia; 

III. Medicamentos; 
IV. Honorarios médicos, en caso de que el sistema de salud más 

accesible para la víctima no cuente con los servicios que ella requiere de manera 
inmediata; 

V. Servicios de análisis médicos, laboratorios e imágenes diagnósticas; 
VI. Transporte y ambulancia; 
VII. Servicios de atención mental en los casos en que, como consecuencia 

de la comisión del hecho punible o de la violación a sus derechos humanos, la 
persona quede gravemente afectada psicológica y/o psiquiátricamente; 

VIII. Servicios odontológicos reconstructivos por los daños causados como 
consecuencia del hecho punible o la violación a los derechos humanos; 

IX. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo en los casos 
permitidos por ley, con absoluto respeto de la voluntad de la víctima; 
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X. La atención para los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 
víctimas; 

XI. En caso de que la institución médica a la que acude o es enviada la 
víctima no cuente con lo señalado en las fracciones II y III y sus costos hayan sido 
cubiertos por la víctima, los estados y municipios se los reembolsarán de manera 
completa e inmediata. 

Artículo 35. El Gobierno del Estado y municipios donde se haya cometido el 
hecho victimizante, pagarán a las víctimas, con cargo a sus presupuestos y sin 
intermediarios, los gastos funerarios en los que ellas deban incurrir cuando sus 
familiares o seres queridos fueron asesinados. En el caso de delitos del ámbito 
federal, serán por cuenta del erario federal. Estos gastos incluirán los de transporte, 
cuando el fallecimiento se haya producido en un lugar distinto al de su lugar de 
origen o cuando sus familiares decidan inhumar su cuerpo en otro lugar. Por ningún 
motivo se prohibirá a las víctimas ver los restos de sus familiares, si es su deseo 
hacerlo. Si los familiares de las víctimas deben transportarse a otro lugar para los 
trámites de reconocimiento, se deberán cubrir también sus gastos. 

Artículo 36. La Comisión Ejecutiva definirá y garantizará la creación de un 
Modelo de Atención Integral en Salud con enfoque  Psicosocial, Educación y 
Asistencia Social, el cual deberá contemplar los mecanismos de articulación y 
coordinación entre las diferentes Entidades obligadas e Instituciones de Asistencia 
Pública que conforme al Reglamento de esta Ley presten los servicios subrogados 
a los que ella hace referencia. Este modelo deberá contemplar el servicio a aquellas 
personas que no sean beneficiarias de un sistema de prestación social o será 
complementario cuando los servicios especializados necesarios no puedan ser 
brindados por el sistema al cual pertenece. 

Artículo 37. El Gobiernos del Estado, a través de sus organismos, 
dependencias y entidades de Salud Pública, así como aquellos municipios que 
cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el 
marco de sus competencias serán las entidades obligadas a otorgar el carnet que 
identifique a las víctimas ante el sistema de salud, conforme al Registro Estatal de 
Víctimas, con el fin de garantizar la asistencia y atención prioritarias para efectos 
reparadores. 

El proceso de credencialización se realizará de manera gradual y progresiva 
dando prioridad a las víctimas de daños graves a la salud e integridad personal. No 
obstante, aquellas víctimas que no cuenten con dicho carnet y requieran atención 
inmediata deberán ser atendidas de manera prioritaria, mientras se registran. 

Artículo 38.  En materia de asistencia y atención médica, psicológica, 
psiquiátrica y odontológica, la víctima tendrá todos los derechos establecidos por la 
legislación estatal para los usuarios de los servicios de salud, y tendrá los 
siguientes derechos adicionales: 

I. A que se proporcione gratuitamente atención médica y psicológica 
permanente de calidad en cualquiera de los hospitales públicos estatales y 
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municipales, de acuerdo a su competencia, cuando se trate de lesiones, 
enfermedades y traumas emocionales provenientes del delito o de la violación a los 
derechos humanos sufridos por ella. Estos servicios se brindarán de manera 
permanente, cuando así se requiera, y no serán negados, aunque la víctima haya 
recibido las medidas de ayuda que se establecen en la presente Ley, las cuales, si 
así lo determina el médico, se continuarán brindando hasta el final del tratamiento; 

II. El Gobierno del Estado, a través de sus organismos, dependencias y 
entidades de salud pública, así como aquellos municipios que cuenten con la 
infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el marco de sus 
competencias y fundamentos legales de actuación, deberán otorgar citas médicas, 
en un periodo no mayor a ocho días, a las víctimas que así lo soliciten, salvo que 
sean casos de atención de emergencia en salud, en cuyo caso la atención será 
inmediata; 

III. Una vez realizada la valoración médica general o especializada, según 
sea el caso, y la correspondiente entrega de la formula médica, se hará la entrega 
inmediata de los medicamentos a los cuales la víctima tenga derecho y se le 
canalizará a los especialistas necesarios para el tratamiento integral, si así hubiese 
lugar; 

IV. Se le proporcionará material médico quirúrgico, incluida prótesis y 
demás instrumentos o aparatos que requiera para su movilidad conforme al 
dictamen dado por el médico especialista en la materia, así como los servicios de 
análisis médicos, laboratorios e imágenes diagnósticas y los servicios odontológicos 
reconstructivos que requiera por los daños causados como consecuencia del hecho 
punible o la violación a sus derechos humanos; 

V. Se le proporcionará atención permanente en salud mental en los 
casos en que, como consecuencia del hecho victimizante, quede gravemente 
afectada psicológica y/o psiquiátricamente; 

VI. La atención materno-infantil permanente cuando sea el caso 
incluyendo programas de nutrición. 

Artículo 39. A toda víctima de violación sexual, o cualquier otra conducta 
que afecte su integridad física o psicológica, se le garantizará el acceso a los 
servicios de anticoncepción de emergencia y de interrupción voluntaria del 
embarazo en los casos permitidos por la ley, con absoluto respeto a la voluntad de 
la víctima; asimismo, se le realizará práctica periódica de exámenes y tratamiento 
especializado, durante el tiempo necesario para su total recuperación y conforme al 
diagnóstico y tratamiento médico recomendado; en particular, se considerará 
prioritario para su tratamiento el seguimiento de eventuales contagios de 
enfermedades de transmisión sexual y del Virus de Inmunodeficiencia Humana. 

En cada una de las entidades públicas que brinden servicios, asistencia y 
atención a las víctimas, se dispondrá de personal capacitado en el tratamiento de la 
violencia sexual con un enfoque transversal de género. 
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Artículo 40. El Gobierno del Estado, a través de sus organismos, 
dependencias y entidades de Salud Pública, así como aquellos municipios que 
cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, definirán 
los procedimientos para garantizar de manera gratuita los servicios de asistencia 
médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospitalaria y odontológica a que 
hubiese lugar de acuerdo al concepto médico y valoración, que permita atender 
lesiones transitorias y permanentes y las demás afectaciones de la salud física y 
psicológica que tengan relación causal directa con las conductas. 

Artículo 41.  En caso de que la institución médica a la que acude o es 
enviada la víctima no cumpla con lo señalado en los artículos anteriores y sus 
costos hayan sido cubiertos por la víctima, el Fondo de Ayuda, Asistencia y 
Reparación Integral creado en esta Ley se los reembolsará de manera completa y 
rápida, teniendo el fondo derecho de repetir contra los responsables. 

Artículo 42. El Gobierno del Estado, a través de sus secretarías, 
dependencias, organismos y entidades de Salud Pública,  así como aquellos 
municipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación de 
servicios definirán los procedimientos para garantizar de manera gratuita los 
servicios de asistencia médica preoperatoria, postoperatoria, quirúrgica, hospitalaria 
y odontológica a que hubiese lugar de acuerdo al concepto médico y valoración, 
que permita atender lesiones transitorias y permanentes y las demás afectaciones 
de la salud física y psicológica que tengan relación causal directa con las 
conductas. 

Artículo 43. En caso que la institución médica a la que acude o es enviada la 
víctima no cumpla con lo señalado en los artículos anteriores y sus costos hayan 
sido cubiertos por la víctima el Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral 
creado en esta Ley se los reembolsará de manera completa y rápida. 

CAPÍTULO II 
MEDIDAS EN MATERIA DE ALOJAMIENTO Y ALIMENTACIÓN 

Artículo 44. El Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) 
o su análogo, similar o correlativo, las dependencias de las que dependen las casas 
de refugio y acogida que existan y brinden estos servicios en el ámbito  Estatal o 
Municipal, contratarán servicios o brindarán directamente alojamiento y 
alimentación en condiciones de seguridad y dignidad a las víctimas que se 
encuentren en especial condición de vulnerabilidad o que se encuentren 
amenazadas o desplazadas de su lugar de residencia por causa del hecho punible 
cometido contra ellas o de la violación de sus derechos humanos. El alojamiento y 
la alimentación se brindarán durante el tiempo que sea necesario para garantizar 
que la víctima supere las condiciones de emergencia y pueda retornar libremente 
en condiciones seguras y dignas a su hogar. 
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CAPÍTULO III 
MEDIDAS EN MATERIA DE TRANSPORTE 

Artículo 45. Cuando la víctima se encuentre en un lugar distinto al de su 
lugar de residencia y desee regresar al mismo El Gobierno del Estado pagará los 
gastos correspondientes, garantizando, en todos los casos, que el medio de 
transporte usado por la víctima para su regreso es el más seguro y el que le cause 
menos trauma de acuerdo con sus condiciones. 

CAPÍTULO IV 
MEDIDAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN 

Artículo 46. Cuando la víctima se encuentre amenazada en su integridad 
personal o en su vida o existan razones fundadas para pensar que estos derechos 
están en riesgo, en razón del delito o de la violación de derechos humanos sufrida, 
El Gobierno del Estado o los municipios, de acuerdo con sus competencias y 
capacidades, adoptarán, con carácter inmediato, las medidas que sean necesarias 
para evitar que la víctima sufra alguna lesión o daño. 

Las medidas de protección a las víctimas se deben implementar con base en 
los siguientes principios: 

I. Principio de protección: Considera primordial la protección de la vida, 
la integridad física, la libertad y la seguridad de las personas; 

II. Principio de necesidad y proporcionalidad: Las medidas de protección 
deben responder al nivel de riesgo o peligro en que se encuentre la persona 
destinataria, y deben ser aplicadas en cuanto sean necesarias para garantizar su 
seguridad o reducir los riesgos existentes; 

III. Principio de confidencialidad: Toda la información y actividad 
administrativa o jurisdiccional relacionada con el ámbito de protección de las 
personas, debe ser reservada para los fines de la investigación o del proceso 
respectivo; 

IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las medidas deben ser oportunas, 
específicas, adecuadas y eficientes para la protección de la víctima y deben ser 
otorgadas e implementadas a partir del momento y durante el tiempo que 
garanticen su objetivo. 

Serán sancionadas administrativa, civil o penalmente, de conformidad con 
las leyes aplicables, las autoridades federales, estatales o municipales que 
contribuyan a poner en riesgo la seguridad de las víctimas, ya sea a través de 
intimidación, represalias, amenazas directas o cuando existan datos suficientes que 
demuestren que las víctimas podrían ser nuevamente afectadas por la colusión de 
dichas autoridades con los responsables de la comisión del delito o con un tercero 
implicado que amenace o dañe la integridad física o moral de una víctima. 
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Artículo 47. Las medidas adoptadas deberán ser acordes con la amenaza 
que tratan de conjurar y deberán tener en cuenta la condición de especial 
vulnerabilidad de las víctimas, así como respetar, en todos los casos, su dignidad. 

CAPÍTULO V 
MEDIDAS EN MATERIA DE ASESORÍA JURÍDICA 

Artículo 48. El Gobierno del Estado y los municipios brindarán, de manera 
inmediata, a las víctimas información y asesoría completa y clara sobre los recursos 
y procedimientos judiciales, administrativos o de otro tipo a los cuales ellas tienen 
derecho para la mejor defensa de sus intereses y satisfacción de sus necesidades, 
así como sobre el conjunto de derechos de los que son titulares en su condición de 
víctima. La Comisión Ejecutiva garantizará lo dispuesto en el presente artículo a 
través de la Asesoría Jurídica Estatal de Atención a Víctimas en los términos del 
título correspondiente. 

Artículo 49. La información y asesoría deberá brindarse en forma gratuita y 
por profesionales conocedores de los derechos de las víctimas, garantizándoles a 
ellas siempre un trato respetuoso de su dignidad y el acceso efectivo al ejercicio 
pleno y tranquilo de todos sus derechos. 

TÍTULO CUARTO 
MEDIDAS DE ASISTENCIA Y ATENCIÓN TENDENTES A RESTABLECER A LA 
VÍCTIMA EN EL EJERCICIO PLENO DE SUS DERECHOS, Y A PROMOVER LA 

SUPERACIÓN DE SU CONDICIÓN 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 50. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas como 

responsable de la creación y gestión del Registro Estatal de Víctimas a que hace 
referencia el Título Séptimo, de esta Ley, garantizará que el acceso de las víctimas 
al Registro se haga de manera efectiva, rápida y diferencial con el fin de permitirles 
disfrutar de las medidas de asistencia y atención establecidos en la presente Ley. 

Artículo 51. Conforme a los lineamientos desarrollados por la Comisión 
Ejecutiva; la Secretarías, dependencias, organismos y entidades del Gobierno del 
Estado del sector Salud, Educación, Desarrollo Social y las demás obligadas y las 
Secretarías, dependencias, organismos y entidades estatales, así como aquellos 
municipios que cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación de 
servicios, en el marco de sus competencias y fundamentos legales de actuación 
deberán tener en cuenta las principales afectaciones y consecuencias del hecho 
victimizante, respetando siempre los principios generales establecidos en la 
presente Ley y en particular el enfoque diferencial para las mujeres; niños, niñas y 
adolescentes; personas con discapacidad y adultos mayores y población indígena. 

Artículo 52. Todas las medidas de asistencia, atención, protección o 
servicios otorgados por las instituciones públicas del Gobierno del Estado y de los 
Municipios, a las víctimas por cualquier hecho, serán gratuitos y éstas recibirán un 
trato digno con independencia de su capacidad socio-económica y sin exigir 
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condición previa para su admisión a éstos, más que las establecidas en la presente 
Ley. 

CAPÍTULO II 
MEDIDAS DE EDUCACIÓN 

Artículo 53. Las políticas y acciones establecidas en este Capítulo tienen por 
objeto asegurar el acceso de las víctimas a la educación y promover su 
permanencia en el sistema educativo, si como consecuencia del delito o de la 
violación a derechos humanos se interrumpen los estudios, se tomarán medidas 
para superar esta  condición provocada por el hecho victimizante, por lo que la 
educación deberá contar con enfoque de transversal género y diferencial, desde 
una mirada de inclusión social y con perspectiva de derechos. Igualmente, se 
buscará garantizar la exención para las víctimas de todo tipo de costos académicos 
en las instituciones públicas de educación preescolar, primaria, secundaria y media 
superior. 

Artículo 54. Las instituciones del sistema educativo nacional impartirán 
educación de manera que permita a la víctima incorporarse con prontitud a la 
sociedad y, en su oportunidad, desarrollar una actividad productiva. 

Artículo 55. Todas las autoridades educativas en el ámbito de sus 
competencias prestarán especial cuidado a las escuelas que, por la particular 
condición de la asistencia y atención a víctimas, enfrenten mayor posibilidad de 
atrasos o deserciones, debiendo promover las acciones necesarias para compensar 
los problemas educativos derivados de dicha condición. 

Artículo 56. El Estado a través de sus organismos descentralizados y de los 
particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, 
está obligado a prestar servicios educativos para que gratuitamente, cualquier 
víctima o sus hijos menores de edad, en igualdad efectiva de condiciones de 
acceso y permanencia en los servicios educativos que el resto de la población, 
pueda cursar la educación preescolar, la primaria y la secundaria. Estos servicios 
se prestarán en el marco del federalismo y la concurrencia previstos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución 
de la función social educativa establecida en la Ley de Educación aplicable. 

Artículo 57. La víctima o sus familiares de conformidad con la presente Ley, 
tendrán el derecho de recibir becas completas de estudio como mínimo hasta la 
educación media superior para sí o los dependientes que lo requieran. 

Artículo 58. El Gobierno del Estado a través de sus secretarías, 
dependencias, entidades y organismos de Educación, así como aquellos municipios 
que cuenten con la infraestructura y la capacidad de prestación de servicios, en el 
marco de sus competencias deberán entregar a los niños, niñas y adolescentes 
víctimas los respectivos paquetes escolares y uniformes, para garantizar las 
condiciones dignas y su permanencia en el sistema educativo. 
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Artículo 59. La víctima o sus hijos menores de edad, deberán tener acceso a 
los libros de texto gratuitos y demás materiales educativos complementarios que la 
Secretaría de Educación Pública proporcione. 

Artículo 60. El Gobierno del Estado  de sus secretarías, dependencias, 
entidades y organismos de Educación y las Instituciones de Educación Superior, en 
el marco de su autonomía, establecerán, los procesos de selección, admisión y 
matrícula que permitan a las víctimas que así lo requieran acceder a los programas 
académicos ofrecidos por estas instituciones, para lo cual incluirán medidas de 
exención del pago de formulario de inscripción y de derechos de grado, y deberán 
implementar medidas para el acceso preferencial de las víctimas. 

CAPÍTULO III 
MEDIDAS ECONÓMICAS Y DE DESARROLLO 

Artículo 61. Dentro de la Política de Desarrollo Social el Gobierno del Estado 
tendrá la obligación de garantizar que toda víctima reciba los beneficios del 
desarrollo social conforme a sus necesidades, particularmente para atender a las 
víctimas que hayan sufrido daños graves como consecuencia del hecho 
victimizante. 

Artículo 62. Son derechos para el desarrollo social, la educación, la salud, la 
alimentación, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la 
seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los Tratados 
Internacionales de derechos humanos. 

Artículo 63. El Gobierno del Estado y los municipios,  en sus respectivos 
ámbitos, formularán y aplicarán políticas y programas de asistencia, que incluyan 
oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las víctimas 
destinando los recursos presupuestales necesarios y estableciendo metas 
cuantificables para ello. 

Artículo 64. El Gobierno del Estado está obligado a proporcionar la 
información necesaria de dichos programas, sus reglas de acceso, operación, 
recursos y cobertura, sin que pueda por ningún motivo excluir de dichos programas 
a las víctimas. 

Artículo 65. Las víctimas estarán sujetas a lo que determinen las leyes 
fiscales respectivas. 

CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE ATENCIÓN Y ASISTENCIA EN MATERIA DE PROCURACIÓN Y 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
Artículo 66. Las medidas de atención y asistencia en materia de procuración 

y administración de justicia serán permanentes y comprenden, como mínimo: 
I. La asistencia a la víctima durante cualquier procedimiento 

administrativo relacionado con su condición de víctima; 
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II. La asistencia a la víctima en el proceso penal durante la etapa de 
investigación; 

III. La asistencia a la víctima durante el juicio; 
IV. La asistencia a la víctima durante la etapa posterior al juicio. 
Estas medidas se brindarán a la víctima con independencia de la 

representación legal y asesoría que dé a la víctima el Asesor Jurídico. 
 

TÍTULO QUINTO 
MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL 

CAPÍTULO I 
MEDIDAS DE RESTITUCIÓN 

Artículo 67. Las víctimas tendrán derecho a la restitución, de ser posible, en 
sus derechos conculcados, así como en sus bienes y propiedades, si hubieren sido 
despojadas, en cualquier forma, de ellos. 

Las medidas de restitución comprenden, según corresponda: 
I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición 

forzada; 
II. Restablecimiento de los derechos jurídicos; 
III. Restablecimiento de la identidad; 
IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar; 
V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos; 
VI. Regreso digno y seguro al lugar de residencia; 
VII. Reintegración en el empleo, y 
VIII. Devolución de los bienes garantizando su efectivo y pleno uso y 

disfrute. 
En los casos en donde la víctima ha sufrido una condena ilegítima, la 

restitución comprende, además de la libertad en los términos que lo establezcan las 
autoridades competentes, la eliminación en los registros de los respectivos 
antecedentes penales. 

CAPÍTULO II 
MEDIDAS DE REHABILITACIÓN 

Artículo 68. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre otras y según 
proceda, las siguientes: 

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas; 
II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a cualificar el ejercicio de los 

derechos de las víctimas y a garantizar su disfrute pleno y tranquilo; 
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III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno restablecimiento de 
los derechos de la víctima en su condición de persona y ciudadana; 

IV. Programas de educación orientados a la capacitación y formación de 
las víctimas con el fin de garantizar su pleno reintegro a la sociedad y la realización 
de su proyecto de vida; 

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr el pleno 
reintegro de la víctima a la sociedad y la realización de su proyecto de vida, y 

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la víctima a la 
sociedad, incluido su grupo, o comunidad. 

Artículo 69. Cuando se otorguen medidas de rehabilitación se dará un trato 
especial a los niños y niñas víctimas y a los hijos de las víctimas y a adultos 
mayores dependientes de éstas. 

CAPÍTULO III 
MEDIDAS DE COMPENSACIÓN 

Artículo 70. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, 
sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del 
delito o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial. 

Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como 
mínimo: 

I. El daño físico o mental; 
II. La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y 

prestaciones sociales; 
III. Los daños materiales, incluidos los daños permanentes y la pérdida de 

ingresos; así como el lucro cesante; 
IV. Los perjuicios morales y los daños causados a la dignidad de la 

víctima, y 
V. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y 

servicios médicos y servicios psicológicos y sociales. 
Artículo 71. La Comisión Ejecutiva, mediante la determinación del monto 

señalado por la autoridad jurisdiccional en la sentencia firme, por dictamen del 
Ministerio Público cuando el responsable se haya sustraído de la justicia, haya 
muerto o desaparecido y por lo tanto haga imposible el ejercicio de la acción penal, 
o cuando exista una determinación de violación a los derechos humanos emitida 
por autoridad competente, o bien cuando algún organismo público de los derechos 
humanos, sea nacional, local o conforme a tratados internacionales, haya 
determinado que existe la obligación de reparar, procederá, mediante acuerdo del 
pleno de la Comisión Ejecutiva, a cubrir de manera subsidiaria el monto de la 
compensación por estos conceptos en los términos de la presente Ley y su 
Reglamento. El monto de la subsidiaridad a la que se podrá obligar al Estado, será 
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hasta de quinientas veces el salario mínimo mensual en el Estado de Morelos. La 
Comisión Ejecutiva tendrá un plazo de noventa días para emitir una determinación. 

CAPÍTULO IV 
MEDIDAS DE SATISFACCIÓN 

Artículo 72. Las medidas de satisfacción comprenden, entre otras y según 
corresponda: 

I. La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la 
verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de 
personas que han intervenido para ayudar a la víctima o para impedir que se 
produzcan nuevos delitos o nuevas violaciones de derechos humanos; 

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los cuerpos u 
osamentas de las personas asesinadas, así como la ayuda para recuperarlos, 
identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima 
o las prácticas culturales de su familia y comunidad; 

III. Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente 
vinculadas a ella; 

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los autores y otras personas 
involucradas en el hecho punible o en la violación de los derechos, que incluya el 
reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; 

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 
responsables de las violaciones de derechos humanos; 

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad, el 
sufrimiento y la humanidad de las víctimas, tanto vivas como muertas. 

CAPÍTULO V 
MEDIDAS DE NO REPETICIÓN 

Artículo 73. Las medidas de no repetición son aquéllas que se adoptan para 
que las víctimas no vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y que 
contribuyen a prevenir o evitar la repetición de actos de la misma naturaleza. Estas 
consistirán en las siguientes: 

I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles de las 
fuerzas armadas y de seguridad; 

II. La garantía de que todos los procedimientos penales y administrativos 
se ajusten a las normas nacionales e internacionales relativas a la competencia, 
independencia e imparcialidad de las autoridades judiciales y a las garantías del 
debido proceso; 

III. El fortalecimiento de la independencia del poder judicial; 
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IV. La limitación en la participación en el gobierno y en las instituciones 
políticas de los dirigentes políticos que hayan planeado, instigado, ordenado o 
cometido graves violaciones de los derechos humanos; 

V. La exclusión en la participación en el gobierno o en las fuerzas de 
seguridad de los militares, agentes de inteligencia y otro personal de seguridad 
declarados responsables de planear, instigar, ordenar o cometer graves violaciones 
de los derechos humanos; 

VI. La protección de los profesionales del derecho, la salud y la 
información; 

VII. La protección de los defensores de los derechos humanos; 
VIII. La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores 

de la sociedad respecto de los derechos humanos y la capacitación en esta materia 
de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas 
armadas y de seguridad; 

IX. La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las 
normas éticas, en particular los definidos en normas internacionales de derechos 
humanos y de protección a los derechos humanos, por los funcionarios públicos 
incluido el personal de las fuerzas armadas y de seguridad, los establecimientos 
penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, 
psicológicos y sociales, además del personal de empresas comerciales; 

X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver 
por medios pacíficos los conflictos sociales, y 

XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u ordenamientos legales 
que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o las permitan. 

Artículo 74. Se entienden agregadas como penas públicas en todos los 
delitos, que buscan garantizar la no repetición, y que deberán ser impuestas en los 
delitos en los que proceda la reparación del daño, las siguientes: 

I. Supervisión de la autoridad; 
II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él; 
III. Caución de no ofender; 
IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre derechos humanos, y 
V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o desintoxicación. 
Artículo 75. Se entiende por supervisión de la autoridad, la consistente en la 

observación y orientación de los sentenciados, ejercidas por personal 
especializado, con la finalidad de coadyuvar a la protección de la víctima y la 
comunidad. 
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Esta medida se establecerá cuando la privación de la libertad sea sustituida 
por otra sanción, reducida la pena privativa de libertad o se conceda la suspensión 
condicional de la pena. 

Artículo 76. Considerando las características del delincuente y de la víctima, 
el juez podrá prohibir que el sentenciado vaya a un lugar determinado o que resida 
en él, garantizando así la seguridad de la víctima. 

Artículo 77. El Juez en la sentencia, exigirá una garantía de no ofender, que 
se hará efectiva si el acusado violase las disposiciones del artículo anterior, o de 
alguna forma reincidiera en los actos de molestia a la víctima. Esta garantía no 
deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser otorgada en cualquiera de 
las formas autorizadas por las leyes. 

Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por delitos relacionados 
con la violación a los derechos humanos, o al abuso de sustancias alcohólicas, 
estupefacientes, psicotrópicos o similares, independientemente de la pena que 
corresponda, aplicarán cursos y tratamientos para evitar su reincidencia y fomentar 
su deshabituación o desintoxicación. 

TÍTULO SEXTO 
SISTEMA ESTATAL  DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

CAPÍTULO I 
CREACIÓN Y OBJETO 

Artículo 79. Se crea el Sistema Estatal de Atención a Víctimas, máxima 
institución en la materia en el Estado de Morelos, el cual tiene como objeto 
establecer, regular y supervisar las directrices, planes, programas, proyectos, 
acciones, y demás políticas públicas que se implementan para la protección, ayuda, 
asistencia, atención, acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral a las 
víctimas en los ámbitos local y municipal. 

El Sistema Estatal de Atención a Víctimas está constituido por todas las 
instituciones y entidades públicas estatales y municipales, organismos autónomos, 
y demás organizaciones públicas o privadas, encargadas de la protección, ayuda, 
asistencia, atención, defensa de los derechos humanos, acceso a la justicia, a la 
verdad y a la  reparación integral a las víctimas, detalladas en el Capítulo II del 
presente Título. 

El Sistema  agrupa, ordena y sistematiza las instituciones y organismos ya 
existentes, y los coordina con los organismos e instituciones aquí creadas. 

El Sistema  tendrá la estructura operativa que se detalla en el Capítulo III del 
presente Título. En ella estarán representadas las víctimas y los grupos de víctimas, 
las organizaciones gubernamentales que trabajen con víctimas, así como las 
diversas instituciones estatales responsables en materia de protección, ayuda, 
asistencia, atención, defensa de los derechos humanos, acceso a la justicia, a la 
verdad y a la reparación integral. 
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Artículo 80. El Gobierno del Estado, los Municipios y los sectores social y 
privado, cada uno en el ámbito de sus competencias deberán establecer 
mecanismos de organización, supervisión, evaluación y control de los servicios en 
materia de protección, ayuda, asistencia y atención, acceso a la justicia, a la verdad 
y reparación integral a víctimas, relacionados con esta Ley. 

CAPÍTULO II 
INTEGRACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 
Artículo 81. El Sistema Estatal de Atención a Víctimas estará integrado por 

las instituciones encargadas de instrumentar, desarrollar, establecer, regular y 
supervisar las directrices, planes, programas, proyectos, acciones, y demás 
políticas públicas que se implementan para la protección, ayuda, asistencia, 
atención, protección de los derechos humanos, acceso a la justicia, verdad y 
reparación integral a las víctimas en los ámbitos local y municipal. 

Lo conformarán las instituciones, entidades, organismos y demás 
participantes, aquí enumerados, incluyendo en su caso las instituciones homólogas 
en los ámbitos estatal y municipal: 

I. Poder Ejecutivo: 
a. Titular del Ejecutivo Estatal, quien lo presidirá, 
b. Los titulares de los ayuntamientos municipales, 
c. Titular de la Procuraduría General de Justicia, 
d. Secretaría de Salud, 
e. Secretaría de Hacienda  
f. Secretaría de Desarrollo Social, 
g. Secretaría de Educación. 
h. Secretaría de Seguridad Pública, 
i. Policía Estatal, 
j. Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, 
k. Sistema Estatal de Seguridad Pública, 
l. Instituto Estatal de la Mujer, 
m. Defensoría Pública Estatal, 
n. Oficina del Registro Público de la Propiedad y del Comercio, 
o. Oficina del Registro Civil. 
II. Poder Legislativo: 
a. Integrantes de la Cámara de Diputados, 
b. Integrantes de la Cámara de Senadores, y 
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c. Integrantes de la Legislatura del Congreso del Estado. 
III. Poder Judicial: 
a. Integrantes del Poder Judicial del Estado. 
b. Consejo de la Judicatura del Estado.. 
IV. Organismos Públicos: 
a. Comisión de Derechos Humanos del Estado, 
b. Universidad  Autónoma del Estado de Morelos. 
V. Representantes de organizaciones de la sociedad civil especializadas 

en la defensa de víctimas del delito y de violaciones de derechos humanos. 
VI. Representantes de grupos de Víctimas. 
VII. Académicos. 
VIII. Representante de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos. 
IX. Invitados de organizaciones no gubernamentales y organismos 

nacionales e internacionales de representaciones consulares, relatores e 
integrantes de grupos de trabajo de los sistemas de Naciones Unidas o 
Interamericano, y otros expertos y especialistas nacionales e internacionales, en 
atención a víctimas. 

X. Las demás instituciones, organizaciones públicas y privadas, 
nacionales o extranjeras que se requiera, de acuerdo con el tipo de problemática 
que se aborde en relación con las víctimas. 

CAPÍTULO III 
ESTRUCTURA OPERATIVA DEL SISTEMA ESTATAL DE ATENCIÓN A 

VÍCTIMAS 
Artículo 82. El Sistema Estatal de Atención a Víctimas será operado por la 

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. 
De la Comisión Ejecutiva derivan el Fondo del Ayuda, Asistencia y 

Reparación Integral y el Registro Estatal  de Víctimas. 
A fin de garantizar el acceso efectivo de las víctimas a los derechos, 

garantías, mecanismos, procedimientos y servicios que establece esta Ley, el 
Gobierno Federal y las entidades federativas contarán en el marco de su 
competencia con un Fondo y un Registro de Víctimas, los cuales operarán a través 
de los comités que creen en sus ámbitos respectivos. 

CAPÍTULO IV 
COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

Artículo 83. La Comisión Ejecutiva es el órgano ejecutivo por el que opera el 
Sistema que permite la representación y participación directa de las víctimas y 
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organizaciones de la sociedad civil en todas las instituciones del Sistema Estatal de 
Atención a Víctimas, propiciando su intervención en la gestión y la construcción de 
políticas públicas, así como el ejercicio de labores de vigilancia, supervisión y 
evaluación de las instituciones integrantes del Sistema con el objetivo de garantizar 
un ejercicio transparente de sus atribuciones. Es un órgano descentralizado de la 
Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propios; y 
goza de autonomía técnica, de gestión y presupuestal. 

Artículo 84. La Comisión Ejecutiva estará integrada por nueve 
comisionados. El Ejecutivo Estatal enviará al Congreso del Estado, previa 
convocatoria, tres propuestas por cada comisionado a elegir. El Congreso elegirá 
por el voto de la mayoría absoluta de los presentes. 

Para garantizar que en la Comisión Ejecutiva estén representados grupos de 
víctimas, especialistas y expertos que trabajen en la atención a víctimas, ésta se 
conformará en los siguientes términos de las propuestas presentadas al Ejecutivo 
Estatal: 

I. Cinco comisionados especialistas en derecho, psicología, derechos 
humanos, sociología o especialidades equivalentes, propuestos por universidades 
públicas; 

II. Cuatro comisionados representando a grupos de víctimas, propuestos 
por organizaciones no gubernamentales, registradas ante la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, con actividad acreditada en atención a víctimas de al menos 
cinco años, o por los organismos públicos de derechos humanos. 

Para la elección de los comisionados, el Congreso del Estado conformará 
una Comisión Plural integrada por los presidentes de las Comisiones que determine 
el Pleno, que se constituirá en la Comisión responsable de encabezar el proceso de 
selección y que recibirá las propuestas de comisionados. 

En su conformación, el Ejecutivo y el Congreso del Estado procuraran la 
integración de las diversas regiones geográficas del Estado y de diferentes tipos de 
hechos victimizantes. 

Artículo 85. Para ser comisionado se requiere: 
I. Nacionalidad mexicana; 
II. Mayoría de edad, y 
III. No haber ocupado cargo público, dentro de los dos años previos a su 

designación. 
En la elección de los comisionados, deberá garantizarse el respeto a los 

principios que dan marco a esta Ley, especialmente los de enfoque transversal de 
género y diferencial. 

Los comisionados se desempeñarán en su cargo por cinco años y se 
renovarán de forma escalonada cada dos años hasta que concluyan su mandato, 
eligiendo de entre ellos, a través de un proceso democrático en los términos de su 
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propio Reglamento, a un Comisionado Presidente que durará en funciones un año 
con capacidad de reelegirse hasta por otro año. 

Artículo 86. La Comisión Ejecutiva tendrá las siguientes funciones y 
facultades: 

I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las víctimas; 
II. Instrumentar los mecanismos para asegurar la atención de las 

víctimas, la definición de los representantes de víctimas, de organismos públicos 
autónomos de derechos humanos y de organizaciones no gubernamentales en las 
diversas instituciones del Sistema; 

III. Elaborar anualmente las tabulaciones de montos compensatorios en 
los términos de esta Ley y su Reglamento; 

IV. Participar en las acciones y definiciones de la política nacional integral 
y políticas públicas necesarias para el cumplimiento del objeto de esta Ley; 

V. Evaluar la eficacia de las acciones del Programa, con base en 
resultados medibles; 

VI. Proponer medidas, acciones, mecanismos, mejoras y demás políticas 
relativas al objeto de esta Ley; 

VII. Crear un mecanismo de seguimiento y evaluación de la Ley y de las 
políticas públicas que se deriven de ellas, estableciendo los indicadores que le 
permitan un seguimiento preciso; 

VIII. Garantizar el pleno cumplimiento de esta Ley y de los instrumentos 
internacionales aplicables; 

IX. En su caso, solicitar al órgano competente se apliquen las medidas 
disciplinarias y sanciones correspondientes; supervisar que las políticas públicas se 
adecuen a los principios establecidos por la Ley; 

X. Hacer recomendaciones a los integrantes del sistema que deberán ser 
atendidas por los mismos; 

XI. Nombrar a los titulares del Fondo y del Registro; 
XII. Elaborar, de conformidad con la presente Ley su Reglamento; 
XIII. Formular propuestas de política integral nacional de prevención de 

violaciones a derechos humanos, atención, asistencia, protección, acceso a la 
justicia, a la verdad y reparación integral a las víctimas de acuerdo con los 
principios establecidos en esta Ley; 

XIV. Establecer medidas, lineamientos o directrices de carácter obligatorio 
que faciliten condiciones dignas, integrales y efectivas para la atención y asistencia 
de las víctimas, que permitan su recuperación y restablecimiento para lograr el 
pleno ejercicio de su derecho a la justicia, a la verdad y a la reparación integral; 
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XV. Garantizar la coordinación interinstitucional del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas y los comités de las entidades federativas y del Distrito Federal, 
cuidando la debida representación de todos sus integrantes y especialmente de las 
áreas, instituciones, grupos de víctimas u organizaciones que se requieran para el 
tratamiento de una problemática específica, de acuerdo con los principios 
establecidos en esta Ley y los de coordinación, concurrencia, subsidiariedad, 
complementariedad y delegación; 

XVI. Establecer las directrices, lineamientos, planes y programas que 
permitan una protección inmediata, urgente y eficaz de las víctimas cuando su vida 
o su integridad se encuentre en riesgo; 

XVII. Establecer medidas que contribuyan a garantizar la reparación 
integral, efectiva y eficaz de las víctimas que hayan sufrido un daño como 
consecuencia de la comisión de un delito o de la violación de sus derechos 
humanos; 

XVIII. Emitir directrices o lineamientos que faciliten el acceso efectivo de las 
víctimas a la verdad y a la justicia; 

XIX. Establecer directrices, lineamientos y políticas mínimas que se 
deberán implementar en el ámbito para la capacitación, formación, actualización y 
especialización de funcionarios públicos o dependientes de las instituciones 
encargadas de instrumentar, desarrollar, establecer, regular y supervisar las 
directrices, planes, programas, proyectos, acciones, y demás políticas públicas que 
se implementan para la protección, ayuda, asistencia, atención, acceso a la justicia, 
a la verdad y reparación integral a las víctimas en los ámbitos local, federal y 
municipal; 

XX. Establecer directrices para integrar los esfuerzos públicos y privados 
que permitan un efectivo goce de los derechos humanos de las víctimas; 

XXI. Emitir los lineamientos para la canalización oportuna y eficaz de los 
recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean necesarios 
para el cumplimiento de las acciones, planes, proyectos y programas de atención, 
asistencia, acceso a la justicia, a la verdad y reparación integral de las víctimas en 
los ámbitos federal, estatal y municipal; 

XXII. Establecer los lineamientos, supervisar y coordinar la operatividad del 
Registro Estatal  de Víctimas y de la Asesoría Jurídica Estatal de Atención a 
Víctimas; 

XXIII. Emitir los lineamientos para la transmisión de la información por parte 
de las instituciones, organismos, organizaciones de la sociedad civil y demás 
personas para que forme parte del Registro Estatal de Víctimas. 

XXIV. Crear una plataforma que permita integrar, desarrollar y consolidar la 
información sobre las víctimas a nivel nacional a fin de orientar políticas, programas, 
planes y demás acciones a favor de las víctimas para la prevención del delito y de 
violaciones a los derechos humanos, atención, asistencia, acceso a la verdad, 
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justicia y reparación integral con el fin de llevar a cabo el monitoreo, seguimiento y 
evaluación del cumplimiento de las políticas, acciones y responsabilidades 
establecidas en esta Ley. La Comisión Ejecutiva del Sistema Estatal de Atención a 
Víctimas dictará los lineamientos para la transmisión de información de las 
instituciones que forman parte del Sistema, cuidando la confidencialidad de la 
información pero permitiendo que pueda haber un seguimiento y revisión de los 
casos que lo lleguen a requerir; 

XXV. Adoptar las acciones necesarias para garantizar el ingreso de las 
víctimas al Registro Estatal de Víctimas y el ejercicio integral de sus derechos. La 
Comisión Ejecutiva será el órgano receptor de las víctimas cuyos derechos, 
incluyendo el de acceso al sistema, hayan sido violados en los ámbitos federal, 
local o municipal y a través del mismo se buscará que se respeten sus derechos; 

XXVI. Elaborar los protocolos generales de actuación para la prevención, 
atención e investigación de delitos o violaciones a los derechos humanos. Las 
entidades federativas y los municipios deberán adecuar sus manuales, 
lineamientos, programas y demás acciones, a lo establecido en estos protocolos, 
debiendo adaptarlos a la situación local siempre y cuando contengan el mínimo de 
procedimientos y garantías que los protocolos generales establezcan para las 
víctimas; 

XXVII. En casos de graves violaciones a derechos humanos o delitos graves 
cometidos contra un grupo de víctimas, establecer programas integrales 
emergentes de ayuda, atención, asistencia, protección, acceso a justicia, a la 
verdad y reparación integral; 

XXVIII. Crear y coordinar Comités Especiales de Atención a Víctimas 
que requieran una prevención, atención e investigación con una perspectiva 
nacional, tales como en los casos de desaparición, extravío, ausencia o no 
localización de personas, trata de personas, tráfico de personas y secuestro, a fin 
de que más allá de las acciones, propuestas, planes o programas que se deriven 
para un grupo de víctimas específicas, se guarde una integralidad respecto al 
tratamiento de las víctimas y reparación integral; 

XXIX. Coordinar e implementar el cumplimiento de las sentencias 
internacionales en materia de derechos humanos, dictadas en contra del Estado 
Mexicano de conformidad con el contenido de las mismas y en estrecha 
coordinación, consulta y colaboración con las víctimas y sus representantes; 

XXX. Realizar diagnósticos estatales que permitan evaluar las 
problemáticas concretas que enfrentan las víctimas en términos de prevención del 
delito o de violaciones a los derechos humanos, atención, asistencia, acceso a la 
justicia, derecho a la verdad y reparación integral del daño; 

XXXI. Generar diagnósticos específicos sobre las necesidades del Estado y 
los municipios en materia de capacitación, recursos humanos y materiales que se 
requieran para garantizar un estándar mínimo de atención digna a las víctimas 
cuando requieran acciones de ayuda, apoyo, asistencia o acceso a la justicia, a la 
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verdad y a la reparación integral de tal manera que sea disponible y efectiva. Estos 
diagnósticos servirán de base para la canalización o distribución de recursos y 
servicios que corresponda a los integrantes del Sistema Estatal de Atención a 
Víctimas; 

XXXII. Rendir un informe anual sobre los avances del Programa, ante el 
Congreso del Estado; 

XXXIII. Apoyar a las Organizaciones de la Sociedad Civil, que se 
dedican a la ayuda, atención, asistencia, acceso a la verdad y justicia a favor de las 
víctimas, priorizando la labor de aquellas que se encuentran en lugares donde las 
condiciones de acceso a la ayuda, asistencia, atención y justicia, verdad y 
reparación integral se torna difícil debido a las condiciones precarias de desarrollo y 
marginación; 

XXXIV. Evaluar los lineamientos, criterios, programas y acciones de los 
Comité Estatal de Víctimas que considere pertinentes y que sean puestos a su 
consideración para evaluación por cualquiera de los integrantes de la Comisión 
Ejecutiva  de Víctimas; 

XXXV. Implementar los mecanismos de control, con la participación de 
la sociedad civil, que permitan supervisar y evaluar las acciones, programas, planes 
y políticas públicas en materia de víctimas. La supervisión deberá ser permanente y 
los comités u órganos específicos que se instauren al respecto, deberán emitir 
recomendaciones que serán obligatorias para las instituciones correspondientes, y 

XXXVI. Recibir y evaluar los informes rendidos por el Titular del Fondo 
Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral de Víctimas y emitir las 
recomendaciones pertinentes a fin de garantizar un óptimo y eficaz funcionamiento, 
siguiendo los principios de publicidad y transparencia. 

Artículo 87. La Comisión Ejecutiva tiene el deber de coordinarse con las 
entidades e instituciones federales del Sistema Nacional de Atención a Víctimas y 
con las entidades e instituciones homólogas estatales y del Distrito Federal, 
incluidos los organismos autónomos de protección de los derechos humanos. 
Deberá contar con el personal administrativo de apoyo necesario para cumplir sus 
funciones. 

Artículo 88. La Comisión Ejecutiva elaborará anualmente un Programa de 
Atención Integral a Víctimas con el objeto de crear, reorientar, dirigir, planear, 
coordinar, ejecutar y supervisar las políticas públicas del Sistema Estatal de 
Atención a Víctimas, para garantizar el cumplimiento de esta Ley empleando al 
Fondo y los avances en el Registro. 

Artículo 89. La política integral nacional de violaciones a derechos humanos, 
atención, asistencia, protección, acceso a la justicia, acceso a la verdad y 
reparación integral a las víctimas, así como el Plan Anual Integral de Atención a 
Víctimas serán representativas de las propuestas generadas a nivel Municipal y 
Estatal,  
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Artículo 90. En los casos de graves violaciones a los derechos humanos o 
delitos cometidos contra un grupo de víctimas, la solicitud del establecimiento de 
programas emergentes de ayuda atención, asistencia, protección, acceso a la 
justicia, acceso a la verdad y reparación integral, podrá venir de las víctimas, las 
organizaciones no gubernamentales o cualquier otra institución pública o privada 
que tenga entre sus fines la defensa de los derechos humanos. 

Las organizaciones no gubernamentales, los municipios, los estados o 
cualquiera autoridad pueden presentar la propuesta cuya información se validará 
con las instituciones que tienen la información directa y quienes tienen la obligación 
de presentar todos los datos para el establecimiento del programa. Estos 
programas también los podrá establecer la propia Comisión Ejecutiva a propuesta 
de alguno de sus integrantes cuando del análisis de la información que se 
desprenda del Registro Estatal de Víctimas se determine que se requiere la 
atención de determinada situación o grupos de víctimas. 

Artículo 91. Los diagnósticos estatales de la Comisión Ejecutiva deberán ser 
situacionales y focalizados a situaciones específicas que se enfrenten en 
determinado territorio o que enfrentan ciertos grupos de víctimas tales como niños, 
indígenas, migrantes, mujeres, discapacitados, en delitos tales como violencia 
familiar, sexual, secuestro, homicidios o en determinadas violaciones a derechos 
humanos tales como desaparición forzada, ejecución arbitraria, tortura, detención 
arbitraria, entre otros. 

Dichos diagnósticos servirán de base para crear programas especiales, 
reorganizar o redireccionar acciones, políticas públicas o leyes que de acuerdo a su 
naturaleza y competencia llevan a cabo los integrantes del Sistema Estatal de 
Atención a Víctimas, así como para canalizar o distribuir los recursos necesarios. 

La Comisión Ejecutiva  podrá también  contar con consultorías de grupos de 
expertos por temáticas, solicitar el apoyo a organismos nacionales o internacionales 
públicos de derechos humanos, instituciones u organizaciones públicas o privadas 
nacionales o extranjeras con amplia experiencia en cierta problemática relacionada 
con la atención, asistencia, justicia, verdad y reparación integral a las víctimas. Los 
recursos destinados para tal efecto deberán ser públicos, monitoreables y de fácil 
acceso para la sociedad civil y los órganos de control interno desde donde se 
destinen dichos fondos. 

Se deberá procurar en todo momento, además de la especialización técnica 
y científica, el aporte de los grupos de víctimas y organizaciones de base que 
trabajen directamente con víctimas. 

Artículo 92. La Comisión Ejecutiva tendrá el carácter de permanente y 
sesionará al menos una vez a la semana y en sesión extraordinaria, cada que la 
situación urgente así lo requiera. Los integrantes tienen obligación de comparecer a 
las sesiones, si un comisionado se ausentara en tres ocasiones, consecutivas o no, 
durante un año, de las sesiones ordinarias injustificadamente se le removerá de su 
cargo. Las determinaciones se tomarán por la mayoría de los presentes. 
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Artículo 93. A petición de los integrantes la Comisión Ejecutiva o a 
propuesta del Comisionado Presidente, de los grupos de víctimas, de algún 
organismo público autónomo de protección de los derechos humanos o de las 
organizaciones de la sociedad civil especializadas en víctimas, se podrá citar a los 
servidores públicos del ámbito  estatal o municipal que se requiera para el 
cumplimiento de sus funciones. Dicho servidor público tiene obligación de 
comparecer y coordinar las acciones que sean necesarias para un efectivo 
cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 94. A fin de lograr una especialización, atención integral y 
coordinada en temas que requieran ser tratados en todo el país, la Comisión 
Ejecutiva contará con los siguientes comités, cuyas atribuciones serán 
desarrolladas en su Reglamento Interno: 

I. Comité de violencia familiar; 
II. Comité de violencia sexual; 
III. Comité de trata y tráfico de personas; 
IV. Comité de personas desaparecidas, no localizadas, ausentes o 

extraviadas; 
V. Comité de personas víctimas de homicidio; 
VI. Comité de tortura; 
VII. Comité de detención arbitraria; 
VIII. Comité interdisciplinario evaluador, y 
IX. Comité de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales. 
Artículo 95. Se podrán establecer también comités por grupo de víctimas 

tales como niños, adultos mayores, mujeres, indígenas, migrantes, personas con 
discapacidad, entre otros. 

Artículo 96. Las comisiones de atención a víctima de cada entidad federativa 
también contarán con sus comités especiales que les permitan focalizar las 
necesidades y políticas públicas integrales que respondan a la realidad local. 

Estos comités generarán diagnósticos situacionales precisos que les permita 
evaluar cuáles son las leyes, políticas públicas o acciones estatales que impiden un 
acceso efectivo de las víctimas a la atención, asistencia, protección, justicia, verdad 
ó reparación integral. Evaluarán también las políticas de prevención sobre la 
situación concreta que se evalúa desde una visión de seguridad ciudadana y 
humana. 

Las autoridades están obligadas a entregar toda la información que requieran 
estos comités para la evaluación y elaboración de los diagnósticos, cuidando la 
información de carácter privado de las víctimas. 

Artículo 97. El Comisionado Presidente tendrá las siguientes facultades: 
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I. Convocar, dirigir, coordinar y dar seguimiento a las sesiones que 
celebre la Comisión Ejecutiva; 

II. Crear los lineamientos, mecanismos, instrumentos e indicadores para 
el seguimiento y vigilancia de las funciones de la Comisión Ejecutiva; 

III. Notificar a los integrantes del Sistema Estatal de Atención a Víctimas 
sus compromisos asumidos y dar seguimiento a los mismos a través de las 
sesiones que se celebren; 

IV. Coordinar las funciones del Registro Nacional de Víctimas mediante la 
creación de lineamientos, mecanismos, instrumentos e indicadores para 
implementar y vigilar el debido funcionamiento de dicho registro; 

V. Rendir cuentas al Congreso del Estado cuando sea requerido, sobre 
las funciones encomendadas a dicho Comité y al Registro Estatal de Víctimas y del 
Fondo; 

VI. Designar, con la votación del Pleno de la Comisión Ejecutiva, a los 
titulares de los comités referidos en el artículo 94, así como los titulares del Fondo, 
del Registro Estatal  de Víctimas y de la Asesoría Jurídica Estatal de Atención a 
Víctimas con la aprobación de la mayoría del pleno de comisionados; 

VII. Coordinar las direcciones para el cumplimiento de las funciones de la 
Comisión Ejecutiva; 

VIII. Garantizar el registro de las víctimas que acudan directamente ante la 
Comisión Ejecutiva a solicitar su inscripción en el Registro Estatal de Víctimas, así 
como los servicios de ayuda, asistencia, atención, acceso a la justicia, acceso a la 
verdad y reparación integral que le soliciten, lo cual lo hará a través de las 
instancias competentes, dando seguimiento hasta la etapa final para garantizar el 
cumplimiento eficaz de las funciones de las instituciones y notificando al Congreso 
del Estado, cuando se le requiera, sobre los resultados de sus gestiones; 

IX. Proponer al Pleno de Comisionados los convenios de colaboración o 
la contratación de expertos que se requiera para el cumplimiento de sus funciones; 

X. Realizar los programas operativos anuales y los requerimientos 
presupuestales anuales que correspondan a la Comisión Ejecutiva, y presentarlos 
al Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Morelos, a efecto de que por su 
conducto sean presentados para su aprobación presupuestaria al Congreso del 
Estado, y 

XI. Las demás que se requiera para el eficaz cumplimiento de las 
funciones de la Comisión Ejecutiva. 

CAPÍTULO V 
REGISTRO ESTATAL DE VÍCTIMAS 

Artículo 98. El Registro Estatal de Víctimas, es el mecanismo administrativo 
y técnico que soporta todo el proceso de ingreso y registro de las víctimas del delito 
y de violaciones de derechos humanos al Sistema, creado en esta Ley. 
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El Registro Estatal de Víctimas, constituye un soporte fundamental para 
garantizar que las víctimas tengan un acceso oportuno y efectivo a las medidas de 
ayuda, asistencia, atención, acceso a la justicia y reparación integral previstas en 
esta Ley. 

Estará adscrito a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas del Sistema  y 
contará con un titular el cual será designado por el Comisionado Presidente. 

El Estado de Morelos, contará con sus propios registros, los cuales nutrirán 
de información al Registro Nacional. 

Artículo 99. El Registro Estatal de Víctimas será alimentado por las 
siguientes fuentes: 

I. Las solicitudes de ingreso hechas directamente por las víctimas del 
delito y de violaciones de derechos humanos, a través de su representante legal o 
de algún familiar o persona de confianza ante el Registro  estatal; 

II. Las solicitudes de ingreso que ante el Registro Estatal presenten 
cualquiera de las autoridades y particulares señalados en el artículo 101 de esta 
Ley, como responsables de ingresar el nombre de las víctimas del delito o de 
violación de derechos humanos al Sistema, y 

III. Los registros de víctimas existentes al momento de la entrada en vigor 
de la presente Ley que se encuentren en cualquier institución o entidad del ámbito 
federal, estatal o municipal, así como de las comisiones públicas de derechos 
humanos en aquellos casos en donde se hayan dictado recomendaciones, medidas 
precautorias o bien se hayan celebrado acuerdos de conciliación. 

Las entidades productoras y usuarias de la información sobre las víctimas y 
que posean actualmente registros de víctimas, pondrán a disposición del Registro 
Estatal  de Víctimas la información que producen y administran, de conformidad con 
lo establecido en las leyes que regulan el manejo de datos personales, para lo cual 
se suscribirán los respectivos acuerdos de confidencialidad para el uso de la 
información. 

En los casos en que existiere soporte documental de los registros que 
reconocen la calidad de víctima, deberá entregarse copia digital al Registro Estatal 
de Víctimas. En caso que estos soportes no existan, las entidades a que se refiere 
este artículo certificarán dicha circunstancia. Dichas entidades serán responsables 
por el contenido de la información que transmiten al Registro Estatal de Víctimas. 

Artículo 100. Las solicitudes de ingreso se realizarán en forma totalmente 
gratuita, ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. 

La información que acompaña la Incorporación de Datos al Registro se 
consignará en el formato único de declaración diseñado por la Comisión Ejecutiva y 
su utilización será obligatoria por parte de las autoridades responsables de acuerdo 
con esta Ley de garantizar ese ingreso. El formato único de declaración será 
sencillo de diligenciar y buscará recoger la información necesaria para que la 
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víctima pueda acceder plenamente a todos sus derechos, incluidos los que se le 
reconocen en la presente Ley. 

El registro de la víctima no implica de oficio su ingreso Sistema.  Para 
acceder a las medidas de ayuda, asistencia, apoyo y reparación integral del 
Sistema  deberá realizarse el ingreso, y valoración respectiva en cumplimiento de 
las disposiciones del Capítulo IV del presente Título. 

Artículo 101. Para ser tramitada, la Incorporación de Datos al Registro 
Estatal de Víctimas deberá, como mínimo, contener la siguiente información: 

I. Los datos de identificación de cada una de las víctimas que solicitan 
su ingreso o en cuyo nombre se solicita el ingreso. En caso que la víctima por 
cuestiones de seguridad solicite que sus datos personales no sean públicos, se 
deberá asegurar la confidencialidad de sus datos. En caso de que se cuente, se 
deberá proporcionar la información de alguna identificación oficial; 

II. El nombre completo, cargo y firma del funcionario de la entidad que 
recibió la Incorporación de Datos al Registro y sello de la dependencia; 

III. La huella dactilar de la persona que solicita el registro; 
IV. La firma de la persona que solicita el registro. En los casos que la 

persona manifieste no poder o no saber firmar se tomará como válida la huella 
dactilar; 

V. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar previas, durante y 
posteriores a la ocurrencia de los hechos victimizantes; 

VI. El funcionario que recabe la declaración la asentará en forma textual, 
completa y detallada en los términos que sea emitida; 

VII. Los datos de contacto de la persona que solicita el registro, y 
VIII. La información del parentesco o relación afectiva con la víctima de la 

persona que solicita el registro, cuando no es la víctima quien lo hace. En caso que 
el ingreso lo solicite un servidor público deberá detallarse nombre, cargo y 
dependencia o institución a la que pertenece. 

En el caso de faltar alguna de la información aquí señalada, la Comisión 
Ejecutiva pedirá a la entidad que tramitó inicialmente la incorporación de datos que 
complemente la información en el plazo máximo de 10 días. Lo anterior no afecta, 
en ningún sentido, la garantía de los derechos de las víctimas que solicitaron el 
ingreso al Registro o en cuyo nombre el ingreso fue solicitado. 

Artículo 102. Será responsabilidad de las entidades que reciban solicitudes 
de ingreso al Registro Estatal de Víctimas: 

I. Garantizar que las personas que solicitan el ingreso en el Registro 
Estatal de Víctimas sean atendidas de manera preferencial y orientadas de forma 
digna y respetuosa; 
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II. Para las solicitudes de ingreso en el Registro tomadas en persona, 
diligenciar correctamente, en su totalidad y de manera legible, el formato único de 
declaración diseñado por la Comisión Ejecutiva; 

III. Disponer de los medios tecnológicos y administrativos necesarios para 
la toma de la declaración, de acuerdo con los parámetros que la Comisión Ejecutiva 
del Sistema Estatal de Atención a Víctimas defina; 

IV. Remitir el original de las declaraciones tomadas en persona, el 
siguiente día hábil a la toma de la declaración al lugar que la Comisión Ejecutiva 
determine. 

V. Orientar a la persona que solicite el ingreso sobre el trámite y efectos 
de la diligencia; 

VI. Recabar la información necesaria sobre las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar que generaron el hecho victimizante, así como su caracterización 
socioeconómica, con el propósito de contar con información precisa que facilite su 
valoración, de conformidad con el principio de participación conjunta consagrado en 
esta Ley; 

VII. Indagar las razones por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad 
la solicitud de registro; 

VIII. Verificar los requisitos mínimos de legibilidad en los documentos 
aportados por el declarante y relacionar el número de folios que se adjunten con la 
declaración; 

IX. Bajo ninguna circunstancia negarse a recibir la solicitud de registro a 
las víctimas a las que se refiere la presente Ley; 

X. Garantizar la confidencialidad, reserva y seguridad de la información y 
abstenerse de hacer uso de la información contenida en la solicitud de registro o del 
proceso de diligenciamiento para obtener provecho para sí o para terceros, o por 
cualquier uso ajeno a lo previsto en esta Ley, y a las relativas a la Protección de 
Datos Personales; 

XI. Entregar una copia o recibo o constancia de su solicitud de registro a 
las víctimas o a quienes hayan realizado la solicitud, y 

XII. Cumplir con las demás obligaciones que determine la Comisión 
Ejecutiva. 

Artículo 103. Presentada la solicitud, deberá ingresarse la misma al 
Registro, y se procederá a la valoración de la información recogida en el formato 
único junto con la documentación remitida que acompañe dicho formato. 

Para adelantar esa valoración, la Comisión Ejecutiva podrá solicitar la 
información que considere necesaria a cualquiera de las entidades del Estado, del 
orden federal, local y municipal, las que estarán en el deber de suministrarla en un 
plazo que no supere los diez días. Una vez realizada esta valoración. 
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Si hubiera una duda razonable sobre la ocurrencia de los hechos se 
escuchará a la víctima o a quien haya solicitado, quien podrá asistir ante el Comité 
de Víctimas respectivo. En caso de hechos probados o de naturaleza pública 
deberá aplicarse el principio de buena fe a que hace referencia esta Ley. 

La realización del proceso de valoración al que se hace referencia en los 
párrafos anteriores, no suspende, en ningún caso, las medidas de ayuda de 
emergencia a las que tiene derecho la víctima. 

No se requerirá la valoración de los hechos de la declaración cuando: 
I. Exista sentencia condenatoria o resolución por parte de la autoridad 

jurisdiccional  o administrativa competente; 
II. Exista una determinación de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado, o de las comisiones estatales en esta materia que dé cuenta de esos 
hechos, incluidas recomendaciones, conciliaciones o medidas precautorias; 

III. La víctima haya sido reconocida como tal por el Ministerio Público, por 
una autoridad judicial, o por un visitador de los organismos públicos de derechos 
humanos, aún cuando no se haya dictado sentencia o resolución; 

IV. Cuando la víctima cuente con informe que le reconozca tal carácter 
emitido por algún mecanismo internacional de protección de derechos humanos al 
que México le reconozca competencia, y 

V. Cuando la autoridad responsable de la violación a los derechos 
humanos le reconozca tal carácter. 

Artículo 104. La víctima tendrá derecho, además, a conocer todas las 
actuaciones que se realicen a lo largo del proceso de registro. Cuando sea un 
tercero quien solicite el ingreso, deberá notificársele por escrito si fue aceptado o no 
el mismo. 

Artículo 105. Se podrá cancelar la inscripción en el Registro Estatal l de 
Víctimas cuando, después de realizada la valoración contemplada en el artículo 
103, incluido haber escuchado a la víctima o a quien haya solicitado la inscripción, 
cuando la Comisión Ejecutiva encuentre que la solicitud de registro es contraria a la 
verdad respecto de los hechos victimizantes de tal forma que sea posible colegir 
que la persona no es víctima. La negación se hará en relación con cada uno de los 
hechos y no podrá hacerse de manera global o general. 

La decisión que cancela el ingreso en el Registro deberá ser fundada y 
motivada. Deberá notificarse personalmente y por escrito a la víctima, a su 
representante legal, a la persona debidamente autorizada por ella para notificarse, 
o a quien haya solicitado el ingreso con el fin de que la víctima pueda interponer, si 
lo desea, recurso de reconsideración de la decisión ante la Comisión Ejecutiva para 
que ésta sea aclarada, modificada, adicionada o revocada de acuerdo al 
procedimiento que establezca su Reglamento. 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

93  
 

La notificación se hará en forma directa. En el caso de no existir otro medio 
más eficaz para hacer la notificación personal se le enviará a la víctima una citación 
a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el formato 
único de declaración o en los demás sistemas de información a fin de que 
comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará 
dentro de los cinco días siguientes a la adopción de la decisión de no inclusión y de 
la diligencia de notificación se dejará constancia en el expediente. 

Artículo 106. Alcance de la información del Registro Estatal  de Víctimas. 
La información sistematizada en el Registro Estatal  de Víctimas incluirá: 
I. El relato del hecho victimizante, como quedó registrado en el formato 

único de declaración. El relato inicial se actualizará en la medida en que se avance 
en la respectiva investigación penal o a través de otros mecanismos de 
esclarecimiento de los hechos; 

II. La descripción del daño sufrido; 
III. La identificación del lugar y la fecha en donde se produjo el hecho 

victimizante; 
IV. La identificación de la víctima o víctimas del hecho victimizante; 
V. La identificación de la persona o entidad que solicitó el registro de la 

víctima, cuando no sea ella quien lo solicite directamente; 
VI. La identificación y descripción detallada de las medidas de ayuda y de 

atención que efectivamente hayan sido garantizadas a la víctima; 
VII. La identificación y descripción detallada de las medidas de reparación 

que, en su caso, hayan sido otorgadas a la víctima, y 
VIII. La identificación y descripción detallada de las medidas de protección 

que, en su caso, se hayan brindado a la víctima. 
La información que se asiente en el Registro Estatal  de Víctimas deberá 

garantizar que se respeta el enfoque diferencial. 
Artículo 107. La Comisión Ejecutiva elaborará un plan de divulgación, 

capacitación y actualización sobre el procedimiento para la recepción de la 
declaración y su trámite hasta la decisión de inclusión o no en el Registro Estatal de 
Víctimas. Las entidades encargadas de recibir y tramitar la Incorporación de Datos 
en el Registro garantizarán la implementación de este plan en el orden estatal y 
municipal. 

CAPÍTULO VI 
INGRESO DE LA VÍCTIMA AL SISTEMA 

Artículo 108. El ingreso al sistema se hará por la denuncia, la queja, o la 
noticia de hechos que podrá realizar la propia víctima, la autoridad, el organismo 
público de protección de derechos humanos o un tercero que tenga conocimiento 
sobre los hechos. 
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Artículo 109. De la declaración de la víctima. Autoridades que están 
obligadas a recibir la denuncia, la queja, o la noticia de hechos. 

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima, estará obligada a recibir 
su declaración, la cual consistirá en una narración de los hechos con los detalles y 
elementos de prueba que la misma ofrezca, la cual se hará constar en el formato 
único de declaración. El Ministerio Público, los Defensores Públicos, los asesores 
jurídicos de las víctimas y la Comisión de Derechos Humanos del Estado no podrán 
negarse a recibir dicha declaración. 

Cuando las autoridades citadas no se encuentren accesibles, disponibles o 
se nieguen a recibir la declaración, la víctima podrá acudir a cualquier otra autoridad 
federal, estatal o municipal para realizar su declaración, las cuales tendrán la 
obligación de recibirla, entre las cuales en forma enunciativa y no limitativa, se 
señalan las siguientes: 

I. Embajadas y Consulados de México en el extranjero; 
II. Salud; 
III. Educación; 
IV. DIF; 
V. Instituto de Mujeres; 
VI. Albergues; 
VII. Defensoría Pública, y 
VIII. Síndico municipal. 
Artículo 110. También podrán recibir la denuncia, la queja o noticia de 

hechos de la víctima, para ingresarla al sistema: 
I. Embajadas y Consulados de países extranjeros con representación en 

nuestro país; 
II. Instituciones privadas de salud y de educación. 
Artículo 111. Una vez recibida la denuncia, queja o noticia de hechos, 

deberán ponerla en conocimiento de la autoridad más inmediata en un término que 
no excederá de veinticuatro horas. 

En el caso de las personas que se encuentren bajo custodia del Estado, 
estarán obligados de recibir la declaración las autoridades que estén a cargo de los 
Centros de privación de la libertad. 

Cuando un servidor público, en especial los que tienen la obligación de tomar 
la denuncia de la víctima sin ser autoridad ministerial o judicial, tenga conocimiento 
de un hecho de violación a los derechos humanos, como: tortura, detención 
arbitraria, desaparición forzada, ejecución arbitraria, violencia sexual, deberá 
denunciarlo de inmediato. 
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Artículo 112. Cualquier autoridad, así como los particulares que tengan 
conocimiento de un delito o violación a derechos humanos, tendrá la obligación de 
ingresar el nombre de la víctima al Sistema, aportando con ello los elementos que 
tenga. La Comisión Ejecutiva tendrá la obligación de hacerse de la información 
faltante a través del Comité Federal o de las Entidades Federativas o de las 
autoridades que forman el Sistema Nacional de Atención a Víctimas. 

Cuando la víctima sea mayor de 12 años podrá solicitar su ingreso al sistema 
por sí misma o a través de sus representantes. 

En los casos de víctimas menores de 12 años, se podrá solicitar su ingreso, 
a través de su representante legal o a través de las autoridades mencionadas en el 
artículo 101. 

Artículo 113. El otorgamiento de la calidad de víctima, para efectos de esta 
Ley, se realiza por la Comisión Ejecutiva, apoyada por las determinaciones de las 
siguientes autoridades: 

I. El Juez con sentencia ejecutoriada; 
II. El Juez de la causa que tenga conocimiento del hecho y los elementos 

para acreditar que el sujeto es la víctima, pueden ser jueces de amparo, civil, 
familiar; 

III. El Ministerio Público; 
IV. La Comisiones de Derechos Humanos del Estado, y 
V. Los organismos internacionales de protección de derechos humanos a 

los que México les reconozca competencia. 
La Comisión Ejecutiva deberá estudiar el caso y, de ser procedente, dar el 

reconocimiento de la condición de víctima. A dicho efecto deberá tener en cuenta 
los informes de los jueces de lo familiar o de paz, de los que se desprendan las 
situaciones para poder determinar que la persona que lo ha solicitado, podrá 
adquirir la condición de víctima. 

Artículo 114. El reconocimiento de la calidad de víctima tendrá como efecto: 
I. El acceso a todos los derechos, garantías, acciones, mecanismos y 

procedimientos, en los términos de esta Ley, y 
II. En el caso de lesiones graves, delitos contra la libertad psicosexual, 

violencia familiar, trata de personas, secuestro, privación de la libertad y todos 
aquellos que impidan a la víctima atender adecuadamente la defensa de sus 
derechos; que el juez de la causa o la autoridad responsable del procedimiento, de 
inmediato,  suspendan todos los juicios y procedimientos administrativos y detengan 
los plazos de prescripción y caducidad en que ésta se vea involucrada, y todos los 
efectos que de éstos se deriven, en tanto su condición no sea superada. 

El procedimiento y los elementos a acreditar, se determinarán en el 
Reglamento correspondiente. 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

96  
 

Artículo 115. Las autoridades competentes adscritas al Sistema Estatal de 
Atención a Víctimas garantizarán los servicios de ayuda, atención, asistencia, 
acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación integral de los extranjeros que 
hayan sido víctimas del delito o de violaciones a derechos humanos en México, 
firmando los convenios de colaboración correspondientes con las autoridades 
competentes del país donde la víctima retorne y con apoyo de los consulados 
mexicanos en dicho país. 

Artículo 116. Las víctimas tendrán derecho a una compensación, en los 
términos y montos que una sentencia firme de un órgano jurisdiccional competente 
determine; en los casos que no hubiera sentencia, previo acuerdo de la Comisión 
Ejecutiva, y con base en el dictamen del Comité Interdisciplinario Evaluador, la 
responsabilidad patrimonial del Estado será subsidiaria y compensará a la víctima, 
lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas 
que los mismos hechos pudieran implicar y conforme lo dispuesto por la presente 
Ley. 

TÍTULO SÉPTIMO 
DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 

Artículo 117. Las autoridades del Estado, coadyuvarán para el cumplimiento 
de los objetivos de esta Ley de conformidad con las competencias previstas en el 
presente ordenamiento y demás instrumentos legales aplicables. 

CAPÍTULO I 
DEL GOBIERNO DEL ESTADO 

Artículo 118. Corresponde al Gobierno del Estado: 
I. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las víctimas; 
II. Formular y conducir la política nacional integral para reconocer y 

garantizar los derechos de las víctimas; 
III. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley y de los 

instrumentos internacionales aplicables; 
IV. Elaborar, coordinar y aplicar el Programa a que se refiere la Ley, 

auxiliándose de las demás autoridades encargadas de implementar el presente 
ordenamiento legal; 

V. Asegurar la difusión y promoción de los derechos de las víctimas 
indígenas con base en el reconocimiento de la composición pluricultural de la 
nación; 

VI. Realizar a través de la Comisión de Derechos Humanos del Estado, y 
con el apoyo de las instancias locales, campañas de información, con énfasis en la 
doctrina de la protección integral de los derechos humanos de las víctimas, en el 
conocimiento de las leyes y las medidas y los programas que las protegen, así 
como de los recursos jurídicos que las asisten; 
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VII. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales 
de coordinación entre las diferentes instancias de gobierno, de manera que sirvan 
de cauce para lograr la atención integral de las víctimas para facilitar la actuación 
de la Comisión Ejecutiva; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 
materia; 

IX. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la 
atención de víctimas; 

X. Garantizar que los derechos de las víctimas y la protección de las 
mismas sean atendidos de forma preferente por todas las autoridades, en el ámbito 
de sus respectivas competencias; 

XI. Evaluar y considerar la eficacia de las acciones del Programa, con 
base en resultados medibles; 

XII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de 
la presente Ley, y 

XIII. Las demás que le confieran esta Ley u otros ordenamientos 
aplicables. 

CAPÍTULO II 
DE LA COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

Artículo 119. Corresponde al Ejecutivo Estatal en materia de coordinación 
interinstitucional: 

I. Instrumentar las medidas necesarias para prevenir violaciones de los 
derechos humanos de las víctimas; 

II. Diseñar la política integral con un enfoque transversal de género para 
promover la cultura de respeto a los derechos humanos de las víctimas; 

III. Elaborar el Programa en coordinación con las demás autoridades 
integrantes del Sistema; 

IV. Coordinar y dar seguimiento a las acciones de las instancias 
responsables en materia de reparación integral, no repetición, ayuda y asistencia de 
las víctimas; 

V. Coordinar y dar seguimiento a los trabajos de promoción y defensa de 
los derechos humanos de las víctimas, que lleven a cabo las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Estatal; 

VI. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y 
acciones encaminados al mejoramiento del Sistema y del Programa; 

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la 
finalidad de evaluar su eficacia y rediseñar las acciones y medidas que así lo 
requieran; 
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VIII. Vigilar y promover directrices para que los medios de comunicación 
fortalezcan la dignidad y el respeto hacia las víctimas; 

IX. Sancionar conforme a la ley a los medios de comunicación que no 
cumplan con lo estipulado en la fracción anterior; 

X. Realizar un diagnóstico nacional y otros estudios complementarios de 
manera periódica sobre las víctimas en todos los ámbitos, que proporcione 
información objetiva para la elaboración de políticas gubernamentales en materia de 
prevención, atención, ayuda y protección de las víctimas; 

XI. Difundir a través de diversos medios, los resultados del Sistema y del 
Programa a los que se refiere esta Ley; 

XII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 
materia, y 

XIII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 
CAPÍTULO III 

DEL DESARROLLO SOCIAL 
Artículo 120. Corresponde a la Administración Pública Estatal en materia de 

Desarrollo Social: 
I. Fomentar el desarrollo social desde la visión de protección integral de 

los derechos humanos de las víctimas; 
II. Coadyuvar en la promoción de los derechos humanos de las víctimas; 
III. Formular la política de desarrollo social del Estado considerando el 

adelanto de las víctimas y su plena participación en todos los ámbitos de la vida; 
IV. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y 

acciones encaminados al mejoramiento del Sistema y del Programa; 
V. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 

materia, y 
VI. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 

CAPÍTULO IV 
DEL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA 

Artículo 121. Corresponde a la Administración Pública Estatal  en materia de 
Desarrollo Integral de la Familia: 

I. La atención y protección jurídica de las personas adultas mayores 
víctimas de cualquier delito o violación de derechos humanos; 

II. La atención y protección jurídica de los menores víctimas de cualquier 
delito o violación de derechos humanos, y 

III. La atención y protección jurídica de las personas con discapacidad 
víctimas de cualquier delito o violación de derechos humanos. 
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CAPÍTULO V 
DE LA SEGURIDAD PÚBLICA 

Artículo 122. Corresponde a la Administración Pública Estatal en materia de 
Seguridad Pública: 

I. Capacitar al personal de las diferentes instancias policiales para 
atender a las víctimas en un primer contacto; 

II. Tomar medidas y realizar las acciones necesarias, en coordinación 
con las demás autoridades, para alcanzar los objetivos previstos en la presente Ley; 

III. Organizar, dirigir y administrar un servicio para la atención a las 
víctimas y celebrar acuerdos de colaboración con otras instituciones del sector 
público y privado para el mejor cumplimiento de esta atribución; 

IV. Diseñar la política integral para la prevención de delitos y violaciones a 
derechos humanos, en los ámbitos público y privado; 

V. Proponer al Ejecutivo del Estado las medidas que garanticen la 
congruencia de la política criminal en favor de las víctimas, entre las dependencias 
de la Administración Pública Estatal; 

VI. Implementar programas de prevención y erradicación de la violencia, 
especialmente la ejercida contra niñas, niños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos 
mayores, dentro y fuera del seno familiar; 

VII. Ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, que le 
correspondan; 

VIII. Formular acciones y programas orientados a fomentar la cultura del 
respeto a los derechos humanos de las víctimas; 

IX. Elaborar y difundir estudios multidisciplinarios y estadísticas sobre el 
fenómeno victimológico; 

X. Efectuar, en coordinación con la Procuraduría General de Justicia , 
estudios sobre los actos delictivos no denunciados e incorporar esta variable en el 
diseño de las políticas en materia de prevención y protección de los derechos 
humanos de las víctimas; 

XI. Diseñar, con una visión transversal, la política integral con un enfoque 
transversal de género orientada a la prevención, atención, sanción y erradicación de 
los delitos violentos y de las violaciones a derechos humanos; 

XII. Colaborar, en la protección de la integridad física de las víctimas y en 
la preservación de sus bienes, en situaciones de peligro cuando se vean 
amenazadas por disturbios u otras situaciones que impliquen violencia o riesgo 
inminente; 

XIII. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y 
acciones encaminados al mejoramiento del Sistema y del Programa; 
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XIV. Salvaguardar la integridad y el patrimonio de las víctimas, durante la 
prevención de la comisión de los delitos del orden federal; 

XV. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 
materia, y 

XVI. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley, su 
Reglamento y el Programa. 

CAPÍTULO VI 
DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA 

Artículo 123. Corresponde a la Administración Pública Estatal en materia de 
Educación Pública: 

I. Definir en las políticas educativas los principios de igualdad, equidad, 
no discriminación y el respeto irrestricto a los derechos humanos; 

II. Desarrollar programas educativos, en todos los niveles de escolaridad, 
que fomenten la cultura de los derechos humanos y el respeto a la dignidad de las 
personas; 

III. Desarrollar investigación multidisciplinaria encaminada a crear 
modelos de detección de la violencia contra las mujeres en los centros educativos; 

IV. Capacitar al personal docente en materia de derechos humanos; 
V. Establecer un programa de becas permanente, para el caso de las 

víctimas directas e indirectas, que se encuentren cursando los niveles de educación 
primaria, secundaria, preparatoria o universidad en instituciones públicas, con la 
finalidad de que puedan continuar con sus estudios. Estos apoyos continuarán 
hasta el término de su educación superior; 

VI. Diseñar y difundir materiales educativos que promuevan el respeto 
irrestricto de los derechos humanos; 

VII. Proporcionar acciones formativas a todo el personal de los centros 
educativos, en materia de derechos humanos; 

VIII. Eliminar de los programas educativos los materiales que hagan 
apología de la violencia o contribuyan a la promoción de estereotipos que 
discriminen y fomenten la desigualdad, y 

IX. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y 
acciones encaminados al mejoramiento del Sistema y del Programa. 

CAPÍTULO VII 
DE LA SALUD 

Artículo 124. Corresponde a la Administración Pública Estatal en materia de 
Salud: 

I. Brindar por medio de las instituciones del sector salud de manera 
integral e interdisciplinaria la atención médica y psicológica a las víctimas; 
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II. Crear programas de capacitación para el personal del sector salud, 
respecto de la atención a las víctimas y la aplicación de los protocolos 
internacionales así como de las normas oficiales mexicanas vigentes en la materia; 

III. Establecer programas y servicios profesionales y eficaces, con horario 
de veinticuatro horas en las dependencias públicas relacionadas con la atención de 
las víctimas; 

IV. Brindar servicios integrales a las víctimas, a fin de que logren estar en 
condiciones de participar plenamente en la vida pública, social y privada; 

V. Difundir en las instituciones del sector salud, material referente a la 
atención de las víctimas; 

VI. Canalizar a las víctimas a las instituciones que les prestan atención y 
protección especializada; 

VII. Participar activamente, en la ejecución del Programa, en el diseño de 
nuevos modelos de prevención y atención a las víctimas, en colaboración con las 
demás autoridades encargadas de la aplicación de la presente Ley; 

VIII. Asegurar que en la prestación de los servicios del sector salud sean 
respetados los derechos humanos de las víctimas; 

IX. Capacitar al personal del sector salud, con la finalidad de que detecten 
a las víctimas; 

X. Apoyar a las autoridades encargadas de efectuar la investigación del 
delito o de violaciones a derechos humanos, proporcionando, al menos la 
información siguiente: 

a) La relativa al número de víctimas que se atiendan en los centros y 
servicios hospitalarios; 

b) El tipo de violación que sufrió la víctima; 
c) Los efectos causados en la víctima, y 
d) Los recursos erogados en la atención de las víctimas; 
XI. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 

materia, y 
XII. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley. 

CAPÍTULO VIII 
DEL ACCESO A LA JUSTICIA 

Artículo 125. Corresponde a la Administración Pública Estatal en materia de 
acceso a la justicia: 

I. Promover la formación y especialización de agentes de la Policía 
Estatal Investigadora, agentes del Ministerio Público, Peritos y de todo el personal 
encargado de la procuración de justicia en materia de derechos humanos; 
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II. Proporcionar a las víctimas orientación y asesoría para su eficaz 
atención y protección, de conformidad con la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia , su Reglamento y demás ordenamientos aplicables; 

III. Dictar las medidas necesarias para que la víctima reciba atención 
médica de emergencia; 

IV. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas las 
referencias necesarias sobre el número de víctimas atendidas; 

V. Brindar a las víctimas la información integral sobre las instituciones 
públicas o privadas encargadas de su atención; 

VI. Proporcionar a las víctimas información objetiva que les permita 
reconocer su situación; 

VII. Promover la cultura de respeto a los derechos humanos de las 
víctimas y garantizar la seguridad de quienes denuncian; 

VIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la 
materia, y 

IX. Las demás previstas para el cumplimiento de la presente Ley, y su 
Reglamento. 

CAPÍTULO IX 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

Artículo 126. Corresponde a los servidores públicos. 
Todos los servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones y conforme al 

ámbito de su competencia, desde el primer momento en que tengan contacto con la 
víctima, tendrán los siguientes deberes: 

I. Identificarse oficialmente ante la víctima, detallando nombre y cargo 
que detentan; 

II. Desarrollar con la debida diligencia las atribuciones reconocidas en 
esta Ley, en cumplimiento del los principios establecidos en el artículo 3 de la 
presente Ley; 

III. Garantizar que se respeten y apliquen las normas e instrumentos 
Internacionales de Derechos Humanos; 

IV. Tratar a la víctima con humanidad y respeto a su dignidad y sus 
derechos humanos; 

V. Brindar atención especial a las víctimas para que los procedimientos 
administrativos y jurídicos destinados a la administración de justicia y conceder una 
reparación no generen un nuevo daño, violación, o amenaza a la seguridad y los 
intereses de la víctima, familiares, testigos o personas que hayan intervenido para 
ayudar a la víctima o impedir nuevas violaciones; 
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VI. Evitar todo trato o conducta que implique victimización secundaria o 
incriminación de la víctima en los términos del artículo 5 de la presente Ley; 

VII. Brindar a la víctima orientación e información clara, precisa y accesible 
sobre sus derechos, garantías y recursos, así como sobre los mecanismos, 
acciones y procedimientos que se establecen o reconocen en la presente Ley; 

VIII. Entregar en forma oportuna, rápida y efectiva, todos los documentos 
que requiera para el ejercicio de sus derechos, entre ellos, los documentos de 
identificación; 

IX. No obstaculizar ni condicionar el acceso de la víctima a la justicia y la 
verdad, así como a los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos por 
esta Ley; 

X. Presentar ante el Ministerio Público, o en su caso, ante los organismos 
públicos de derechos humanos, las denuncias y quejas que en cumplimiento de 
esta Ley reciban. Dicha presentación oficial deberá hacerse dentro de los tres días 
hábiles contados a partir de que la víctima, o su representante, formuló o entregó la 
misma; 

XI. Ingresar a la víctima al Registro Estatal de Víctimas, cuando así lo 
imponga su competencia; 

XII. Aportar a la autoridad correspondiente los documentos, indicios o 
pruebas que obren en su poder, cuando éstos le sean requeridos o se relacionen 
con la denuncia, queja o solicitud que la víctima haya presentado en los términos de 
la presente Ley; 

XIII. Investigar o verificar los hechos denunciados o revelados, procurando 
no vulnerar más los derechos de las víctimas; 

XIV. Garantizar que la víctima tenga un ejercicio libre de todo derecho y 
garantía así como de mecanismos, procedimientos y acciones contempladas en 
esta Ley; 

XV. Realizar de oficio las acciones tendientes a la búsqueda de personas 
desaparecidas, extraviadas, ausentes o no localizadas, así como la identificación de 
personas, cadáveres o restos encontrados; 

XVI. Prestar ayuda para restablecer el paradero de las víctimas, 
recuperarlos, identificarlos y en su caso, inhumarlos según el deseo explicito o 
presunto de la víctima o las tradiciones o prácticas culturales de su familia y 
comunidad; 

XVII. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de forma inmediata y 
específica, las medidas necesarias para lograr que cese la violación de derechos 
humanos denunciada o evidenciada; 

XVIII. Permitir el acceso a lugares, documentos, expedientes, conceder 
entrevistas y demás solicitudes que les requieran los organismos públicos de 
defensa de los derechos humanos, cuando éstas sean realizadas en el ámbito de 
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su competencia y con el objeto de investigar presuntas violaciones a derechos 
humanos, y 

XIX. Abstenerse de solicitar o recibir por parte de las víctimas o sus 
representantes, gratificaciones monetarias o en especie, dádivas, favores o 
ventajas de cualquier índole. 

El incumplimiento de los deberes aquí señalados en esta Ley para los 
servidores públicos, será sancionado con la responsabilidad administrativa o penal 
correspondiente. 

Artículo 127. Todo particular que ejerza funciones públicas en virtud de 
mecanismos de concesión, permiso, contratación o cualquier otro medio idóneo, 
estará sujeto a los deberes antes detallados, con los alcances y limitaciones del 
ámbito de su competencia. Las obligaciones regirán desde el primer momento en 
que tenga contacto con la víctima en cumplimento de medidas de atención, 
asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo de acceso a la 
justicia. 

Artículo 128. Toda alteración en los registros o informes generará 
responsabilidad disciplinaria por quien lo refrende o autorice, asimismo generará 
responsabilidad subsidiaria de su superior jerárquico. Ello sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas o penales que se generen. 

CAPÍTULO X 
DEL MINISTERIO PÚBLICO 

Artículo 129. Corresponde al Ministerio Público Estatal. 
Además de los deberes establecidos en el artículo 12, el Ministerio Público, 

en el ámbito de su competencia, deberá: 
I. Informar a la víctima, desde el momento en que se presente o 

comparezca ante él, los derechos que le otorga la Constitución y los tratados 
internacionales, el código penal y procesal penal respectivo y las demás 
disposiciones aplicables, así como el alcance de esos derechos, debiendo dejar 
constancia escrita de la lectura y explicación realizada; 

II. Vigilar el cumplimiento de los deberes aquí consagrados, en especial 
el deber legal de búsqueda e identificación de víctimas desaparecidas; 

III. El solicitar el embargo precautorio de los bienes susceptibles de 
decomiso o extinción de dominio, a fin de garantizar la reparación integral del daño 
sufrido por la víctima, así como el ejercicio de otros derechos; 

IV. Solicitar las medidas cautelares o de protección necesarias para la 
protección de la víctima, sus familiares y/o sus bienes, cuando sea necesario; 

V. Solicitar las pruebas conducentes a fin de acreditar, determinar y 
cuantificar el daño de la víctima, especificando lo relativo a daño moral y daño 
material, siguiendo los criterios de esta Ley; 
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VI. Dirigir los estudios patrimoniales e investigaciones pertinentes a fin de 
determinar la existencia de bienes susceptibles de extinción de dominio; 

VII. Solicitar la reparación del daño de acuerdo con los criterios señalados 
en esta Ley; 

VIII. Informar sobre las medidas alternativas de resolución de conflictos 
que ofrece la Ley a través de instituciones como la conciliación y la mediación, y a 
garantizar que la opción y ejercicio de las mismas se realice con pleno conocimiento 
y absoluta voluntariedad; 

IX. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la custodia de la 
víctima o le sean devueltos, deberá informar claramente a ésta los alcances de 
dicha situación, y las consecuencias que acarrea para el proceso, y 

X. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos humanos del 
familiar o personas cercanas, y no haya causado ejecutoria, le deberán informar 
que pesa sobre ella el deber de no someter los mismos a cremación. Dicho deber 
sólo puede ser impuesto a la víctima en aras de hacer efectivo su derecho a la 
verdad y a la justicia. 

CAPÍTULO XI 
DE LOS MAGISTRADOS Y JUECES 

Artículo 130. Corresponde a los magistrados y jueces, en el ámbito de su 
competencia: 

I. Garantizar los derechos de las víctimas en estricta aplicación de la 
Constitución y los Tratados Internacionales; 

II. Dictar las medidas correctivas necesarias a fin de evitar que continúen 
las violaciones de derechos humanos o comisión de ciertos ilícitos; 

III. Imponer las sanciones disciplinarias pertinentes; 
IV. Resolver expedita y diligentemente las solicitudes que ante ellos se 

presenten; 
V. Dictar las medidas precautorias necesarias para garantizar la 

seguridad de las víctimas, y sus bienes jurídicos; 
VI. Garantizar que la opción y ejercicio de las medidas alternativas de 

resolución de conflictos se realice en respeto de los principios que sustentan la 
justicia restaurativa, en especial, la voluntariedad; 

VII. Velar por que se notifique a la víctima cuando estén de por medio sus 
intereses y derechos, aunque no se encuentre legitimada procesalmente su 
coadyuvancia; 

VIII. Permitir participar a la víctima en los actos y procedimientos no 
jurisdiccionales que solicite, incluso cuando no se encuentre legitimada 
procesalmente su coadyuvancia; 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

106  
 

IX. Escuchar a la víctima antes de dictar sentencia, así como antes de 
resolver cualquier acto o medida que repercuta o se vincule con sus derechos o 
intereses; 

X. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la custodia de la 
víctima o le sean devueltos, deberá informar claramente a ésta los alcances de 
dicha situación, y las consecuencias que acarrea para el proceso, y 

XI. Cuando se entregue a la víctima el cuerpo o restos humanos del 
familiar o personas cercanas, y la causa no haya causado ejecutoria, le deberán 
informar que pesa sobre ella el deber de no someter los mismos a cremación. Dicho 
deber sólo puede ser impuesto a la víctima en aras de hacer efectivo su derecho a 
la verdad y a la justicia. 

CAPÍTULO XII 
DEL ASESOR JURÍDICO ESTATAL DE LAS VÍCTIMAS 

Artículo 131. Corresponde al Asesor Jurídico Estatal de las  Víctimas: 
I. Procurar hacer efectivos cada uno de los derechos y garantías de la 

víctima, en especial el derecho a la protección, la verdad, la justicia y a la 
reparación integral; 

II. Brindar a la víctima información clara, accesible y oportuna sobre los 
derechos, garantías, mecanismos y procedimientos que reconoce esta Ley; 

III. Asesorar y asistir a las víctimas en todo acto o procedimiento ante la 
autoridad; 

IV. Formular denuncias o querellas; 
V. Representar a la víctima en todo procedimiento penal; 
VI. Informar y asesorar a la víctima sobre las medidas alternativas de 

resolución de conflictos, y velar por que las mismas se realicen en estricto respeto 
de los principios que sustentan la justicia restaurativa, en especial, la voluntariedad, 
y 

VII. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos de las víctimas en 
las actuaciones del Ministerio Público en todas y cada una de las etapas del 
procedimiento penal y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de éste ante la 
autoridad jurisdiccional correspondiente cuando el asesor jurídico estatal de las 
víctimas considere que no se vela efectivamente por la tutela de los derechos de las 
víctimas por parte del Ministerio Público. 

CAPÍTULO XIII 
DE LOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS DE PROTECCIÓN DE 

DERECHOS HUMANOS 
Artículo 132. Corresponde a los funcionarios de organismos públicos de 

protección. 
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Además de los deberes establecidos para todo servidor público, los 
funcionarios de organismos públicos de protección de derechos humanos, en el 
ámbito de su competencia, deberán: 

I. Recibir las quejas por presuntas violaciones a derechos humanos; 
II. Recibir las denuncias por presuntos hechos delictivos y remitir las 

mismas al Ministerio Público; 
III. Investigar las presuntas violaciones a derechos humanos; 
IV. Respetar, en el marco de sus investigaciones, los protocolos 

internacionales para documentación de casos de presuntas violaciones de 
derechos humanos; 

V. Solicitar, cuando sea conducente, medidas cautelares, necesario para 
garantizar la seguridad de las víctimas, familiares o bienes jurídicos; 

VI. Dar seguimiento a las solicitudes que plantee ante la autoridad 
ejecutiva o judicial; en caso de advertir omisiones o incumplimientos por la 
autoridad o particular, denunciar las mismas por las vías pertinentes; 

VII. Utilizar todos los mecanismos nacionales e internacionales para que 
de manera eficaz y oportuna, se busque fincar las responsabilidades 
administrativas, civiles o penales por graves violaciones a derechos humanos, y 

VIII. Recomendar las reparaciones a favor de las víctimas de violaciones a 
los derechos humanos con base en los estándares y elementos establecidos en la 
presente Ley. 

CAPÍTULO XIV 
DE LAS POLICÍAS 

Artículo 133. Además de los deberes establecidos para todo servidor 
público, y las disposiciones específicas contempladas en los ordenamientos 
respectivos, a los miembros de las policías en el ámbito de su competencia, les 
corresponde: 

I. Informar a la víctima, desde el momento en que se presente o 
comparezca ante él, los derechos que le otorga la Constitución y los tratados 
internacionales, el código penal y procesal penal respectivo y las demás 
disposiciones aplicables, así como el alcance de esos derechos, debiendo dejar 
constancia escrita de la lectura y explicación realizada; 

II. Permitir la participación de la víctima y su defensor en procedimientos 
encaminados a la procuración de justicia, así como el ejercicio de su coadyuvancia; 

III. Facilitar el acceso de la víctima a la investigación, con el objeto de 
respetar su derecho a la verdad; 

IV. Colaborar con los tribunales de justicia, el ministerio público, las 
procuradurías, contralorías y demás autoridades en todas las actuaciones policiales 
requeridas; 
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V. Remitir los datos de prueba e informes respectivos, con debida 
diligencia en concordancia con el artículo 4 de la presente Ley; 

VI. Respetar las mejores prácticas y los estándares mínimos de derecho 
internacional de los derechos humanos, y 

VII. Mantener actualizados los registros en cumplimiento de esta Ley y de 
las leyes conforme a su competencia. 

CAPÍTULO XV 
DE LA VÍCTIMA 

Artículo 134. A la víctima corresponde: 
I. Actuar de buena fe; 
II. Cooperar con las autoridades que buscan el respeto de su derecho a 

la justicia y a la verdad, siempre que no implique un riesgo para su persona, familia 
o bienes jurídicos; 

III. Conservar los bienes objeto de aseguramiento cuando éstos le hayan 
sido devueltos o puestos bajo su custodia, así como no cremar los cuerpos de 
familiares a ellos entregados, cuando la autoridad así se lo solicite, y por el lapso 
que se determine necesario, y 

IV. Cuando tenga acceso a información reservada, respetar y guardar la 
confidencialidad de la misma. 

Artículo 135. Todo empleador de una víctima, sea público o privado, deberá 
permitir y respetar que la misma haga uso de los mecanismos, acciones y 
procedimientos reconocidos para hacer efectivos sus derechos y garantías, aunque 
esto implique ausentismo. 

TÍTULO OCTAVO 
FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL (FONDO) 

CAPÍTULO I 
OBJETO E INTEGRACIÓN 

Artículo 136. El Fondo tiene por objeto brindar los recursos necesarios para 
la ayuda, asistencia y reparación integral de las víctimas del delito y las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos. 

Podrá destinarse un rubro para la investigación y diagnósticos sobre la 
situación de las víctimas, siempre que ello optimice el cumplimiento del objeto del 
Fondo. 

Artículo 137. El Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral se 
conformará con: 

I. Recursos previstos expresamente para dicho fin en el Presupuesto de 
Egresos del Estado en el rubro correspondiente, sin que pueda disponerse de 
dichos recursos para un fin diverso. El Congreso del Estado deberá proveer los 
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fondos necesarios a fin de que se cuente con los recursos necesarios para las 
víctimas; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes decomisados en 
procesos penales; 

III. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que se hagan 
efectivas cuando los procesados incumplan con las obligaciones impuestas por la 
autoridad; 

IV. Recursos provenientes de multas y sanciones pecuniarias impuestas 
por la autoridad administrativa o judicial cuando se violen deberes reconocidos por 
esta Ley; 

V. Recursos provenientes de multas y sanciones impuestas al Estado por 
violaciones a derechos humanos; 

VI. Donaciones o aportaciones hechas a su favor por terceros, sean 
gobiernos, organizaciones internacionales, particulares o sociedades, siempre que 
se hayan garantizado los mecanismos de control y transparencia exigidos por la 
Ley; 

VII. El monto establecido en la sentencia como consecuencia al apoyo 
brindado por las empresas que han financiado a grupos organizados al margen de 
la ley; 

VIII. El monto de la reparación integral del daño cuando el beneficiario 
renuncie a ella o no lo reclame dentro del plazo legal establecido; 

IX. Las subastas públicas respecto de objetos o valores que se 
encuentren a disposición de autoridades investigadoras o judiciales, siempre y 
cuando no hayan sido reclamados por quien tenga derecho a ello, en términos de 
ley, y 

X. Las sumas recuperadas por el Estado en los juicios de carácter civil, 
repetición obligatoria, que se dirijan en contra de los servidores públicos que hayan 
sido encontrados como responsables de haber cometido violaciones a los derechos 
humanos. 

Artículo 138. El Fondo estará exento de toda imposición de carácter fiscal l, 
así como de los diversos gravámenes que pudieren estar sujetas las operaciones 
que se realicen con el Estado donde el Fondo tenga su sede. 

Artículo 139. Deberán crearse las dependencias e instancias necesarias 
para el mejor funcionamiento del Fondo a nivel estatal y municipal, las cuales se 
regirán por lo establecido en esta Ley y en el Reglamento correspondiente. 

Artículo 140. Cuando la situación lo amerite, y por decisión de la Comisión 
Ejecutiva se podrá crear un fondo de emergencia para apoyos urgentes, el cual 
tendrá adjudicado parte de los recursos del Fondo por un tiempo determinado. 
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La Comisión Ejecutiva, en un plazo máximo de diez días, determinará los 
apoyos económicos de emergencia que se requieran. 

Artículo 141. Cuando las medidas identificadas en los Títulos Tercero, 
Cuarto y Quinto de esta Ley no puedan ser cubiertas por los organismos públicos 
responsables o la institución o sus funcionarios se nieguen a otorgarlos, se 
destinará una partida especial del Fondo a estos efectos. 

La negativa injustificada de las medidas a las que se hace referencia, 
importará una violación a los deberes contemplados en esta Ley y las consecuentes 
sanciones. 

CAPÍTULO II 
DE LA ADMINISTRACIÓN 

Artículo 142. El Fondo será administrado por un Titular designado por el 
Comisionado Presidente de la Comisión Ejecutiva aprobado por la mayoría del 
pleno de comisionados, y deberá ser administrado siguiendo criterios de 
transparencia, oportunidad, eficiencia y racionalidad. 

Artículo 143. Los recursos del Fondo serán administrados y operados por 
medio de un fideicomiso público sin estructura orgánica y no será entidad 
paraestatal. 

Artículo 144. El ejercicio de los recursos del Fondo y su fiscalización se 
regirá por lo dispuesto en las leyes presupuestales, de fiscalización y rendición de 
cuentas vigentes en el Estado. 

Artículo 145. El Titular del Fondo tendrá las atribuciones y deberes que el 
Reglamento de esta Ley le confiera. En especial deberá: 

I. Administrar cautelosamente los recursos que conforman el Fondo a fin 
de permitir el cumplimiento efectivo del objeto de ésta Ley; 

II. Gestionar lo pertinente para que los recursos asignados al Fondo 
ingresen oportunamente al mismo; 

III. Presentar periódicamente informes y rendición de cuentas ante el 
Pleno de la Comisión Ejecutiva; 

IV. Realizar las previsiones necesarias a fin de procurar la solvencia del 
Fondo. 

Artículo 146. Los recursos del Fondo se aplicarán para otorgar apoyos de 
carácter económico a la víctima, las cuales podrán ser de ayuda, asistencia o 
reparación integral, en los términos de esta Ley y conforme al Reglamento 
respectivo. 

El Titular del Fondo determinará el apoyo que corresponda otorgar a la 
víctima, previa opinión que al respecto emita el Comité interdisciplinario evaluador. 
El pago de las indemnizaciones se regirá en los términos dispuestos por el artículo 
71 de la presente Ley. 
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Artículo 147. El Titular del Fondo, con el apoyo del consultor financiero, 
deberá rendir cuentas mensualmente ante la Comisión Ejecutiva,  y cuando ésta se 
lo requiera, la que una vez recibidos los informes y explicaciones correspondientes, 
deberá pronunciarse al respecto. La Comisión Ejecutiva podrá a su vez realizar las 
recomendaciones que estime necesarias. 

El Fondo será fiscalizado anualmente por la Auditoría Superior de 
Fiscalización del Congreso del Estado 

Artículo 148. El Reglamento de la Comisión Ejecutiva precisará el 
funcionamiento, alcance y criterios específicos de asignación de recursos del 
Fondo. 

CAPÍTULO III 
DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 149. Para acceder a los recursos del Fondo, la víctima deberá 
presentar su solicitud ante las autoridades, organismos públicos autónomos de 
protección de los derechos humanos o particulares facultados en esta Ley para el 
ingreso al Sistema, acompañada de la sentencia, resolución, recomendación, 
informe o dictamen, en los términos del artículo 71 de la presente Ley, que instruya 
tal acceso o con acuerdo de la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos 
por ella establecidos. 

Quien reciba la solicitud deberá acercar la misma a la Comisión Ejecutiva o 
comisión estatal en un plazo que no podrá exceder los dos días. 

Artículo 150. En cuanto reciba una solicitud, la Comisión Ejecutiva lo turnará 
al equipo interdisciplinario de documentación de casos, para la integración del 
expediente que servirá de base para la propuesta que el Titular del Fondo presente 
a la Comisión Ejecutiva para determinar el apoyo o ayuda que requiera la víctima. 

Artículo 151. El Titular del Fondo deberá integrar dicho expediente en un 
plazo no mayor de cuatro días, el cual deberá contener como mínimo: 

I. Copia de la denuncia o querella, en su caso de la queja presentada 
ante los Organismos Públicos de Derechos Humanos, o bien la petición o 
comunicación presentada a los organismos internacionales de protección de los 
derechos humanos a los que México reconozca competencia. Si la víctima no ha 
iniciado estas acciones, su solicitud presentada ante cualquier institución u 
organismo de los señalados en la presente Ley es suficiente; 

II. Especificación del daño o daños que haya sufrido la víctima; 
III. Detalle de las necesidades que requiera la víctima para enfrentar las 

consecuencias del delito o de la violación a sus derechos humanos; 
IV. Copia de la sentencia, resolución, recomendación, informe o dictamen, 

en los términos del artículo 71 de la presente Ley, que instruya tal acceso o con 
acuerdo de la Comisión Ejecutiva de acuerdo a los procedimientos por ella 
establecidos, y 
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V. En caso de contar con ello, relación de partes médicos o psicológicos 
donde detallen las afectaciones que tiene la víctima con motivo de la comisión del 
delito o de la violación a los derechos humanos. 

Artículo 152. En el caso de la solicitud de ayuda deberá agregarse además: 
I. Estudio de trabajo social elaborado por el Comité Interdisciplinario 

evaluador en el que se haga una relación de las condiciones de victimización que 
enfrenta la víctima y las necesidades que requiere satisfacer para enfrentar las 
secuelas de la victimización; 

II. Dictamen médico donde se especifique las afectaciones sufridas, las 
secuelas y el tratamiento, prótesis y demás necesidades que requiere la persona 
para su recuperación; 

III. Dictamen psicológico en caso de que la víctima requiera atención a la 
salud mental donde se especifique las necesidades que requieren ser cubiertas 
para la recuperación de la víctima, y 

IV. Propuesta de resolución que se propone adopte la Comisión Ejecutiva 
donde se justifique y argumente jurídicamente la necesidad de dicha ayuda. 

La víctima sólo estará obligada a entregar la información, documentación y 
pruebas que obren en su poder. Es responsabilidad del Comité lograr la integración 
de la carpeta respectiva. 

Artículo 153. Recibida la solicitud, ésta pasará a evaluación del comité 
interdisciplinario evaluador para que analice, valore y concrete las medidas que se 
otorgarán en cada caso. 

El Reglamento de esta Ley especificará el procedimiento que se seguirá para 
el otorgamiento de la ayuda. 

En el caso de solicitud de asistencia, la Comisión Ejecutiva no puede tardar 
más de veinte días hábiles en resolver la procedencia de la solicitud. 

Artículo 154. Las solicitudes para acceder a los recursos del Fondo a que se 
refiere el artículo anterior serán procedentes siempre que la víctima: 

I. Cuente con sentencia ejecutoria en la que se indique que sufrió el 
daño por dichos ilícitos, así como el monto a pagar y /o otras formas de reparación; 

II. No haya alcanzado el pago total de los daños que se le causaron; 
III. No haya recibido la reparación integral del daño por cualquier otra vía, 

lo que podrá acreditarse con el oficio del juez de la causa penal o con otro medio 
fehaciente, y 

IV. Presente solicitud de asistencia, ayuda o reparación integral, siempre 
y cuando dicha solicitud sea avalada por la Comisión Ejecutiva. 
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Artículo 155. Las solicitudes que se presenten en términos de este Capítulo 
se atenderán en el orden en que se reciban y hasta donde alcancen los recursos 
del Fondo. 

CAPÍTULO IV 
DE LA REPARACIÓN 

Artículo 156. Si el Estado no pudiese hacer efectiva total o parcialmente la 
orden de reparación integral, establecida por mandato judicial o por acuerdo de la 
Comisión Ejecutiva, deberá justificar la razón y tomar las medidas suficientes para 
cobrar su valor, o gestionar lo pertinente a fin de lograr que se concrete la 
reparación integral de la víctima. 

Artículo 157. En el caso de reparación integral del daño por delitos, actos 
administrativos irregulares o violaciones a los derechos humanos la sola resolución 
dictada por el órgano jurisdiccional competente al tratarse de delitos, o por el 
organismo público autónomo de protección de los derechos humanos o bien el 
organismo internacional de protección de derechos humanos al que México le 
reconozca competencia cuando se trate de violaciones de derechos humanos no 
tipificadas como delitos, será suficiente para que la autoridad competente, el 
responsable proceda al pago o reparación del daño en especie que dicho órgano 
determine. En caso de que sea imposible determinar la identidad del responsable y 
previo acuerdo de la Comisión Ejecutiva, la víctima podrá acudir a ésta para que a 
través del mismo se proceda de manera subsidiaria a la reparación integral en los 
términos de la presente Ley. 

Artículo 158. En el caso de reparación integral por la comisión de delitos de 
particulares y cuando se demuestre que la persona no cuenta con medios para 
reparar el daño, la víctima puede acudir ante la Comisión Ejecutiva para que, 
dependiendo de la gravedad del delito, se resuelva lo conducente de conformidad 
con los principios de esta Ley. 

Artículo 159. Cuando la determinación y cuantificación del apoyo y 
reparación no haya sido dada por autoridad judicial u organismo nacional o 
internacional de protección de los derechos humanos, ésta deberá ser realizada por 
la Comisión Ejecutiva. Si la misma no fue documentada en el procedimiento penal, 
esta Comisión procederá a su documentación e integración del expediente 
conforme lo señalan los artículos 153, 154 y 179 de la presente Ley. 

Artículo 160. Cuando parte del daño sufrido se explique a consecuencia del 
actuar u omitir de la víctima, dicha conducta podrá ser tenida en cuenta al momento 
de determinar la indemnización. 

Artículo 161. Cuando el daño haya sido causado por más de un agente y no 
sea posible identificar la exacta participación de cada uno de ellos, se establecerá 
una responsabilidad subsidiaria frente a la víctima, y se distribuirá el monto del pago 
de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes previo acuerdo 
de la Comisión Ejecutiva. 
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Artículo 162. Las medidas de ayuda y asistencia podrán ser de diversa 
índole, en cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y el Reglamento de la 
Comisión Ejecutiva. La reparación integral deberá cubrirse mediante moneda 
nacional, con la excepción de que se podrá pagar en especie de acuerdo a la 
resolución dictada por la Comisión Ejecutiva. 

Artículo 163. La Comisión Ejecutiva tendrá facultades para cubrir las 
necesidades en términos de asistencia, ayuda y reparación integral, a través de los 
programas gubernamentales federales, estatales o municipales con que se cuente. 

Artículo 164. Cuando proceda el pago de la reparación, el Fondo registrará 
el fallo judicial que lo motivó y el monto de la indemnización, que será de consulta 
pública. 

TÍTULO NOVENO 
DE LA CAPACITACIÓN, FORMACIÓN, ACTUALIZACIÓN Y ESPECIALIZACIÓN 

Artículo 165. Los integrantes del sistema que tengan contacto con la víctima 
en cumplimento de medidas de atención, asistencia, ayuda, apoyo, reparación 
integral o cualquier mecanismo de acceso a la justicia, deberán incluir dentro de sus 
programas contenidos temáticos sobre los principios, derechos, mecanismos, 
acciones y procedimientos reconocidos por esta Ley; así como las disposiciones 
especificas de derechos humanos contenidos en la Constitución y Tratados 
Internacionales, protocolos específicos y demás instrumentos del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. 

Dichas entidades deberán diseñar e implementar un sistema de seguimiento 
que logre medir el impacto de la capacitación en los miembros de sus respectivas 
dependencias. A dicho efecto deberá tenerse en cuenta, entre otros aspectos, las 
denuncias y quejas hechas contra dichos servidores, las sanciones impuestas, las 
entrevistas y sondeos directos practicados a las víctimas. 

Artículo 166. Todo procedimiento de ingreso, selección, permanencia, 
estímulo, promoción y reconocimiento de servidores públicos que, por su 
competencia, tengan trato directo o brinden su servicio a víctimas en cumplimento 
de medidas de asistencia, ayuda, apoyo, reparación integral o cualquier mecanismo 
de acceso a la justicia, deberá incluir dentro de los criterios de valoración, un rubro 
relativo a Derechos Humanos. 

Artículo 167. La Procuraduría General de Justicia y Secretaría de Seguridad 
Pública en cumplimiento con las facultades atribuidas en la Ley respectiva, deberán 
disponer lo pertinente para que los contenidos temáticos señalados en la presente 
Ley sean parte de las estrategias, políticas y modelos de profesionalización y de 
capacitación. 

Artículo 168. Los Servicios periciales del Estado deberán capacitar a sus 
funcionarios y empleados con el objeto que la víctima reciba atención especializada 
de acuerdo al tipo de victimización sufrido, y tenga expeditos los derechos que le 
otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados 
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Internacionales de Derechos Humanos, la Constitución del Estado y la presente 
Ley. 

Artículo 169. Los Institutos y Academias que sean responsables de la 
capacitación, formación, actualización y especialización de los servidores públicos 
ministeriales, policiales y periciales estatales y municipales, deberán coordinarse 
entre sí con el objeto de cumplir cabalmente los Programas Rectores de 
Profesionalización señalados en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública y los lineamientos mínimos impuestos por el presente Capítulo de esta Ley. 

Así mismo deberán proponer convenios de colaboración con universidades y 
otras instituciones educativas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, con el 
objeto de brindar formación académica integral y de excelencia a los servidores 
públicos de sus respectivas dependencias. 

Artículo 170. La Comisión de Derechos Humanos del Estado y las 
instituciones públicas de protección de los derechos humanos en el Estado  
deberán coordinarse con el objeto de cumplir cabalmente las atribuciones a ellas 
referidas. 

Dichas instituciones deberán realizar sus labores prioritariamente enfocadas 
a que la asistencia, apoyo, asesoramiento y seguimiento sea eficaz y permita un 
ejercicio real de los derechos de las víctimas. 

Artículo 171. Como parte de la asistencia, atención y reparación integral, se 
brindará a las víctimas formación, capacitación y orientación ocupacional. 

La formación y capacitación se realizará con enfoque diferencial y 
transformador. Se ofrecerá a la víctima programas en virtud de su interés, condición 
y contexto, atendiendo a la utilidad de dicha capacitación o formación. El objeto es 
brindar a la víctima herramientas idóneas que ayuden a hacer efectiva la atención y 
la reparación integral, así como favorecer el fortalecimiento y resiliencia de la 
víctima. 

Asimismo deberá brindarse a la víctima orientación ocupacional específica 
que le permita optar sobre los programas, planes y rutas de capacitación y 
formación más idóneos conforme su interés, condición y contexto. 

Para el cumplimiento de lo descrito se aplicarán lo programas existentes en 
la administración pública estatal y municipal al momento de la expedición de la 
presente Ley, garantizando su coherencia con los principios rectores, derechos y 
garantías detallados en la misma.  

TÍTULO DÉCIMO 
DE LA ASESORÍA JURÍDICA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

CAPÍTULO ÚNICO 
Artículo 172. Se crea en la Comisión Ejecutiva, la Asesoría Jurídica Estatal 

de Atención a Víctimas, área especializada en asesoría jurídica para víctimas. 
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Artículo 173. La Asesoría Jurídica Estatal estará integrada por Asesores 
Jurídicos Estatales de Atención a  Víctimas, peritos y profesionistas técnicos de 
diversas disciplinas que se requieran para la defensa de los derechos de las 
víctimas. 

Contará con una Junta Directiva, un Director General y las unidades 
administrativas que se requieran para el desempeño de sus funciones, en los 
términos que señala el Reglamento. 

Artículo 174. La Asesoría Jurídica Estatal tiene a su cargo las siguientes 
funciones: 

I. Coordinar el servicio de Asesoría Jurídica para Víctimas en asuntos 
del fuero estatal, a fin de garantizar los derechos de las víctimas contenidos en esta 
Ley, en tratados internacionales y demás disposiciones aplicables; 

II. Coordinar el servicio de representación y asesoría jurídica de las 
víctimas en materia penal, civil y de derechos humanos del fuero federal, a fin de 
garantizar el acceso a la justicia, a la verdad y la reparación integral; 

III. Seleccionar y capacitar a los servidores públicos adscritos a la 
Asesoría Jurídica Estatal; 

IV. Designar por cada Unidad Investigadora del Ministerio Público local, 
Tribunales que conozca de materia penal, cuando menos a un Asesor Jurídico de 
las Víctimas y al personal de auxilio necesario; 

V. Celebrar convenios de coordinación con todos aquellos que pueden 
coadyuvar en la defensa de los derechos de las víctimas, y 

VI. Las demás que se requiera para la defensa de los derechos de las 
víctimas. 

Artículo 175. Prestación del servicio de Asesoría Jurídica de las Víctimas. 
La víctima tendrá derecho a nombrar un Asesor jurídico el cual elegirá 

libremente desde el momento de su ingreso al Sistema. En caso de no contar con 
abogado particular, la Comisión Ejecutiva del Sistema Estatal  de Víctimas deberá 
nombrarle uno a través de la Asesoría Jurídica Estatal. 

La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparezca a todos los 
actos en los que ésta sea requerida. 

El servicio de la Asesoría Jurídica Estatal será gratuito y se prestará a todas 
las víctimas que quieran o pueden contratar a un abogado particular y en especial 
a: 

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban ingresos; 
II. Los trabajadores jubilados o pensionados, así como sus cónyuges; 
III. Los trabajadores eventuales o subempleados; 
IV. Los indígenas, y 
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V. Las personas que por cualquier razón social o económica tengan la 
necesidad de estos servicios. 

Artículo 176. Se crea la figura del Asesor Jurídico Estatal  de Atención a 
Víctimas el cual tendrá las funciones siguientes: 

I. Asistir y asesorar a la víctima desde el primer momento en que tenga 
contacto con la autoridad; 

II. Representar a la víctima de manera integral en todos los 
procedimientos y juicios en los que sea parte, para lo cual deberá realizar todas las 
acciones legales tendientes a su defensa, incluyendo las que correspondan en 
materia de derechos humanos; 

III. Proporcionar a la víctima de forma clara, accesible, oportuna y 
detallada la información y la asesoría legal que requiera, sea esta en materia penal, 
civil, familiar, laboral y administrativa; 

IV. Informar a la víctima, respecto al sentido y alcance de las medidas de 
protección, ayuda, asistencia, atención y reparación integral, y en su caso, 
tramitarlas ante las autoridades judiciales y administrativas; 

V. Dar el seguimiento a todos los trámites de medidas de protección, 
ayuda, asistencia y atención, que sean necesarias para garantizar la integridad 
física y psíquica de las víctimas, así como su plena recuperación; 

VI. Informar y asesorar a los familiares de la víctima o a las personas que 
ésta decida, sobre los servicios con que cuenta el Estado para brindarle ayuda, 
asistencia, asesoría, representación legal y demás derechos establecidos en esta 
Ley, en los tratados internacionales y demás leyes aplicables; 

VII. Llevar un registro puntual de las acciones realizadas y formar un 
expediente del caso; 

VIII. Tramitar y entregar copias de su expediente a la víctima, en caso de 
que ésta las requiera; 

IX. Vigilar la efectiva protección y goce de los derechos de las víctimas en 
las actuaciones del Ministerio Público en todas y cada una de las etapas del 
procedimiento penal y, cuando lo amerite, suplir las deficiencias de éste ante la 
autoridad jurisdiccional correspondiente cuando el asesor jurídico federal de las 
víctimas considere que no se vela efectivamente por la tutela de los derechos de las 
víctimas por parte del Ministerio Público, y 

X. Las demás que se requieran para la defensa integral de los derechos 
de las víctimas. 

Artículo 177. Para ingresar y permanecer como Asesor Jurídico se requiere: 
I. Ser mexicano o extranjero con calidad migratoria de inmigrado en 

ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 
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II. Ser licenciado en derecho, con cédula profesional expedida por la 
autoridad competente; 

III. Aprobar los exámenes de ingreso y oposición correspondientes, y 
IV. No haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de 

libertad mayor de un año. 
Artículo 178. El Asesor Jurídico será asignado inmediatamente por la 

Comisión Ejecutiva, sin más requisitos que la solicitud formulada por la víctima o a 
petición de alguna institución, organismo de derechos humanos u organización de 
la sociedad civil. 

Artículo 179. El servicio civil de carrera para los Asesores Jurídicos, 
comprende la selección, ingreso, adscripción, permanencia, promoción, 
capacitación, prestaciones, estímulos y sanciones. Este servicio civil de carrera se 
regirá por las disposiciones establecidas en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 180. El Director General, los asesores jurídicos y el personal técnico 
de la Asesoría Jurídica Estatal serán considerados servidores públicos de 
confianza. 

Artículo 181. La Junta Directiva estará integrada por el Director General de 
la Asesoría Jurídica Estatal, quien la presidirá, así como por seis profesionales del 
Derecho de reconocido prestigio, nombrados por la Comisión Ejecutiva, a propuesta 
del Director General. 

Los miembros de la Junta Directiva realizarán sus funciones de manera 
personal e indelegable y durarán en su cargo tres años y podrán ser reelectos por 
otros tres. 

Artículo 182. La Junta Directiva podrá sesionar con un mínimo de cuatro 
miembros y tomará sus decisiones por mayoría de votos de los miembros 
presentes. En caso de empate el Director General tendrá voto de calidad. 

Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos cada dos meses, sin 
perjuicio de que puedan convocarse por el Director General o mediante solicitud 
que a éste formulen por lo menos tres miembros de la Junta Directiva, cuando se 
estime que hay razones de importancia para ello. 

Artículo 183. Son las facultades de la Junta Directiva: 
I. Fijar la política y las acciones relacionadas con la asesoría jurídica de 

las víctimas; 
II. Promover que las instituciones, organismos y asociaciones públicas y 

privadas contribuyan a la elevación del nivel profesional de los asesores jurídicos, e 
igualmente se proporcione a la Junta asesoramiento técnico en las áreas o asuntos 
específicos en que ésta lo requiera; 

III. Promover la realización de estudios tendientes a perfeccionar el 
servicio de Asesoría Jurídica Estatal; 
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IV. Impulsar la celebración de convenios con los distintos sectores 
sociales y organismos públicos y privados, en temas como capacitación y apoyo; 

V. Aprobar los lineamientos para la selección, ingreso y promoción de los 
asesores jurídicos de atención a víctimas; 

VI. Aprobar las bases generales de organización y funcionamiento de la 
Asesoría Jurídica Estatal; 

VII. Aprobar la propuesta de anteproyecto de presupuesto que se someta 
a la consideración de la Comisión Ejecutiva; 

VIII. Aprobar los lineamientos generales para la contratación de peritos y 
especialistas en las diversas áreas del conocimiento en que se requieran; 

IX. Aprobar el Plan Anual de Capacitación y Estímulos de la Asesoría 
Jurídica Estatal; 

X. Examinar y aprobar los informes periódicos que someta a su 
consideración el Director General, y 

XI. Las demás que le otorgue esta Ley y otras disposiciones jurídicas 
aplicables. 

Artículo 184. El Director General de la  Asesoría Jurídica Estatal, será 
nombrado por el Consejero Presidente, con aprobación del Pleno de Comisionados 
y durará tres años en su cargo, pudiendo ser reelecto hasta por tres años más. 

Artículo 185. El Director General de la  Asesoría Jurídica Estatal deberá 
reunir para su designación, los requisitos siguientes: 

I. Ser ciudadano mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos; 
II. Tener cuando menos treinta años de edad el día de su designación; 
III. Acreditar experiencia de tres años en el ejercicio de la abogacía, 

relacionada especialmente, con las materias afines a sus funciones; y poseer, al día 
de la designación, título y cédula profesional de licenciado en derecho, expedido 
por la autoridad o institución legalmente facultada para ello con antigüedad mínima 
de cinco años computada al día de su designación, y 

IV. Gozar de buena reputación, prestigio profesional y no haber sido 
condenado por delito doloso con sanción privativa de libertad mayor de un año. 
Empero, si se tratare de ilícitos como el robo, fraude, falsificación, abuso de 
confianza u otro que lesione seriamente la reputación de la persona en el concepto 
público, inhabilitará a ésta para ocupar el cargo cualquiera que haya sido la 
penalidad impuesta. 

La Comisión Ejecutiva procurará preferir, en igualdad de circunstancias, a 
quien haya desempeñado el cargo de defensor público o similar. 

Artículo 186. El Director General de la Asesoría Jurídica Estatal tendrá las 
atribuciones siguientes: 
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I. Organizar, dirigir, evaluar y controlar los servicios de Asesoría Jurídica 
de las Víctimas que se presten, así como sus unidades administrativas; 

II. Conocer de las quejas que se presenten contra los asesores jurídicos 
de atención a  víctimas y, en su caso, investigar la probable responsabilidad de los 
empleados de la Asesoría Jurídica Estatal; 

III. Vigilar que se cumplan todas y cada una de las obligaciones 
impuestas a los asesores jurídicos; determinando, si han incurrido en alguna causal 
de responsabilidad por parte de éstos o de los empleados de la Asesoría Jurídica 
Estatal; 

IV. Proponer a la Junta Directiva las políticas que estime convenientes 
para la mayor eficacia de la defensa de los derechos e intereses de las víctimas; 

V. Proponer a la Comisión Ejecutiva, las sanciones y correcciones 
disciplinarias que se deban imponer a los asesores jurídicos; 

VI. Promover y fortalecer las relaciones de la Asesoría Jurídica Estatal 
con las instituciones públicas, sociales y privadas que por la naturaleza de sus 
funciones puedan colaborar al cumplimiento de sus atribuciones; 

VII. Proponer a la Junta Directiva el proyecto de Plan Anual de 
Capacitación y Estímulos de la Asesoría Jurídica Estatal; así como un programa de 
difusión de sus servicios; 

VIII. Elaborar un informe anual de labores sobre las actividades integrales 
desarrolladas por todos y cada uno de los asesores jurídicos que pertenezcan a la 
Asesoría Jurídica Estatal, el cual deberá ser publicado; 

IX. Elaborar la propuesta de anteproyecto de presupuesto que se someta 
a la consideración de la Junta Directiva, y 

X. Las demás que sean necesarias para cumplir con el objeto de esta 
Ley. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- Aprobado que sea el presente Decreto en términos de lo 

establecido en los artículos 147 y 148, de Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos, remítase al Poder Ejecutivo del Estado para su publicación. 

SEGUNDO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano oficial del Gobierno del 
Estado de Morelos. 

TERCERO.- En un término no mayor de noventa días deberá expedirse los 
Reglamentos, previstas en esta Ley. 

CUARTO.- El Sistema Estatal de Ayuda, Atención y Reparación Integral de 
Víctimas a que se refiere la presente Ley deberá crearse dentro de los noventa días 
naturales a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 
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QUINTO.- La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas a que se refiere la 
presente Ley deberá elegirse dentro de los treinta días naturales a partir de 
configuración del sistema. 

SEXTO.- El poder ejecutivo del Gobierno del Estado de Morelos deberá 
hacer las previsiones presupuestales necesarias para la operación de la presente 
Ley y establecer una partida presupuestal específica en el Presupuesto de Egresos 
para el siguiente ejercicio fiscal a su entrada en vigor. 

SÉPTIMO.- Todas las Instituciones encargadas de la capacitación deberán 
establecer planes y programas tendientes a capacitar a su personal a efecto de dar 
cumplimiento a esta Ley. 

OCTAVO.- Las instituciones ya existentes al momento de la entrada en vigor 
de la presente Ley operarán con su estructura y presupuesto, sin perjuicio de las 
asignaciones especiales que reciban para el cumplimiento de las obligaciones que 
esta Ley les impone. 
 

Diputado Matías Nazario Morales 
Integrante del Grupo parlamentario del 

Partido Revolucionario Institucional. 
 
Palacio Legislativo, marzo de 2013.  
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el primer párrafo del 
artículo 97 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, 
presentada por la diputada Rosalina Mazari Espín. 

HONORABLE ASAMBLEA: 
Rosalina Mazari Espín, Diputada Local e integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Revolucionario Institucional de la LII Legislatura del Honorable Congreso 
del Estado de Morelos, con fundamento en los artículos 42, fracción II, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y 18, fracción IV, de 
la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, presento a consideración 
del Pleno la INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 DE LA LEY ORGÁNICA 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MORELOS, de 
conformidad con la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Las normas son perfectibles, por lo que cuando se aprecian expresiones 

inexactas en ellas, cabe la posibilidad y más todavía la necesidad de su reforma, 
toda vez que aun cuando es comprensible que -en ocasiones- por la magnitud del 
ordenamiento, la celeridad en su tramitación o la urgencia a la que se responde, se 
cometen ciertas imprecisiones, ello no es óbice a que tales aspectos sean un área 
de oportunidad y mejora que habrán de corregirse en la primera oportunidad que se 
tenga. 

En ese sentido, cuando existe correlación entre artículos, es importante que 
la referencia hecha a otro supuesto normativo sea la exactamente aplicable al caso 
al que quiso hacerse referencia. 

Así, encontramos que en el primer párrafo del artículo 97 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Morelos se hace la remisión al artículo 
50 de la misma Ley, indicando que en ese precepto se encuentran ciertas 
características esenciales de los fideicomisos públicos; sin embargo el artículo 50 
antecitado no es el que prevé tales características, sino que versa sobre la 
sectorización y literalmente  dispone: 

Artículo 50.- Las entidades de la administración pública 
paraestatal se agruparán por sectores definidos, considerando el 
objeto de cada una de ellas, en relación a la esfera de competencia 
que determinen las leyes respectivas de las secretarías y 
dependencias que las coordinarán. Estarán sectorizadas a éstas, 
mediante el acuerdo de sectorización que expida el Titular del Poder el 
Ejecutivo. 

La coordinación comprenderá las actividades de planeación, 
programación, presupuestación y autorización de transferencias, así 
como el conocimiento de la operación y los resultados de gestión.  
En ese sentido, el artículo al que quiso hacerse alusión porque define a los 
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fideicomisos públicos es el 49, mismo que se reproduce a continuación para mejor 
apreciación, motivo que genera el planteamiento de la presente reforma a fin de 
corregir esta inexacta correlación de artículos de la Ley que nos ocupa: 

Artículo 49.- Los fideicomisos públicos, son aquellas entidades 
públicas, cuya constitución se formaliza a través del contrato de 
fideicomiso correspondiente, suscrito por el Titular del Poder Ejecutivo, 
previa autorización para la constitución del mismos, por parte del 
Congreso del Estado; con un fin lícito y determinado, para impulsar las 
áreas prioritarias o específicas de desarrollo del Estado. Los 
fideicomisarios públicos serán aquellos que con ese carácter se 
reconozcan en los instrumentos jurídicos de su constitución, la 
fiduciaria será cualquier institución o sociedad nacional de crédito 
legalmente constituida y el fideicomitente único de la administración 
pública central, invariablemente será la Secretaría de Hacienda; 
contarán con un Comité Técnico y tendrán la estructura orgánica 
estrictamente necesaria para el desempeño de sus funciones, 
constituyéndose esta preferentemente por los titulares de las áreas 
administrativas de las secretarías a las cuales se encuentren 
sectorizados. 

Los titulares de las secretarías a la cuales esté sectorizado 
algún fideicomiso público, están facultados para celebrar el contrato de 
fideicomiso respectivo, sin perjuicio de la comparecencia que por ley 
tiene encomendada la Secretaría de Hacienda, en su carácter de 
fideicomitente único, y sin que ello implique la representatividad de la 
administración pública central, por parte de la secretaría o 
dependencia a la cual se sectorizó. 
Por los argumentos anteriormente expuestos, someto a consideración del 

Pleno del Poder Legislativo, la siguiente:  
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA 

EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo del artículo 97 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, para quedar como 
sigue: 

Artículo 97.- Los fideicomisos públicos que no se constituyan con las 
características señaladas en el artículo 49 de la presente Ley, no serán 
considerados entidades de la administración pública paraestatal y no estarán, por 
tanto, sujetos a esta Ley. 

… 
… 

 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

124  
 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del 
Estado de Morelos. 

SEGUNDO.- Se derogan aquellas disposiciones de igual o menor rango que 
se opongan al contenido del presente Decreto. 

 
DIP. ROSALINA MAZARI ESPÍN. 
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 
Poder Legislativo de Morelos; 01 de abril de 2013. 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 68 en su 
párrafo segundo de la Ley de Información Pública, Estadística y Protección de datos 
Personales en el Estado de Morelos, presentada por la diputada Erika Cortes 
Martínez. 

Cuernavaca, Morelos a 26 de Marzo de 2013. 
HONORABLE ASAMBLEA 
La que suscribe, Diputada Erika Cortés Martínez integrante de la 

Quincuagésima Segunda Legislatura del Estado de Morelos, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 40 fracción II, y 42 fracción II de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Morelos, artículos 18, fracción II, IV, y XV, de la Ley 
Orgánica del Congreso del Estado de Morelos, tengo a bien presentar a la 
consideración de éste pleno una Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se 
reforma el artículo 68 en su párrafo Segundo de la Ley de Información Pública, 
Estadística y Protección de Datos Personales en el Estado de Morelos. Lo 
anterior de conformidad con los siguientes antecedentes y consideraciones. 

ANTECEDENTES 
En el Estado de Morelos, todas las personas gozan del derecho fundamental 

de acceso a la información previsto en el artículo 6° de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el cual, no solo se agota o se circunscribe a permitir 
el acceso a la información en posesión de los sujetos obligados, sino que éste lleva 
consigo la obligación que tienen las entidades públicas y partidos políticos de 
publicar en sus respectivas páginas oficiales de Internet, aquella información que 
por disposición de la ley se considere información pública de oficio, la cual debe 
estar a disposición de cualquier persona sin necesidad de mediar solicitud al 
respecto, tal y como lo establecen  los artículos 32 y 33 de la Ley de Información 
Pública, Estadística y Datos Personales del Estado de Morelos. 

De esta manera, el acatamiento a la normatividad citada, se ve reflejada en 
un cumplimiento al principio constitucional de máxima publicidad, pues tiene como 
objetivo en hacer pública información o documentos relacionados con la función o 
actividad de los sujetos obligados, lo cual permitirá en el caso de cumplirse con 
cabalidad y al pie de la letra, facilitar a las personas su fácil acceso, pero además, 
saber dónde buscar con mayor precisión la información que sea de su gran interés. 

La Ley de Información Pública, Estadística y Protección de Datos Personales 
en el Estado de Morelos, nace el día veintisiete de agosto de dos mil tres. 

En dicho ordenamiento, se establece que toda la información documental 
que generen las entidades públicas y partidos políticos como consecuencia de su 
quehacer administrativo, le corresponderá a la sociedad la titularidad de la misma. 

Para que los sujetos obligados cumplan con su obligación de actualizar y 
difundir la información pública de oficio en sus respectivos portales de 
transparencia, el artículo 68 de la citada Ley, menciona en su primer párrafo, que 
cada titular de la entidad pública de que se trate, deberá de establecer su Unidad 
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de Información Pública, mediante acuerdo o reglamento, el cual tendrá que 
publicarse en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, unidades que serán las 
responsables de atender y gestionar las solicitudes de acceso a la información. 

Asimismo, en su párrafo segundo del mismo fundamento normativo, 
establece que las unidades se integrarán siempre con el personal y los recursos 
administrativos del propio sujeto obligado, evitando la contratación de nuevo 
personal, así como la implementación de programas que impliquen una carga 
presupuestal extraordinaria u onerosa. 

El artículo 69 de la Ley multicitada, establece que las unidades de 
información pública contarán con el presupuesto, personal, apoyo técnico e 
instalaciones necesarias para realizar las funciones que señala la citada Ley. 

De la lista o catálogo que tiene el Instituto Morelense de Información Pública 
y Estadística (IMIPE), de cada uno de los sujetos obligados por la Ley de la materia, 
se tiene que a la fecha todos cuentan con una Unidad de Información Pública, así 
como una persona responsable de la misma. 

El artículo 35 de la Ley en comento, en correlación con el artículo 5 fracción 
III, establecen que todas las entidades públicas y partidos políticos tienen la 
obligación intrínseca de actualizar dentro de los primeros diez días hábiles 
siguientes a la conclusión del mes que se actualice, la información pública de oficio 
que especifica el artículo 32 y 33 de la Ley mencionada. 

Notas periodísticas, así como el resultado presentado en el informe de los 
diferentes consejeros presidentes de Instituto Morelense de Información Pública y 
Estadística (IMIPE) y en especial el 7º, demuestran que los sujetos obligados por la 
Ley, tuvieron un bajo porcentaje de cumplimiento en sus obligaciones de 
transparencia, en donde el Poder Ejecutivo Central obtuvo el 84.4%, el Ejecutivo 
Auxiliar 75%, el Poder Legislativo 71.8%, el Poder Judicial 77.8, los Ayuntamientos 
51´5%, los Organismos Paramunicipales 48.8%, los Órganos Autónomos 82%, y los 
Partidos Políticos 35.4%. 

De la página de internet del IMIPE, se desprende de su catálogo o listado 
que difunde como “sujetos obligados”, las entidades públicas cuyos responsables 
de sus unidades de información pública respectivas, lo son en muchos de los casos 
los titulares de la misma, es decir, que quien debería de mantener la página de 
Internet actualizada mes a mes sobre la información pública de oficio, son en los 
diversos grupos institucionales como en el caso de los Ayuntamientos el presidente 
municipal de Coatlán del Río, Cuautla, Emiliano Zapata, Jiutepec; en el caso de los 
paramunicipales al Director General del Sistema de Conservación, Agua Potable y 
Saneamiento de Emiliano Zapata, al del Sistema Municipal DIF de Xochitepec; en 
cuanto al Poder ejecutivo el Secretario de Desarrollo Sustentable, así como el 
Secretario de Movilidad y Transporte; de igual forma en los organismos auxiliares 
estatales como la Universidad Tecnológica del Sur del Estado de Morelos, solo por 
nombrar algunos. 
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Al ser los titulares de las dependencias públicas quienes tienen la 
responsabilidad de actualizar la información pública de oficio en sus portales de 
transparencia, resulta en obviedad, que por tener obligaciones principales que 
atender por razón de su encargo, dejan en segundo plano las inherentes a esta 
actividad. Asimismo, resulta que en muchos de los casos de aquellas entidades 
públicas que sí se nombra una persona responsable de atender a la unidad citada, 
pero que también viene a ser el mismo problema, puesto que quienes son 
nombrados titulares de la misma, resulta que son Directores, Subdirectores, Jefes 
de Departamento o tiene algún otro cargo mayor o menor a los aquí enlistados y se 
ven en la necesidad de atender ambas responsabilidades. 

Por ello, es necesario fortalecer la figura del titular de la Unidad de 
Información Pública de los ocho grupos institucionales, a efecto de eficientar los 
resultados derivados de las evaluaciones que realiza el Instituto Morelense de 
Información Pública a lo largo del año, y así, garantizarle a la ciudadanía su 
derecho de acceso a la información de manera actualizada.  

CONSIDERANDO: 
Que en el año 2003, fue aprobada la Ley de Información Pública, Estadística 

y Protección de Datos Personales en el Estado de Morelos, cuyo único objetivo es 
que los sujetos obligados por dicha normatividad, cumplan con su responsabilidad 
de actualizar de manera mensual o antes si es factible, la información pública que 
generan y difundirla a través de su página oficial de Internet sin mediar solicitud 
alguna para el escrutinio público. 

Que año tras año, se ha visto que el cumplimiento a esas obligaciones de 
transparencia por parte de las entidades públicas y partidos políticos, es de altibajos 
y que aún y cuando su grado de porcentaje sea bueno en cualquiera de los 
periodos evaluados del año de que se trate, no logran conservar el grado de 
porcentaje en las siguientes evaluaciones por causas diversas. 

Que uno de los factores importantes de que los sujetos obligados se vean 
mermados en sus resultados de evaluación que realiza el IMIPE a través de su 
unidad administrativa correspondiente, lo es la figura del titular de la unidad de 
información pública del sujeto obligado que se trate, toda vez que los mismos 
necesitan dedicarse al 100% en sus obligaciones de transparencia plasmadas en el 
artículo 71 de la multicitada Ley, toda vez que al tener ellos una obligación primaria 
derivada del cargo conferido dentro de la dependencia pública a la que se 
encuentran adscritos, es por obviedad que la obligación secundaria, esto es, la 
responsabilidad de atender y dar respuesta a las solicitudes de información que 
llegan tanto por escrito y presentadas en la propia oficina de la Unidad, o bien, las 
que llegan por Internet a través del sistema Infomex, así como la actualización de 
sus portales de transparencia, no se atenderá con la misma dedicación y 
responsabilidad, que tendrá siempre un resultado deficiente. 

Así pues, considero que a diez años aproximadamente de haberse aprobado 
y publicado la Ley de Información Pública, Estadística y Protección de Datos 
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Personales en el Estado de Morelos, ésta ya ha sido rebasada en algunos de sus 
articulados y en especial el 68, puesto que el tema de transparencia va de menos a 
más respecto a las solicitudes de información que promueve una ciudadanía 
sedienta de información.  

Que en razón de lo anterior, deseo presentar una Iniciativa con proyecto de 
Decreto por el que se reforma el artículo 68 de la Ley de Información Pública, 
Estadística y Protección de Datos Personales en el Estado de Morelos. 

En el artículo en mención se le da al titular de la unidad de información 
pública, la seriedad y responsabilidad única de llevar a cabalidad el cumplimiento de 
las obligaciones de transparencia de la entidad pública o partido político al que se 
encuentre adscrito, con la finalidad de que su dedicación y esmero en sus deberes 
y obligaciones laborales sean al 100% a efecto de mantener e informar de manera 
oportuna a la ciudadanía, el quehacer administrativo y la rendición de cuentas de la 
entidad pública que corresponda, a través de sus portales de transparencia. 

Por todo lo expuesto con antelación y comprometida con el trabajo legislativo 
bajo mi responsabilidad, tengo a bien presentar la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 68 
en su párrafo Segundo de la Ley de Información Pública, Estadística y 
Protección de Datos Personales en el Estado de Morelos. 

Artículo único.-Se reforma el artículo 68 de la Ley de Información Pública, 
Estadística y Protección de Datos Personales en el Estado de Morelos, quedando 
de la siguiente manera: 

Artículo 68.-… 
Las unidades a que se refiere el presente artículo, se integrarán por los 

recursos administrativos de la propia dependencia, evitando la contratación de 
nuevo personal, así como la implementación de programas que impliquen una 
carga presupuestal extraordinaria u onerosa y por una persona que será la o el 
titular de la misma, quien tendrá como responsabilidad única, la de mantener 
actualizada de manera mensual o antes si es factible, la información pública de 
oficio que refieren los artículos 32 y 33, así como cumplir cabalmente con lo 
establecido en el artículo 71 de esta Ley; 

TRANSITORIOS 
Artículo Primero.- El presente decreto iniciará su vigencia a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de 
difusión del Estado de Morelos. 

Artículo Segundo.-. Remítase al Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para 
su promulgación y su publicación. 

Artículo Tercero.- Se derogan todas las disposiciones jurídicas que se 
opongan a lo dispuesto por el presente decreto. 

A T E N T A M E N T E 
DIP. ERIKA CORTÉS MARTÍNEZ  
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Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 148 Quinter al 
Código Penal para el Estado de Morelos, para implementar como delito informático 
a los servidores públicos y a los que tengan bajo su resguardo la base de datos o el 
sistema informático, presentada por el diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR, 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCION 
NACIONAL EN LA QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA FACULTAD QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 40 FRACCIÓN II Y 42 FRACCIÓN II DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 
18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, 
PRESENTO  A SU CONSIDERACIÓN LA  INICIATIVA DE DECRETO QUE 
ADICIONA EL ARTÍCULO 148 QUINTER AL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE 
MORELOS, MISMA QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Con la adopción del sistema adversarial acusatorio, la legislación penal de 

Morelos se colocó a la vanguardia en el País, en beneficio de la misma sociedad, 
que gracias a la justicia oral se ha acercado al ideal de la impartición pronta y 
expedita de justicia. 

Sin embargo, en nuestra sociedad existen conductas delictivas aún no  
previstas en el Código Penal  y otras que merecen adecuaciones en la medida que 
el tiempo avanza, la tecnología cambia y la sociedad evoluciona. 

Es el caso de los llamados delitos informáticos que apenas el 20 de octubre 
de 2010, aparecen por primera vez en el Código Penal de Morelos, después de su 
publicación en el Periódico Oficial Tierra y Libertad No. 4844. 

El delito informático implica conductas ilegales que se relacionan con las  
figuras tradicionales del robo, fraude, falsificación, perjuicio, estafa y sabotaje, pero 
siempre que involucre el uso de la informática como medio para cometer el delito.  

Debe destacarse que en este siglo, el uso de las herramientas 
computacionales es cotidiano en el quehacer público y privado, que es creciente el 
uso de la información digitalizada y su transmisión en la gran red de comunicación 
mundial que es el internet. 

El mercado de la información digital se ha desarrollado rápidamente y la 
creación constante de nuevas tecnologías, además de progreso, avance 
tecnológico, desarrollo cultural y científico,  ha dado paso a que personas con alta o 
mediana calificación informática, pero de escasa moral pública, hayan usado de la 
información digital,  para obtener beneficios personales ilícitos. 
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Han sido celebres los casos de los llamados “piratas cibernéticos” que han 
destruido sistemas de información de empresas, o de los llamados “hackers” que 
han arruinado bases de datos o se han aprovechado de ellos, para lucrar con los 
datos privados de las personas. En esta misma situación se ha conocido de 
servidores públicos que contando con una situación privilegiada por su posición 
política, se han apropiado de información pública para obtener un lucro indebido. 

El Dr. Julio Alejandro Téllez Valdés investigador en el Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM, conceptualiza al delito informático en forma 
típica y atípica, entendiendo por la primera a “las conductas típicas, antijurídicas y 
culpables en que se tienen a las computadoras como instrumento o fin” y por las 
segundas “actitudes ilícitas en que se tienen a las computadoras como instrumento 
o fin”. (1) 

Una revisión a nuestra legislación en la materia, a cuyo origen ya me referí 
antes, nos lleva a señalar que un solo artículo engloba tres conductas que podrían 
tipificar el delito informático. En efecto, la reforma del 2010 incluyo en el Código 
Penal de nuestro Estado, el artículo 148 quarter y tres fracciones, que se refieren  a 
los usuarios  que ingresan a través de una computadora a la base de datos o a un 
sistema informático, sin derecho de uso y con una conducta dolosa, que los lleva a 
delinquir haciendo mal uso de la información digital, o del sistema computacional 
que sufre alteraciones y perdida de las bases de datos, con la finalidad de obtener 
un lucro indebido. 

Sin embargo, a mi juicio la norma en comento está incompleta, porque 
sanciona de manera general la conducta ilícita en materia informática, sin 
considerar casos como el de los servidores públicos, quienes por su función tienen 
bajo su responsabilidad el uso y manejo de la información pública de todos los 
ciudadanos, ya sea a través del registro civil de las personas, ya sea en la base de 
datos de los contribuyentes o en los registros de la propiedad inmobiliaria, por solo 
citar tres ramas de la actividad pública que están inmersas en sistemas 
computacionales. 

Mi propuesta como iniciador es dar un enfoque específico,  a la conducta 
ilícita en materia informática para el servidor público, en atención al daño que 
pueden producir a la sociedad en su conjunto y a la magnitud de la información bajo 
su responsabilidad, así como a la ventaja que tienen al ser depositarios de 
información privilegiada, a la que ninguna empresa particular o ciudadano común 
podrían tener acceso. 

Por otra parte, en la legislación actual la sanción es leve para este tipo de 
delitos,  no rebasa los dos años de prisión y multa que no llega a los 18 mil pesos, 
por eso, adicionalmente propongo una sanción diferente y más severa para los 
servidores públicos que cometan delitos informáticos,   

Es por ello mi interés de presentar esta Iniciativa de Decreto, que adiciona un 
artículo al Código Penal del Estado, que tiene por objeto la regulación penal de 
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aquellas conductas antijurídicas en materia informática, por parte de los servidores 
públicos que estimo graves y que no deben quedar impunes. 

Derivado de lo anterior, es que someto a la consideración del Pleno de esta 
Soberanía,  la adición  de este artículo al Código Penal para el Estado de Morelos a 
través de la iniciativa que hoy presento. 

INICIATIVA DE DECRETO QUE ADICIONA UN ARTICULO 148 QUINTER 
AL CAPITULO VIII DE LOS DELITOS INFORMATICOS DEL CODIGO PENAL 
PARA EL  ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona el artículo 148 Quinter  al Capítulo VIII de 
los Delitos Informáticos del Código Penal para el Estado de Morelos, para quedar 
como sigue: 

ARTÍCULO 148 Quinter.- Se procederá penalmente contra  los servidores 
públicos, que dolosamente y sin derecho, usen, diseñen, infecten, intercepten, 
modifiquen, alteren o destruyan el sistema informático de las dependencias a su 
cargo,  o sustraigan por cualquier medio las bases de datos, con el fin de obtener 
dinero, bienes, información, dañar o defraudar, ya sea que tengan bajo su 
resguardo la base de datos o puedan acceder a la información del sistema 
mediante el engaño o sustracción de las claves de acceso. 

La penalidad será de cuatro a ocho años de prisión y multa de quinientos a 
mil salarios mínimos, además de la inhabilitación para desempeñar cualquier 
empleo, cargo o comisión en la administración pública,  por un período al doble de 
la sanción privativa de libertad que se le imponga. 

T R A N S I T O R I O S 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrara en vigor a partir de su 

aprobación. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Remítase al Titular del Poder Ejecutivo para su 

publicación en el Periódico Oficia “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del Estado 
de Morelos. 

Recinto del Poder Legislativo del Estado de Morelos, a los veintiún  días del 
mes de marzo del año dos mil trece. 
 

ATENTAMENTE 
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y JUSTA” 

 
DIP. EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL  
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 

DE LA LII LEGISLATURA 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un último párrafo 
con un concepto en el artículo 2, se adiciona una fracción para ser la XX, y se 
recorren en su orden las actuales fracciones XX y XXI para ser XXI y XXII en el 
artículo 3 de la Ley de Turismo del Estado de Morelos, presentada por la diputada 
Rosalina Mazari Espín. 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
Rosalina Mazari Espín, Diputada Local e integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Revolucionario Institucional de la LII Legislatura del Honorable Congreso 
del Estado de Morelos, con fundamento en los artículos 42, fracción II, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y 18, fracción IV, de 
la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, presento a consideración 
del Pleno la INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
ADICIONA UN ÚLTIMO PÁRRAFO CON UN CONCEPTO EN EL ARTÍCULO 2, SE 
ADICIONA UNA FRACCIÓN PARA SER LA XX, Y SE RECORREN EN SU ORDEN 
LAS ACTUALES FRACCIONES XX Y XXI PARA SER XXI Y XXII EN EL 
ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE TURISMO DEL ESTADO DE MORELOS, de 
conformidad con la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El sector turismo es la tercera fuente generadora de divisas, debido a que en 

los últimos tres años ha contribuido con 7, 223 millones de dólares y el 8.4 por 
ciento del Producto Interno Bruto,  así  lo informó la Comisión de Turismo de la H. 
Cámara de Diputados de la LXII Legislatura del H. Congreso de la Unión ( 2012-
2015) en su informe de labores, e indicó que dicho porcentaje representa el doble 
de lo que aporta la industria de la construcción, es cinco veces más que el de la 
minería y siete veces más que el sector eléctrico. 

Nuestro país cuenta con una gran cantidad de activos susceptibles de 
aprovecharse o potenciarse turísticamente, lo que representa una oportunidad para 
impulsar el crecimiento económico en México, en beneficios de regiones y 
comunidades que tienen una gran riqueza en recursos humanos, naturales, 
culturales, históricos y gastronómicos.  

México es un país de una extraordinaria riqueza gastronómica, cada  Estado, 
cada región y cada pueblo de nuestra República cuenta con una amplia lista de 
platillos únicos ya que conforme va cambiando el medio geográfico y el paisaje, los 
olores y sabores nos ofrecen distintos colores, dulzuras, espesores, temperaturas, 
lo que permite tener una gran variedad de platillos. 

Lo anterior  viene a dar un realce a este sector con el “Acuerdo Nacional de 
Turismo” que busca colocar esta actividad como prioridad nacional. Por lo que el 
estado de Morelos no puede quedarse atrás y en nuestro ámbito de competencia, 
considero se deben hacer las reformas para adecuar nuestra legislación y estar en 
sintonía con la política pública nacional. 
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La presente iniciativa propone establecer como concepto en la Ley de 
Turismo del Estado de Morelos, la definición de turismo gastronómico, al ser una 
opción turística enfocada a todo tipo de gente dispuesta a experimentar o probar los 
alimentos e ingredientes que integran la cultura culinaria de nuestro estado de 
Morelos. 

Las actividades del turismo gastronómico no se centran sólo en la asistencia 
a restaurantes, sino que abarca aspecto como la visita de mercados, tiendas de 
productos alimenticios locales, visitas a casas, fiestas de los pueblos. Al tomar la 
decisión  de un viaje turístico, generalmente el destino es el principal elemento a 
considerar, es decir, a donde se quiere ir y por qué, y esta decisión incluye también 
la elección del resto de los elementos que hacen posible el viaje, como el 
transporte, alojamiento, la comida, pero la gastronomía es algo muy  importante al 
destino que se quiera viajar y tener una relación más directa con las comunidades 
que se visitan y vivir sus costumbres. 

El turismo gastronómico cuando se fomenta por el gobierno implica que sea 
la prioridad para un turista el visitar una región del estado de Morelos por su 
comida, en lugar de acudir a una playa u otro, es decir que la opción a escoger 
entre un lugar y otro lo pueda definir el fomento institucional de la gastronomía, 
seleccionar un lugar donde se oferte calidad y sabores excelentes de alimentos. En 
la actualidad existen en el mundo varias rutas gastronómicas, por ejemplo el jamón 
ibérico en España, la ruta de los quesos en Holanda, la ruta de los frutos y de 
licores. En Morelos los municipios hacen esfuerzos por fomentar como atractivo 
turístico los alimentos típicos de sus lugares, sean nieves, dulces, gorditas de 
manteca, la famosa cecina de Puente de Ixtla y Yecapixtla, entre otras.      

Indudablemente, al hacer un viaje uno de los factores que más se recordará 
será la buena o la mala comida, a pesar de que se hayan visto y disfrutado paisajes 
espectaculares o impresionantes monumentos, el lugar va hacer permanentemente 
recordado por lo que se comió, incluyendo no sólo la calidad de los alimentos si no 
también la higiene, el servicio, todo lo que hace grata e inolvidable la experiencia de 
viajar. Esa es la importancia de la gastronomía en el ámbito turístico.  

Para ello, se requiere un trabajo coordinado entre todos los actores 
vinculados con la actividad turística del Estado, que permita generar empleos, 
potenciar y motivar la inversión, apoyar el ingreso para mejorar la vida de las 
comunidades, dar la sustentabilidad al desarrollo y combatir la desigualdad y la 
pobreza.  

Por lo antes expuesto someto a esta honorable asamblea la presente: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA 

UN ÚLTIMO PÁRRAFO CON UN CONCEPTO EN EL ARTÍCULO 2, SE ADICIONA 
UNA FRACCIÓN PARA SER LA XX, Y SE RECORREN EN SU ORDEN LAS 
ACTUALES FRACCIONES XX Y XXI PARA SER XXI Y XXII EN EL ARTÍCULO 3 
DE LA LEY DE TURISMO DEL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un último párrafo con un concepto en el 
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artículo 2, se adiciona una fracción para ser la XX, y se recorren en su orden las 
actuales fracciones XX y XXI para ser XXI y XXII en el artículo 3 de la Ley de 
Turismo del Estado de Morelos, para quedar de la forma siguiente: 

Artículo 2.- … 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
…… 
Turismo Gastronómico: La opción turística decisiva y enfocada a todo 

tipo de gente dispuesta a experimentar la cultura culinaria que nuestro estado 
de Morelos ofrece. 

Artículo 3.- … 
I a la XIX… 
XX.- Promover y fomentar, de manera permanente, las actividades 

encaminadas a fortalecer el turismo gastronómico de los pueblos en todo el 
estado de Morelos; 

XXI.- Fomentar y desarrollar acciones para diversificar la actividad turística, 
todas las modalidades turísticas se considerarán como un factor de desarrollo local 
integrado, apoyando el aprovechamiento propio de las comunidades; y 

XXII.- En general, la realización de toda clase de actividades que tiendan a 
fortalecer y acrecentar las corrientes turísticas nacionales e internacionales, hacia el 
estado. 

TRANSITORIO 
ÚNICO.- El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” del Estado de Morelos. 
DIP. ROSALINA MAZARI ESPÍN. 
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 
Poder Legislativo de Morelos; 01 de abril de 2013. 
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la Ley de 
Educación del Estado de Morelos, para otorgar apoyos y becas preferentemente a 
las personas que padezcan alguna discapacidad, presentada por el diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
P R E S E N T E 

EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR, 
COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCION 
NACIONAL EN LA QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA FACULTAD QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 18 FRACCIÓN IV 
DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, PRESENTO  A SU 
CONSIDERACIÓN INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 
14 y 102 DE LA LEY DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS,  MISMA 
QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Debemos reconocer que las personas con discapacidad siguen siendo uno 

de los grupos en situación de vulnerabilidad más marginados de la sociedad y que, 
a menudo, son los más afectados por actos de discriminación que limitan su acceso 
a la participación en la vida política o a servicios elementales como la salud, el 
empleo y la educación. 

Según organismos internacionales como la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) y la Organización Mundial de la Salud (OMS), unos 650 millones de 
personas en el mundo viven con alguna discapacidad física, mental o sensorial, es 
decir el 10% de la población mundial. De esta cifra, el 80% vive en países en 
desarrollo y su gran mayoría enfrenta condiciones de pobreza. 

En México, un importante porcentaje de la población con discapacidad es 
víctima de discriminación y a menudo se encuentra al margen del ejercicio de sus 
derechos. 

En Morelos de acuerdo a los datos proporcionados por el INEGI en la 
encuesta de población 2010, el Estado cuenta con 1 555 296 personas, de las 
cuales  padecen alguna discapacidad el  1.94 por ciento. 

La discapacidad es una condición humana relativa a las diferencias físicas, 
intelectuales o sensoriales, que al interactuar con el resto de las personas, pueden 
constituirse en barreras para su integración social y plena participación en igualdad 
de condiciones. 

Las organizaciones de la sociedad y los tratados internacionales como la 
“Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad” 
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aprobada apenas el 2006 por la ONU, han logrado transformar las condiciones en 
favor de quienes sufren una disminución o diferencia en sus facultades.  

Aun así debemos reconocer que las personas con discapacidad, son un 
grupo en situación de vulnerabilidad, y en muchos casos, de los más marginados de 
la sociedad, afectados incluso por actos de discriminación, que limitan su acceso a 
la participación en la vida política o a servicios elementales como la salud, el 
empleo y la educación. 

En Morelos avanzamos en la lucha por favorecer a quienes padecen 
discapacidad y contamos con una extensa legislación en materia de protección de 
sus derechos.  

Pauta de ello es la Ley de Atención Integral para Personas con Discapacidad 
en el Estado de Morelos, que establece la obligación del Estado para garantizar en 
materia educativa,  programas, apoyos y becas a favor de ellos. 

Concretamente su artículo 49 fracción VII, reconoce a la letra,  que se 
debe “establecer un programa estatal de becas educativas para personas con 
discapacidad”, sin embargo este dispositivo no tiene sincronía y congruencia con 
nuestra Ley Estatal de Educación, que es claramente omisa en este tema. 

 Ley de Educación del Estado de Morelos,  menciona los apoyos para 
satisfacer la infraestructura, habla de centros especiales, pero se olvida que hay un 
porcentaje de alumnos con discapacidad,  que haciendo un doble esfuerzo acuden 
a los planteles públicos y privados.  

Estos alumnos a los que debemos reconocer su valor y entereza,  por el 
dominio de su cuerpo y su inquebrantable fuerza para aprender y prepararse, la 
Legislación actual los discrimina de los apoyos económicos derivados de las becas. 

Así pues, como iniciador de esta propuesta legislativa, vengo a plantear 
reformas para que nuestras leyes en materia de discapacidad y educación,  tengan 
sincronía en sus propósitos y tengan congruencia en sus texto. 

Esto quiere decir, que las autoridades tendrán que formalizar criterios de 
prioridad para la asignación de becas, considerando en primer término a los 
educandos que tengan alguna discapacidad, para lo cual estos serán primeros en 
las listas de beneficiados con dichos apoyos, en base a los criterios médicos y 
grados de discapacidad que determinen en el reglamento las autoridades 
educativas.  

Por lo tanto se propone  reformar la Ley de Educación del Estado de 
Morelos, para establecer preferentemente las becas a personas que padezcan 
alguna discapacidad. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta Asamblea, la 
siguiente iniciativa de decreto: 
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ARTÍCULO UNICO.-  Se reforma la fracción XIV del artículo 14, la fracción III 
del artículo 102 de la Ley de Educación del Estado de Morelos,  para quedar como 
sigue: 

ARTICULO *14.- Corresponde a las autoridades educativas locales, además 
de las atribuciones que en materia educativa les confiere la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, las leyes y reglamentos que de ellas se deriven, las 
siguientes: 

I a la  XIII… 
XIV.- Promover un sistema de becas con cargo al erario Estatal para apoyar 

en los planteles oficiales preferentemente a los estudiantes que padezcan 
alguna discapacidad, a los educandos de escasos recursos económicos y 
destacado desarrollo académico en todos los niveles y modalidades educativas que 
prevé la presente Ley. El reglamento de becas definirá la prioridad en la entrega 
del apoyo,  en base al grado de discapacidad que presente el solicitante.  

… 
ARTICULO *102.- Los particulares que impartan educación en el Estado con 

autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios deberán: 
… 
III.- Proporcionar un mínimo de becas para alumnos preferentemente a los 

que padezcan alguna discapacidad, sean de escasos recursos económicos 
destacados académicamente, en un porcentaje que será del cinco por ciento del 
total de la matrícula de la institución educativa del ciclo escolar de que se trate, 
pudiendo incrementar ese porcentaje a criterio de las autoridades del plantel. Las 
becas a que se refiere esta fracción deberán ser otorgadas a través de una sub-
comisión de becas integrado por la autoridad administrativa del plantel educativo 
respectivo, un representante de la asociación de los padres de familia de la escuela 
que se trate, un representante de la autoridad educativa estatal quién podrá ser el 
supervisor de la zona escolar. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrara en vigor a partir de su 

publicación en el órgano oficial de comunicación del Gobierno del Estado de 
Morelos. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Remítase al Titular del Poder Ejecutivo para su 
publicación en el Periódico Oficia “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del Estado 
de Morelos. 
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ARTÍCULO TERCERO.- El poder ejecutivo a través de la Secretaría de 
Educación supervisará la aplicación estricta de la presente reforma. 

ARTICULO CUARTO.-  En un plazo de 60 días hábiles la Secretaria de 
Educación reformará el reglamento de becas,  para incluir los criterios que definan 
los grados de discapacidad que merecen la prioridad en la asignación de becas. 

Recinto del Poder Legislativo del Estado de Morelos, a los  cuatro días del 
mes de abril del año dos mil  trece. 

ATENTAMENTE 
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y JUSTA” 

 
DIP. EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL  
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 

DE LA LII LEGISLATURA 
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona diversas 
disposiciones de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, presentada por el 
diputado Fernando Guadarrama Figueroa. 
 

CC. INTEGRANTES DE LA LII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS. 
El que suscribe diputado Fernando Guadarrama Figueroa  de la 

Quincuagésima Segunda Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, con la 
facultad que me confieren los artículos 42 fracción II de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos y la que nos otorga el artículo 18 fracción IV de 
la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, me permito someter a 
consideración de este pleno la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS, de conformidad con lo 
siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El comportamiento negativo en el trabajo se ha vuelto tan frecuente llamando 

la atención de de organizaciones que representan al gremio laboral. Ya que cada 
día se denuncian más las actitudes que generan violencia psicológica en el trabajo, 
y en los últimos años se considera como un problema que se encuentra latente en 
México a nivel judicial. 

El término (mobbing) proviene del verbo inglés to mob que significa “atacar 
en tumulto”. En suma, se trata de un término no jurídico, procedente del campo de 
la Psicología, que ha sido necesario redefinir en el mundo del Derecho, con el 
objeto de precisar su alcance y contenido; máxime ante la inexistencia de un 
concepto normativo de común aceptación que englobe al conjunto de las conductas 
que son susceptibles de ser calificadas como constitutivas de acoso laboral. El 
mobbing también es conocido como acoso moral, acoso laboral, acoso psicológico 
en el trabajo, psicoterror laboral, hostigamiento laboral, y hostigamiento psicológico 
en el trabajo. No obstante, aparte de las anteriores expresiones, a nivel 
jurisprudencial, existen otras menos frecuentes como violencia psicológica 1 , 
proceso de distracción, acoso ambiental, orquestación de la creación de un 
ambiente hostil y feudalismo industrial. 

El mobbing traducido de manera correcta al castellano es acoso psicológico 
y no acoso moral. En todo caso debería decirse inmoral, ya que posee un sustrato 
ético esencial que se refiere a la falta de respeto y de consideración del derecho a 

                                                           
1 La violencia abierta se ve sustituida por formas camufladas de violencia, como la denominada violencia psicológica o de guante blanco. STSJ 
de Madrid, de 24 de septiembre de 2002. 
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la dignidad del trabajador como un elemento relevante o sustancial de la relación 
laboral2. 

Ahora me puedo referir al acoso laboral como tal, ya que este término es una 
nueva situación social que afecta a un considerable número de trabajadores que se 
pueden considerar inconvenientes e injustos, a pesar de ser un fenómeno tan 
antiguo como el propio trabajo; no hace mucho se empieza a acrecentar este  
fenómeno que destruye el ambiente laboral y disminuye la productividad, sino que también 
favorece al ausentismo, por producir desgaste psicológico.  

En un estudio realizados por el ámbito de la sicología se define al acoso 
laboral como toda conducta abusiva exteriorizada a través de gestos, palabras, 
actitudes, comportamientos que atentan por su repetición o sistematización, contra 
la dignidad o la integridad psíquica o física de una persona, en la que pone en 
peligro su empleo o degradar el ambiente de trabajo3. De igual manera, se puede 
asociar esta situación en la que una persona o grupo de personas ejercen una 
violencia psicológica extrema, de forma sistemática y recurrente y durante un 
tiempo prolongado, sobre otro trabajador o varios trabajadores, respecto de las que 
mantienen una relación tanto de patrón a subordinado o de trabajadores del mismo 
nivel laboral  logrando que el lugar de trabajo se vea afectado destruyendo toda 
capacidad laboral del acosado, su reputación profesional, alterando el ejercicio de 
sus labores y lograr que, finalmente, esa persona acabe abandonando el lugar de 
trabajo, ya sea con ausentismo o definitivamente.   

Una vez analizadas los anteriores conceptos puedo  delimitarme a revisar un 
concepto propiamente jurídico de acoso laboral, señalado, como toda situación de 
conflicto interpersonal o grupal, y de la cual una persona o varias deciden ejercer 
sobre otro u otros trabajadores violencia psicológica extrema a través de varias 
actuaciones, con el propósito de conseguir aislamiento en relación al grupo, así 
como la pérdida de su autoestima personal y de su reputación profesional.  

Derivado lo anterior, podemos decir que los principales elementos que 
encontramos son los siguientes: 

 Sujetos. Para que exista este fenómeno, es necesaria forzosamente 
la presencia de dos o más sujetos, o que intimiden y otro que funja como la 
víctima de los primeros. 

 Comportamiento. Es decir, la conducta que constituye el acoso 
laboral puede ser de manera verbal, no verbal, física que tenga como propósito 
el atentar contra la dignidad de una persona, en el ámbito laboral. 

 Discriminación. La conducta siempre tenderá a actos de exclusión 
sea por sexo, la capacidad profesional, el desarrollo profesional, etc. 

                                                           
2  PIÑUEL Y ZABALA, I., Informe Cisneros V, La incidencia del mobing o acoso psicológico en el trabajo en la Administración, en 
http://www.acosomoral.org/pdf/informeCisnerosV.pdf [11-03- 2009]. 
3 HIRIGOYEN, M., El acoso moral. Maltrato en el trabajo. Distinguir lo verdadero de lo 
falso, Paidós, Barcelona, 2001, pág. 19 
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 Continuidad en la intimidación. Resulta que la intimidación 
ocasionada a la víctima se realice de manera constante. 

 Consecuencias. Los efectos que traerá indiscutiblemente serán 
afectaciones a la salud física, moral y social, pues se entrará quizás en 
depresión, presión por parte de quien ejerce esta actitud hacia la persona que lo 
recibe. 

Entendiéndose como agresión verbal: Cuando el insulto es el arma; es una 
tendencia o conducta hostil o destructiva. La agresión es un acto contrario al 
derecho del otro. La agresión verbal se utiliza  para intimidar o coaccionar, 
respuesta de meta es el daño a la persona a la que se dirige sin lograr entender 
que la agresión verbal es tan grave como la violencia física, y en algunos casos, el 
daño es mayor.  

Desde este punto de vista, el acoso laboral es ejercido en varios sentidos 
que apuntan a las siguientes direcciones4: 

a) Vertical: Es el hostigamiento del patrón hacia sus subordinados u otros de  
jerarquía inferior. La persona que lo lleva a cabo busca mantener su poder y, por 
algún motivo, la víctima le resulta una amenaza. La presión deriva básicamente de 
la unión del sujeto activo con otros compañeros sometidos jerárquicamente.  

b) Horizontal: Es el hostigamiento por unos trabajadores sobre otros a su 
mismo nivel. En este caso, el ataque puede darse por problemas personales o bien, 
porque alguno de los miembros del grupo sencillamente no acepta las pautas de 
funcionamiento aceptadas por el resto. La presión procede no de una diferencia de 
poder dentro de la empresa, sino de una mayor fortaleza psicológica personal o de 
la unión con otros compañeros. De igual manera, puede presentarse por la 
existencia de personas físicas o psíquicamente débiles o distintas, en las que son 
explotadas por los demás simplemente para mitigar el aburrimiento. 

c) Mixto: Se produce por la coexistencia de un doble acoso: horizontal y 
vertical. Dicho en otros términos, se origina por la existencia de comportamientos 
que atentan contra la dignidad tanto para el trabajador como para sus superiores.  

En función de la gravedad de los efectos del acoso laboral se distinguen tres 
situaciones5:  

a) Primer grado: El sujeto agredido resiste el acoso y escapa del mismo. 
b) Segundo grado: La víctima padece de una incapacidad temporal 

impidiéndole incorporarse a su puesto de trabajo. 
c) Tercer grado: La persona agredida no se reincorpora a sus labores y 

requiere de un tratamiento especializado. 

                                                           
4 DJAMIL TONY KAHALE CARRILLO Licenciado en Derecho. Doctor por la Universidad de Salamanca. profesor del Departamento de  
Ciencias del Trabajo y de Recursos de la Universidad a Distancia de Madrid (UDIMA) 
5 SÁEZ NAVARRO, C., "Algunas cuestiones sobre el mobbing en el trabajo", AS, núm. 10, 2001, pág. 47. 
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De aquí se puede desprender que existe una tipificación Jurídica: 
Ley Federal del Trabajo (Reglamentaria del art. 123 Constitucional) 
La conducta de acoso laboral estaría atentando contra lo dispuesto en el 

Título Primero «Principios Generales» de la Ley Federal del Trabajo (LFT), en el 
artículo 3, al señalar que el trabajo es un derecho y un deber social, que exige 
respeto para las libertades y dignidad de quien lo presta. El cual debe realizarse en 
condiciones que aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el 
trabajador y su familia. Por consiguiente, no se podrán establecer distinciones entre 
los trabajadores por motivo de raza, sexo, edad, credo religioso, doctrina política o 
condición social. 

De igual manera, el artículo 56 establece, en relación a las condiciones de 
trabajo, que en ningún caso podrán ser inferiores a las fijadas en la LFT y deberán 
ser proporcionadas a la importancia de los servicios e iguales para trabajos iguales, 
sin que puedan establecerse diferencias por motivo de raza, nacionalidad, sexo, 
edad, credo religioso o doctrina política. 

Considerando que el método más eficaz para evitar el acoso laboral deberá 
de ser la prevención; por lo cual debe de ser parte en la legislación de nuestro 
Estado, señalándolo un comportamiento social que atañe una consecuencia 
jurídica. Es decir, tipificarlo normativamente, así como fundamentarlo jurídicamente, 
señalando el bien jurídico lesionado por parte del acosador. 

Con lo anteriormente expuesto es necesaria una regulación específica del 
acoso laboral, para así obtener una legislación actualizada y completa, con el fin de 
proteger de forma sistemática y eficaz las distintas conductas de violencia moral en 
el trabajo. En la actualidad la víctima de acoso, posee alternativas, que debe 
ordenar y analizar para elegir el camino que considere más idóneo para conseguir 
sus pretensiones. Por todo esto, urge una reforma legislativa, para poner soluciones 
directas y eficaces a este problema. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a  esta  soberanía la 
siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE 
MORELOS. 

ARTÍCULO PRIMERO,- Se adicionan una fracción III al artículo 43, 
recorriéndose las subsecuentes. 

ARTÍCULO SEGUNDO,- Se reforma la fracción II y se adiciona un párrafo al 
artículo 44 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, para quedar como 
sigue: 

Artículo 43.- Los trabajadores del Gobierno del Estado y de los Municipios 
tendrán derecho a: 

I.-… 
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II.- Conservar el empleo, el cargo o comisión de los que sean titulares, 
mientras no incurran en algunas de las causas de separación que señala la 
presente Ley; 

III.- Disfrutar de un buen entorno laboral, con independencia de la 
relación de las personas involucradas, sin que se atente en contra de la 
autoestima, salud, integridad, libertad, seguridad y desempeño en el trabajo. 

IV. al XIX. 
Artículo 44.- Son obligaciones de los trabajadores del Estado y de los 

Municipios: 
I.- Desempeñar sus labores con el cuidado y esmero apropiados, sujetándose a la 

dirección de sus jefes y a las Leyes y reglamentos respectivos; 

II.- Conducirse con amabilidad, rectitud, respeto, imparcialidad sin 
intimidación o acoso laboral,  que pueda ser de manera verbal, no verbal, física que 
tenga como propósito el atentar contra la dignidad, capacidad y desempeño 
profesional de sus superiores, compañeros y subordinados, en el ámbito laboral. 

Entendiéndose como agresión verbal a la tendencia o conducta hostil o 
destructiva, utilizándose para  intimidar o coaccionar, la respuesta a esta agresión es 
el daño a la persona a la que se dirige. 

 III. al XV. 

T R A N S I T O R I O S 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 
Gobierno del Estado de Morelos. 

Segundo.- Remítase al Titular del Poder Ejecutivo para los efectos legales 
que se refieren los artículos 44 y 70, fracción XVII, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Tercero.- Se derogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía 
normativa que se opongan al presente Decreto.  

Recinto Legislativo, a los 4 días del mes de Abril del año dos mil trece. 
ATENTAMENTE 

DIP. FERNANDO GUADARRAMA FIGUEROA 
COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO MOVIMIENTO CIUDADANO 

DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS  
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 10, 13, 20 y 38 
de la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia Familiar en el 
Estado de Morelos, presentada por el Diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
P R E S E N T E 
EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR, 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCION 
NACIONAL EN LA QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA FACULTAD QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II  DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 18 FRACCIÓN IV 
DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, PRESENTO  A SU 
CONSIDERACIÓN INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 
10,12,13,20 Y 38 DE LEY PARA PREVENIR, ATENDER, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA FAMILIAR EN EL ESTADO DE MORELOS,  MISMA 
QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La actualización de nuestra legislación es una tarea que corresponde al 

Poder Legislativo que representamos; por tanto, el acto legislativo es lo que define 
la esencia de nuestra misión. 

Durante el proceso legislativo es común que al reformar o crear una Ley 
superior, se incurra en la omisión de actualizar las leyes que son secundarias o 
complementarias, esto debido al gran número de leyes existentes, pero también a 
las consideraciones políticas, que en ocasiones obligan al Legislador a la 
aprobación de las Leyes superiores de manera inmediata. 

Es el caso, de la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la 
Violencia Familiar en el Estado de Morelos, no se ha adecuado y anotado los 
nombres de las secretarías correctos en la nueva Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Morelos. 

No es un tema menor, aunque algunos podrían así considerarlo, porque  la 
experiencia de muchos casos que se han llevado al litigio, nos acredita que los 
juzgadores no pueden aplicar analogía y ante una laguna o una expresión no 
congruente de la Ley, los juzgadores optan por favorecer a los acusados, 
generándose amplios espacios de impunidad. 

Por tales razones y para perfeccionar nuestro marco jurídico, presento a la 
Asamblea iniciativa que corrige omisiones en la Ley para Prevenir, Atender, 
Sancionar y Erradicar la Violencia Familiar en el Estado de Morelos,  a fin de que 
tome la congruencia debida y se evite evasión de responsabilidades por parte de 
los servidores públicos.  
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder 
Legislativo la siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10,13,20 Y 
38 DE LEY PARA PREVENIR, ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA FAMILIAR EN EL ESTADO DE MORELOS. 

ARTÍCULO UNICO.-  Se reforma las fracciones I y II del artículo 10, el primer 
párrafo del artículo 12, el párrafo primero del artículo 13, la fracción I del artículo 20 
y el último párrafo del artículo38 de la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Familiar en el Estado de Morelos, para quedar como sigue:  

ARTÍCULO 10.- … 
I.- Los modelos de atención a generadores serán debidamente validados y 

en su caso aprobados por la Secretaría de Desarrollo Social, previo registro de los 
mismos, independientemente de que sean proporcionados por instancias públicas y 
privadas, y 

II.- Los modelos de atención a generadores de violencia serán evaluados 
anualmente por la Secretaría de Desarrollo Social, en cuanto a su efectividad y 
disminución de prácticas violentas. 

ARTÍCULO 12.- La Secretaría de Desarrollo Social, será la dependencia 
encargada de establecer la política permanente de coordinación entre las 
dependencias e instancias de la administración pública estatal, así como de 
vinculación con las autoridades municipales en materia de violencia familiar. Tendrá 
a su cargo el diseño del Programa Anual para Prevenir, Atender, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Familiar. 

… 
ARTÍCULO 13.- La Secretaría de Desarrollo Social deberá: 
I a la XV … 
ARTÍCULO 20.- El Instituto de Desarrollo y Fortalecimiento Municipal deberá: 
I.- Asesorar en coordinación con la Secretaría de Desarrollo Social, a 

través de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, a los Municipios 
para crear políticas públicas, así como los mecanismos de evaluación, para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia familiar. 

… 
ARTÍCULO 38.-  
… 
El Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia, deberá 

informar sobre la aplicación de los recursos derivados de la recaudación de las 
sanciones económicas al Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, 
quien atendiendo a las multas efectivamente recaudadas por la Subsecretaría de 
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Ingresos de la Secretaría de Hacienda, entregará al municipio que corresponda, el 
monto que derive de las quejas que el mismo hubiere conocido. 

T R A N S I T O R I O S 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrara en vigor a partir de su 

aprobación. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Remítase al Titular del Poder Ejecutivo para su 

publicación en el Periódico Oficia “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del Estado 
de Morelos. 

Recinto del Poder Legislativo del Estado de Morelos, a  los cuatro días del 
mes de abril del año dos mil trece. 

 
ATENTAMENTE 

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y JUSTA” 
 

DIP. EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR 
COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
DE LA LII LEGISLATURA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 94 de la 
Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, presentada por el Gobernador 
Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos Graco Luis Ramírez Garrido 
Abreu. 
 

NO DISPONIBLE EN VERSIÓN ELECTRÓNICA 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que reforma la fracción XV del inciso 
a) del artículo 3 y la fracción XI del artículo 37 de la Ley de Salud del Estado de 
Morelos, presentada por la diputada Rosalina Mazari Espín. 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
Rosalina Mazari Espín, Diputada Local e integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Revolucionario Institucional de la LII Legislatura del Honorable Congreso 
del Estado de Morelos, con fundamento en los artículos 42, fracción II, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y 18, fracción IV, de 
la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, presento a consideración 
del Pleno la, INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA 
FRACCIÓN XV DEL INCISO A) DEL ARTÍCULO 3 Y LA FRACCIÓN XI DEL 
ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE SALUD DEL ESTADO DE MORELOS, que 
argumento en la siguiente 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:  
La presente iniciativa tiene como objetivo apoyar a un sector de la población 

Morelense que se encuentra en necesidad de mantener y obtener recursos 
suficientes para dotar de medicamentos y tratamientos a un familiar que tiene algún 
problema de discapacidad crónico que necesita cuidados paliativos. 

LOS CUIDADOS PALIATIVOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y 
QUE VIVEN EN CONDICIONES DE VIDA LIMITADA, son los cuidados integrales 
desde el punto de vista médico, de enfermería, psicología y cuidadores voluntarios 
que cubre, el plano asistencial y humanitario. 

Paliativos proviene de la palabra latina pallium que significa manto, toga, 
cobertor, colcha y cubrepiés. Es el tratamiento a los enfermos irreversibles a través 
del empleo de  medicinas, que no pueden curar la enfermedad pero controlan los 
síntomas, sin empeorar significativamente la calidad de vida. 

El objetivo de los cuidados paliativos es la mejoría de la calidad de vida del 
enfermo, en sentido pleno; es decir, comprendiendo no sólo la dimensión física, 
sino también la psíquica y espiritual. 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) adoptó, en un documento clave 
para el desarrollo de los cuidados paliativos publicado en 1990, la definición 
propuesta por la Asociación Europea de Cuidados Paliativos como el cuidado total 
activo de los pacientes cuya enfermedad no  responde a tratamiento curativo. El 
control del dolor y de otros síntomas y de problemas psicológicos, sociales y 
espirituales es primordial y destacaba que los cuidados paliativos no debían 
limitarse a los últimos días de vida, sino aplicarse progresivamente a medida que 
avanza la enfermedad y en función de las necesidades de pacientes y familias. 

Posteriormente, la OMS ha ampliado la definición de cuidados paliativos: 
enfoque que mejora la calidad de vida de pacientes y familias que se enfrentan a 
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los problemas asociados con enfermedades amenazantes para la vida, a través de 
la prevención y alivio del sufrimiento por medio de la identificación temprana e 
impecable evaluación y tratamiento del dolor y otros problemas, físicos y 
psicológicos.  

Dentro de nuestra legislación nos encontramos que no está contemplado 
este sector que merece tener una calidad de vida lo más digno posible y en apoyo a 
las familias que viven en situación extrema limitante. Es importante agregar este 
beneficio para todas las personas que viven en CONDICIONES DE VIDA 
LIMITADA. Son "pacientes con condiciones de vida limitada" aquellos que 
presentan enfermedades sin posibilidades razonables de cura y grandes 
probabilidades de morir. Esta condición causa un deterioro progresivo y hace que 
se incremente su dependencia de los padres y cuidadores. 

Esto es, de manera muy breve y resumida, las áreas de trabajo de los 
cuidados paliativos se pueden extender y ampliar el espectro de protección. Hay 
que recordar que el tener acceso a este tipo de cuidados no debe de ser un lujo, 
sino un derecho humano fundamental, el de la salud. El estado social no puede ser 
omiso ante el desprecio al enfermo o anciano que lleno de padecimientos sea visto 
como una carga económica o presupuestal al erario público, al contrario, el derecho 
al buen morir debe ser parte de los servicios de salud, porque le da esencia y 
solidez al hombre y a la mujer como seres humanos, y a los ciudadanos, como 
integrantes del Estado.  

En esta tesitura y como fin humanitario y cumpliendo con los estándares en 
la materia; de conformidad con los Derechos Humanos, es propio y necesario 
ampliar el derecho para “LOS CUIDADOS PALIATIVOS” a todas las personas con 
discapacidad  y las que viven en condiciones de vida limitada. 

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de esta soberanía la 
siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA 
FRACCIÓN XV DEL INCISO A) DEL ARTÍCULO 3 Y LA FRACCIÓN XI DEL 
ARTÍCULO 37 DE LA LEY DE SALUD DEL ESTADO DE MORELOS 

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma la fracción XV del inciso A) del artículo 3 y la 
fracción XI del artículo 37 de la Ley de Salud del Estado de Morelos, para quedar 
de la forma siguiente: 

            Artículo 3.- …  
            A).- … 
           I a la XIV… 
            XV.- La prevención de invalidez y la rehabilitación de las personas 

con discapacidad, así como salvaguardar la dignidad de los enfermos que 
padezcan dolores crónicos y de aquellos enfermos que viven en condiciones 
de vida limitada, garantizando una atención de calidad a través de cuidados y 
atención médica necesaria hasta su buen morir; 
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XVI.- a XXIV.- … 
B).- … 
I.- a X.- … 
C).- … 
I.- a XII.- … 
 
            Artículo 37.- … 
            I a la X … 
            XI.- La asistencia social a los grupos más vulnerables y los cuidados 

paliativos indispensables en discapacitados, enfermos con padecimientos 
crónico-degenerativos y en etapa terminal; 

XII a XIII. … 
TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO.- Este Decreto  entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad,” órgano de difusión del 
Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Poder Ejecutivo deberá plantear las 
modificaciones presupuestales que sean necesarias para el cumplimento de la 
presente reforma. 

DIP. ROSALINA MAZARI ESPÍN. 
 
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL                            

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 
 

 
Poder Legislativo de Morelos; a 1 de abril de 2013. 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que reforman los artículos 5 y 73 y 
se adicionan los artículos 73 Bis y 73 Ter de la Ley de Atención Integral de 
personas con Discapacidad en el Estado de Morelos; y se reforma la fracción XXIV 
del artículo 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Morelos, presentada por la diputada Erika Hernández Gordillo. 

CC. Integrantes de la LII Legislatura del  
H. Congreso del Estado de Morelos. 
La que suscribe Diputada Erika Hernández Gordillo, con la facultad que 

me confieren los artículos 40 fracción II, 42 fracción II y 50 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos y artículo 18 fracción IV de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado, someto a consideración de este Pleno del 
Poder Legislativo la siguiente Iniciativa de decreto por el que reforman los 
artículos 5 y 73 y se adicionan los artículos 73 bis y 73 ter de la Ley de 
Atención Integral de Personas con Discapacidad en el Estado de Morelos; y 
se reforma la fracción XXIV del artículo 32 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Morelos, al tenor de la siguiente: 

E x p o s i c i ó n   d e   M o t i v o s 
El reconocimiento y respeto a las personas con discapacidad, ha ido 

aumentando y fortaleciéndose con el paso del tiempo, a base de grandes esfuerzos 
realizados por parte de dicho grupo en situación de vulnerabilidad, de movimientos 
sociales, de organizaciones nacionales e internacionales y del propio Gobierno.  

Una persona con discapacidad es aquél ser humano que presente temporal 
o permanentemente una limitación, pérdida o disminución de sus facultades físicas, 
intelectuales o sensoriales, para realizar sus actividades connaturales. 

En ese sentido, es bien sabido que las personas con discapacidad, sufren en 
algún momento de su vida, marginación y discriminación, no sólo por parte de la 
sociedad, sino también a veces de su propia familia, lo que las orilla a tener además 
de un problema físico, una baja autoestima. 

Entre los diferentes tipos de marginación y discriminación que se suscitan en 
el País, se encuentra la falta de cultura entre la ciudadanía para respetar los 
estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad, adecuar sus 
instalaciones o construcciones para que tengan un fácil acceso a ellos; Se requiere 
que edificios, casas, escuelas, etc., se realicen acorde a las necesidades de las 
personas con discapacidad. 

En ese tenor, y como consecuencia de estos actos y omisiones, se han 
creado disposiciones legales en atención a las personas con discapacidad, cada 
Estado, tiene su propia legislación en la materia, la cual resguarda y protege los 
derechos de dichas personas. Incluso, a nivel nacional, ya contamos con una Ley 
en la materia. 

En el Estado, se creó la Ley de Atención Integral de Personas con 
Discapacidad en el Estado de Morelos, cuya finalidad es crear conciencia en la 
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sociedad morelense para que sean respetados los derechos de todo ciudadano 
morelense que cuente con alguna discapacidad. 

El problema general y concurrente en nuestro Estado, es el no respetar los 
espacios y rampas exclusivos y reservados para la circulación y estacionamiento de 
dichas personas. 

Aún no logramos que los automovilistas sean consientes de las 
problemáticas que generan al obstruir el paso, rampas o los lugares reservados 
para personas con discapacidad. 

La sociedad, a veces no comprende que el problema se agudiza en 
estacionamientos donde se ubican oficinas gubernamentales de todos los niveles, 
en centros comerciales y restaurantes, lo cual, recae en un sólo hecho, 
discriminación. 

El problema preocupa, debido a que por más señalamientos que haya, los 
conductores siguen sin respetar estos espacios, que además violan una disposición 
legal, importándoles poco las sanciones a las que puedan ser acreedores, debido a 
que éstas infracciones son demasiado bajas, ya que estamos hablando de que 
oscilan de entre los 10 y 150 salarios mínimos vigentes en el Estado, 
aproximadamente entre seiscientos y nueve mil pesos. 

A esto se le añade que los dueños de los lugares mencionados, no vigilan 
que se cumpla con estas disposiciones, y es, porque ellos no tienen responsabilidad 
alguna en este tipo de situaciones. Lo que hace que también sean parte del 
problema. 

Pero el problema no para ahí, y más aún, si como sociedad no participamos 
conjuntamente. Todos, debemos ser parte de la promoción del respeto de los 
derechos de las personas con discapacidad. 

No sólo se trata de cumplir con la Ley, de pintar con colores distintivos los 
lugares de estacionamientos y rampas, sino que realmente se demuestre la 
educación que tenemos y respetemos los derechos de las personas a las que se les 
destinan estos espacios. A las que tanto les cuesta transitar por una ciudad que 
además de urbanizada al máximo, crece sin medida. 

Esto, es tan sólo el motivo principal para presentar esta iniciativa.  
Ya que en primer lugar, se pretende reformar la Ley de Atención Integral a 

Personas con Discapacidad en los siguientes rubros:  
Primero: Se aumentarán las sanciones para las personas que infrinjan las 

disposiciones legales. Mismas que a partir de esta reforma, estarán entre los 50 y 
300 salarios mínimos vigentes en el Estado, según sea el caso y la persona que 
cometa la infracción, ya que también se establecerá que cuando se trate de 
Servidores Públicos, las multas aumentarán al doble.  

Segundo: Que las Autoridades Estatales y Municipales, a través de las 
dependencias correspondientes, tengan la obligación de vigilar el cumplimiento de 
las disposiciones legales, que esta reforma tiene como finalidad. 
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Tercero: Se les atribuirá responsabilidad a los dueños de los 
establecimientos públicos, restaurantes, centros comerciales, etc., para el caso de 
que permitan el uso u obstrucción de los lugares destinados a las personas con 
discapacidad; y  

Cuarto: Se prohibirá que dichas multas sean condonadas o que las mismas 
puedan ser sujetas de descuentos por parte de las autoridades encargadas de su 
cobro. 

En segundo término, se propone una reforma a la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado, particularmente en la fracción XXXIV del artículo 
32, referente a las atribuciones de la Secretaria de Movilidad y Transporte, para que 
las personas que cuenten con un automóvil se les expidan tarjetones o láminas de 
identificación que puedan portar en sus automóviles, a fin de que los dueños, 
administradores o empresarios de los centros o establecimiento comerciales y 
restaurantes, tengan la certeza de que quién los ocupe realmente sea la persona 
que lo necesite. 

Sabemos en el Estado se expiden placas con el logotipo de discapacidad, 
pero estamos hablando que ello sólo es para los que tienen un automóvil. Para el 
caso de las personas que no tengan una discapacidad, pero que algún familiar sí la 
tenga y viaje constantemente con ellos, sean a quienes se les expida tal documento 
acreditativo. 

Por último, cabe resaltar que con ello lograremos que los ciudadanos 
morelenses aprendamos a respetar los derechos que tienen las personas con 
discapacidad y así crear una cultura de igualdad entre todos. Beneficiando 
principalmente a todos aquellos que día a día tienen que lidiar con este tipo de 
situaciones, sin que puedan hacer respetar sus derechos, de algún modo. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta Asamblea, la 
siguiente iniciativa: 

Artículo Primero.- Se reforman los artículos 5 y las fracciones de la I a la VI 
del artículo 73 y se le adiciona un segundo párrafo al mismo, todos, de la Ley de 
Atención Integral para Personas con Discapacidad en el Estado de Morelos, para 
quedar de la siguiente manera: 

Artículo 5.- Las autoridades competentes del Estado y los Ayuntamientos en 
coordinación con la Federación, concurrirán para determinar las políticas hacia las 
personas con discapacidad, así como para ejecutar, dar seguimiento y evaluar sus 
programas y acciones, de acuerdo, con lo previsto en esta Ley. 

Asimismo corresponde a las autoridades estatales y municipales a 
través de las dependencias correspondientes, vigilar que no se trasgreda lo 
previsto en los artículos 73, 73 bis y 73 ter de la presente Ley. 

Artículo 73.-Para los efectos de la presente Ley, independientemente de lo 
establecido por otras disposiciones legales se aplicarán sanciones conforme a lo 
siguiente:  
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I.- Multa equivalente de 50 a 100 veces el salario mínimo vigente, a los 
servidores públicos, personas físicas o morales y prestadores de servicios, que 
cometan cualquier acto de discriminación en contra de las personas con 
discapacidad. 

II.- Multa equivalente de 50 a 100 veces el salario mínimo vigente en el 
Estado de Morelos, a quienes ocupen indebidamente los espacios de 
estacionamiento preferencial o bien obstruyan las rampas o accesos para personas 
con discapacidad en el lugar en que se encuentren establecidas, debiendo 
aplicar la sanción correspondiente el Municipio donde se comete tal infracción; para 
ello, el Ayuntamiento del municipio de que se trate será el encargado de 
vigilar que se cumpla con tal disposición, a través de las autoridades 
competentes; 

III.- Multa equivalente de 100 a 150 veces el salario mínimo vigente en el 
Estado de Morelos, a los prestadores de servicio en cualquier modalidad del 
servicio de transporte público que nieguen u obstaculicen el uso del servicio, de 
acuerdo a lo dispuesto por la presente Ley, debiendo aplicar esta sanción la 
Secretaria de Movilidad y Transporte del Gobierno del Estado de Morelos; 

Para el caso del servicio público de transporte, con o sin itinerario, se 
procederá a la cancelación la concesión correspondiente de acuerdo a la 
gravedad que determine la autoridad competente. 

IV.- Multa equivalente de 200 a 300 veces el salario mínimo vigente en el 
Estado de Morelos, a los empresarios, administradores y organizadores de 
espectáculos públicos que omitan o ubiquen discriminatoriamente los espacios 
reservados, así como las facilidades de acceso para personas con discapacidad, 
debiendo aplicar la sanción correspondiente el municipio donde se comete tal 
infracción; a través de las autoridades competentes; 

En caso de incurrir el infractor en tres ocasiones en la misma falta, se 
procederá a la clausura temporal hasta por 15 días. 

V.- Multa equivalente de 250 a 300 veces el salario mínimo vigente en el 
Estado de Morelos, de acuerdo a la gravedad se procederá a la clausura de 
aquellas empresas, constructoras de conjuntos habitacionales que no brinden las 
facilidades arquitectónicamente previstas por la presente Ley; y 

VI.- Multa equivalente de 150 a 200 veces el salario mínimo vigente en el 
Estado de Morelos, a propietarios de restaurantes y centros comerciales que no 
brinden las facilidades arquitectónicas previstas por esta Ley. En caso de 
reincidencia se aplicará lo estipulado en el segundo párrafo de la fracción IV de este 
artículo. 

Para el caso de que el infractor sea Servidor Público, las sanciones a 
que se refieren las fracciones I y II del presente artículo serán aumentadas al 
doble. 
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Artículo Segundo.- Se adicionan los artículos 73 Bis y 73 Ter a la Ley de 
Atención Integral para Personas con Discapacidad en el Estado de Morelos, para 
quedar como sigue: 

Artículo 73 Bis.- Se aplicará multa de 200 a 250 veces el salario mínimo 
vigente en el Estado de Morelos, a los dueños, empresarios y administradores 
de restaurantes y centros comerciales que omitan vigilar o permitan que se 
realicen las acciones a que se refiere la fracción II del artículo 73. 

En caso de reincidencia se aplicará lo estipulado en el segundo párrafo 
de la fracción IV del mismo artículo. 

Artículo 73 Ter.- Las sanciones a que se refieren los artículos 73 y 73 
bis, en ningún caso podrán ser sujetas de condonación o descuento alguno. 

Artículo Tercero.- Se reforma la fracción XXIV del artículo 32 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, para quedar como 
sigue: 

Artículo 32.- A la Secretaría de Movilidad y Transportes le corresponden las 
siguientes atribuciones: 

I. . . .  a XXV. . . .  
XXIV. Registrar, expedir y resguardar el padrón de conductores en sus 

diferentes modalidades, expedir tarjetas acreditativas de discapacidad; así como 
expedir, suspender y cancelar licencias y permisos de conducir, tanto de uso 
particular, privado y para la prestación del servicio público de transporte; en el caso 
de las licencias y permisos de conducir de uso particular, la suspensión y 
cancelación será en cumplimiento de mandato o resolución de autoridad 
competente; 

XXV. . . . a XVIII. . . . 
T r a n s i t o r i o s 

Primero.- Aprobado que sea el presente decreto, remítase al Ejecutivo del 
Estado para que realice la publicación correspondiente en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad”. 

Segundo.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 
Gobierno del Estado. 

Tercero.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente 
decreto.  

A t e n t a m e n t e 
 

Dip. Erika Hernández Gordillo 
Coordinadora de la Fracción Parlamentaria  

del Partido Nueva Alianza. 
Recinto Legislativo, a 04 de abril de 2013. 
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 1038 del Código 
Civil para el Estado de Libre y Soberano de Morelos, presentada por el diputado 
Joaquín Carpintero Salazar. 
 

HONORABLE ASAMBLEA: 
CON SU PERMISO SEÑOR PRESIDENTE. 
DIPUTADAS Y DIPUTADOS. 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN QUE NOS ACOMPAÑAN. 
EL QUE SUSCRIBE, DIPUTADO JOAQUÍN CARPINTERO SALAZAR, 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO MOVIMIENTO 
CIUDADANO, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 
40 FRACCIÓN II Y 42 FRACCIÓN II DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 18 FRACCIÓN IV DE LA LEY 
ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, ME PERMITO PRESENTAR A 
SU CONSIDERACIÓN, INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE 
REFORMA EL ARTÍCULO 1038 DEL CODIGO CIVIL PARA EL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS, AL TENOR DE LO SIGUIENTE: 

ANTECEDENTES 
Con fecha 13 de octubre de 1993, se publicó en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad” Órgano del Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos, número 
3661, el Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos, que a la fecha ha 
tenido diversas  reformas, todas ellas para mejorar el marco jurídico en la materia. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La presente iniciativa tiene por objetivo reformar la norma jurídica, para 

mejorar y favorecer a las partes sin perjudicar alguna en el caso de desvió de curso 
de agua. 

El agua es un recurso natural escaso, indispensable para la vida y para el 
ejercicio de la inmensa mayoría de las actividades económicas; es irremplazable, 
no ampliable por la mera voluntad del hombre, irregular en su forma de presentarse 
en el tiempo y en el espacio, fácilmente vulnerable y susceptible de usos sucesivos. 

Los océanos cubren el 71% de la superficie terrestre: su agua salada supone 
el 96,5% del agua del planeta. El 70% del agua dulce de la Tierra se encuentra en 
forma sólida. 

El total del agua presente en el planeta, en todas sus formas, se 
denomina hidrosfera. El agua cubre 3/4 partes (71%) de la superficie de la Tierra. 
Se puede encontrar esta sustancia en prácticamente cualquier lugar de la biosfera y 
en los tres estados de agregación de la materia: sólido, líquido y gaseoso. 

El 97 por ciento es agua salada, la cual se encuentra principalmente en los 
océanos y mares; sólo el 3 por ciento de su volumen es dulce. De esta última, un 1 
por ciento está en estado líquido. El 2% restante se encuentra en estado sólido 
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en capas, campos y plataformas de hielo o banquisas en las latitudes próximas a 
los polos. Fuera de las regiones polares el agua dulce se encuentra principalmente 
en humedales y, subterráneamente, en acuíferos. 

El agua representa entre el 50 y el 90% de la masa de los seres vivos 
(aproximadamente el 75% del cuerpo humano es agua; en el caso de las algas, el 
porcentaje ronda el 90%). 

En el Estado de Morelos existen 28 000  hectáreas de riego, con títulos de 
derechos de agua y con acceso a programas de la federación y estatales. 

Ahora bien, la Comisión Nacional del Agua tiene como objetivo administrar y 
preservar las aguas nacionales, con la participación de la sociedad, para lograr el 
uso sustentable del recurso. La participación de la sociedad es indispensable para 
alcanzar las metas que se han trazado en cada cuenca del país, ya que entre otros 
aspectos, los habitantes pueden dar la continuidad que se requiere a las acciones 
planteadas. 

El uso sustentable del agua se logra cuando se cumplen los aspectos 
siguientes:  

1. El agua genera bienestar social: básicamente se refiere al 
suministro de los servicios de agua potable y alcantarillado a la población, 
así como al tratamiento de las aguas residuales.  

2.  El agua propicia el desarrollo económico: considera al agua 
como un insumo en la actividad económica; por ejemplo, en la agricultura, la 
producción de energía eléctrica o la industria.  

3.  El agua se preserva: es el elemento que cierra el concepto de 
sustentabilidad. Si bien se reconoce que el agua debe proporcionar 
bienestar social y apoyar el desarrollo económico, la Comisión Nacional del 
Agua está convencida de que se debe preservar en cantidad y calidad 
adecuadas para las generaciones actuales y futuras y la flora y fauna de 
cada región. 

Las afectaciones del desvío de agua de los titulares de Registros del Agua 
para consumo humano u otro uso, se considerarán como infracciones graves y 
darán lugar a la aplicación de sanciones, considerados como delitos previa 
comprobación del hecho, y al pago de la indemnización y compensaciones que 
correspondan por daños y perjuicios, a menos que por medio de las partes lleguen 
a un convenio saliendo beneficiadas ambas.  

 El desvío de las aguas, según fueren las necesidades del predio sirviente y 
el funcionamiento de las instalaciones para el uso no consuntivo. La doctrina de la 
asignación previa: “primero en tiempo, primero en derecho”: proveniente del Siglo 
XIX, contempla derechos de apropiación históricos, que consideran el desvío de 
agua de arroyos y la aplicación del agua desviada para usos benéficos, protege los 
derechos de agua antiguos favoreciendo la irrigación. 

Las aguas son bienes nacionales de uso público y se otorga a los 
particulares el derecho de aprovechamiento de ellas,  el derecho de 
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aprovechamiento sobre las aguas es de dominio de su titular, quien podrá usar, 
gozar y disponer de él en conformidad a la ley. 

Derechos de agua,  el derecho al uso del agua es un usufructo y es 
proporcionado con reconocimiento y protección legal, que sujeto a limitaciones y 
bajo las leyes estatales, el uso y destino de las mismas está protegido. 

La extracción o restitución de las aguas se hará siempre en forma que no 
perjudique los derechos de terceros constituidos sobre las mismas aguas, en 
cuanto a su cantidad, calidad, substancia, oportunidad de uso y demás 
particularidades. 

Desde este punto de vista, implica la necesidad de que los instrumentos 
jurídicos que  regulan la materia, se actualicen, sobre la base de la imprescindible 
planificación de una organización en el agua y el reconocimiento, para el recurso de 
una sola calificación jurídica estatal. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 97 del Reglamento para el 
Congreso del Estado, señalo que la presente iniciativa no tiene impacto 
presupuestario. 

Por lo anteriormente expuesto, motivado y fundamentado, someto a 
consideración de esta asamblea, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL ARTÍCULO 1038 DE CÓDIGO CIVIL 
PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, para quedar como 
sigue: 

ÚNICO.- Se reforma el artículo 1038 del Código Civil para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTICULO 1038.- PROHIBICION DE DESVIO DE CURSO DE AGUAS. El 
propietario de las aguas no podrá desviar su curso de modo que cause daño a 
un tercero, a menos que cuente con la autorización y/o permiso de la 
autoridad competente, y establezca un acuerdo o convenio  con  las personas 
que puedan ser afectadas. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
ARTÍCULO PRIMERO: La presente reforma entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Periódico Oficial, “Tierra y Libertad” órgano 
de difusión del Gobierno del Estado. 

ARTICULO SEGUNDO.- A partir de la entrada en vigor del presente, se 
derogan todas y cada una de las disposiciones que contravengan el presente 
decreto. 

A T E N T A M E N T E 
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Iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona y modifica el artículo 
89, modifica el párrafo segundo del artículo 274 y modifica el párrafo segundo del 
Código Electoral del Estado Libre y Soberano de Morelos, presentada por el 
diputado Raúl Tadeo Nava. 

HONORABLE ASAMBLEA: 
RAÚL TADEO NAVA, DIPUTADO LOCAL E INTEGRANTE DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, DE LA 
QUINCUAGÈSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 
DE MORELOS, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 40 FRACCIÓN II, 42 
FRACCIÓN II DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS Y 18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL 
CONGRESO DEL ESTADO, PRESENTO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO LA 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA Y 
MODIFICAN LOS ARTÍCULO 89 MODIFICA EL PARRAFO SEGUNDO, ARTÍCULO 
274 MODIFICA EL PARRAFO SEGUNDO DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBREANO DE MORELOS. 

AL TENOR DE LA SIGUIENTE: EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
El artículo 89 del código electoral del estado de Morelos, establece la figura 

de la candidatura común como una forma asociativa de los partidos políticos, 
distinta  a las coaliciones partidistas. 

Ahora bien, en el sistema de partidos políticos en el constitucionalismo 
mexicano son los únicos que pueden postular candidatos a los puestos de elección 
popular locales, de conformidad con el artículo 116, fracción IV inciso e), de la 
Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, que prevé que las 
constituciones y leyes de los Estados en materia electoral deberán garantizar que 
los partidos políticos tengan reconocido el derecho exclusivo para solicitar el 
registro de candidatos a cargos de elección popular. Esto es, se trata de un sistema 
en donde la postulación del candidato es necesariamente por partido político (o 
partidos en el caso de que exista reconocida la posibilidad de hacerlo a través de 
candidatura común o coalición). Lo anterior implica que a nivel local no existen las 
candidaturas independientes, ciudadanas o no partidarias. 

Además el voto ciudadano, atendiendo a nuestro sistema electoral local, 
tiene efectos múltiples, ya que no sólo cuenta para determinar quién gana la 
elección, sino también otra serie de efectos respecto de los partidos políticos, tales 
como, para cada uno, la asignación de diputados de representación proporcional, la 
distribución del financiamiento que les corresponda, el acceso a medios de 
comunicación social y, destacadamente, para el mantenimiento de su registro como 
partidos políticos. Por tanto, en atención a los principios que rigen los procesos 
electorales de legalidad, objetividad y destacadamente al de certeza, la legislación 
debe ser clara y precisa en la reglamentación de ese voto múltiple, sobre todo 
cuando es producto de una candidatura común en la que participan dos o más 
partidos políticos. 
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Frente a una situación fáctica en la que el elector marca por error los 
emblemas de dos o más de los partidos políticos que contienden bajo la modalidad 
de candidatura común, postulando al mismo candidato con su consentimiento, el 
código electoral del estado da una solución consistente en que el voto solamente 
cuenta para el candidato, y no contará para ninguno de los partidos políticos, a 
pesar de que pueda existir un convenio de candidatura común entre ellos, no 
obstante que el elector marcó en la boleta dos o más cuadros, señalando así los 
emblemas de los partidos políticos que postulan al mismo candidato o candidatos, 
lista, fórmula o planilla.  

Por lo tanto, desde el punto de vista constitucional esta formula, genera 
inequidad en las elecciones, y que elimina el gran valor del voto a los partidos 
políticos que concurren a la candidatura común, cumpliendo con el requisito del 
convenio que prevé el código electoral y la reglamentación establecida por el 
Instituto Electoral del Estado, por lo que se pierden los votos. 

Por lo tanto debe de cumplirse con el principio electoral de certeza, por lo 
que debe regularse el voto de la candidatura común marcado a favor de dos o más 
partidos político que participan en la candidatura común en la boleta electoral, ya 
que el voto no únicamente es para que se determine al ganador de la contienda, 
por lo que este voto debe ser para definir las candidaturas a las diputaciones 
plurinominales y las regidurías en los ayuntamientos, además para determinar las 
prerrogativas que les corresponden al financiamiento público, acceso a los medios 
de comunicación, así como para determinar el mantenimiento del registro como 
partido político, por lo que debe quedar plasmado en el código electoral del Estado 
el procedimiento para que de forma equitativa se distribuyan los votos cuando el 
electorado marca dos o más emblemas en la boleta electoral en donde existan 
candidatura común, por lo que se propone hacer las siguientes modificaciones al 
código electoral: 

CODIGO ELECTORAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS. 
VIGENTE. 

CODIGO ELECTORAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS. 
PROPUESTA. 

ARTÍCULO 89.- Para presentar 
candidatos a Gobernador del Estado, a 
Presidentes Municipales, Síndicos y 
Diputados por el principio de Mayoría 
Relativa, dos o más partidos políticos, 
sin mediar coalición pueden postular al 
mismo candidato, para ello es 
indispensable el consentimiento por 
escrito del propio candidato y el 
convenio de los partidos políticos, que 
lo postulen. 
Los partidos políticos que participen en 
candidaturas comunes, aparecerán 

ARTÍCULO 89.- Para presentar 
candidatos a Gobernador del Estado, a 
Presidentes Municipales, Síndicos y 
Diputados por el principio de Mayoría 
Relativa, dos o más partidos políticos, 
sin mediar coalición pueden postular al 
mismo candidato, para ello es 
indispensable el consentimiento por 
escrito del propio candidato y el 
convenio de los partidos políticos, que 
lo postulen. 
Los partidos políticos que participen en 
candidaturas comunes, aparecerán 
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con su propio emblema en la boleta 
electoral, según la elección de que se 
trate y contará para el partido político 
que sea seleccionado; cuando se 
marquen dos o más opciones en la 
boleta electoral el voto se sumará para 
el candidato y no contará para ninguno 
de los partidos políticos para todos los 
efectos establecidos en este código, 
independientemente del tipo de 
elección, convenio y términos que en 
el mismo adopten. 
 
 
 
En ningún caso se podrá convenir que 
el porcentaje de votos que se tome 
para los partidos que no alcancen a 
conservar el registro, sumado al 
obtenido por tales partidos, supere el 
dos por ciento de la votación emitida. 
 
 
ARTÍCULO 274.- Se contará un voto 
válido por la marca que haga el elector 
en un solo cuadro en el que se 
contenga el emblema de un partido 
político o coalición. Los votos emitidos 
en forma distinta a la descrita, serán 
nulos con la excepción de los espacios 
asignados a las candidaturas comunes 
previstas en este código.  
 
Cuando el elector marque dos o más 
emblemas de diferentes partidos 
políticos que hayan postulado 
candidato común, el voto se 
considerará válido y se computará 
para el candidato, pero no contará 
para los partidos políticos. 
 
 
 

con su propio emblema en la boleta 
electoral, según la elección de que se 
trate y contará para el partido político 
que sea seleccionado; cuando se 
marquen dos o más opciones en la 
boleta electoral el voto se sumará para 
el candidato y los votos se 
distribuirán igualitariamente entre 
los partidos que integran la 
candidatura común; de existir 
fracción, los votos 
correspondientes se asignarán al 
partido de más alta votación, 
independientemente del tipo de 
elección, convenio y términos que en 
el mismo adopten. 
En ningún caso se podrá convenir que 
el porcentaje de votos que se tome 
para los partidos que no alcancen a 
conservar el registro, sumado al 
obtenido por tales partidos, supere el 
dos por ciento de la votación emitida. 
ARTÍCULO 274.- Se contará un voto 
válido por la marca que haga el elector 
en un solo cuadro en el que se 
contenga el emblema de un partido 
político o coalición. Los votos emitidos 
en forma distinta a la descrita, serán 
nulos con la excepción de los espacios 
asignados a las candidaturas comunes 
previstas en este código.  
 
Cuando el elector marque dos o más 
emblemas de diferentes partidos 
políticos que hayan postulado 
candidato común, el voto se 
considerará válido, se computará para 
el candidato y los votos se 
distribuirán igualitariamente entre 
los partidos que integran la 
candidatura común; de existir 
fracción, los votos 
correspondientes se asignarán al 
partido de más alta votación. 
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Por lo tanto, el código electoral del estado, debe regular los votos de las 
candidaturas comunes, para generar certeza electoral. 

Por los argumentos anteriormente expuestos, someto a consideración del 
Pleno del Poder Legislativo la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA Y MODIFICAN LOS ARTÍCULO 89 
MODIFICA EL PARRAFO SEGUNDO, ARTÍCULO 274 MODIFICA EL PARRAFO 
SEGUNDO DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBREANO DE 
MORELOS, para quedar de la siguiente manera: 

ARTÍCULO PRIMERO: SE ADICIONA Y MODIFICAN LOS ARTÍCULO 89 
MODIFICA EL PARRAFO SEGUNDO, ARTÍCULO 274 MODIFICA EL PARRAFO 
SEGUNDO DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBREANO DE 
MORELOS, PARA QUEDAR COMO SIGUE: 

ARTÍCULO 89.- … 
Los partidos políticos que participen en candidaturas comunes, aparecerán 

con su propio emblema en la boleta electoral, según la elección de que se trate y 
contará para el partido político que sea seleccionado; cuando se marquen dos o 
más opciones en la boleta electoral el voto se sumará para el candidato y los votos 
se distribuirán igualitariamente entre los partidos que integran la candidatura 
común; de existir fracción, los votos correspondientes se asignarán al partido 
de más alta votación, independientemente del tipo de elección, convenio y 
términos que en el mismo adopten. 

… 
ARTÍCULO 274.- …  
Cuando el elector marque dos o más emblemas de diferentes partidos 

políticos que hayan postulado candidato común, el voto se considerará válido, se 
computará para el candidato y los votos se distribuirán igualitariamente entre 
los partidos que integran la candidatura común; de existir fracción, los votos 
correspondientes se asignarán al partido de más alta votación. 

TRANSITORIOS 
ARTÍCULO PRIMERO.- Aprobado que sea el presente decreto, en términos 

de los numerales 147 y 148, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, remítase al Poder Ejecutivo para su promulgación y publicación en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”. 

Diputado 
__________________ 
RAÚL TADEO NAVA 
Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolución Democrática. 
Recinto Legislativo del Estado de Morelos, a 3 de abril de 2013 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 
8° de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, presentada por el diputado 
Isaac Pimentel Rivas. 
 

C. ISAAC PIMENTEL RIVAS, DIPUTADO LOCAL, INTEGRANTE DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 
INSTITUCIONAL, DE ESTA QUINCUAGESIMA SEGUNDA LEGISLATURA, EN 
USO DE LAS FACULTADES QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 
FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS, EN RELACIÓN CON EL ARTICULO 18 FRACCIÓN 
IV, DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, 
SOMETO A CONSIDERACIÓN DE ESTE HONORABLE PLENO, LA INICIATIVA 
CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY ORGÁNICA 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS, PARA QUEDAR COMO SE 
ESTABLECE A CONTINUACIÓN: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:  
La creación del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de 

Morelos, ha significado sin duda alguna un avance en la impartición de Justicia en 
materia laboral de nuestro Estado; Sin embargo, el camino a recorrer ha sido 
complicado ante la imprecisión de diversos dispositivos de la  Ley del Servicio Civil 
que en su mayoría, regula las actuaciones de dicho Tribunal y establece los 
elementos básicos y formales de su integración y funcionamiento. 

Es fundamental comprender y establecer de manera precisa y concreta, cual 
es el alcance de Competencia y actuación del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado de Morelos, por lo que esta iniciativa, pretende establecer en 
la Ley del Servicio Civil, los alcances y facultades específicas en los diversos 
conflictos laborales en los que debe intervenir. 

En principio, debemos entender el concepto formal de Competencia y a ese 
efecto, refiero que suelen emplearse varios términos para referirse a las funciones 
de un Tribunal u órgano jurisdiccional. Algunos de esos términos son: competencia, 
atribución, facultad, derecho, prerrogativa, capacidad y potestad. 

El significado que se ha dado a cada uno de esos conceptos, varía por 
razones de orden teórico como de derecho positivo. Asi, en el primer caso se 
identifican en función de ciertas construcciones teóricas; en el segundo caso, la 
identificación busca encontrarse con la que haya querido ser dada por el “legislador” 
o por la Jurisprudencia. 

La Competencia es un término que expresa una técnica propia del derecho 
moderno para configurar posibilidades autorizadas de actuación. Lo que un órgano 
jurídico puede y debe hacer es dado por el ordenamiento. En términos del  Maestro 
Gabino Fraga, las “atribuciones”, son los medios para alcanzar fines estatales. 
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Esto quiere decir, que solo el ordenamiento jurídico expreso crea la 
competencia de los órganos jurisdiccionales y en el caso específico que nos ocupa, 
es la Ley del Servicio Civil la que nos da pauta en cuanto a la competencia y 
atribuciones del Tribunal estatal de Conciliación y Arbitraje, estableciendo en que 
casos podrá tener conocimiento de los conflictos que se generen en las relaciones 
laborales de los trabajadores con las entidades Públicas Estado y Municipios. 

Sin embargo, si el ordenamiento jurídico es complejo o insuficiente en 
claridad, como en el caso sucede con la Ley del Servicio Civil del estado de 
Morelos, misma que en su artículo 8º no es clara en cuanto a la competencia 
expresa del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, ello implica una nulidad en 
la actuación del Tribunal y una arbitrariedad irreparable cuando actúa en conflictos 
cuya competencia le es ajena. 

En cuanto a la Ley, salta a la vista el principio fundamental de actuación 
estatal: el de legalidad. La autoridad solo puede hacer aquello para lo que este 
facultada, máxime cuando esa autoridad tenga atribuciones para emitir actos que 
modifican la esfera jurídica de los gobernados y entes públicos como lo es el caso, 
puesto que es conocido por todos, el impacto que tienen las resoluciones del 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el desarrollo de las entidades 
Públicas del Estado y los Municipios. 

Por lo anterior, me permito poner a su consideración la presente iniciativa 
para reformar el artículo 8º de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, para 
que dicho dispositivo, establezca de manera muy concreta la competencia del 
Tribunal, ya que existen antecedentes claros de que dicho Tribunal ha actuado en 
conflictos laborales entre trabajadores y organismos públicos descentralizados tanto 
del Estado, como de los Municipios, lo que a la luz, de la Jurisprudencia, es 
incorrecto, puesto que dichas relaciones laborales, no son de su competencia, al 
encontrarse reguladas dichas relaciones laborales por el Artículo 123, Apartado A 
de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 
consecuencia no se encuentran contenidos dentro del artículo 8o de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos, sin embargo, al ser ambiguo el contenido de 
dicho dispositivo legal, genera que tanto el justiciable como la autoridad 
jurisdiccional, actúen sin límite alguno en conflictos que no le han resultado de su 
competencia. 

Por lo que debemos de precisar que los Organismos Descentralizados, de la 
Administración Pública del Estado y de los  Municipios en el Estado de  Morelos, 
cuentan con Personalidad Jurídica y Patrimonio Propio, precisando entonces que 
las relaciones laborales de los trabajadores de dicho Organismo Descentralizado, 
se rige por el Apartado “A” del artículo 123 de la Constitución Política Federal. 

Precisando que si bien los Organismos descentralizados que integran la 
Administración Pública Estatal y Paramunicipal, también lo es que no forman parte 
del Poder Ejecutivo Estatal, ni de los Ayuntamientos, en tanto que no tienen por 
objeto despachar los negocios del orden administrativo, sino prestar auxilio para la 
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ejecución de cuestiones atinentes al desarrollo económico y social, como es la 
atención de los servicios públicos. 

Por consecuencia, la regulación de las Relaciones Laborales de los 
trabajadores de los Organismos Descentralizados de Carácter Estatal y Municipal 
del Estado de Morelos, escapa a las facultades Legislativas que corresponden al 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos,  y, por ende, a los organismos 
descentralizados del propio Estado y sus  Municipios, les resulta aplicable el 
apartado A del artículo 123 constitucional, siendo facultad exclusiva del Congreso 
de la Unión Legislar en materia del Trabajo en lo general, en términos del artículo 
73, fracción X, última parte, de la propia Constitución Política Federal, POR ELLO 
DICHA REFORMA RESULTA DE GRAN IMPORTANCIA, PARA QUE ESTE 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, OMITA SEGUIR INVADIENDO LAS 
FACULTADES EXCLUSIVAS DEL CONGRESO DE LA UNION, CONTENIDAS EN 
EL ARTICULO 73 FRACCION X, ULTIMA PARTE, QUE ESTABLECE LO 
SIGUIENTE: 

Sección Tercera 
De las Facultades del Congreso 
Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 
X. Para legislar en toda la República sobre hidrocarburos, minería, 

sustancias químicas, explosivos, pirotecnia, industria cinematográfica, comercio, 
juegos con apuestas y sorteos, intermediación y servicios financieros, energía 
eléctrica y nuclear y para expedir las leyes del trabajo reglamentarias del artículo 
123; 

Lo anterior guarda relación, con lo sustentado por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la siguiente tesis de Jurisprudencia, que sirve de 
fundamento a la presente iniciativa de reforma: 

Décima Época 
Registro: 160673 
Instancia: Segunda Sala 
Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
 Libro II, Noviembre de 2011, Tomo 1 
Materia(s): Laboral 
Tesis: 2a./J. 169/2011 (9a.) 
Página:   328 
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ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE CARÁCTER MUNICIPAL. SUS 
RELACIONES LABORALES SE RIGEN POR EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 
123 CONSTITUCIONAL (SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE 
SAN FRANCISCO DEL RINCÓN Y SISTEMA DE AGUA POTABLE, 
ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DEL MUNICIPIO PURÍSIMA DEL RINCÓN, 
AMBOS DEL ESTADO DE GUANAJUATO). 

El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
establecido que los organismos descentralizados de carácter federal y local no 
forman parte de sus respectivos Poderes Ejecutivos; y que los Poderes Legislativos 
de cada entidad federativa están facultados únicamente para expedir leyes 
reglamentarias del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en razón de que su diverso numeral 116, fracción VI, 
los autoriza a expedir leyes que regirán las relaciones de trabajo entre los Estados 
(Poderes Locales) y sus trabajadores. Dichos principios imperan igualmente 
respecto del régimen municipal, pues si bien es cierto que los organismos 
descentralizados de carácter municipal integran la administración pública 
paramunicipal, y por ello pertenecen al Municipio, también lo es que no forman 
parte del Ayuntamiento, en tanto que no tienen por objeto despachar los negocios 
del orden administrativo, sino prestar auxilio para la ejecución de cuestiones 
atinentes al desarrollo económico y social, como es la atención de los servicios 
públicos. Consecuentemente, la regulación de las relaciones laborales de los 
trabajadores de los organismos descentralizados de carácter municipal del Estado 
de Guanajuato escapa a las facultades legislativas que corresponden al Congreso 
de dicho Estado y, por ello, a los organismos descentralizados de sus Municipios, 
como son el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de San Francisco del Rincón 
y el Sistema de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento del Municipio Purísima 
del Rincón, que tienen por objeto la prestación de servicios públicos, les resulta 
aplicable el apartado A del artículo 123 constitucional, siendo facultad exclusiva del 
Congreso de la Unión legislar en materia del trabajo en lo general, en términos del 
artículo 73, fracción X, última parte, de la propia Constitución; resultando así que no 
se rigen por la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al Servicio del Estado y 
de los Municipios expedida por el Congreso del Estado de Guanajuato. 

Contradicción de tesis 172/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero en Materias Administrativa y de Trabajo y Primero en Materias 
Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Sexto Circuito. 7 de septiembre de 2011. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula Hernández Maquívar. 

Tesis de jurisprudencia 169/2011. Aprobada por la Segunda Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada del cinco de octubre de dos mil once. 

A mayor abundamiento debe de precisarse que si el Poder Judicial Federal, 
ha establecido mediante Jurisprudencia, que los conflictos Laborales que surjan 
entre los Organismo Públicos Descentralizados y sus trabajadores, le corresponde 
conocer a las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, del Estado de Morelos, ES 
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INCONCUSO QUE EL TRIBUNAL ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
DEL ESTADO DE MORELOS, RESULTA INCOMPÈTENTE PARA CONOCER LOS 
CONFLICTOS LABORALES DE ESTOS ORGANISMO PUBLICO 
DESCENTRALIZADOS, TANTO DEL ESTADO COMO DE LOS MUNICIPIOS, YA 
QUE COMO SE HA PRECISADO, A DICHOS TRABAJADORES, NO LE ES 
APLICABLE EL APARATADO B, DEL ARTICULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLITICA FEDERAL, YA QUE LES ES APLICABEL AL PARTADO “A” DEL 
ARTICULO 123 DE LA CONSTITUCION POLITICA FEDERAL. 

A mayor abundamiento, sirve de fundamento a nuestro dicho, la siguiente 
tesis de Jurisprudencia aplicable al caso concreto: 

Novena Época 
Registro: 170956 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
 XXVI, Noviembre de 2007 
Materia(s): Laboral 
Tesis: VI.T. J/9 
Página:   629 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES 

QUE SURJAN ENTRE EL ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO 
DENOMINADO "SISTEMA MUNICIPAL DIF" Y SUS TRABAJADORES. 
CORRESPONDE A LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
ESTADO DE PUEBLA. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en 
la tesis 2a. CXCV/2002, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, enero de 2003, página 725, con el rubro: 
"COMPETENCIA LABORAL. CORRESPONDE A LA JUNTA LOCAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES 
QUE SURJAN ENTRE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS ESTATALES Y 
SUS TRABAJADORES.", que los organismos descentralizados no forman parte del 
Poder Ejecutivo y, en esa virtud, las relaciones laborales de los organismos de 
carácter local con sus trabajadores escapan a las facultades reglamentarias de las 
Legislaturas Locales; por tanto, las relaciones laborales entre los organismos 
descentralizados estatales y sus trabajadores se rigen por el apartado A del artículo 
123 de la Constitución Federal, y la competencia para conocer de los conflictos 
laborales que surjan entre los citados organismos y sus trabajadores corresponde a 
las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje y no a los Tribunales Estatales de 
Conciliación y Arbitraje. En ese tenor, se concluye que si conforme al artículo 32 de 
la Ley sobre el Sistema Estatal de Asistencia Social, el Sistema Municipal DIF es un 
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organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
ubicado en la administración pública paraestatal, los conflictos laborales que surjan 
entre el citado organismo municipal y sus trabajadores compete resolverlos a la 
Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO 
CIRCUITO. 

ASI TAMBIEN RESULTA IMPORTANTE Y FUNDAMENTAL PRECISAR EN 
LA REFORMA A ESTE ARTICULO 8º DE LA LEY DE SERVICIO CIVIL QUE EL 
TRIBUNAL ESTATAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE, NO TIENE 
COMPETENCIA ALGUNA EN  LOS CONFLICTOS LABORALES ENTRE LOS 
ELEMENTOS DE SEGURIDAD PUBLICA CON SUS TITULARES, Y 
DEPENDENCIAS ESTATALES Y MUNICIPALES DE SEGURIDAD PUBLICA 
MAXIME QUE ESTAS RELACIONES SE RIGEN POR UNA LEY DE NATURALEZA 
DISTINTA QUE RESULTA SER LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA 
EN EL ESTADO CUYA APLICACIÓN SE ENCUENTRA VIGENTE. 

Por otra parte, de acuerdo a lo establecido con el artículo 8o de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos, actualmente se lee el siguiente texto: 

Artículo 8o.- Esta Ley regirá las relaciones laborales entre los poderes del 
Estado y los Municipios con sus trabajadores. 

Los trabajadores de confianza, sólo disfrutarán de las medidas de protección al 
salario y gozarán de los beneficios de seguridad social, por lo que en cualquier tiempo 
y por acuerdo del titular de la dependencia dejarán de surtir sus efectos los 
nombramientos que se les hayan otorgado, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 123 apartado B fracción XIV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 40 fracción XX inciso M) de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos. 

NOTAS: 
REFORMA VIGENTE.- Reformado por artículo Primero del Decreto No. 265 

publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” No. 5053 de fecha 2012/12/26. 
Vigencia 2012/12/27.  

           Por todo lo anterior, es que se hace necesario, precisar en el artículo 
8º que se reforma, la expresión de “COMPETENCIA DEL TRIBUNAL”, y precisar 
que la actuación del Tribunal será únicamente en las relaciones laborales entre los 
poderes del Estado y los Municipios con sus trabajadores, no así en tratándose de 
los organismos públicos descentralizados tanto a nivel estado como en el Municipio, 
y tampoco en tratándose de las relaciones jurídico administrativa de los elementos 
de seguridad pública con sus titulares y dependencias de seguridad pública. 

    EN ATENCIÓN A LA EXPOSICION PLANTEADA PROPONGO A ESTE 
HONORABLE PLENO DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 8o DE LA LEY 
DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS, PARA QUEDAR COMO SE 
EXPONE A CONTINUACIÓN: 
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“…Artículo 8o.- DE LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 
CONCILIACION Y ARBITRAJE EN EL ESTADO. El Tribunal debidamente 
integrado, será competente para conocer de los asuntos que le sean puestos en 
conocimiento derivados de las relaciones laborales entre los poderes del Estado y los 
Municipios con sus trabajadores, sin que tenga competencia en aquellos que deriven 
de relaciones laborales de los organismos públicos descentralizados del Estado, 
Municipios y los cuerpos de Seguridad Pública…” 

Los trabajadores de confianza, sólo disfrutarán de las medidas de protección al 
salario y gozarán de los beneficios de seguridad social, por lo que en cualquier tiempo 
y por acuerdo del titular de la dependencia dejarán de surtir sus efectos los 
nombramientos que se les hayan otorgado, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 123 apartado B fracción XIV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 40 fracción XX inciso M) de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos.….” 

 
DIP. ISAAC PIMENTEL RIVAS. 

 
 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO, DEL PARTIDO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 
 
         H. Congreso del Estado de Morelos, a 02 de Abril del 2013. 
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Iniciativa con proyecto de decreto que modifica y adiciona diversas 
disposiciones de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
Sustentable del Estado de Morelos, presentada por el diputado José Manuel 
Agüero Tovar. 

EL QUE SUSCRIBE,  JOSÉ MANUEL AGÜERO TOVAR, DIPUTADO DE LA 
QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, 
CON LA FACULTAD QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 40 FRACCIÓN II, 42 
FRACCIÓN II Y  50 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE MORELOS Y EL ARTÍCULO 18 FRACCIÓN IV DE LA LEY 
ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, SOMETO A CONSIDERACIÓN 
DE LA ASAMBLEA LA PRESENTE INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
QUE MODIFICA LA FRACCIÓN XLII Y L,  CREA LAS FRACCIONES LI, LII, LIII, 
LIV Y LV DEL ARTÍCULO 4; CREA LOS INCISOS C), D) E I) DEL ARTÍCULO 5; 
CREA LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 6; MODIFICA EL PRIMER PARRAFO 
DEL ARTÍCULO 7 Y MODIFICA LA FRACCIÓN III DEL MISMO 
ARTÍCULO;MODIFICA LAS FRACCIONES II, VI, X, XVII Y XVIII DEL ARTÍCULO 
8; MODIFICA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 9; REFORMA EL ARTÍCULO 13; 
MODIFICA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 15; MODIFICA EL TÍTULO DEL 
CAPITULO IV;  MODIFICA EL ARTÍCULO 23; CREA EL ARTÍCULO 29 BIS; 
MODIFICA LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 32; CREA EL ARTÍCULO 37 BIS; 
MODIFICA LOS ARTÍCULOS 127, 136 Y 144; MODIFICA LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 185; Y MODIFICA LOS ARTÍCULOS 206 Y 211; TODOS DE LA LEY 
DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO 
SUSTENTABLE DEL ESTADO DE MORELOS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ 
MANUEL AGÜERO TOVAR,  

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 
INSTITUCIONAL A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ MANUEL AGÜERO TOVAR, AL 
TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 
La concentración poblacional en los centros conurbados demanda una mayor 

y más adecuada infraestructura de servicios públicos como son el de agua potable, 
vías de comunicación, suministro de energía entre otros en armonía con la 
preservación y conservación del medio ambiente, todo ello trasciende e implica a 
los ámbitos de lo político, administrativo y de gobernabilidad de los centros 
conurbados de los municipios y entidades, que por su vinculación se consideran 
como zonas metropolitanas. 

Las áreas metropolitanas o zonas metropolitanas de México han sido 
tradicionalmente descritas como el grupo de municipios que interactúan entre sí, 
usualmente alrededor de una ciudad principal. En 2004, el Consejo Nacional de 
Población (CONAPO), el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática 
(INEGI) y la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) acordaron definir área 
metropolitana luego de un trabajo conjunto como:  

http://es.wikipedia.org/wiki/M%C3%A9xico
http://es.wikipedia.org/wiki/%C3%81reas_metropolitanas_de_M%C3%A9xico
http://es.wikipedia.org/wiki/2004
http://es.wikipedia.org/wiki/CONAPO
http://es.wikipedia.org/wiki/INEGI
http://es.wikipedia.org/wiki/SEDESOL
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• el grupo de dos o más municipios en los cuales se ubica una ciudad 
de al menos 50,000 habitantes cuya área se extiende sobre los límites del municipio 
al cual pertenece originalmente incorporando influencia directa sobre otra u otras 
poblaciones aledañas regularmente con un alto nivel de integración socio-
económica. 

• un solo municipio dentro del cual se ubica totalmente una ciudad con 
una población de al menos un millón de habitantes. 

• una ciudad con una población de al menos 250,000 habitantes que 
forma una conurbación con una ciudad de los Estados Unidos. 

Cabe destacar que los estados del noroeste y el sudeste contienen pocos 
municipios de gran extensión, mientras que los estados del noreste y el centro 
contienen muchos municipios más pequeños en superficie.  

Como tal, las áreas metropolitanas del noroeste y el sudeste no se extienden 
más allá de los límites de un solo municipio (y las cifras oficiales tienden a reportar 
la población para todo el municipio aún si hay otras localidades no conurbadas), 
mientras que las áreas municipales del centro se extienden sobre muchos 
municipios. 

La población conjunta de las 56 zonas metropolitanas de México es de 
57,878,905 de habitantes, lo que equivale al 56% del total. 

Pocas áreas metropolitanas trascienden los límites de un estado o entidad 
federativa: la Zona Metropolitana del Valle de México (Distrito Federal, México e 
Hidalgo), la Zona Metropolitana de Puebla (Puebla y Tlaxcala pero no incluye la 
ciudad de Tlaxcala), la Zona metropolitana de La Laguna (Coahuila y Durango), 
la Zona Metropolitana de Tampico (Tamaulipas y Veracruz) y la Zona Metropolitana 
de Puerto Vallarta (Jalisco y Nayarit Nuevo Vallarta). 

Zonas metropolitanas de México 
A continuación se presenta la población de las 56 zonas metropolitanas de 

México según el censo del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) 
en 2010: 

Posición Zona Metropolitana Población 
01 Valle de México 20 137 152 
02 Guadalajara 4 434 252 
03 Monterrey 4 080 329 
04 Puebla - Tlaxcala 2 668 347 
05 Toluca 1 846 602 
06 Tijuana 1 792 047 
07 León 1 609 717 

http://es.wikipedia.org/wiki/%C3%81reas_metropolitanas_de_M%C3%A9xico
http://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_del_Valle_de_M%C3%A9xico
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Puebla
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_metropolitana_de_La_Laguna
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Tampico
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Puerto_Vallarta
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Puerto_Vallarta
http://es.wikipedia.org/wiki/Nuevo_Vallarta
http://es.wikipedia.org/wiki/Instituto_Nacional_de_Estad%C3%ADstica_y_Geograf%C3%ADa
http://es.wikipedia.org/wiki/2010
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_del_Valle_de_M%C3%A9xico
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Guadalajara
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Monterrey
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Puebla-Tlaxcala
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_del_Valle_de_Toluca
http://es.wikipedia.org/wiki/Tijuana
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Le%C3%B3n
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Posición Zona Metropolitana Población 
08 Juárez 1 328 017 
09 La Laguna 1 279 160 
10 Querétaro 1 097 028 
11 San Luis Potosí - Soledad de Graciano Sánchez 1 040 822 
12 Mérida 970 495 
13 Mexicali 936 145 
14 Aguascalientes 932 298 
15 Cuernavaca 875 598 
16 Acapulco 863 431 
17 Tampico 859 419 
18 Chihuahua 851 971 
19 Saltillo 823 098 
20 Morelia 806 822 
21 Veracruz 801 122 
22 Villahermosa 755 416 
23 Reynosa - Río Bravo 725 793 
24 Cancún 676 238 
25 Xalapa 666 268 
26 Tuxtla Gutiérrez 640 881 
27 Oaxaca 593 522 
28 Poza Rica 513 308 
29 Pachuca 512 180 
30 Tlaxcala - Apizaco 499 504 
31 Matamoros 493 308 
32 Cuautla 434 153 
33 Tepic 429 161 
34 Orizaba 410 372 
35 Nuevo Laredo 384 018 
36 Puerto Vallarta 379 934 
37 Minatitlán 356 020 
38 Coatzacoalcos 347 223 

http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Ju%C3%A1rez_y_El_Paso
http://es.wikipedia.org/wiki/Comarca_Lagunera
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Quer%C3%A9taro
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_San_Luis_Potos%C3%AD
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_M%C3%A9rida
http://es.wikipedia.org/wiki/Mexicali
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Aguascalientes
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Cuernavaca
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Acapulco
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Tampico
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Chihuahua
http://es.wikipedia.org/wiki/Saltillo
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Morelia
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Veracruz
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Villahermosa
http://es.wikipedia.org/wiki/Reynosa
http://es.wikipedia.org/wiki/R%C3%ADo_Bravo_(Tamaulipas)
http://es.wikipedia.org/wiki/Canc%C3%BAn
http://es.wikipedia.org/wiki/Xalapa-Enr%C3%ADquez
http://es.wikipedia.org/wiki/Tuxtla_Guti%C3%A9rrez
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Oaxaca
http://es.wikipedia.org/wiki/Poza_Rica_de_Hidalgo
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Pachuca_de_Soto
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Tlaxcala-Apizaco
http://es.wikipedia.org/wiki/Heroica_Matamoros
http://es.wikipedia.org/wiki/Cuautla_de_Morelos
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Tepic
http://es.wikipedia.org/wiki/Orizaba
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_Nuevo_Laredo%E2%80%93Laredo
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Puerto_Vallarta
http://es.wikipedia.org/wiki/Minatitl%C3%A1n
http://es.wikipedia.org/wiki/Coatzacoalcos
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Posición Zona Metropolitana Población 
39 Colima - Villa de Álvarez 333 977 
40 Monclova - Frontera 317 314 
41 Córdoba 315 996 
42 Zacatecas - Guadalupe 298 143 
43 Tehuacán 296 894 
44 La Piedad - Pénjamo 249 854 
45 Zamora - Jacona 249 805 
46 Tulancingo 239 575 
47 Tula 205 848 
48 Guaymas 203 442 
49 San Francisco del Rincón 182 330 
50 Piedras Negras 180 701 
51 Tehuantepec 161 343 
52 Tecomán 141 465 
53 Ocotlán 141 365 
54 Río Verde - Ciudad Fernández 135 423 
55 Acayucan 112 999 

56 Moroleón - Uriangato 

108 648 
 

Por ende, las políticas públicas y las estrategias de desarrollo sustentable 
como son los recursos en las zonas metropolitanas, deben ser capaces de 
coordinar y promover que los municipios, como sedes, atiendan en primera 
instancia a sus propias características, las desigualdades que se dan por el 
crecimiento desbordado y por consiguiente las relaciones con los municipios al 
extenderse su mancha urbana. 

Tenemos que recordar que Cuernavaca, Jiutepec, Temixco, Emiliano Zapata, 
Xochitepec, Huitzilac y Tepoztlán, fueron parte de la concentración regional de la 
población de la Ciudad de México a partir de 1985; paulatinamente por sus vínculos 
y relacionales poblaciones se han ido incrementando. 

Actualmente, el crecimiento poblacional propio aunado a la cercanía con la 
Ciudad de México hacen que esta zona metropolitana tenga la necesidad de 
prevenir y atender esta relación económico-social. 

En este momento, estas ciudades han superado la posibilidad por sí solas de 
emprender las acciones para alcanzar un desarrollo integral sustentable y por 
consecuencia se requiere de la intervención oportuna de las estructuras de 

http://es.wikipedia.org/wiki/Colima_(Colima)
http://es.wikipedia.org/wiki/Villa_de_%C3%81lvarez_(Colima)
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http://es.wikipedia.org/wiki/Frontera_(Coahuila)
http://es.wikipedia.org/wiki/C%C3%B3rdoba_(Veracruz)
http://es.wikipedia.org/wiki/Zona_Metropolitana_de_Zacatecas
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gobernabilidad capaces de impulsar las políticas y estrategias de desarrollo que 
garanticen la cohesión social, abatan la pobreza, la desigualdad y se reduzcan la 
tendencias a la segregación residencial y la exclusión social en esta parte del país. 

El artículo 115, fracción III, inciso i) de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, garantiza la libertad para coordinarse y asociarse para la más 
eficaz prestación de los servicios públicos, o el mejor ejercicio de las funciones que 
les correspondan a través de convenios de colaboración; pudiendo ceñirse en este 
caso a su planeación y desarrollo urbano convirtiéndose así en el instrumento 
jurídico fundamental para enfrentar y resolver los rezagos, retos y demandas de 
estas zonas metropolitanas. 

La Ley General de Asentamientos Humanos en su artículo 20 del capítulo IV 
otorga las facultades a la federación, estados y municipios, en el ámbito de sus 
competencias, a planear y regular de manera conjunta y coordinada el punto de la 
conurbación, a través de los convenios correspondientes, para la ordenación de 
zonas conurbadas y la atención de los requerimientos comunes en materia de 
reservas territoriales, preservación y equilibrio ecológico e infraestructura; éstos 
convenios serán suscritos por las entidades y municipios que los lleven a cabo así 
como por la Secretaría de Desarrollo Social, donde posteriormente será con 
programas, obras o acciones en congruencia con los planes de desarrollo urbano o 
metropolitano, las aportaciones autorizadas por el fondo. 

A su vez, el marco jurídico en la entidad fue adecuado para este fin, el 
pasado 26 de agosto de 2009, se reformó la Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano Sustentable del estado de Morelos y en marzo del año 2010, el 
congreso local aceptó una iniciativa para crear la Ley de Coordinación de Zonas 
Metropolitanas para el Estado de Morelos, que integra el Consejo para el Desarrollo 
Metropolitano, sentando así las bases para el fideicomiso de administración e 
inversión, en los términos que se establecen las disposiciones del Fondo 
Metropolitano y en las demás aplicables. 

La suscripción del Convenio de la Zona Metropolitana de Cuernavaca, 
Jiutepec, Temixco, Emiliano Zapata, Xochitepec, Huitzilac y Tepoztlán y la Zona 
Metropolitana de Cuautla, Atlatlahucan, Ayala, Tlayacapan, Yautepec y Yecapixtla 
se ha ajustado a la necesidad de acciones conjuntas de los gobiernos para eliminar 
los rezagos en servicios y obras prioritarias y con ello atender el desarrollo de las 
zonas metropolitanas, así como promover la adecuada planeación del desarrollo 
regional, urbano y del ordenamiento del territorio para impulsar la competitividad 
económica, la sustentabilidad y las capacidades productivas como marca la Ley 
Presupuestaria en congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, el 
Plan Estatal de Desarrollo de 2007-2012 y con los programas en materia de 
desarrollo regional y urbano. 

Cabe destacar que las decisiones sobre la asignación y aplicación de los 
recursos del Fondo Metropolitano, se sujetan a los criterios objetivos de evaluación 
de costo y beneficio, así como de impacto metropolitano, económico, social y 
ambiental, de acuerdo con las disposiciones del Fondo Metropolitano y las demás 
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aplicables, por lo que tenemos que considerar la colindancia tan próxima con la 
Ciudad de México. 

Reconociendo que el fenómeno de metropolización en nuestro Estado es 
relativamente nuevo, debemos aceptar que el futuro de las 2 Zonas Metropolitanas 
consolidadas, marcará la pauta para un crecimiento organizado de nuestra Entidad. 

Por ello es necesario, armonizar toda la legislación existente con el término 
de metropolización. La presente iniciativa es el primer paso para adecuar las leyes 
existentes en nuestra Entidad con la Ley de Coordinación para el Desarrollo 
Metropolitano del Estado de Morelos. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta soberanía la 
siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA LA 
FRACCIÓN XLII Y L,  CREA LAS FRACCIONES LI, LII, LIII, LIV Y LV DEL 
ARTÍCULO 4; CREA LOS INCISOS C), D) E I) DEL ARTÍCULO 5; CREA LA 
FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 6; MODIFICA EL PRIMER PARRAFO DEL 
ARTÍCULO 7 Y MODIFICA LA FRACCIÓN III DEL MISMO ARTÍCULO;MODIFICA 
LAS  

FRACCIONES II, VI, X, XVII Y XVIII DEL ARTÍCULO 8; MODIFICA LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 9; REFORMA EL ARTÍCULO 13; MODIFICA 
LAFRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 15; MODIFICA EL TÍTULO DEL CAPITULO IV;  
MODIFICA EL ARTÍCULO 23; CREA EL ARTÍCULO 29 BIS; MODIFICA LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 32; CREA EL ARTÍCULO 37 BIS; MODIFICA LOS 
ARTÍCULOS 127, 136 Y 144; MODIFICA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 185; Y 
MODIFICA LOS ARTÍCULOS 206 Y 211; TODOS DE LA LEY DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO SUSTENTABLE 
DEL ESTADO DE MORELOS 

Artículo 4.. . . 
I. al XLI.. . . 
XLII. Secretaría: La Secretaría de Desarrollo Sustentable; 
XLIII a XLIX.     . . . 
L.  . . . 
LI.- Desarrollo Metropolitano: Es una condición plena del crecimiento 

económico, social y urbano que procura la calidad de vida de sus habitantes en las 
áreas vinculadas de dos o más municipios; 

LII.- Consejo para el Desarrollo Metropolitano: es el órgano jerárquico de 
consulta, opinión y toma de decisión del plan de manera colegiada, programas, 
acciones y proyectos de desarrollo metropolitano que sean presentados por sus 
órganos técnicos para su análisis, estudio y aprobación;    
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LIII.- Zona Metropolitana: Es el espacio territorial de influencia dominante de 
un centro de población enfocado hacia las atribuciones de los Municipios y las 
Entidades Federativas en cuanto a la Coordinación Intergubernamental e 
interestatal para su administración; 

LIV.- Secretaría de obras: Secretaría de Obras Públicas del Gobierno del 
Estado. 
Artículo 5.. . .  

I.  . . .  
a) a la b) . . . 
 

c) Secretaría de  Obras Públicas; 
d) Secretaría de Desarrollo sustentable 
e) a la h) . . . 
i) Consejo para el Desarrollo Metropolitano 

Artículo 6. . . . 
V. - Participar en la planeación y regulación de las conurbaciones y zonas 

metropolitanas en los términos de esta Ley; 
Artículo 7. Son facultades de la Secretaría de Desarrollo Sustentable: 
I al II . . . 
III. Participar, en forma coordinada con la Federación y las Entidades 

Federativas involucradas, en la formulación de los programas de ordenación de 
zonas conurbadas y zonas metropolitanas interestatales; 

Artículo 8.-  . . .  
I.-  . . . 
II. Participar en la formulación del Programa Estatal de Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano Sustentable, así como en los programas de 
ordenación de las zonas conurbadas y zonas metropolitanas tanto intermunicipales 
y regionales que impacten su territorio, en los términos de la presente Ley; 

III. al V.   . . . 
VI. Participar en la planeación y regulación de las zonas conurbadas y zonas 

metropolitanas en los términos de esta Ley; 
VII. al IX.  . . .  
X. Convenir con los sectores social y privado la realización de acciones e 

inversiones concertadas para el desarrollo regional, urbano y metropolitano; 
XI. Al XVI.   . . .  



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

176  
 

XVII. Delegar al Ejecutivo del Estado, las funciones en materia de planeación 
y administración urbana y metropolitana,  otorgándole a la autoridad estatal un 
porcentaje del 12% por concepto del pago de derechos causados por las 
autorizaciones o licencias emitidas; esto cuando el municipio solicite la intervención 
de la Secretaría y/o no ejerza sus funciones por causa de fuerza mayor o falta de 
capacidad administrativa. 

XVIII. Contratar las asesorías, consultorías y estudios que se requieran en 
materia de planeación urbana y metropolitana,  considerando para tal efecto las 
disposiciones legales y reglamentarias para la contratación. 

 
Artículo 9.   . . . 

I.  . . .  
II. Sancionar sobre los dictámenes que le envíe la Secretaría de Desarrollo 

Sustentable  y la Secretaría de Obras Públicas o los municipios sobre la falta de 
cumplimiento a las disposiciones contenidas en los programas de desarrollo urbano 
sustentable, y 

 
Artículo 13.  . . . 

I.  . . . 
II. El Secretario de Desarrollo Sustentable del Gobierno del Estado; 
III. El Secretario de Obras Públicas del Gobierno del Estado;  
IV. Un Secretario Técnico; que será el Subsecretario de Desarrollo 

Sustentable; 
V. Un representante del Consejo de Desarrollo Metropolitano; 
VI. El Presidente de la Comisión de Desarrollo Metropolitano del Congreso 

del Estado; 
VII. El Presidente de la Comisión de Planeación para el Desarrollo y 

Asentamientos Humanos del Congreso del Estado; 
VIII. Vocales. Un representante de los siguientes sectores públicos y de la 

sociedad civil organizada: dependencias y organismos, federales, estatales y 
municipales, relacionadas con el desarrollo urbano sustentable; asociaciones y 
cámaras de comercio y de la industria; colegios y asociaciones de profesionistas; 
asociaciones civiles y sociales; instituciones académicas y de investigación; y 
organismos no gubernamentales; y 

IX. Los representantes municipales, cuando se traten asuntos de su 
competencia. 

Los cargos del Consejo Estatal son honoríficos y por cada representante 
propietario se designará un suplente, que los sustituirá en sus faltas temporales. El 
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Secretario de Desarrollo Sustentable suplirá en sus funciones al Presidente del 
Consejo Estatal. 

 
Artículo 15. . . . 

I. al II.   . . . 
III. Sugerir mecanismos para ordenar y regular las zonas conurbanas y zonas 

metropolitanas tanto intermunicipales como  interestatales; 
CAPÍTULO IV 

CONURBACIONES  Y ZONAS METROPOLITANAS EN EL TERRITORIO DEL 
ESTADO 

Artículo 23. El ordenamiento y regulación de las zonas conurbadas y zonas 
metropolitanas tanto  intermunicipales como interestatales, se efectuará con la 
participación coordinada del Gobierno del Estado y de los municipios involucrados; 
y en su caso, con el Gobierno Federal y otras Entidades Federativas. 

Artículo 29 bis.- Cuando dos o más municipios formen o tiendan a formar 
una continuidad física con una ciudad central mayor de 50,000 habitantes, el 
Gobierno del Estado y los municipios respectivos, en el ámbito de sus 
competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el fenómeno 
metropolitano de referencia.  

Los Municipios que sean reconocidos por Decreto o Declaratoria de Zonas 
Metropolitanas emitido por la autoridad competente, podrán participar de manera 
coordinada y conjunta a través de convenios y programas de planeación urbana y 
en los demás temas de orden metropolitano, para el beneficio de sus habitantes. 

Los Ayuntamientos de manera coordinada con el Gobierno del Estado, 
deberán aprobar la integración del Municipio al área metropolitana correspondiente, 
así como el Convenio o Declaratoria de Zona Metropolitana tal y como se establece 
en la Ley de Coordinación para el Desarrollo Metropolitano del Estado de Morelos. 

Artículo 32.  . . .  
I.  . . . 
II. Programas de Ordenamiento de Zonas Conurbadas y Zonas 

Metropolitanas interestatales e intermunicipales; 
Artículo 37 bis.- Los programas de ordenamiento de Zonas Metropolitanas 

ubicadas dentro del territorio del Estado se sujetarán a los siguientes 
procedimientos para su formulación según lo estipulado en La Ley De Coordinación 
para el  Desarrollo Metropolitano del Estado de Morelos. 

Artículo 127. Las autoridades en el ámbito de su competencia solicitarán el 
dictamen de impacto urbano expedido por la Secretaría de Desarrollo Sustentable, 
para aquellas acciones urbanas que aún y cuando sean compatibles con el uso 
establecido, alteren el funcionamiento de la estructura urbana del centro de 
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población, de la región, zona conurbada o Zona Metropolitana. El dictamen de 
impacto urbano señalará, en su caso, la necesidad de formular un Programa Parcial 
de Desarrollo Urbano Sustentable, el cual será formulado por la autoridad 
municipal, o cuando ésta lo autorice, por el solicitante bajo su supervisión. 

Artículo 136. El tipo y características técnicas del pavimento a emplearse en 
vías públicas se determinarán con base en su función dentro de la estructura e 
imagen urbana y a la intensidad del tránsito y pesos vehiculares, ya sea que se 
ejecuten en forma directa por los municipios, por contratistas, por particulares o por 
colonos organizados; en cualquiera de los casos se utilizarán 
materiales  permeables para la mejor filtración de las aguas, de conformidad con lo 
dispuesto en las normas de equipamiento urbano. La autoridad municipal u otros 
ejecutores podrán solicitar la asesoría técnica de la Secretaría de Obras Públicas, 
Secretaria de Desarrollo Sustentable y/o del Colegio de Arquitectos de Cuernavaca 
o del Colegio de Ingenieros Civiles del Estado. 

Artículo 144. Corresponde al gobierno estatal y municipal dentro de su 
respectivo ámbito de competencia observar que las acciones urbanas contenidas 
en este título se desarrollen en los lugares o zonas previstas para la función 
específica que vayan a desempeñar, ajustándose estrictamente a la presente Ley, 
sus reglamentos, los programas de desarrollo urbano sustentable y la legislación 
ambiental vigente, federal o estatal. En cualquier caso, a la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable y a la Secretaria de Obras Públicas, les corresponderá vigilar el 
cumplimiento de las disposiciones correspondientes al presente título. 

Artículo 185.   . . .  
I. El Gobierno del Estado a través de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, 

de la Secretaría de Obras Públicas y el Consejo Estatal; 
Artículo 206. En todos los casos que con motivo de la aplicación de la 

presente Ley y sus respectivos reglamentos, se descubra la comisión de un delito 
de tipo penal la autoridad respectiva levantará un acta que turnará a la Secretaría 
de Desarrollo Sustentable y la Secretaría de Obras Públicas del Gobierno del 
Estado, que mediante oficio remitirá a la Procuraduría General de Justicia del 
Estado para que ésta proceda conforme a sus atribuciones. 

 
Artículo 211.El Secretario de Desarrollo Sustentable, la Secretaría de  Obras 
Públicas del Estado y los Presidentes Municipales podrán tomar las medidas de 
seguridad que sean necesarias, cuando se estén llevando a cabo construcciones, 
fraccionamientos, condominios cambio de uso o destino del suelo u otros 
aprovechamientos de inmuebles que contravengan la Ley y sus reglamentos, así 
como los planes o programas de desarrollo urbano sustentable y esto sea exigido 
por los residentes del área que resulte directamente afectada. 
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Transitorios 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

aprobación en esta honorable Asamblea. 
Segundo. La Secretaría de Desarrollo Sustentable y la Secretaría de Obras 

Públicas del Gobierno del Estado tendrán un plazo de hasta 45 días para adecuar 
sus reglamentos a la presente reforma. 

 
 

José Manuel Agüero Tovar 
 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 3, 8, 9 y 11 de la 
Ley para Erradicar la Obligatoriedad de las Cuotas Escolares en las Escuelas 
públicas del sistema de Educación Básica del Estado de Morelos, presentada por el 
diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar. 

HONORABLE ASAMBLEA: 
P R E S E N T E 
EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR, 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCION 
NACIONAL EN LA QUINCUAGÉSIMA SEGUNDA LEGISLATURA DEL 
CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA FACULTAD QUE ME 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II  DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 18 FRACCIÓN IV 
DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, PRESENTO  A SU 
CONSIDERACIÓN INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 
3,8,9 Y 11 DE LA LEY PARA ERRADICAR LA OBLIGATORIEDAD DE LAS 
CUOTAS ESCOLARES EN LAS ESCUELAS PÚBLICAS DEL SISTEMA DE 
EDUCACIÓN BÁSICA DEL ESTADO DE MORELOS, MISMA QUE SUSTENTO 
EN LA SIGUIENTE:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La actualización de nuestra legislación es una tarea que corresponde al 

Poder Legislativo que representamos; por tanto, el acto legislativo es lo que define 
la esencia de nuestra misión. 

Durante el proceso legislativo es común que al reformar o crear una Ley 
superior, se incurra en la omisión de actualizar las leyes que son secundarias o 
complementarias, esto debido al gran número de leyes existentes, pero también a 
las consideraciones políticas, que en ocasiones obligan al Legislador a la 
aprobación de las Leyes superiores de manera inmediata. 

Es el caso, de la Ley para Erradicar la Obligatoriedad de las Cuotas 
Escolares en las Escuelas Públicas del Sistema de Educación Básica del Estado de 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

180  
 

Morelos, no se ha adecuado y anotado los nombres de las secretarías correctos en 
la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos. 

No es un tema menor, aunque algunos podrían así considerarlo, porque  la 
experiencia de muchos casos que se han llevado al litigio, nos acredita que los 
juzgadores no pueden aplicar analogía y ante una laguna o una expresión no 
congruente de la Ley, los juzgadores optan por favorecer a los acusados, 
generándose amplios espacios de impunidad. 

Por tales razones y para perfeccionar nuestro marco jurídico, presento a la 
Asamblea iniciativa que corrige omisiones en la Ley para Erradicar la Obligatoriedad 
de las Cuotas Escolares en las Escuelas Públicas del Sistema de Educación Básica 
del Estado de Morelos,  a fin de que tome la congruencia debida y se evite evasión 
de responsabilidades por parte de los servidores públicos.  

Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder 
Legislativo la siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 3,8,9 Y 11 
DE LA LEY PARA ERRADICAR LA OBLIGATORIEDAD DE LAS CUOTAS 
ESCOLARES EN LAS ESCUELAS PÚBLICAS DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN 
BÁSICA DEL ESTADO DE MORELOS. 

ARTÍCULO UNICO.-  Se reforma la fracción IX del artículo 3, el párrafo 
primero del artículo 8, el artículo 9 y el primer párrafo del artículo 11 de la Ley para 
Erradicar la Obligatoriedad de las Cuotas Escolares en las Escuelas Públicas del 
Sistema de Educación Básica del Estado de Morelos, para quedar como sigue:  

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
IX. Secretaría de Hacienda. Secretaría de Hacienda del  Gobierno del 

Estado. 
… 
ARTÍCULO 8.- El IEBEM deberá proporcionar copia certificada a la 

Secretaría de Hacienda del padrón vigente, que contenga los datos referentes de 
las Escuelas Públicas del nivel básico, indicando nivel educativo, ubicación y 
número de alumnos por escuela; datos que deberán estar organizados por cuanto 
al número de escuelas por Municipio, a fin de realizar los cálculos necesarios para 
la debida distribución del presupuesto. Las escuelas deberán programar, a través 
del comité escolar, sus necesidades de mantenimiento y de material didáctico, 
detallando los conceptos que se autorizan de conformidad con lo establecido en el 
artículo 13 de la presente Ley a más tardar en 5 días hábiles contados a partir del 
día de la recepción del recurso. 

… 
ARTÍCULO 9.- Los recursos, serán aprobados por el Congreso del Estado 

de Morelos, cada año y son adicionales y complementarios a cualquier otro 
programa Federal, Estatal o Municipal vigente, destinado a la operación de los 
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planteles escolares de educación básica. Éste será entregado a través de la 
Secretaría de  Hacienda  y Planeación al IEBEM y ejecutados por los Comités 
Escolares de cada una de las escuelas. 

ARTÍCULO 11.- La Secretaría de  Hacienda determinará, con base en el 
padrón de escuelas públicas de educación básica que reciba del Instituto de la 
Educación Básica del Estado de Morelos, el monto de los recursos que se le 
entregarán para que éste a su vez, realice la distribución del recurso a las escuelas 
de educación básica del Estado de Morelos. El monto por cada escuela se calculará 
con base en el padrón que proporcione el IEBEM de acuerdo con la siguiente 
fórmula: El equivalente a 3 salarios mínimos vigentes X total de alumnos por 
escuela = Monto a recibir por Escuela 

…. 
T R A N S I T O R I O S 

ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrara en vigor a partir de su 
aprobación. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Remítase al Titular del Poder Ejecutivo para su 
publicación en el Periódico Oficia “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del Estado 
de Morelos. 

Recinto del Poder Legislativo del Estado de Morelos, a  los  cuatro días del 
mes de abril  del año dos mil trece. 

ATENTAMENTE 
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y JUSTA” 

 
DIP. EDMUNDO JAVIER BOLAÑOS AGUILAR 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 

DE LA LII LEGISLATURA 
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DICTÁMENES DE PRIMERA LECTURA: 
Dictamen emanado de la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación, 

por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, de la Ley de 
Reinserción Social y Seguimiento de Medidas Cautelares y de la Ley de Desarrollo 
Económico Sustentable del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

Congreso del Estado de Morelos 
LII Legislatura 
Presente: 
A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, Comisión 

de Seguridad Pública y Protección Civil, Comisión de Desarrollo Económico; nos 
fue remitida, para su análisis y dictamen correspondiente, la INICIATIVA DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
DEL ESTADO DE MORELOS, DE LA LEY DE REINSERCIÓN SOCIAL Y 
SEGUIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES Y DE LA LEY DE DESARROLLO 
ECONÓMICO SUSTENTABLE DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS. Presentada por el Gobernador Graco Luis Ramírez Garrido Abreu , por 
lo que con fundamento en lo dispuesto en los artículos 53, 55, 60, 68, 70 de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 51, 54, 103, 104, 106 y110 del 
Reglamento Para el Congreso del Estado de Morelos, sometemos a consideración 
de esta Asamblea el presente:  

DICTAMEN: 
I. DEL PROCESO LEGISLATIVO 
a) De conformidad con los artículos 42 fracción I y 70  fracción I de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; el 1 de marzo de 
2013 el Congreso de Morelos recibió del Secretario de Gobierno Ing. Jorge Vicente 
Messeguer Guillén,  en representación del Titular del Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos Graco Luis Ramírez Garrido Abreu, la “Iniciativa de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Morelos, de la Ley de reinserción social y 
Seguimiento de Medidas cautelares y de la Ley de Desarrollo Económico 
Sustentable del Estado Libre y Soberano de Morelos.” 

b) En consecuencia, durante la sesión ordinaria de la Asamblea Legislativa 
del día 13 de marzo por instrucciones del Presidente de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos, Diputado Humberto Segura Guerrero, el Pleno 
acordó turnar dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de: Comisión de Puntos 
Constitucionales y Legislación, Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, 
Comisión de Desarrollo Económico. 
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II. Materia de la Iniciativa 
La iniciativa que presenta el gobernador de Morelos implica la reforma, 

adición y derogación de diversos artículos de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Morelos, Ley de reinserción social y Seguimiento de Medidas 
cautelares y de la Ley de Desarrollo Económico Sustentable del Estado Libre y 
Soberano de Morelos. 

En conjunto, estas modificaciones proponen dos aspectos fundamentales: a) 
la conformación de un moderno sistema penitenciario estatal que permita a las 
personas que se encuentran purgando alguna pena la posibilidad de reinsertarse 
plenamente a la sociedad,  abarcando esta reforma a los centros de reclusión y de 
custodia preventiva. Basado en un enfoque que considera “los principios de trabajo, 
capacitación para el mismo, la educación, la cultura, la salud y el deporte, como 
parte integral del tratamiento técnico progresivo, conforme lo disponen los marcos 
normativos aplicables6”.  

Este enfoque también incluye el diseño y ejecución de políticas para atender 
de manera integral a los familiares de las personas que se encuentran recluidos en 
establecimientos penitenciarios. 

b) Dicha iniciativa sostiene que tomando en consideración que la Secretaría 
de Gobierno tiene a su cargo la supervisión y defensa de los derechos humanos de 
toda persona que se encuentre en el territorio estatal permanentemente o 
transitoriamente, le corresponde a esta dependencia encargarse “del tratamiento de 
las personas que se encuentran privadas de su libertad durante la ejecución de las 
penas impuestas por resolución jurisdiccional, así como el seguimiento de las 
medidas cautelares contempladas en la legislación en la materia”7. 

III. Contenido de la Iniciativa 
En su respectiva exposición de motivos la iniciativa materia del presente 

dictamen, textualmente sostiene lo siguiente: 
a) La Constitución General de la República establece la prisión, como 

consecuencia para sancionar los delitos que merezcan pena privativa de libertad, 
cuya ejecución está encomendada al sistema penitenciario, teniendo como principio 
el respeto a los derechos humanos y, como ejes rectores, el trabajo y su 
capacitación; la educación, la salud y el deporte, como los medios idóneos para 
lograr la reinserción social de las personas privadas de su libertad, procurando que 
no delinca más, observándose los beneficios legales previstos para el mismo 
individuo. 

                                                           
6 Iniciativa de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Morelos, de la Ley de reinserción social y Seguimiento de Medidas 
cautelares y de la Ley de Desarrollo Económico Sustentable del Estado Libre y Soberano de Morelos 

7 Ídem 
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b) La prisión, como pena, busca que el sujeto tenga la oportunidad de 
reflexionar respecto de sus acciones y de enmendar sus actos, para lograr su 
reinserción social; la sanción no se aplica únicamente porque se establece en la 
norma, sino que es un medio para la prevalencia de la armonía y la paz de la 
comunidad. 

c) Como discurren algunos autores, la reinserción se basa en las 
fortalezas de la persona, con la posibilidad de desarrollar un más alto nivel de 
conciencia, no únicamente curarlo y manipularlo, sino otorgarle la libertad para 
decida por sí mismo lo mejor para su vida. 

d) En el moderno modelo de reinserción, se busca garantizar la dignidad 
de las personas, no solamente a la de quien se encuentra cumpliendo con una 
sanción que le priva de la libertad o de la víctima del delito, sino de quienes, de 
manera colateral, sufren daños, debiéndose atender, en consecuencia, a los 
familiares directos y dependientes de la persona privada de su libertad, quienes se 
ven, aún temporalmente, privados del sustento ante la ausencia de quien se 
encarga de proveer los satisfactores de una vida digna, debiendo la autoridad 
encargada de la ejecución de sanciones, por tanto, tomar decisiones que 
contribuyan al bienestar general.  

e) El sistema penitenciario requiere de una nueva visión, un enfoque 
humanista que comprenda las raíces del fenómeno social que representa la 
delincuencia y en consecuencia de contenido y sentido a los medios idóneos de la 
reinserción social,  en el respeto y protección de las víctimas, así como, en la 
fundamental atención en la reconstrucción del tejido y cohesión social. 

f) Es por ello que, atender de manera estructural la problemática de 
seguridad pública, dirigiendo políticas públicas y programas focalizados de 
desarrollo humano, social, económico y educativo, así como acciones de 
prevención del delito, dará la pauta para instaurar valores y principios democráticos 
que den a la comunidad la tranquilidad y el desarrollo necesario.     

g) Se ha expuesto anteriormente el enfoque de respeto irrestricto y 
garantía que de los derechos fundamentales de quienes se encuentran privados de 
la libertad, debe tener la autoridad en su tratamiento, preparándoles para su 
reinserción en el núcleo social, preparando al individuo para evitar su reincidencia. 

h) Los principios de protección, promoción y reparación de los derechos 
humanos de las personas, se encuentran plasmados de manera general en la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Morelos, encargándose en el 
mismo ordenamiento supervisar su promoción y defensa a la Secretaría de 
Gobierno. 

i) Consecuentemente, con los argumentos y justificaciones que se han 
expresado anteriormente, resulta que, de manera lógica, la dependencia 
gubernativa que debe encargarse del tratamiento de las personas que se 
encuentren privadas de su libertad durante la ejecución de las penas impuestas por 
resolución jurisdiccional, así como el seguimiento de las medidas cautelares 
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contempladas en la legislación de la materia, es la antes citada, Secretaría de 
Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado. 

j) Por ello, el objetivo de esta iniciativa, es asignar la dependencia 
encargada de la reinserción social, actualmente adscrita a la Secretaría de 
Seguridad Pública, a la Secretaría de Gobierno, mediante la reforma de las 
disposiciones relativas contenidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Morelos. 

k) También, y para cumplir con los objetivos de atención productiva y 
social que derivan del enfoque que se ha plasmado con anterioridad, se contempla 
atribuir funciones específicas a las Secretarías de Desarrollo Social y del Trabajo, 
en su concurrencia con las disposiciones normativas en materia de reinserción 
social. 

l) Como consecuencia, y a fin de armonizar el texto legal, en las 
referencias hechas actualmente a la Subsecretaría de Reinserción Social en la Ley 
de Reinserción Social y Seguimiento de Medidas Cautelares, se propone una 
amplia reforma y únicamente la derogación de un artículo, el 14, ya que establece 
en la actualidad una integración administrativa, estructural, que no debe ser 
atendida en la norma general, sino resultante de las disposiciones reglamentarias y 
administrativas que a la unidad encargada de la Reinserción Social, como 
dependencia de la Secretaría de Gobierno, deben emitirse.  

m) De igual manera, se proponen algunas adiciones a la Ley de 
Desarrollo Económico Sustentable del Estado Libre y Soberano de Morelos, a fin de 
armonizar la participación de la Secretaría de Economía, conforme las pretensiones 
contenidas en la normativa relativa a la reinserción social. 

IV. Valoración de la Iniciativa 
Al conocer y analizar los argumentos que sustentan la iniciativa, las 

Comisiones de Puntos Constitucionales y Legislación, Comisión de Seguridad 
Pública y Protección Civil, Comisión de Desarrollo Económico, son del interés de 
expresar las valoraciones que a continuación se exponen: 

a) Es de reconocer que la definición sobre la organización del sistema 
penitenciario en México se encuentra plasmado en el segundo párrafo del artículo 
18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el cual a la letra 
dicta lo siguiente: “ El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto 
a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la 
salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la 
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para 
él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los 
destinados a los hombres para tal efecto.” 

b) El contenido del párrafo citado, se ubica en congruencia con los 
primeros tres párrafos del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos el cual establece que:  
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“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la 
ley. “ 

c) Lo anterior permite a las Comisiones responsables del presente 
dictamen, apreciar con claridad, que el tema del tratamiento de las personas que se 
encuentren privadas de su libertad debido a la ejecución de una pena, se tiene que 
dar a partir de un pleno respeto de los derechos humanos, tal y como lo señala 
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

d) Es del interés de estas Comisiones, destacar, que la iniciativa que nos 
encontramos dictaminando, se encuentra al tenor de las siguientes resoluciones 
aprobadas por la Asamblea General de la ONU: “Conjunto de Principios para la 
Protección de todas las Personas sometidas a cualquier forma de Detención o 
Prisión” y con los “Principios básicos para el tratamiento de reclusos”.  

e) A partir de este marco internacional y nacional en materia de derechos 
humanos y la reinserción social del sentenciado, las Comisiones dictaminadores 
coinciden en señalar que se encuentra suficientemente fundamentada la iniciativa 
que nos encontramos valorando. 

f) Es importante destacar que la iniciativa que propone el ejecutivo, 
expone una nueva política en materia de reinserción social, en donde destaca el 
papel preponderante de los derechos humanos, beneficiando a los reclusos y a sus 
familiares que dependen económicamente de ellos. Contribuyendo de esta manera, 
a la búsqueda del fortalecimiento del tejido social. 

g) En cuanto a la propuesta del Ejecutivo en torno al cambio de 
adscripción de las responsabilidades y funciones, de la actual Subsecretaría de 
Reinserción Social que se encuentra adscrita a la Secretaría de Seguridad Pública. 
Estas Comisiones consideran pertinente destacar que constitucionalmente las 
funciones de Seguridad Pública y de Reinserción,  se encuentran  plasmadas de 
manera separada en diversos preceptos como son el artículo 18 Constitucional que 
prevé la reinserción, mientras que el artículo 21 establece lo referente al ámbito de 
seguridad pública, visualizándose de esta manera contextos e instituciones 
diferentes. Así pues estas Comisiones han tomado en cuenta lo relacionado con la 
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aplicación de políticas públicas. En este sentido, la Secretaría de Gobierno del 
Estado de Morelos como coordinadora de  Gabinete cuenta con la atribución 
orgánica que facilita la intervención y vinculación con las demás Secretarías en este 
nuevo planteamiento en materia de Reinserción Social.  

h) En el orden expuesto en el inciso anterior es de destacar los 
siguientes aspectos: que la naturaleza de la reinserción social obedece a aspectos 
de métodos, procedimientos y tratamientos para encaminar a los individuos que 
cometieron delitos con la finalidad de lograr una reinserción y rehabilitación social; 
lo anterior es así pues parte de sus funciones y objeto son como ya se dijo la 
reinserción que debe de tomar en consideración el tratamiento, la prevención con 
personas que ya delinquieron con base y en busca de que no vuelvan a delinquir, 
es decir la prevención de nuevos ilícitos. Para esto se requiere contar con personal 
especializado tanto en vigilancia y disciplina, así como especialistas en tratamiento 
a dichas personas, realización de acciones que tengan como base el tratamiento a 
redes y tejidos familiares y sociales, aspectos no sustantivos de la Seguridad 
Pública.  

i) Por otra parte y de igual forma relevante para estas Comisiones 
dictaminadoras es de señalar que la Secretaría de Seguridad Pública tiene en 
esencia políticas tendientes a salvaguardar la integridad y derechos de las 
personas, así como preservar las libertades, orden y la paz pública, a efecto de 
prevenir la comisión de conductas que alteren el orden social. Para cumplir con tal 
cometido, es menester contar con el personal capacitado y especializado tendiente 
a que su actuar permita la protección ciudadana y el enfrentamiento delincuencial.  

j) Para quienes dictaminamos la presente iniciativa una vez analizados y 
valorados los conceptos previamente descritos así como sus contrastes, es 
necesario otorgarle al tema de la reinserción social un ámbito de actuación propio 
que permita desenvolver de la manera más armónica el diseño, ejecución y 
evaluación de las políticas públicas con un enfoque de desarrollo humano, inclusión 
social y recomposición de la cohesión para la población objetivo, sus familias y la 
sociedad, por lo que se comparte el planteamiento del iniciador.  

k) Por último es de resaltar que la propuesta de esta reforma, apuntala a 
la salvaguarda del respeto a los derechos humanos en el proceso de la reinserción 
social. El nuevo modelo de reinserción, propuesto para el estado de Morelos, tiene 
la intención de garantizar la dignidad de las personas que se encuentran 
cumpliendo una pena privativa de la libertad y la de sus familias. Es por ello, que las 
Comisiones Dictaminadoras, también coincidimos plenamente en este enfoque 
humanista, que permitirá en la medida de su correcta coincidencia la reconstrucción 
del tejido social y la dignidad de las personas. 

MODIFICACIONES A LA INICIATIVA: 
En ejercicio de las atribuciones y facultades con las cuales se encuentran 

investidas éstas Comisiones dictaminadoras y con la finalidad de proporcionar 
mayor claridad y congruencia a las disposiciones y cuerpos normativos materia de 
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la presente iniciativa, se realizaron modificaciones que permiten ofrecer un 
dictamen que refleje mayores beneficios a la ciudadanía. 

En virtud de lo expuesto, los integrantes diputados de la Comisión de Puntos 
Constitucionales y Legislación, Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil, 
Comisión de Desarrollo Económico, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 53, 55, 57, 60, 68, 70  de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de 
Morelos; 104 y 106 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, 
presentamos a consideración de la Asamblea el presente:  

DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MORELOS, 
DE LA LEY DE REINSERCIÓN SOCIAL Y SEGUIMIENTO DE MEDIDAS 
CAUTELARES Y DE LA LEY DE DESARROLLO ECONÓMICO SUSTENTABLE 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman las fracciones XXXVII y XXXVIII y se 
adicionan las fracciones XXXIX, XL y XLI al artículo 21; se reforma la fracción XIX 
del artículo 26; se reforman las fracciones XIII y XIV y se adiciona la fracción XV al 
artículo 28; se reforma la fracción VII del artículo 34; y se derogan las fracciones 
XXIII, XXIV y XXV del artículo 35; todos de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

Artículo 21.- … 
I. a XXXVI. … 
XXXVII. Tramitar los recursos administrativos que competa conocer al Titular 

del Poder Ejecutivo, así como los del área de su competencia, sin perjuicio de las 
atribuciones que a la Consejería Jurídica competen; 

XXXVIII. Coordinar y controlar los sistemas de radio-comunicación y de 
comunicación destinados al uso de las secretarías y dependencias del Poder 
Ejecutivo; 

XXXIX. Administrar y controlar el sistema penitenciario estatal y los centros 
de reclusión y de custodia preventiva en el Estado, asegurando las medidas 
tendientes a la reinserción social integral de los individuos, mediante los principios 
de trabajo, capacitación para el mismo, la educación, la cultura, la salud y el 
deporte, como parte integral del tratamiento técnico progresivo, conforme lo 
disponen los marcos normativos aplicables; fomentando el respeto y promoción de 
los derechos humanos;  

XL. Asegurar y ejecutar las medidas cautelares y sancionadoras aplicables a 
los menores de edad que hayan cometido alguna conducta antisocial tipificada 
como delito, en términos de lo dispuesto por los artículos 18 de la Constitución 
Federal, 19 de la Constitución Local, y demás normas relativas y aplicables; y  
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XLI. Promover la participación de la sociedad organizada, sectores 
productivos, académicos y sociales para generar políticas de reintegración social de 
las personas que obtengan su libertad o que queden sujetas a una medida cautelar, 
para con ello, abatir la reincidencia delictiva.   

Artículo 26.-… 
I a la  XVIII… 
XIX.- Diseñar, ejecutar, controlar, evaluar, coordinar y fomentar políticas y 

programas  de atención prioritaria e integral a personas cuyos familiares en línea 
recta ascendiente o descendiente en primer y segundo grado, cónyuges, 
concubinas o concubinarios, se encuentren recluidos en establecimientos 
penitenciarios,  siempre y cuando estos  sean los  proveedores económicos de la  
familia, como parte del sistema de reinserción social. 

Artículo 28.-… 
I.  a la XII. … 
XIII. Solicitar, cuando le exija el interés público y de acuerdo con las leyes 

respectivas, se designen bienes que deban destinarse al desarrollo de los 
programas de la Secretaría; 

XIV. Ejecutar las acciones que considere necesarias para fomentar el 
desarrollo económico del Estado; y 

XV.- Promover e impulsar la industria penitenciaria, fomentando esquemas 
de producción, asociación y comercialización  modernas y eficientes que fortalezcan 
el sistema de reinserción social y comercialización que beneficien a los empresarios 
participantes y a los internos como trabajadores de la industria penitenciaria. 

Artículo 34.- … 
I. a VI. … 
VII. Dirigir los servicios de atención médica a la población interna en centros 

de reclusión y de reinserción social; 
VIII. a XXIII. … 
Artículo 35.-… 
I.  a la XXII. … 
XXIII. Derogada; 
XXIV. Derogada; y 
XXV. Derogada. 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma la fracción V del artículo 2; las 

fracciones III, IV, V, VII y XIII del artículo 3; el segundo párrafo del artículo 4; el 
tercer párrafo del artículo 5; el tercer párrafo del artículo 7; el segundo párrafo del 
artículo 8; las fracciones I y VII del artículo 10; el tercer párrafo del artículo 11; la 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

190  
 

fracción I del artículo 12; la denominación del Capítulo Tercero; los dos primeros 
párrafos, el inciso b) de la fracción I y el inciso d) de la fracción III del artículo 15; los 
párrafos primero y segundo del artículo 16; los párrafos segundo y tercero del 
artículo 17; el segundo párrafo y las fracciones I, III y VIII del artículo 18; el párrafo 
tercero del artículo 19; el párrafo segundo del artículo 22; el artículo 24; los párrafos 
segundo y tercero del artículo 25; el párrafo segundo del artículo 26; el párrafo 
segundo del artículo 32; el párrafo segundo del artículo 33; el párrafo segundo del 
artículo 35; el párrafo segundo del artículo 36; el párrafo segundo del artículo 39; el 
párrafo segundo del artículo 41; el párrafo segundo y las fracciones III, IV, V, VI, y 
VIII del artículo 42; el párrafo segundo del artículo 43; el párrafo segundo del 
artículo 44; el artículo 45; la fracción II del artículo 46; el párrafo segundo del 
artículo 47; el párrafo segundo del artículo 50; las fracciones II, III y V del artículo 
53; el párrafo segundo del artículo 63; el párrafo tercero del artículo 64; la fracción V 
del artículo 65; el párrafo segundo del artículo 66; el tercer párrafo del artículo 67; 
los párrafos segundo, cuarto y quinto del artículo 71; el párrafo segundo del artículo 
73; el párrafo segundo del artículo 74; el párrafo segundo del artículo 89; el párrafo 
segundo del artículo 92; las fracciones I y III del artículo 94; el segundo párrafo del 
artículo 96; la fracción I del artículo 99; las fracciones I y II del artículo 112; el 
párrafo tercero del artículo 115; los párrafos tercero y cuarto del artículo 129; los 
párrafos primero y segundo del artículo 131; el párrafo segundo del artículo 132; el 
párrafo cuarto del artículo 134; el párrafo tercero del artículo 137; el párrafo 
segundo del artículo 138; el párrafo segundo del artículo 150; el párrafo tercero del 
artículo 156; el párrafo segundo del artículo 166; los párrafos tercero y cuarto del 
artículo 173; el párrafo cuarto del artículo 174; las fracciones I y II y los incisos a), 
d), e), h), i) y j) de la fracción III del artículo 177; los párrafos primero y tercero del 
artículo 179; los párrafos primero y tercero del artículo 180; el segundo párrafo y la 
fracción VI del artículo 181; el párrafo segundo del artículo 182; el párrafo segundo 
del artículo 183; el párrafo segundo del artículo 184; el párrafo segundo del artículo 
185; los párrafos segundo y tercero del artículo 188; y el párrafo segundo del 
artículo 189; se adicionan dos últimos párrafos al artículo 177; y se reforma el 
artículo 14; todos de la Ley de Reinserción Social y Seguimiento de Medidas 
Cautelares, para quedar como sigue: 

Artículo 2.- ...  
…  
I. a IV. …  
V.- La reinserción social de los sentenciados, con respeto a la dignidad de 

las personas, brindando atención complementaria a los familiares o dependientes 
de los mismos, mediante la aplicación de políticas transversales en su beneficio;  

VI.- a IX.- … 
Artículo 3.- ...  
…  
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I.- y II.- … 
III.- Código de Procedimientos.-  Los Capítulos Primero, Tercero, Quinto, y 

Séptimo del Título Décimo Cuarto del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado Libre y Soberano de Morelos publicado el 31 de marzo de 1946; el Código 
de Procedimientos Penales para el Estado de Morelos publicado el 7 de octubre de 
1996 y el Código de Procedimientos Penales del Estado de Morelos vigente 
publicado el 22 de noviembre de 2007, según corresponda de conformidad con el 
régimen transitorio para la entrada en vigor de éste último;  

IV. La Secretaría.- La Secretaría de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado 
de Morelos;  

V.- Unidad  de Reinserción.- La unidad u órgano administrativo encargado de 
atender la Reinserción Social, asignada a la Secretaría de Gobierno;  

VI.- …  
VII.- Establecimientos penitenciarios.- Los Centros de Reinserción Social, en 

sus áreas varoniles y femenil, así como los centros especiales para la reclusión 
preventiva;  

VIII.- a XII.- …  
XIII.- Área de Adolescentes.- La unidad administrativa encargada de la 

ejecución de medidas para adolescentes;  
XIV.- y XV.- …  
Artículo 4.- ...  
La ejecución de las sentencias irrevocables en materia penal, corresponde al 

Ejecutivo del Estado quien a través de la Unidad de Reinserción, será competente 
de la ejecución de penas y medidas judiciales, así como de las condiciones de su 
cumplimiento.  

Artículo 5.- ...  
...  
Los derechos, beneficios y obligaciones que esta Ley prevé para el 

sentenciado le serán informados por la autoridad penitenciaria desde el momento 
en que sea puesto a disposición material de la Unidad de Reinserción para ejecutar 
su sentencia.  

Artículo 7.- ...  
...  
Si la sentencia en procedimiento abreviado resulta absolutoria para el 

imputado el propio Juez de Control remitirá su resolución a la Unidad de 
Reinserción, para que se ejecute la revocación de las medidas cautelares 
impuestas, en su caso.  
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Artículo 8.- ...  
Los Jueces integrantes de los Tribunales de Juicio Oral o de Control en 

materia Penal fungirán, en lo individual, siempre que no hayan participado en el 
proceso penal en el que se dictó la sentencia, como Jueces de Ejecución de 
Sanciones en el Estado, dentro del Distrito Judicial correspondiente, con la 
posibilidad de extender su jurisdicción a otros distritos, de conformidad con las 
disposiciones generales que el Tribunal de Justicia del Estado dicte, en los términos 
de las facultades otorgadas al Pleno en la ley orgánica respectiva.  

Artículo 10.- ...  
…  
I. Notificará previamente a los intervinientes, entre ellos a la víctima u 

ofendido, al menos con siete días de anticipación a la celebración de la audiencia. 
Es imprescindible la presencia del Agente del Ministerio Público, el o los 
funcionarios de la Unidad de Reinserción que sean designados para tal efecto, el o 
la sentenciada y su defensor. La presencia de la víctima u ofendido no será 
requisito de validez para la celebración de la audiencia, cuando por cualquier 
circunstancia no pudiere comparecer, o no sea su deseo hacerlo y quede 
constancia de ello.  

II. a VI. ...  
VII. De la resolución pronunciada en la audiencia a que se refieren los incisos 

anteriores, deberá entregarse copia del archivo a la Unidad de Reinserción y a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado, para su conocimiento. 

Artículo 11.- ...  
...  
Acto seguido, procederá a dar el uso de la palabra a los intervinientes de la 

siguiente manera: En primer lugar al oferente de la petición o solicitud respectiva; si 
es el defensor, enseguida se dará el uso de la palabra al sentenciado; luego al 
Agente del Ministerio Público, al funcionario de la Unidad de Reinserción y si está 
presente en la audiencia, a la víctima u ofendido. Al arbitrio del Juez de Ejecución 
quedará la concesión del derecho de réplica y dúplica, cuando el debate así lo 
requiera. A continuación, declarará cerrado el debate y dictará la resolución 
procedente. 

Artículo 12.- ...  
…  
I.- Tratándose de pena o medida de seguridad impuesta por sentencia 

definitiva que haya causado ejecutoria, al recibir copia certificada de ésta, dará 
inicio al procedimiento de ejecución de sentencia, realizando la notificación a la 
Unidad de Reinserción, al sentenciado, su defensor y al Ministerio Público, y  

II.- ...  
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CAPÍTULO TERCERO 
DE LA UNIDAD DE REINSERCIÓN SOCIAL 
Artículo 14.- De la integración.  

La Unidad de Reinserción Social estará integrada por las áreas necesarias para 
su adecuado funcionamiento en el marco de la Reinserción Social, normada en el 
artículo 18 Constitucional. 

Artículo 15.- De las facultades de la Unidad de Reinserción:  
A la Unidad de Reinserción le corresponderá:  
I.- … 
a) ...  
b) Proporcionar información necesaria al Ministerio Público y la Defensa 

sugiriendo la medida cautelar más apropiada basada en el análisis de factores, 
circunstancias y perfil de cada detenido; 

c) a e) …  
II.- …  
a) y b) …  
III.- …  
a) a c) …;  
d) Elaborar los proyectos y proponer al Titular del Poder Ejecutivo, por 

conducto del Secretario de Gobierno, las disposiciones normativas en materia 
penitenciaria; vigilar el cumplimiento de la Ley, su Reglamento y demás 
lineamientos de carácter interno de los establecimientos penitenciarios, con estricto 
apego al principio de no discriminación por género o de cualquier tipo y vigilar su 
exacta aplicación;  

e) a i) ... 
Artículo 16.- De la competencia de la Unidad de Reinserción.  
La Unidad de Reinserción informará al Ministerio Público sobre la ejecución 

de la medida cautelar impuesta o de las condiciones a cumplir durante la 
suspensión del proceso condicional a prueba, y solicitará la intervención de la 
policía para el cumplimiento de la medida.  

... 
Artículo 17.- ...  
Cuando el Juez de Control dicte sentencia en procedimiento abreviado que 

resulte condenatoria para el acusado, la Unidad de Reinserción tendrá a su cargo la 
vigilancia de la ejecución de las penas o medidas de seguridad impuestas en la 
resolución.  
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Si la sentencia en procedimiento abreviado resulta absolutoria para el 
imputado, el propio Juez de Control remitirá su resolución a la Unidad de 
Reinserción, para que se ejecute la revocación de las medidas cautelares 
impuestas, en su caso. 

Artículo 18.-...  
Las autoridades auxiliares en materia de reinserción social deberán de 

coordinarse con la Unidad de Reinserción y el Poder Judicial a efecto de brindar 
auxilio en la ejecución de las medidas de seguridad y sanciones, en sus respectivos 
ámbitos de competencia y de conformidad con lo que establezca la presente Ley y 
su Reglamento. Serán autoridades auxiliares las siguientes:  

I. La Secretaría de Hacienda;  
II. …  
III. La Secretaría del Trabajo;  
IV. a VII. …  
VIII. La Secretaría de Desarrollo Social. 
ARTÍCULO 19.- ...  
...  
La Unidad de Reinserción realizará la evaluación conforme al Reglamento de 

esta Ley.  
Artículo 22.- ...  
Si la medida cautelar consiste en la prohibición de salir de la localidad de 

residencia del imputado o de la circunscripción territorial del Estado, se comunicará 
el proveído a las policiales municipales y a las estatales y prevendrá al imputado 
para que se presente ante la autoridad municipal de su localidad, con la 
periodicidad que el propio Juez de Control establezca al fijar la medida. Durante la 
ejecución de esta medida, el imputado deberá comunicar a la Unidad de 
Reinserción su cambio de domicilio y cualquier otra circunstancia que permita su 
localización. En caso de incumplimiento, la Unidad de Reinserción dará aviso 
oportuno para los efectos procesales a que haya lugar.  

Artículo 24.- Presentación ante la Unidad de Reinserción u otra autoridad.  
Si corresponde aplicar la medida cautelar de presentación periódica ante la 

Unidad de Reinserción u otra autoridad, la persona sometida a la medida acudirá 
ante la Dependencia que se señale, con la periodicidad que se haya determinado, a 
efecto de informar sobre sus actividades.  

La presentación a que se refiere el párrafo anterior se hará sin perjuicio de 
que el imputado pueda ser requerido en cualquier momento por el juzgador. Al 
dictarse la medida, el Juez de Control dará aviso inmediato a la Unidad de 
Reinserción, a efecto de estar en posibilidades de ejecutarla. Cuando la medida 
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deba ejecutarse en algún distrito judicial donde la Unidad de Reinserción no tenga 
representación administrativa, dicha dependencia coordinará y vigilará su ejecución, 
por conducto de las autoridades municipales con las que tenga celebrados 
convenios de colaboración, llevando un registro permanente sobre el cumplimiento 
de la medida en aquellas instancias. En cualquier caso, la Unidad de Reinserción 
informará oportunamente al Ministerio Público sobre el cumplimiento de la medida, 
quien integrará el informe a la carpeta de investigación, para hacerlo del 
conocimiento de la Defensa.  

Artículo 25.- ...  
Al dictarse la medida cautelar de fijación de localizadores electrónicos a 

distancia al imputado, la resolución del Juez de Control se comunicará directamente 
a la Unidad de Reinserción, a efecto de que dicha autoridad la ejecute.  

La ejecución de la medida estará sujeta a la normatividad reglamentaria 
sobre el Programa de Monitoreo Electrónico a Distancia, que al efecto emita el 
Poder Ejecutivo del Estado.  

Artículo 26.- ...  
Cuando durante el procedimiento penal se determine la medida cautelar de 

someterse al cuidado o vigilancia, de alguna persona o institución determinada por 
el Juez de Control, o dicha particularidad se imponga como condición en la 
suspensión condicional del proceso a prueba, se señalará, a quien resulte 
responsable de la ejecución, las modalidades que con la medida o condición se 
habrán de cumplir, así como la periodicidad con la que deberá informar de dichas 
modalidades a la Unidad de Reinserción.  

Artículo 32.- ...  
Al pronunciarse sobre la imposición de medidas cautelares, el Juez de 

Control podrá decretar el internamiento del imputado en centro de salud u hospital 
psiquiátrico, cuando su estado de salud así lo amerite. De verificarse lo anterior, se 
remitirá la resolución a la Secretaría de Salud, que auxiliará a la Unidad de 
Reinserción en la vigilancia de la medida en centros de salud u hospitales públicos 
o privados, tomando en cuenta la elección del imputado o de sus representantes, y 
de acuerdo con las posibilidades económicas del mismo. Durante la ejecución, la 
Secretaría de Salud informará periódicamente y en su caso podrá opinar sobre la 
conveniencia de mantener, revisar, sustituir, modificar o cancelar la medida.  

Artículo 33.- ...  
Al determinarse la medida de observación de buena conducta individual, 

familiar y social, se comunicará la resolución a la Secretaría de Desarrollo Social 
para que por conducto del Sistema DIF Morelos o las autoridades correspondientes 
sea ejercida la vigilancia pertinente sobre el imputado en el cumplimiento de esa 
determinación, realizando las visitas domiciliarias y entrevistas que las autoridades 
estimen pertinentes. La autoridad ejecutora informará sobre el cumplimiento.  
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Artículo 35.- ....  
La ejecución de la medida cautelar de prisión preventiva será cumplida en el 

establecimiento penitenciario que designe el Ejecutivo del Estado, por conducto de 
la Unidad de Reinserción.  

Artículo 36.- ...  
El Juez de Control remitirá su resolución a la Unidad de Reinserción, la que 

formará el expediente respectivo, para el debido y exacto cumplimiento de la 
medida. El sitio destinado para cumplir la prisión preventiva será distinto a aquél en 
el que se ejecute la pena de prisión el cual deberá estar completamente separado. 
Las mujeres quedarán recluidas en lugares diferentes al de los hombres, y los 
adolescentes de los adultos.  

Artículo 39.- ...  
Desde que el imputado quede sujeto a proceso penal, deberán realizarse los 

Estudios de personalidad integral en los aspectos médicos, psicológicos, sociales, 
pedagógicos, familiares y ocupacionales, enviando un ejemplar del estudio a la 
Unidad de Reinserción, quien informará al Ministerio Público y dicha información 
deberá incluirse a la carpeta de investigación para conocimiento de la defensa.  

Artículo 41.- ...  
Al decretarse la medida cautelar de embargo precautorio, se remitirá la 

resolución a la Secretaría de Hacienda, para los efectos del Capítulo Quinto del 
Título VII, del Código de Procedimientos Penales del Estado de Morelos, publicado 
el 22 de noviembre de 2007.  

Artículo 42.- ...  
La coordinación interinstitucional para la ejecución y vigilancia de las 

condiciones por cumplir, durante la suspensión del proceso a prueba, en los 
términos del Código de Procedimientos Penales referido en el artículo precedente, 
se llevará a cabo de la siguiente manera:  

I.- y II.- …  
III.- Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de abusar de las 

bebidas alcohólicas; Quedará sujeta a la revisión de la Unidad de Reinserción con 
el auxilio de la Secretaría de Salud, la que por conducto de las instituciones 
correspondientes, y a solicitud de la Unidad de Reinserción, practicará 
periódicamente exámenes, evaluaciones u otro tipo de procedimientos de 
demostración, informando oportunamente de ello, para los efectos procesales 
conducentes;  

IV.- Participar en programas especiales para la prevención y tratamiento de 
adicciones.- Quedará sujeta a la revisión por parte de la Unidad de Reinserción con 
el auxilio de la Secretaría de Salud, que incorporará al imputado para su 
participación en dichos programas, informando sobre su cumplimiento;  
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V.- Comenzar o finalizar la escolaridad básica si no la ha cumplido; aprender 
una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar o la institución que 
determine el Juez de Control.- Quedará sujeta a la revisión por parte de la Unidad 
de Reinserción con el auxilio de la Secretaría de Educación, que dará seguimiento a 
la incorporación del imputado a alguno de los establecimientos penitenciarios que 
ofrezcan servicios educativos o de capacitación para el trabajo, informando a la 
mencionada Unidad sobre los avances programáticos que alcance el imputado, así 
como de la culminación de los estudios, en su caso;  

VI.- Prestar servicio social a favor del Estado o de instituciones de 
beneficencia pública o privada.- Quedará sujeta a la revisión de la Unidad de 
Reinserción con auxilio de la Secretaría de Desarrollo Social, la que inscribirá al 
imputado en un listado especial de prestadores de servicio y le indicará la institución 
en la que deba realizarse, el horario en el que se cumplirá, así como las labores que 
desempeñará. Asimismo, auxiliará en la supervisión en el trabajo del imputado 
periódicamente, e informará sobre su cumplimiento;  

VII.- … 
VIII.- Permanecer en un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el Juez 

de Control determine, un oficio, arte, industria o profesión, si no tiene medios 
propios de subsistencia.- Se sujetará, en lo conducente, a lo dispuesto en la 
fracción V del presente artículo. Si la condición consiste en conseguir empleo, se 
dará intervención a la dependencia de la Secretaría del Trabajo del Estado;  

IX.- a XII.- ...  
Artículo 43.- ...  
Si durante el período de cumplimiento de las medidas cautelares o 

condiciones, la autoridad, persona o institución auxiliar observa o da cuenta de 
incumplimiento o de cualquier irregularidad, dará aviso inmediato a la Unidad de 
Reinserción, que a su vez informará al Ministerio Público para los efectos legales 
procesales.  

Artículo 44.- ...  
Cuando se modifiquen, sustituyan o cancelen las medidas cautelares 

impuestas al imputado, el Juez de Control informará a la Unidad de Reinserción 
dicha determinación, así como de la revocación o cesación provisional de los 
efectos de la suspensión del proceso a prueba, en su caso.  

Artículo 45.- Coordinación de comunicaciones.  
La comunicación entre el Ministerio Público y la Defensa y las autoridades 

señaladas como auxiliares, salvo disposición en contrario, se llevará a cabo por 
conducto de la Unidad de Reinserción, quien además llevará un registro general 
sobre las medidas cautelares y condiciones decretadas, la sustitución, modificación 
o cancelación de las primeras, así como de la revocación o cesación provisional de 
las segundas.  
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Artículo 46.- ...  
…  
I.- …  
a) y b) …  
II.- Tratándose de penas alternativas a la privativa de la libertad, remitir copia 

de la sentencia a la Unidad de Reinserción, a efecto de que ésta se coordine, en los 
términos de la presente Ley, con la institución encargada de su ejecución.  

Artículo 47.- ...  
La pena privativa de la libertad será compurgada en los establecimientos 

penitenciarios que designe el Ejecutivo del Estado por conducto de la Unidad de 
Reinserción.  

Artículo 50.- ...  
Todos los establecimientos penitenciarios en el Estado adoptarán las 

medidas necesarias a efecto de que los mismos cuenten con las instalaciones 
adecuadas para los internos hombres y mujeres. La Unidad de Reinserción vigilará 
que se cumpla con esta disposición.  

Artículo 53.- ...  
…  
I.- …  
II.- Su cumplimiento se verificará en el establecimiento penitenciario que 

designe la Unidad de Reinserción, separadamente a los internos que compurgan la 
pena de prisión sin modalidades;  

III.- Si el sentenciado incurre en una ausencia no justificada, la Unidad de 
Reinserción lo comunicará al Juez de Ejecución de Sanciones, a efecto de que 
revoque el internamiento de fin de semana y lo sustituya;  

IV.- …  
V.- Durante el tiempo que permanezca en semilibertad, el sentenciado 

deberá dedicarse al desarrollo de una actividad lícita, a realizar estudios no 
concluidos y en su caso a recibir el tratamiento de salud especificado. En casos de 
tratamientos de salud, el Juez de Ejecución de Medidas, por conducto de la Unidad 
de Reinserción, ordenará a la institución correspondiente que aplique el tratamiento 
requerido, en su caso, y en general, que informe con la periodicidad indicada sobre 
sus avances.  

Artículo 63.- ...  
El sentenciado que considere tener derecho a la libertad preparatoria, 

elevará su solicitud al Juez de Ejecución, por conducto de la Unidad de Reinserción, 
dando inicio al procedimiento respectivo.  
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Artículo 64.- ...  
…  
Dentro de las obligaciones del preliberado, estará la de informar el lugar de 

residencia y de trabajo, así como la de presentarse, cada treinta días, ante la 
Unidad de Reinserción, o ante las autoridades que ésta considere, y en su caso 
acreditar el cumplimiento a las medidas de tratamiento propuestas.  

Artículo 65.- ...  
…  
I.- a IV.- …  
V.- Deje de presentarse injustificadamente por una ocasión ante la Unidad de 

Reinserción o autoridad que se determine.  
....  
Artículo 66.- ...  
Los sentenciados que disfruten de la libertad preparatoria estarán sujetos a 

la vigilancia de la Unidad de Reinserción, por el tiempo que les falte para extinguir 
su sanción.  

Artículo 67.- ...  
…  
I.- a III.- ...  
Los requisitos señalados en las fracciones anteriores se acreditarán con los 

informes que emita la Unidad de Reinserción.  
...  
Artículo 71.- ...  
El procedimiento para la concesión de beneficios, se iniciará de oficio por el 

Ministerio Público o a petición de parte. En ambos casos, la Unidad de Reinserción 
estará obligada a remitir la solicitud al Juez de Ejecución de Sanciones.  

...  
Una vez recibida la solicitud por el Juez de Ejecución de Sanciones, solicitará 

a la Unidad de Reinserción, que por conducto del Consejo, se remitan los estudios 
de personalidad del sentenciado, dentro de los sesenta días siguientes a la 
recepción de la misma.  

Recibidos los estudios, el Juez de Ejecución de Sanciones fijará fecha dentro 
de los cinco días hábiles siguientes, para la celebración de la audiencia en la que 
se dará lectura a los Estudios de personalidad; se le dará uso de la palabra al 
sentenciado y a su defensor; al Ministerio Público y al Representante de la Unidad 
de Reinserción; concluida la audiencia el Juez de Ejecución de Sanciones emitirá 
resolución en un plazo que no excederá de cinco días, concediendo o negando el 
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beneficio. La resolución a que se refiere este artículo será notificada el día de su 
emisión a la Unidad de Reinserción, para que le dé cumplimiento.  

Artículo 73.- ...  
Las peticiones que conforme a lo dispuesto por esta Ley sean notoriamente 

improcedentes serán resueltas en cinco días y notificadas al interesado y a la 
Unidad de Reinserción.  

Artículo 74.- ...  
Para ejercer la vigilancia, la Unidad de Reinserción está facultada para 

implementar un sistema de monitoreo electrónico a distancia sobre los sentenciados 
que gocen de algún beneficio de libertad anticipada a que se refiere el presente 
Capítulo; estará también facultada para requerir el auxilio de los cuerpos de 
seguridad pública en el Estado en el cumplimiento de esta obligación, en los 
términos de la normatividad reglamentaria sobre el programa de monitoreo 
electrónico a distancia que al efecto se expida.  

Artículo 89.- ...  
Al quedar en libertad definitiva una persona, el Juez de Ejecución de 

Sanciones le entregará una constancia de la legalidad de su salida, de la conducta 
observada durante su reclusión y de sus aptitudes para el trabajo, en relación con la 
información proporcionada por la Unidad de Reinserción. La elaboración y entrega 
de dicha constancia no deberá de retardar el acto de liberación del imputado o 
sentenciado.  

Artículo 92.- ...  
El sentenciado ocurrirá con su petición de indulto ante el Titular del Ejecutivo 

Estatal, por conducto de la Unidad de Reinserción, solicitando que se expidan las 
constancias respectivas. Previa la investigación que realice el Consejo para la 
verificación de la procedencia del indulto, el Gobernador del Estado emitirá su 
resolución fundada y motivada.  

Artículo 94.- ...  
…  
I.- Si no se pagó la reparación del daño en los términos fijados en la 

sentencia, el Juez de Ejecución de Sanciones dará inicio al procedimiento 
administrativo de ejecución en los términos del Código Fiscal para el Estado de 
Morelos;  

II.-…  
III.- Dentro de los tres días siguientes a la notificación, se enviarán los 

documentos relativos a la ejecución de la garantía a la Secretaría de Hacienda para 
que, en el plazo de los tres días siguientes, mediante resolución fundada y 
motivada, haga efectiva esa garantía a favor de la víctima u ofendido o de su 
representante, y  
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IV.- ...  
...  
Artículo 96.- … 
La supervisión de la autoridad se llevará a cabo mediante la orientación de la 

conducta del sentenciado, ejercida por la Unidad de Reinserción con el apoyo en su 
caso, de las autoridades auxiliares, con la finalidad de coadyuvar a la reinserción 
social del sentenciado y a la protección de la comunidad o las víctimas u ofendidos 
del delito. La autoridad judicial deberá disponer esta supervisión cuando en la 
sentencia se imponga una sanción que restrinja la libertad o derechos del 
sentenciado; sustituya la privación de libertad por otra sanción; conceda la condena 
condicional, y en los demás casos en los que la ley o la propia sentencia disponga. 
Su duración no deberá exceder de la correspondiente a la pena o medida de 
seguridad impuesta.  

Artículo 99.- ...  
… 
I.- La Unidad de Reinserción remitirá la resolución a la Secretaría de Salud, a 

cuyo cargo quedará la ejecución y vigilancia de la medida, en centros de salud u 
hospitales públicos o privados, y  

II.- ...  
Artículo 112.- ...  
…  
I.- El progreso del tratamiento tendrá como indicador la modificación de 

aquellos rasgos de la personalidad directamente relacionados con la actividad 
delictiva; deberá manifestarse en la conducta global de la persona interna y tendrá 
como consecuencias: el aumento en la confianza depositada en el interno, la 
atribución de las responsabilidades cada vez más importantes, y mayor libertad. Los 
parámetros para la definición de éstos indicadores se establecerán conforme a los 
estudios técnicos que se realicen y que al efecto expida la Unidad de Reinserción;  

II.- La regresión de grado tendrá como indicador actitudes negativas o de 
rechazo del interno en relación al tratamiento; los parámetros para la definición de 
éstos indicadores se establecerán conforme a los estudios técnicos que se realicen 
y que al efecto expida la Unidad de Reinserción, y  

III.- ...  
Artículo 115.- ...  
...  
El expediente se llevará por duplicado, debiendo remitirse un tanto a la 

Unidad de Reinserción y conservarse el otro en el Establecimiento Penitenciario. 
Estará dividido en las siguientes secciones:  
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a).- a g).- ...  
Artículo 129.- ... 
... 
El personal técnico de cada uno de los establecimientos penitenciarios, con 

apego a los lineamientos que al efecto expida la Unidad de Reinserción, 
implementará programas tendientes a incorporar a los internos a las actividades 
laborales, de capacitación, educativas, recreativas y culturales.  

Los programas educativos deberán incorporar también enseñanzas para el 
uso de tecnologías, así como contener componentes de educación en valores y 
habilidades para la vida, con el objeto de dotar a los individuos de las herramientas 
necesarias para la reinserción exitosa a la sociedad y evitar su reincidencia 
delictiva. La Unidad de Reinserción definirá, en coordinación con las autoridades 
competentes, de qué manera se implementarán estos componentes dentro de los 
programas educativos.  

Artículo 131.- De la aportación de remuneraciones. 
Los internos harán aportaciones para su sostenimiento en el establecimiento 

penitenciario con cargo a la percepción que tengan por el trabajo que desempeñen. 
Cada aportación se establecerá con base en los descuentos correspondientes a 
una proporción adecuada de la remuneración, proporción que debe ser equitativa 
para todos los internos de un mismo establecimiento. En consecuencia, el Ejecutivo 
del Estado por conducto de la Unidad de Reinserción, promoverá que los internos 
cuenten con trabajo suficiente y adecuado a sus condiciones particulares, para lo 
anterior el Titular del Poder Ejecutivo, por conducto de la Unidad de Reinserción, 
convocará a la creación de un Consejo Empresarial para la Reinserción Social, 
integrado por representantes del Sector Empresarial, que tendrá por objeto 
coadyuvar con el Estado a través de convenios, a la dotación de trabajo a los 
internos para su adecuada reinserción social. La Unidad de Reinserción podrá 
realizar convenios con instituciones públicas o privadas a efecto de emplear a los 
internos productivamente. Para lo anterior se creará una unidad administrativa 
encargada de la Industria Penitenciaria, misma que dependerá de la Unidad de 
Reinserción.  

...  
Artículo 132.- ... 
La Unidad de Reinserción vigilará que las actividades laborales cumplan con 

las disposiciones contenidas por el artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en lo referente a la jornada de trabajo, días de 
descanso, higiene, seguridad y la protección de la maternidad.  

Artículo 134.- ... 
… 
I. a IV. ...  
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...  
Los convenios que suscriba la Unidad de Reinserción con el Consejo 

Empresarial para la Reinserción Social, por conducto de la unidad encargada de la 
Industria Penitenciaria, establecerán las modalidades bajo las cuales laborarán los 
internos que ingresen a los programas del Consejo Empresarial para la Reinserción 
Social, los cuáles serán suscritos con apego a lo establecido en la presente Ley, su 
reglamento y demás de carácter laboral aplicables.  

Artículo 137.- ...  
...  
Podrá permitirse a solicitud de la persona interna, familiares o de la persona 

previamente designada por aquél, que médicos ajenos al establecimiento 
penitenciario, examinen y traten al interno, en este caso el tratamiento respectivo 
será a cargo del solicitante, y deberá ser autorizado por el titular del establecimiento 
o de la Unidad de Reinserción.  

 
Artículo 138.- ...  
En los establecimientos penitenciarios femeniles, se otorgará atención para 

el embarazo, parto y puerperio, así como de recién nacidos, y se establecerán las 
medidas de protección necesarias para salvaguardar la salud de ambos. Si existe 
complicación o si en el establecimiento penitenciario no se cuenta con las 
instalaciones adecuadas para las internas o los recién nacidos, deberán ser 
trasladados a la unidad médica del sector salud, bajo la vigilancia de la Unidad de 
Reinserción y demás autoridades auxiliares que ésta determine.  

Artículo 150.- ...  
Con la finalidad de cumplir dicho objetivo la Unidad de Reinserción buscará 

vínculos de participación con instituciones públicas y privadas en materia de 
deporte y recreación.  

Artículo 156.- ...  
...  
La Unidad de Reinserción establecerá en cada establecimiento penitenciario 

un programa transparente de medición, que cuente con un sistema de puntaje 
auditable y público, asociado a un programa de incentivos, para que el sentenciado 
pueda gradualmente registrar el logro de sus metas en relación con cada una de las 
actividades que le sean asignadas, de forma tal que tanto el interno como sus 
familiares y las autoridades penitenciarias puedan valorar su progreso.  

Artículo 166.- ...  
Los establecimientos penitenciarios que integran el Sistema, serán los que el 

Poder Ejecutivo a través de la Unidad de Reinserción establezca de acuerdo a los 
programas de la Reinserción Social.  
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Artículo 173.- ...  
...  
La Unidad de Reinserción Social por conducto del Patronato firmará 

convenios de colaboración interinstitucionales con organismos gubernamentales u 
organismos no gubernamentales con el objeto de canalizar a los liberados hacia 
empleos de acuerdo a sus capacidades.  

La Unidad de Reinserción por conducto del Patronato, en coordinación con la 
Secretaría del Trabajo, establecerá un programa permanente de capacitación y de 
empleo para liberados.  

Artículo 174.- ...  
...  
...  
Para el cumplimiento de sus fines el Patronato contará con un Consejo de 

Patronos y una unidad administrativa dependientes de la Unidad de Reinserción, la 
cual contará con los instrumentos y recursos humanos, materiales y financieros 
para solventar las necesidades del Patronato y apoyar las actividades honoríficas 
del Consejo de Patronos.  

Artículo 177.- ...  
… 
I. Un Presidente que será el Secretario de Gobierno;  
II. Un Secretario Ejecutivo que será el titular de la Unidad de Reinserción;  
III. … 
a) Secretaría de Economía;  
b) y c) … 
d) Secretaría del Trabajo;  
e) Secretaria de Desarrollo Social;  
f) y g) … 
h) Secretaría de Seguridad Pública;  
i) Sector empresarial en el Estado; y 
j) Sector patronal en la Entidad. 
Los Consejeros Patronos pertenecientes a las dependencias señaladas en 

los incisos a), b), c), d), e), f), g) y h) del presente artículo, serán acreditados por el 
Titular respectivo, debiendo tener un nivel de director general, al menos. 

Los Consejeros Patronos a que se refieren los incisos i) y j) se incorporarán a 
invitación expresa que les formule el Presidente del Patronato.  
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Artículo 179.- De la aplicación y ejecución de sanciones y medidas 
cautelares competencia de la Unidad de Reinserción.  

...  
Corresponde a la Unidad de Reinserción, a través del Área de Adolescentes, 

realizar la evaluación de riesgos para fijar las medidas cautelares idóneas a cada 
adolescente, dar seguimiento a las medidas cautelares impuestas durante el 
proceso, así como la aplicación y ejecución de las medidas sancionadoras 
impuestas por el Juez de Juicio Oral.  

Artículo 180.- De la aplicación y ejecución de sanciones y medidas 
cautelares competencia de la Unidad de Reinserción.  

...  
Corresponde a la Unidad de Reinserción, a través del Área de Adolescentes, 

dar seguimiento a las medidas cautelares impuestas durante el proceso, así como 
la aplicación y ejecución de las medidas sancionadoras impuestas por el Juez de 
Juicio Oral.  

Artículo 181.- ...  
La Unidad de Reinserción coordinará el Área de Adolescentes para que, 

durante la ejecución de las medidas se cuente con:  
I. a V. … 
VI. Cualquier otra acción que permita a los padres, familiares, responsables, 

tutores, o quienes ejerzan la patria potestad o custodia, contribuir a asegurar el 
desarrollo integral de los adolescentes. El Área de Adolescentes, podrá celebrar 
convenios con las instituciones públicas, privadas u organismos no 
gubernamentales, para la implementación de los programas a que se refiere este 
artículo, los cuales serán autorizados previa autorización de la Unidad de 
Reinserción.  

Artículo 182.- ...  
La Unidad de Reinserción supervisará que el Área de Adolescentes, procure 

el contacto con los familiares o representantes legales del adolescente, y deberá 
informarles por lo menos una vez al mes sobre el desarrollo, modificación o 
cualquier ventaja o desventaja del Programa de Ejecución.  

Artículo 183.- ...  
Los responsables de los centros de internamiento deberán informar a la Área 

de Adolescentes y al Juez de Ejecución sobre las decisiones administrativas 
necesarias para garantizar el cumplimiento de las medidas impuestas por la 
autoridad judicial.  

...  
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Artículo 184.- ...  
La Unidad de Reinserción, vigilará que dentro de los plazos que marca la Ley 

de Justicia para Adolescentes, se elabore el programa individual de ejecución y sea 
enviado al Juez de Ejecución, a la Defensa y al Ministerio Público.  

Artículo 185.- ...  
La Unidad de Reinserción coordinará el Área de Adolescentes para que, 

durante la ejecución de las medidas impuestas por la autoridad judicial se observen 
plenamente las disposiciones de la Ley de Justicia para Adolescentes y esta Ley.  

Artículo 188.- ...  
Transcurrido el plazo de tres años de cumplida la medida sancionadora 

impuesta o extinta la acción penal, por las causales previstas por la Ley de Justicia 
de los Adolescentes del Estado de Morelos o en las leyes generales, por orden de 
la autoridad judicial se destruirán todos los registros vinculados con el proceso 
legal. La Unidad de Reinserción, supervisará que el Área de Adolescentes, cumpla 
con esta disposición.  

Artículo 189.- ...  
La Unidad de Reinserción, velará que en todo momento durante la ejecución 

de la medida cautelar o sancionadora, se observen los principios de protección 
integral e interés superior del adolescente, respetando su dignidad y sus derechos 
fundamentales. Entendiendo por principios reguladores los contenidos en la Ley de 
Justicia para Adolescentes del Estado de Morelos y de los tratados internacionales.  

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma la fracción VII y se adiciona una fracción 
VIII, recorriéndose la actual VIII para ser IX, del artículo 5; se reforman las 
fracciones I y II, y se adiciona una fracción III al artículo 17; se reforman las 
fracciones II y III y se adiciona una fracción IV al artículo 18; y se reforman las 
fracciones VIII, IX y X y se adiciona una fracción XI del artículo 19; todos de la Ley 
de Desarrollo Económico Sustentable del Estado Libre y Soberano de Morelos, para 
quedar como sigue: 

ARTÍCULO 5. … 
I. a VI. … 
VII. Promover el fomento a la cultura emprendedora y empresarial que logren 

impulsar la creación de nuevas empresas; 
VIII. Promover e impulsar la industria penitenciaria, fomentando esquemas 

de producción, asociación y comercialización  modernas y eficientes que fortalezcan 
el sistema de reinserción social y beneficien a los empresarios participantes; y 

IX. Las que determine la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado 
mediante mandato o delegación expresa. 
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ARTÍCULO 17. … 
I. Incentivos fiscales y tributarios; 
II. Apoyos directos al desarrollo empresarial y a la inversión; y 
III. Brindar las mayores facilidades y apoyos para que los empresarios se 

integren al sistema de reinserción social, consolidando la industria penitenciaria. 
…. 
ARTÍCULO 18. … 

I. … 
II. Comprobar que tales empresas, organizaciones sociales y privadas o 

personas físicas con actividad empresarial, según sea el caso, estén al corriente de 
sus obligaciones fiscales, laborales y de seguridad social, tanto federales como 
estatales; 

III. Comprobar que tales empresas, organizaciones sociales y privadas o 
personas físicas con actividad empresarial, según sea el caso, realizarán proyectos 
de inversión que impliquen la creación de empleos permanentes en el Estado; y 

IV. Comprobar que tales empresas, personas físicas o morales, organizaciones 
sociales y privadas o personas físicas con actividad empresarial, según sea el caso, 
realizarán proyectos de inversión que impliquen la consolidación del sistema  de 
reinserción social y redunden  en beneficio de los internos y sus familiares. 

... 
ARTÍCULO 19. … 
I. a VII. … 
VIII. Que sean empresas que realicen reinversiones en el Estado de 

Morelos; 
IX. Que el desarrollo y/u operación del proyecto esté a cargo de 

comunidades indígenas o mujeres de escasos recursos; 
X. Que el desarrollo y/u operación del proyecto esté a cargo de jóvenes 

emprendedores; y 
XI. Que la inversión se destine a proyectos de integración al sistema de 

reinserción social, como parte de la industria penitenciaria que genere  beneficios 
tangibles a los internos.     

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA.- El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente al de su 

publicación en el Periódico Oficial  
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SEGUNDA.- Remítase el presente Decreto al Gobernador Constitucional del 
Estado, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 44 y 70 fracción XVII, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

TERCERA.- Se derogan todas las disposiciones jurídicas, de igual o menor 
rango jerárquico normativo, que se opongan al presente Decreto. 

Recinto Legislativo, Cuernavaca, Morelos  4 de abril del 2013 
 

LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES Y LEGISLACIÓN 
Presidenta: Dip. Lucía Virginia Meza Guzmán 

Secretaria: Dip. Manuel Martínez Garrigós 
Vocal:  Dip. Héctor Salazar Porcayo 

Vocal: Dip. Edmundo Javier Bolaños Aguilar 
Vocal: Dip. Joaquín Carpintero Salazar 
Vocal: Dip. Gilberto Villegas Villalobos 
Vocal: Dip. Erika Hernández Gordillo 

Vocal: Dip. Roberto Carlos Yáñez Moreno 
 

COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PROTECCIÓN CIVIL 
Dip. Carlos de la Rosa Segura 

PRESIDENTE  
Dip. Isaac Pimentel Rivas 

SECRETARIO 
Dip. Ma. Teresa Domínguez Rivera 

VOCAL 
Dip. Humberto Segura Guerrero 

VOCAL 
 

COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO 
Dip. David Rosas Hernández  

PRESIDENTE 
Dip. Alfonso Miranda Gallegos 

Vocal 
Dip. Erika Cortés Martínez 

Vocal 
Dip. José Manuel Agüero Tovar 

Vocal 
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Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo Previsión y Seguridad Social, 
inherente a la pensión por invalidez del ciudadano: Andrés Landa Vergara. 

 
Honorable Asamblea: 
A la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social le fue turnada para 

su análisis y dictamen correspondiente la solicitud de  pensión por Invalidez 
promovida por el C. Andrés Landa Vergara. 

De la documentación relativa se obtuvieron las siguientes: 
C O N S I D E R A C I O N E S 

I.- Mediante escrito presentado en fecha 06 de noviembre de 2012, ante el 
Congreso del Estado, el C. Andrés Landa Vergara, por su propio derecho solicitó 
de esta soberanía le sea otorgada pensión por Invalidez, acompañando los 
documentos exigidos por el artículo 57, apartado A), de la Ley del Servicio Civil 
vigente en el Estado, como son: acta de nacimiento,  hoja de servicios y carta de 
certificación de salario expedidas por el H. Ayuntamiento de Amacuzac, Morelos, 
así como el Dictamen de Incapacidad Permanente o Invalidez Definitiva, 
Considerado como Riesgo de Trabajo, expedido por  el Dr.  José Luis Pineda 
Salgado, Coordinador de Salud Municipal del H. Ayuntamiento de Amacuzac, 
Morelos.  

II. En términos de lo dispuesto en el artículo 60, fracción I, de la Ley del 
Servicio Civil del Estado, se establece:  

Artículo 60.- La cuota mensual de la pensión  por invalidez, se otorgará  
a los trabajadores que se incapaciten física o mentalmente por causa o motivo 
del desempeño de su cargo o empleo; o por causas ajenas al desempeño de 
este, con base a lo siguiente: 

II.- Cuando la incapacidad sea por causa o motivo del desempeño 
de su cargo o empleo la pensión se pagará de acuerdo al porcentaje 
o grado de invalidez que se determine en el dictamen médico. 

Párrafo Segundo.- En ambos casos el monto de la pensión no podrá 
ser inferior al equivalente a 40 veces el salario mínimo general vigente en la 
entidad; ni exceder del equivalente a 300 veces el salario mínimo general 
vigente en la entidad, al momento de ser otorgada la pensión. 
III.- Del análisis practicado a la documentación anterior, se observa que al         

C. Andrés Landa Vergara, con fecha 06 de noviembre  de 2012, la Autoridad 
Municipal, le emite Dictamen de Incapacidad Permanente y  Definitivo, mediante el 
cual  se determina su estado de  Invalidez Definitiva y Permanente Considerado 
como Riesgo de Trabajo, suscrito por el Dr.  José Luis Pineda Salgado, 
Coordinador de Salud Municipal del H. Ayuntamiento de Amacuzac, Morelos, Área 
que tiene a su cargo la prestación de los servicios médicos del afectado. 
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Así mismo del análisis practicado a la hoja de servicios expedida por el H. 
Ayuntamiento del Amacuzac, Morelos, y una vez realizado el procedimiento de 
Investigación que establece el artículo 67 de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado, se comprobó fehacientemente la antigüedad del  C. Andrés Landa 
Vergara, acreditándose 10 años, 5 meses, 6 días de servicio efectivo de trabajo 
ininterrumpido, en virtud de que ha prestado sus servicios en el H. Ayuntamiento de 
Amacuzac, Morelos, desempeñando los cargos siguientes: Ayudante de 
Motoconformadora, del 04 de marzo de 2002, al 17 de febrero de 2004; Ayudante 
de Mecánico, del 18 de febrero de 2004, al 17 de mayo de 2005; Ayudante de 
Chofer, del 18 de mayo del 2005, al 10 de agosto de 2012, fecha en que le fue 
expedida la constancia de referencia. Por lo que se desprende que el trabajador ha 
laborado efectivamente el término mínimo de un año anterior a la fecha en que 
ocurre la causa de invalidez. 

En consecuencia y una vez satisfechos los requisitos de Ley establecidos en 
los artículo 54 fracción VII, 57 inciso A) y 61 de la Ley del Servicio Civil vigente en el 
Estado, y la  hipótesis jurídica contemplada en el artículo 60 fracción I del citado 
ordenamiento, se deduce procedente otorgarle la pensión de Invalidez que solicita. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, esta Comisión dictaminadora 
somete a la consideración del Pleno de la Asamblea, el siguiente: 

P R O Y E C T O   D E   D E C R E T O 
ARTÍCULO 1º. Se concede pensión por Invalidez  al C. Andrés Landa 

Vergara, quien ha prestado sus servicios en el  H. Ayuntamiento de Amacuzac,  
Morelos, desempeñando como último cargo el de: Ayudante de Chofer.  

ARTÍCULO 2º.-  La cuota mensual de la  pensión decretada deberá cubrirse 
a razón del 80% del salario que el trabajador venía percibiendo hasta antes de la 
invalidez de conformidad con el artículo 60, fracción I  de la Ley del Servicio Civil del 
Estado; y será cubierta por el  H. Ayuntamiento de Amacuzac, Morelos, a partir 
del día siguiente a la separación de sus labores. Dependencia que deberá realizar 
el pago en forma mensual, con cargo a la partida destinada para pensiones, 
cumpliendo con lo que disponen los artículos 55 y 60 fracción I de la Ley del 
Servicio Civil del Estado.  

ARTÍCULO 3º.- El porcentaje y monto de la pensión se calculará tomando 
como base el último salario percibido por el trabajador, incrementándose la cuantía 
de  acuerdo con el aumento porcentual al salario mínimo general correspondiente al 
Estado de Morelos, dicha pensión se integrará por el salario, las prestaciones, las 
asignaciones y el aguinaldo. Lo anterior de conformidad con el artículo 66, de la Ley 
antes mencionada.  

T R A N S I T O R I O S 
ARTICULO PRIMERO.- Aprobado que sea el presente dictamen, expídase el 

decreto respectivo y remítase al Titular del Poder Ejecutivo Estatal para los efectos 
correspondientes. 
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ARTICULO SEGUNDO.- El decreto que se expida entrará en vigor a partir 
del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano 
del Gobierno del Estado. 

Salón de Comisiones del H. Congreso del Estado a los veinte  días del mes 
de Marzo  del año dos mil trece. 

COMISION DE TRABAJO, PREVISION Y SEGURIDAD SOCIAL 
C. DIP.  HÉCTOR SALAZAR PORCAYO 

PRESIDENTE 
 

C. DIP.  GILBERTO VILLEGAS VILLALOBOS 
SECRETARIO 

 
C. DIP.  CARLOS DE LA ROSA SEGURA 

VOCAL 
 

C. DIP. ANTONIO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 
VOCAL 
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Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo Previsión y Seguridad Social, 

relativo a la pensión por ascendencia de la ciudadana: Virginia Martínez Trujillo. 
 
Honorable Asamblea:  
A la Comisión de Trabajo, Previsión  y Seguridad Social, le fue turnada para 

su análisis y dictamen correspondiente, la solicitud de pensión  por Ascendencia, 
promovida  en su favor por la C.  Virginia Martínez Trujillo. 

De la documentación relativa se obtuvieron las siguientes 
CONSIDERACIONES: 

I.- Mediante escrito presentado en fecha 18 de octubre de 2012, la C. 
Virginia Martínez Trujillo, por propio derecho, presentó ante este Congreso, 
solicitud de pensión por Ascendencia, derivando tal  acto  en  virtud  de  haber 
tenido la calidad de Madre, dependiente económico del finado Emmanuel 
Arizmendi Martínez, acompañando la documentación original establecida en el 
artículo 57, apartados A), fracciones I, II, III, y  B), fracciones III y IV, de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos, como lo son: acta de nacimiento de la 
solicitante, hoja de servicios y carta de certificación del salario expedidas por el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos,  acta de nacimiento y acta de defunción del  
de cujus.   

Asimismo acompañó, copia certificada de la Póliza de Seguro  de Grupo 
Colectivo o de Vida, expedida por Seguros Inbursa, S. A. Grupo Financiero Inbursa, 
de fecha 12 de marzo de 2009, en la cual se designa como beneficiario a la C. 
Virginia Martínez Trujillo, y con la cual se pretende acreditar la dependencia 
económica de la ahora solicitante de la pensión respecto del finado Emmanuel 
Arizmendi Martínez. 

II.-  Con base en los artículos 47, fracción I, inciso e), 105 y Décimo 
Transitorio de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos 
vigente a partir del 25 de agosto de 2009, disposiciones que establecen lo 
siguiente: 

Artículo 47.- Las instituciones policiales en materia de Seguridad Pública 
son las siguientes: 

I. Estatales: 
e)  La Policía Ministerial;  

Artículo 105.- Las Instituciones de Seguridad Pública deberán 
garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para los 
trabajadores al servicio del Estado de Morelos y generarán de acuerdo a sus 
necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen 
complementario de seguridad social y reconocimientos, de conformidad con lo 
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previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, tercer párrafo, de la 
Constitución General.  

ARTÍCULO DÉCIMO.- En un plazo que no podrá exceder de un año a 
partir  de la entrada en vigor de la presente ley, el titular del Poder Ejecutivo, 
someterá a consideración del Poder Legislativo la iniciativa de Ley de 
Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones Policiales del Sistema 
Estatal de Seguridad Pública, que se basará en los estudios técnicos, jurídicos 
y de factibilidad presupuestal necesarios; mientras tanto los elementos a que 
se refiere el artículo 123 fracción XIII, párrafo tercero de la Constitución 
General gozarán de las prestaciones del régimen de seguridad social al 
que se encuentren inscritos. 

Con fundamento en las disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad 
Pública del Estado de Morelos transcritas con anterioridad, y con base en los 
artículos 64 y 65, fracción II, inciso d) y párrafo tercero inciso b), de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos, que a la letra dicen: 

Artículo 64.- La muerte del trabajador o de la persona que haya 
trabajado y se encuentre jubilado o pensionado por cualquiera de los Poderes o 
Municipios del Estado, dará derecho únicamente a una pensión por viudez que 
deberá ser solicitada al Congreso del Estado, reuniendo los requisitos señalados 
en el artículo 57 de esta Ley, pensión que se pagará a partir del día siguiente del 
fallecimiento. 

Artículo 65.- Tienen derecho a gozar de las pensiones especificadas en 
este Capítulo, en orden de prelación, las siguientes personas: 

Fracción II.- Los beneficiarios en el siguiente orden de preferencia: 
Inciso d).- A falta de cónyuge, hijos o concubina, la pensión por 

muerte se entregará a los ascendientes, cuando hayan dependido 
económicamente del trabajador o pensionista durante los cinco años 
anteriores a su muerte.  

Párrafo tercero.- La cuota mensual de la pensión a los familiares o 
dependientes económicos del servidor público se integrará. 

Inciso b).- Por fallecimiento del servidor público por causas ajenas al 
servicio se aplicarán los porcentajes a que se refiere la fracción I del artículo 
58 de esta Ley, si así procede, según la antigüedad del trabajador, en caso 
de no encontrarse dentro de las hipótesis referidas se deberá otorgar el 
equivalente a 40 veces el salario mínimo general vigente en la entidad. 
III.- Del análisis practicado a la hoja de servicios anteriormente descrita  y 

una vez realizado el procedimiento de Investigación que establece el artículo 67 de 
la Ley Orgánica para el Congreso del Estado, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad del C. Emmanuel Arizmendi Martínez,  elemento de la Policía 
Ministerial, acreditándose 3 años,  5 meses, 11 días de servicio efectivo de trabajo 
ininterrumpido, ya que prestó sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de 
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Morelos, habiendo desempeñado los cargos siguientes: Judicial “B”, adscrito en la 
Dirección Regional Metropolitana de la Policía Ministerial de la Procuraduría 
General de Justicia, del 28 de marzo de 2009, al 30 de septiembre de 2010;  
Agente de la Policía Ministerial “B”, adscrito en la Dirección Regional Metropolitana 
de la Policía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia, del 01 de octubre de 
2010, al 09 de septiembre de 2012, fecha en que falleció,  quedando así 
establecida la relación administrativa que existió entre el Poder Ejecutivo del Estado 
de Morelos y el fallecido elemento de la Policía Ministerial. Así mismo, se refrenda 
la calidad de beneficiaria Ascendiente a la C. Virginia Martínez Trujillo. En 
consecuencia y una vez satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los 
artículos 57, 64 y 65 fracción II inciso d), párrafo tercero inciso b), de la Ley del 
Servicio Civil del Estado, por lo que es procedente otorgar la pensión por 
Ascendencia, en referencia. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, esta Comisión dictaminadora 
somete a la consideración del Pleno de la Asamblea, el siguiente   

PROYECTO DE DECRETO: 
ARTÍCULO 1°.- Se concede pensión por Ascendencia,  a la C. Virginia 

Martínez Trujillo, Madre dependiente económico del finado Emmanuel Arizmendi 
Martínez, quien en vida prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, desempeñando como último  cargo el de:  Agente de la Policía Ministerial 
“B”, adscrito en la Dirección Regional Metropolitana de la Policía Ministerial de la 
Procuraduría General de Justicia, del 01 de octubre de 2010, al 09 de septiembre 
de 2012, fecha en la que causó baja por defunción. 

ARTÍCULO 2°.- La cuota mensual decretada, deberá cubrirse a razón del 
equivalente a cuarenta veces el salario mínimo general vigente en la Entidad, 
debiendo ser pagada a partir del día siguiente al del fallecimiento del citado 
elemento de seguridad pública por la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, con cargo a la partida destinada para pensiones, según lo 
establecen los numerales 55, 64, 65 párrafo tercero, inciso b), de la Ley del Servicio 
Civil del Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3°.- La cuantía de la pensión se incrementará de acuerdo con el 
aumento porcentual al salario mínimo correspondiente al Estado de Morelos, 
integrándose ésta por el salario, las prestaciones, las asignaciones y el aguinaldo, 
de conformidad con lo establecido por el artículo 66 del cuerpo normativo antes 
aludido. 
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TRANSITORIOS 
ARTÍCULO PRIMERO.- Aprobado que sea el presente Dictamen, expídase 

el decreto respectivo y remítase al titular del Poder Ejecutivo del Estado, para los 
efectos correspondientes. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Decreto que se expide entrará en vigor a partir 
del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” órgano 
del Gobierno del Estado. 

Salón de Comisiones del H. Congreso del Estado a los veinte días del mes 
de Marzo  del año dos mil trece. 
 

COMISION DE TRABAJO, PREVISION Y SEGURIDAD SOCIAL 
C. DIP.  HÉCTOR SALAZAR PORCAYO 

PRESIDENTE 
 

C. DIP.  GILBERTO VILLEGAS VILLALOBOS 
SECRETARIO 

 
C. DIP.  CARLOS DE LA ROSA SEGURA 

VOCAL 
 

C. DIP. ANTONIO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 
VOCAL 
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Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo Previsión y Seguridad Social, 

inherente a la pensión por viudez y orfandad de los ciudadanos: Diana Angélica 
Silva Velazco, Ricarda Mayo Valente, Verónica Roldan Martínez, Angélica María 
Génis Cornelio y Maribel Jaimes Torres. 

Honorable  Asamblea: 
Con fundamento en los artículos 43 fracción XIV, 45 fracción XV inciso c), 54 

fracción VII, 56, 57 apartados A) y B), 64, 65 fracción II, incisos a)  y c),  párrafo 
tercero, incisos b) y c),  y párrafo cuarto, de la Ley del Servicio Civil del estado de 
Morelos; 53 y 67 fracción I,  de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de 
Morelos y 103, 104, 107 y 109 del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos, a la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad  Social le fueron turnadas 
para su análisis y dictamen correspondiente las solicitudes de pensión por Viudez y 
Orfandad promovidas por las CC. Diana Angélica Silva Velazco, Ricarda Mayo 
Valente, Verónica Roldán Martínez, Angélica María Genis Cornelio y Maribel 
Jaimes Torres,  por su propio derecho y en representación de sus  hijos. 

De la documentación relativa se obtuvieron las siguientes 
CONSIDERACIONES: 

I.- Mediante escritos presentados los días 12 de enero, 22 de mayo, 22 de 
junio y 29 de agosto de 2012, las CC. Diana Angélica Silva Velazco, Ricarda 
Mayo Valente, Verónica Roldán Martínez, Angélica María Genis Cornelio y 
Maribel Jaimes Torres, por su propio derecho y en representación de sus hijos, 
solicitaron  de esta Soberanía les sean otorgadas pensiones por Viudez y 
Orfandad, acompañando a dichas solicitudes los documentos a que se refiere el 
artículo 57, apartados A), fracciones I, II, III, y B), fracciones II, III, y IV, de la Ley del 
Servicio Civil del Estado, como lo son: acta de nacimiento de las solicitantes, de los 
descendientes, hoja de servicios, carta de certificación del salario, acta de 
matrimonio y/o constancia de concubinato, acta de nacimiento y acta de defunción 
de los de cujus. 

II.-Con base en los artículos 64 y 65, fracción II, incisos a)  y  b) y párrafo 
tercero incisos  a), b) y c)  de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, que en 
su parte correspondiente establecen: 

Artículo 64.- La muerte del trabajador o de la persona que haya 
trabajado y se encuentre jubilado o pensionado por cualquiera de los Poderes o 
Municipios del Estado, dará derecho únicamente a una pensión por viudez que 
deberá ser solicitada al Congreso del Estado, reuniendo los requisitos señalados 
en el artículo 57 de esta Ley, pensión que se pagará a partir del día siguiente del 
fallecimiento. 
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Artículo 65.- Tienen derecho a gozar de las pensiones especificadas en 
este Capítulo, en orden de prelación, las siguientes personas: 

Fracción II.- Los beneficiarios en el siguiente orden de preferencia: 
Inciso a).- La cónyuge supérstite e hijos hasta los dieciocho años 

de edad o hasta los veinticinco años si están estudiando o cualquiera 
que sea su edad si se encuentran imposibilitados física o mentalmente para 
trabajar. 

Inciso b).- A falta de esposa, la concubina, siempre que haya 
procreado hijos con ella el trabajador o pensionista o que haya vivido 
en su compañía durante los cinco años anteriores a su muerte y ambos 
hayan estado libres de matrimonio durante el concubinato. Si a la 
muerte del trabajador hubiera varias concubinas, tendrá derecho a gozar de 
la pensión la que se determine por sentencia ejecutoriada dictada por juez 
competente;  

Párrafo Tercero.- La cuota mensual de la pensión a los familiares o 
dependientes económicos del servidor público se integrará. 

Inciso a).- Por fallecimiento del servidor público a causa o 
consecuencia del servicio, se aplicarán los porcentajes a que se refiere la 
fracción I, del artículo 58 de esta Ley, si así procede según la antigüedad del 
trabajador, en caso de no encontrarse dentro de las hipótesis referidas 
se deberá otorgar al 50% respecto del último sueldo sin que la pensión 
sea inferior al equivalente de 40 veces el salario mínimo general vigente en 
la entidad.  

Inciso b).- Por fallecimiento del servidor público por causa ajenas al 
servicio se aplicarán los porcentajes a que se refiere la fracción I del artículo 
58 de esta Ley, si así procede, según la antigüedad  del trabajador, en caso de 
no encontrarse dentro de las hipótesis referidas se deberá otorgar, el 
equivalente a 40 veces el salario mínimo general vigente en la entidad. 

Inciso c).- Por fallecimiento del servidor público pensionado, si la 
pensión se le había concedido por jubilación, cesantía en edad avanzada o 
invalidez, la última de que hubiere gozado el pensionado. 

III.- Del análisis practicado a la documentación antes mencionada se 
desprenden los siguientes motivos:   

A).- Se comprobó fehacientemente la antigüedad del C. Nesher Tonatiuh 
Guzmán Narváez,  Oficial de Seguridad Pública Municipal, acreditándose       5 
meses, 25 días de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que prestó sus 
servicios para el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, habiendo desempeñado el 
cargo de: Policía, en la Dirección de Tránsito, adscrito a la Secretaría de Seguridad 
Pública y Tránsito Municipal, del 10 de junio, al 05 de diciembre de 2011, fecha en 
la que causó baja por defunción y cuyo deceso fue por riesgo de trabajo en 
cumplimiento de su servicio, según se hace constar en el Oficio Número 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

218  
 

SSPyTM/DA-631-14/05/12, del 14 de mayo de 2012, expedido por el Director 
Administrativo del H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos;  quedando así establecida 
la relación administrativa que existió entre el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos y 
el fallecido elemento de Seguridad Pública Municipal. Por lo que se refrenda la 
calidad de beneficiarios a la cónyuge supérstite, la C. Diana Angélica Silva 
Velazco y a sus descendientes José Luis y Leonel de apellidos Guzmán Silva.  

B).- El desaparecido y presunto fallecido Alfonso Estrada Guadarrama, 
prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo 
desempeñado el cargo de: Policía Raso, en la Dirección General de la Policía 
Preventiva del Estado, del 01 de octubre de 1996, al 15 de enero de 2013, fecha en 
que fue transferido al H. Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos. En el  citado 
Ayuntamiento, prestó sus servicios desempeñando el cargo de: Jefe de Turno, en la 
Dirección General de Policía Preventiva, del 16 de enero de 2003, al 15 de abril de 
2012, fecha en que causa baja por desaparición en cumplimiento de su deber, 
según Oficio Número SA/DGRH/DPS/2013, del 10 del mismo mes y año, expedido 
por el Director General de Recursos Humanos del H. Ayuntamiento de Cuernavaca, 
Morelos. Lo anterior en razón de un apoyo brindado en  auxilio de la ciudadanía,  en 
el cual por  una tormenta la corriente lo arrastró; por lo que se da la inscripción de 
defunción por presunción de muerte, mediante Acta con Folio 2489032 expedida 
por el Oficial del Registro Civil de Cuernavaca, según sentencia de fecha 7 de 
noviembre de 2011, emitida en el expediente 283/2010 por el Juez Sexto Civil en 
Materia Familiar y de Sucesiones de Primera Instancia del Primer Distrito Judicial 
en el Estado del día 11 de enero de 2012. 

Del análisis practicado a la hoja de servicios anteriormente descrita  y una 
vez realizado el procedimiento de Investigación que establece el artículo 67 de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad del desaparecido  Alfonso Estrada Guadarrama,  acreditándose      15 
años, 6 meses, 13 días, de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, quedando 
así establecida la relación laboral que existió entre el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos, el H. Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, con el desaparecido y 
presumible fallecido  trabajador. Por lo que se refrenda la calidad de beneficiarios a 
la cónyuge supérstite, la C. Ricarda Mayo Valente y a sus descendientes Susana 
y Miguel Ángel de apellidos Estrada Mayo.  

C).- Se comprobó fehacientemente la antigüedad del C. Juan Carlos Arenas 
Castañeda,  elemento de la Policía Preventiva Estatal, acreditándose 7 años, 9 
meses de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo desempeñado el cargo de: 
Policía Raso, adscrito en la Dirección General de la Policía Preventiva Estatal de la 
Secretaría de Seguridad Pública, del 16 de julio de 2004, al 16 de abril de 2012, 
fecha en que falleció,  quedando así establecida la relación administrativa que 
existió entre el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos y el fallecido elemento de la 
Policía Preventiva Estatal. Por lo que se refrenda la calidad de beneficiarios a la 
concubina supérstite, la  C. Verónica Roldán Martínez y a su descendiente 
Jonathan Arenas Roldán 
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D).- El finado Salomón Camacho Rosas, prestó sus servicios en el  H. 
Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, habiendo desempeñado el cargo de: Agente de 
Gobernación, adscrito al Departamento de Gobernación, del 10 de julio de 2003, al 
24 de marzo de 2008,  fecha en la que causó baja por defunción.  

Del análisis practicado a la hoja de servicios anteriormente descrita  y una 
vez realizado el procedimiento de Investigación que establece el artículo 67 de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado, se comprobó fehacientemente la 
antigüedad del finado Salomón Camacho Rosas,  acreditándose 4 años,                   
8 meses, 14 días, de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, quedando así 
establecida la relación laboral que existió entre el H. Ayuntamiento de Cuautla, 
Morelos, con el fallecido trabajador. Por lo que se refrenda la calidad de 
beneficiarios a la cónyuge supérstite, la C. Angélica María Genis Cornelio y a su 
descendiente  Melvyn Daniel Camacho Genis 

E).- Se comprobó fehacientemente la antigüedad del C. Jesús Beltrán 
Arellano,  elemento de la Policía Ministerial, acreditándose 6 años, 1 mes, 22 días 
de servicio efectivo de trabajo interrumpido, ya que prestó sus servicios para el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo desempeñado los cargos 
siguientes: Judicial “B”, en la Dirección Regional Metropolitana de la Policía 
Ministerial de la Procuraduría General de Justicia, del 01 de octubre de 2004, al 23 
de octubre de 2005;  Judicial “B”, en la Dirección Regional Zona Oriente de la 
Policía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia, del 21 de noviembre de 
2006, al 30 de septiembre de 2010;  Agente de la Policía Ministerial “B”, en la 
Dirección Regional Zona Oriente de la Policía Ministerial de la Procuraduría General 
de Justicia, del 01 de octubre de 2010, al 21 de diciembre de 2011, fecha en que 
falleció,  quedando así establecida la relación administrativa que existió entre el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos y el fallecido elemento de la Policía 
Ministerial. Por lo que se refrenda la calidad de beneficiarios a la concubina 
supérstite, la      C. Maribel Jaimes Torres y a su descendiente Jafet Azael 
Beltrán Jaimes. 

En mérito de lo expuesto y toda vez que se observan  satisfechas las 
hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, de la Ley del Servicio 
Civil del Estado de Morelos, esta Comisión dictaminadora deduce procedente 
asignar las pensiones por Viudez y Orfandad a las beneficiarias solicitantes, 
sometiendo a la consideración de esta Soberanía los siguientes 

DICTÁMENES  CON  PROYECTOS  DE  DECRETOS: 
ARTICULO 1°.- Se concede pensión por Viudez y Orfandad: 
A).- A la C. Diana Angélica Silva Velazco por propio derecho y en 

representación de sus  descendientes José Luis y Leonel de apellidos Guzmán 
Silva, beneficiarios del finado Nesher Tonatiuh Guzmán Narváez, quien prestó 
sus servicios en el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, desempeñando como 
último cargo el de: Policía, en la Dirección de Tránsito, adscrito a la Secretaría de 
Seguridad Pública y Tránsito Municipal. 
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B).- A la C. Ricarda Mayo Valente por propio derecho y en representación 
de sus  descendientes Susana y Miguel Ángel de apellidos Estrada Mayo, 
beneficiarios del desaparecido y presunto fallecido Alfonso Estrada Guadarrama, 
quien prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, así como 
en el H. Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Jefe de Turno, en la Dirección General de Policía Preventiva. 

C).- A la C. Verónica Roldán Martínez por propio derecho y en 
representación de su  descendiente Jonathan Arenas Roldán, beneficiarios del 
finado Juan Carlos Arenas Castañeda, quien en vida prestó sus servicios en el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Policía Raso, adscrito en la Dirección General de la Policía Preventiva Estatal de la 
Secretaría de Seguridad Pública. 

D).- A la C.  Angélica María Genis Cornelio por propio derecho y en 
representación de su  descendiente Melvyn Daniel Camacho Genis, beneficiarios 
del finado Salomón Camacho Rosas, quien prestó sus servicios en el H. 
Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, desempeñando como último cargo el de: Agente 
de Gobernación, adscrito al Departamento de Gobernación. 

E).- A la C. Maribel Jaimes Torres por propio derecho y en representación 
de su  descendiente José Jafet Azael Beltrán Jaimes, beneficiarios del finado 
Jesús Beltrán Arellano Narváez, quien prestó sus servicios en el Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: Agente de la 
Policía Ministerial “B”, en la Dirección Regional Zona Oriente de la Policía Ministerial 
de la Procuraduría General de Justicia. 

ARTICULO 2°.- Las pensiones mensuales decretadas, deberán cubrirse a 
las beneficiarias solicitantes en el porcentaje y  orden a continuación descrito, a 
partir del día siguiente al del fallecimiento del trabajador o pensionado,  o bien, 
tomando en cuenta la fecha de publicación del Decreto respectivo, surtiendo efectos 
hasta un año anterior a la fecha en que se otorgue, con cargo a la partida destinada 
para pensiones, según lo establecen los numerales 55, 64, 65 fracción II, párrafo 
tercero, incisos a), b) y c) de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos. 

A).-  Al 50% del último ingreso percibido por el elemento de seguridad 
pública, dividiéndose en partes iguales entre los beneficiarios, debiendo ser 
pagada a partir del día siguiente al fallecimiento del referido Servidor Público; D).- A 
razón del equivalente a cuarenta veces el salario mínimo general vigente en la 
Entidad, debiendo ser pagada en partes iguales entre los beneficiarios, tomando en 
cuenta la fecha de publicación del Decreto, surtiendo efectos hasta un año anterior 
a la fecha en que se le otorgue, ambas por  el H. Ayuntamiento de Cuautla, 
Morelos. 

B).-  Al 50% del último salario del trabajador, dividiéndose en partes 
iguales entre los beneficiarios, debiendo ser pagada a partir del día siguiente a la 
fecha en que causó baja por  desaparición, por H. Ayuntamiento de Cuernavaca,  
Morelos.      



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

221  
 

C).-  y E).- A razón  del  equivalente a cuarenta veces el salario mínimo 
general vigente en la Entidad, debiendo ser pagada en partes iguales entre los 
beneficiarios, a partir del día siguiente al fallecimiento de los referidos elementos de 
Seguridad Pública, por  la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos. 

ARTÍCULO 3°.- Las pensiones concedidas deberán incrementarse de 
acuerdo con el aumento porcentual al salario mínimo general del área 
correspondiente al Estado de Morelos, integrándose por el salario, las prestaciones, 
las asignaciones y el aguinaldo, de conformidad con lo establecido por el artículo 66 
de la Ley del servicio Civil del Estado. 

T R A N S I T O R I O S 
ARTICULO PRIMERO.- Aprobado que sean los presentes dictámenes y 

conforme lo establece el artículo 109 del Reglamento para el Congreso del Estado 
de Morelos, expídanse los decretos respectivos y remítanse al titular del Poder 
Ejecutivo Estatal para los efectos correspondientes. 

ARTICULO SEGUNDO.- Los decretos que se expiden entrarán en vigor a 
partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
Órgano del Gobierno del Estado. 

Salón de Comisiones del H. Congreso del Estado a los veinte días del mes 
de Marzo del año dos mil trece. 
 

COMISION DE TRABAJO, PREVISION Y SEGURIDAD SOCIAL 
C. DIP.  HÉCTOR SALAZAR PORCAYO 

PRESIDENTE 
 

C. DIP.  GILBERTO VILLEGAS VILLALOBOS 
SECRETARIO 

 
C. DIP.  CARLOS DE LA ROSA SEGURA 

VOCAL 
 

C. DIP. ANTONIO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 
VOCAL 
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Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo Previsión y Seguridad Social, 

inherente a la pensión por viudez de los ciudadanos: María Coleta Campos 
Sánchez, Josefina Ruíz Ayala, Patricia Villanueva Delgado, Efraín Barrientos 
Aguilar, Ernestina Yáñez Ibarra, Socorro Rentería Solano, Candelaria Mejía 
Barranco, Juana Cantú Pantaleón, Cruz Huerta Toriz, Catalina Vicario Neri, María 
Eliud Mendoza Pérez, Antonia González Salgado, Rafaela Benítez Torrejón, 
Josefina Cortés Castillo, Irán Camacho Hernández, Josefina Flores Canales, María 
Castrejón Bielma, Natividad Arciniega García, Rufina Teresa Martínez Reyes, 
Juventina Arroyo Trujillo, Juana Mendoza Gallardo, María Alma Tinoco Cedillo, 
Josefina Mateos Toledo, Carlota Varona Álvarez. 

Honorable  Asamblea: 
Con fundamento en los artículos 43 fracción XIV, 45 fracción XV inciso c), 54 

fracción VII, 56, 57 apartados A) y B), 64, 65 fracción II, incisos a)  y c),  párrafo 
tercero, incisos b) y c),  y párrafo cuarto, de la Ley del Servicio Civil del estado de 
Morelos; 53 y 67 fracción I,  de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de 
Morelos y 103, 104, 107 y 109 del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos, a la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad  Social le fueron turnadas 
para su análisis y dictamen correspondiente las solicitudes de pensión por Viudez 
promovidas por las  CC.  María Coleta Campos Sánchez, Josefina Ruiz Ayala, 
Patricia Villanueva Delgado, Efraín Barrientos Aguilar, Ernestina Yáñez Ibarra, 
Socorro Rentería Solano, Candelaria Mejía Barranco, Juana Cantú Pantaleón, 
Cruz Huerta Toriz, Catalina Vicario Neria, María Eliud Mendoza Pérez, Antonia 
González Salgado, Rafaela Benítez Torrejón, Josefina Cortés Castillo, Irán 
Camacho Hernández, Josefina Flores Canales, María Castrejón Bielma, 
Natividad Arciniega García, Rufina Teresa Martínez Reyes, Juventina Arroyo 
Trujillo, Juana Mendoza Gallardo,  María Alma Tinoco Cedillo, Josefina Mateos 
Toledo y Carlota Barona Álvarez. 

De la documentación relativa se obtuvieron las siguientes 
CONSIDERACIONES: 

I.- Mediante escritos presentados los días 11 y 18 de enero, 15 de mayo, 10, 
24 y 28 de agosto, 12 de septiembre, 23 de octubre, 05, 15, 22, 23, 27 y 29 de 
noviembre de 2012, 09, 10, 17, 23, 28, 29 y  30 de enero y 05 de febrero  de 2013 
respectivamente,  María Coleta Campos Sánchez, Josefina Ruiz Ayala, Patricia 
Villanueva Delgado, Efraín Barrientos Aguilar, Ernestina Yáñez Ibarra, Socorro 
Rentería Solano, Candelaria Mejía Barranco, Juana Cantú Pantaleón, Cruz 
Huerta Toriz, Catalina Vicario Neria, María Eliud Mendoza Pérez, Antonia 
González Salgado, Rafaela Benítez Torrejón, Josefina Cortés Castillo, Irán 
Camacho Hernández, Josefina Flores Canales, María Castrejón Bielma, 
Natividad Arciniega García, Rufina Teresa Martínez Reyes, Juventina Arroyo 
Trujillo, Juana Mendoza Gallardo,  María Alma Tinoco Cedillo, Josefina Mateos 
Toledo y Carlota Barona Álvarez, por propio derecho solicitaron de esta 
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Soberanía les sean otorgadas pensiones por Viudez, acompañando a dichas 
solicitudes los documentos a que se refiere el artículo 57, apartados A), fracciones I, 
II, III, y B), fracciones II, III, y IV, de la Ley del Servicio Civil del Estado, como lo son: 
acta de nacimiento, hoja de servicios, carta de certificación del salario, acta de 
matrimonio y/o Constancia de Concubinato, acta de nacimiento y acta de defunción 
de los de cujus. 

II.-Con base en los artículos 64 y 65, fracción II, incisos a) y b), párrafo 
tercero incisos a), b)  y  c), de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, que 
en su parte correspondiente establecen: 

Artículo 64.- La muerte del trabajador o de la persona que haya trabajado y 
se encuentre jubilado o pensionado por cualquiera de los Poderes o Municipios del 
Estado, dará derecho únicamente a una pensión por viudez que deberá ser 
solicitada al Congreso del Estado, reuniendo los requisitos señalados en el artículo 
57 de esta Ley, pensión que se pagará a partir del día siguiente del fallecimiento. 

Artículo 65.- Tienen derecho a gozar de las pensiones especificadas en este 
Capítulo, en orden de prelación, las siguientes personas: 

Fracción II.- Los beneficiarios en el siguiente orden de preferencia: 
Inciso a).- La cónyuge supérstite e hijos hasta los dieciocho años de edad 

o hasta los veinticinco años si están estudiando o cualquiera que sea su edad si se 
encuentran imposibilitados física o mentalmente para trabajar. 

Inciso b).- A falta de esposa, la concubina, siempre que haya procreado 
hijos con ella el trabajador o pensionista o que haya vivido en su compañía durante 
los cinco años anteriores a su muerte y ambos hayan estado libres de matrimonio 
durante el concubinato. 

Párrafo Tercero.- La cuota mensual de la pensión a los familiares o 
dependientes económicos del servidor público se integrará. 

Inciso a).- Por fallecimiento del servidor público a causa o consecuencia 
del servicio, se aplicarán los porcentajes a que se refiere la fracción I, del artículo 
58 de esta Ley, si así procede según la antigüedad del trabajador, en caso de 
no encontrarse dentro de las hipótesis referidas se deberá otorgar al 50% 
respecto del último sueldo, sin que la pensión sea inferior a 40 veces el salario 
mínimo general vigente en la entidad. 

Inciso b).-Por fallecimiento del servidor público por causa ajenas al servicio 
se aplicarán los porcentajes a que se refiere la fracción I del artículo 58 de esta Ley, si 
así procede, según la antigüedad  del trabajador, en caso de no encontrarse dentro de 
las hipótesis referidas se deberá otorgar, el equivalente a 40 veces el salario mínimo 
general vigente en la entidad. 

Inciso c).- Por fallecimiento del servidor público pensionado, si la 
pensión se le había concedido por jubilación, cesantía en edad avanzada o 
invalidez, la última de que hubiere gozado el pensionado. 
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III.- Del análisis practicado a la documentación antes mencionada se 
desprenden los siguientes motivos:   

A).-  El finado Rafael Alatorre y Cámara, en vida prestó sus servicios para 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Chofer, en las Representaciones Estatales y Federales, siendo pensionado por 
Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 406, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3939, a partir del 18 de septiembre de 
1998, hasta el 23 de octubre de 2011, fecha en la que causó baja por defunción; 
quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. 
María Coleta Campos Sánchez, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

B).- El finado Leobardo Sánchez Dorantes, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Jefe de Grupo, en la Dirección de la Policía Judicial del Estado, siendo 
pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 769, 
publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3654, a partir del 26 de 
agosto de 1993, hasta el 30 de octubre de 2011, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite a la C. Josefina Ruiz Ayala, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

C).-  El C. Carlos Alva Silva,  Oficial de Tránsito Municipal, acreditó 1 mes,     
6 días de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que prestó sus servicios 
para el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, habiendo desempeñado el cargo de: 
Auxiliar Vial, en la Dirección de Tránsito Municipal, adscrito a la Secretaría de 
Seguridad Pública, del 01 de marzo, al 07 de abril de 2012, fecha en que falleció,  
quedando así establecida la relación administrativa que existió entre el H. 
Ayuntamiento de Cuautla, Morelos y el fallecido elemento de Tránsito Municipal. Así 
mismo, se refrenda el carácter de concubina supérstite a la C. Patricia Villanueva 
Delgado, beneficiaria del fallecido Oficial de Tránsito. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
64 y 65, fracción II, inciso b) y párrafo tercero inciso b), de la Ley del Servicio Civil 
del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la 
beneficiaria solicitante. 

D).- La finada Ma. del Pilar Quintana Hernández, en vida prestó sus 
servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como 
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último cargo el de: Profesora de Tres Cuartos de Tiempo en la Escuela Primaria 
“Gabriel Tepepan,” siendo pensionada por Jubilación, mediante el Decreto número 
299, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3596,  a partir del 
16 de julio de 1992,  hasta el 02 de julio de 2012, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite al C. Efraín Barrientos Aguilar, beneficiario de la fallecida pensionada. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso c) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, al beneficiario solicitante. 

E).- El finado Marcelino Cortés Fonseca, en vida prestó sus servicios para 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Director Escolar, en la Escuela Primaria “Revolución”, siendo pensionado por 
Jubilación, mediante el Decreto número 237, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3593,  a partir del 25 de junio de 1992; sin embargo así 
establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo causa baja a partir 
del 22 de noviembre de 1990, fecha en que sobrevino su deceso, quedando del 
Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. 
Ernestina Yáñez Ibarra, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil 
del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la 
beneficiaria solicitante. 

Cabe señalar que del día en que el trabajador  causó baja por defunción, al 
momento de la presentación de la solicitud, se observa un periodo de 21 años, 9 
meses, 2 días, tiempo en el cual le prescribió el derecho a la pensión por Viudez, 
según lo establece el artículo 104,  de la Ley en cita,  a saber: 

Artículo 104.- Las acciones de trabajo que surjan de esta Ley prescribirán 
en un año, con excepción de los casos previstos en los artículos siguientes. 

No obstante lo anterior, el artículo 108, fracción II, de la Ley del Servicio Civil,  
señala la forma en la cual se ve interrumpida dicha figura jurídica tratándose de 
pensiones, al citar que: 

Artículo 108.- Las prescripciones se interrumpen: 
Fracción II.- Si el Poder estatal o municipio a cuyo favor corre la prescripción 

reconoce el derecho de aquella contra quien prescribe, de palabra, por escrito o por 
los hechos indudables.  

Por lo que la solicitante presentó Oficio Número DGGCH/DOP-
2298/DNA/2012, de fecha 08 de octubre  de 2012, emitido por la Directora General 
de Gestión de Capital Humano, de la Secretaría de Gestión e Innovación 
Gubernamental del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, mediante el cual se le 
otorga el reconocimiento al derecho de pensión por Viudez, al establecer: “El 
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derecho a obtener el otorgamiento de la pensión por viudez es imprescriptible, sin 
embargo, tomando en cuenta la fecha de publicación del decreto, podrá surtir sus 
efectos hasta un año anterior a la fecha en que se le otorgue, en el caso de que la 
acción para obtener dicha pensión, no haya sido reclamada en el momento 
oportuno.”  

F).- El finado trabajador Martín Santiago Guzmán, acreditó una antigüedad 
de           24 años, 11 meses, 24 días de servicio efectivo de trabajo interrumpido, 
ya que prestó sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
habiendo desempeñado los cargos siguientes: Custodio, en el Centro Estatal de 
Readaptación Social, del 24 de julio de 1986, al 30 de agosto de 1987; Policía, en la 
Dirección de la Policía Industrial, Bancaria y Auxiliar, del 23 de septiembre de 1987, 
al 21 de abril de 1988; Custodio, en la Dirección del Centro Estatal de Readaptación 
Social, del 04 de abril de 1989, al 31 de diciembre de 2000; Custodio “B”, en la 
Dirección General de Reclusorios de la Subsecretaría de Readaptación Social, del 
01 de enero de 2001, al 31 de agosto de 2002; Custodio “A”, en la Dirección 
General de Reclusorios de la Subsecretaría de Readaptación Social, del 01 de 
septiembre de 2002, al 31 de julio de 2009; Custodio “A”, en la Dirección General de 
Reclusorios -Subsecretaría de Reinserción Social de la Secretaría de Seguridad 
Pública, del 01 de agosto de 2009, al 24 de julio de 2012, fecha en que falleció, 
quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos; así mismo se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. 
Socorro Rentería Solano. Observándose en consecuencia, satisfechas las 
hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 58, fracción I, inciso g), 64 y 
65, de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar 
la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

G).- El finado Franco Lázaro Aragón Toledano, en vida prestó sus servicios 
para el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, siendo pensionado por Jubilación, 
mediante el Decreto número 156, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” Número 3569,  a partir del 09 de enero de 1992, hasta el 22 de agosto de 
2011, fecha en la que causó baja por defunción; quedando así establecida la 
relación laboral que existió con el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos. Así mismo, 
se refrenda el carácter de concubina supérstite a la C. Candelaria Mejía Barranco, 
beneficiaria del fallecido pensionista. Observándose en consecuencia, satisfechas 
las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso 
b) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se 
deduce procedente asignar la pensión de Viudez, al beneficiario solicitante. 

Cabe señalar que del día en que el trabajador pensionista causó baja por 
defunción, al momento de la presentación de la solicitud, se observa un periodo de 
1 año, 20 días, tiempo en el cual le prescribió el derecho a la pensión por Viudez, 
según lo establece el artículo 104,  de la Ley en cita,  a saber: 

Artículo 104.- Las acciones de trabajo que surjan de esta Ley prescribirán 
en un año, con excepción de los casos previstos en los artículos siguientes. 
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No obstante lo anterior, el artículo 108, fracción II, de la Ley del Servicio Civil,  
señala la forma en la cual se ve interrumpida dicha figura jurídica tratándose de 
pensiones, al citar que: 

Artículo 108.- Las prescripciones se interrumpen: 
Fracción II.- Si el Poder estatal o municipio a cuyo favor corre la prescripción 

reconoce el derecho de aquella contra quien prescribe, de palabra, por escrito o por 
los hechos indudables.  

Por lo que la solicitante presentó Oficio No. 85/RH/OF, del 21 del mismo mes 
y año,  emitido por Oficial Mayor, del H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos,  
mediante el cual se le otorga el reconocimiento al derecho de pensión por Viudez, al 
establecer: “… por lo tanto tiene el  derecho a obtener el otorgamiento de la 
PENSIÓN POR VIUDEZ la cual es imprescriptible, mas sin embargo, tomando en 
cuenta la fecha de publicación del decreto, podrá surtir sus efectos hasta un año 
anterior a la fecha en que se le otorgue, en el caso de que la acción para obtener 
dicha pensión, no haya sido reclamada en el momento oportuno.”. 

H).- El C. Alfredo Serapio Herrera,  acreditó 7 años, 4  días de servicio 
efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que prestó sus servicios para el H. 
Ayuntamiento de Atlatlahucan, Morelos, habiendo desempeñado los cargos 
siguientes: Oficial Raso, en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito 
Municipal, del 16 de septiembre de 2005, al 01 de noviembre de 2009; Comandante 
de Primer Turno, en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito 
Municipal, del 02 de noviembre de 2009, al 20 de septiembre de 2012, fecha en que 
falleció; fallecimiento que se dio en cumplimiento del servicio, según se hace 
constar mediante Oficio Número 173 de fecha 22 de octubre de 2012, expedido por 
el encargado de Despacho de la Oficialía Mayor del H. Ayuntamiento de 
Atlatlahucan, Morelos, quedando así mismo, establecida la relación administrativa 
que existió entre el citado Ayuntamiento y el fallecido elemento de la Policía 
Municipal. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. Juana 
Cantú Pantaleón, beneficiaria del fallecido elemento de la Policía Municipal. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso a), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

I).- El finado Raymundo Hernández López, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Custodio, en el Módulo de Justicia de Cuautla de la Secretaría de 
Readaptación Social, siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, 
mediante el Decreto número 127, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” Número 4324, a partir del 29 de abril de 2004, hasta el 25 de septiembre 
de 2012, fecha en la que causó baja por defunción; quedando así establecida la 
relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. Así 
mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. Cruz Huerta Toriz, 
beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en consecuencia, satisfechas 
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las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) 
y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se 
deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

J).- El finado Fernando Degante Nava, en vida prestó sus servicios para el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Policía Raso, Delegación Jojutla, de la Policía Industrial, Bancaria y Auxiliar, siendo 
pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 89, 
publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3833, a partir del 05 de 
diciembre de 1996, hasta el 01 de octubre  de 2012, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite a la C. Catalina Vicario Neria, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

K).- el finado Rosalío Sandoval Villanueva, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Chofer, adscrito a a la Dirección General de Adquisiciones y Patrimonio de la 
Oficialía Mayor, siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el 
Decreto número 1082, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 
4669, a partir del 25 de diciembre de 2008, hasta el 29 de octubre  de 2012, fecha 
en la que causó baja por defunción; quedando así establecida la relación laboral 
que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el 
carácter de cónyuge supérstite a la C. María Eliud Mendoza Pérez, beneficiaria del 
fallecido pensionado. Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis 
jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo 
tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce 
procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

L).- El finado Nicolás Carlos Torices Cabrera, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Maestro Escolar, en el Consejo Tutelar para Menores Infractores, siendo 
pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 134, 
publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4324, a partir del 29 de 
abril de 2004, hasta el 10 de octubre de 2012, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite a la C. Antonia González Salgado, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 
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M).- El finado Agustín Jesús Calderón Moreno, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Judicial del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el 
de: Custodio, en el Centro Estatal de Readaptación Social de Tetecala Morelos, 
siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 679, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3644, a partir del 17 de junio de 1993, 
hasta el 31 de octubre  de 2012, fecha en la que causó baja por defunción; 
quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder Judicial del 
Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. 
Rafaela Benítez Torrejón, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil 
del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la 
beneficiaria solicitante. 

N).- El finado José Guadalupe Jiménez Hernández, en vida prestó sus 
servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como 
último cargo el de: Auxiliar de Analista, en la Dirección de Investigaciones Políticas 
y Sociales del Gobierno del Estado, siendo pensionado por Jubilación, mediante el 
Decreto número 53, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 
3705, a partir del 18 de agosto de 1994, hasta el 06 de noviembre  de 2012, fecha 
en la que causó baja por defunción; quedando así establecida la relación laboral 
que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el 
carácter de cónyuge supérstite a la C. Josefina Cortés Castillo, beneficiaria del 
fallecido pensionado. Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis 
jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo 
tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce 
procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

Ñ).- El C. Gabriel Amaro Sandoval,  Policía Ministerial, acreditó 1 año,             
9 meses, 25 días de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que prestó sus 
servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo desempeñado el 
cargo de: Agente de la Policía Ministerial “B”, en la Dirección Regional 
Metropolitana de la Policía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia, del 16 
de septiembre de 2010, al 11 de julio de 2012, fecha en que falleció; fallecimiento 
que se dio en cumplimiento del servicio, toda vez que mediante formato ST-3 le fue 
dictaminado defunción por riesgo de trabajo, expedido por el Dr. Ignacio Raúl 
Alvarado Ortega, Coordinador Delegacional de Salud en el Trabajo del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, quedando así mismo, establecida la relación 
administrativa que existió entre el Poder Ejecutivo del Estado de  Morelos y el 
fallecido elemento de la Policía Ministerial. Así mismo, se refrenda el carácter de 
cónyuge supérstite a la C. Irán Camacho Hernández, beneficiaria del fallecido 
elemento de la Policía Ministerial. Observándose en consecuencia, satisfechas las 
hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y 
párrafo tercero inciso a), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se 
deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 
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O).- El finado Javier González Rodríguez, en vida prestó sus servicios para 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Subdirector Técnico Operativo, en la Dirección General de Catastro de la Secretaría 
de Hacienda, siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 884, 
publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4258, a partir del 05 de 
junio de 2003, hasta el 11 de noviembre de 2012, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite a la C. Josefina Flores Canales, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

P).- El finado Bonifacio Miranda Arteaga, en vida prestó sus servicios para 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Policía Raso, en apoyo a las Regiones Operativas, siendo pensionado por 
Jubilación, mediante el Decreto número 676, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3810, a partir del 08 de agosto de 1996, hasta el 25 de 
noviembre de 2012, fecha en la que causó baja por defunción; quedando así 
establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. María 
Castrejón Bielma, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil 
del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la 
beneficiaria solicitante. 

Q).-  El finado José Gilberto Chavarría Huitrón, en vida prestó sus servicios 
para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo 
el de: Médico Especialista, en el extinto Hospital Civil de Cuernavaca, Morelos, 
siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 524, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3789, a partir del 28 de marzo de 1996, 
hasta el 29 de noviembre de 2012, fecha en la que causó baja por defunción; 
quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. 
Natividad Arciniega García, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose 
en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 
57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio 
Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a 
la beneficiaria solicitante. 

R).- El finado trabajador Jerónimo Reyes Sixto, acreditó una antigüedad de  
29 años, 4 meses, 12 días de servicio efectivo de trabajo ininterrumpido, ya que 
prestó sus servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, habiendo 
desempeñado los cargos siguientes: Auxiliar, en la Dirección del Deporte, del 01 de 
julio de 1983, al 31 de diciembre de 1984; Auxiliar, en la Unidad Deportiva 
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“Centenario” de la Dirección General del Deporte, del 01 de enero de 1985, al 28 de 
diciembre de 1987; Auxiliar Unidad Deportiva (Base), en la Dirección de Actividades 
Deportivas , Cívicas y Recreativas de la Dirección General del Deporte, del 29 de 
diciembre de 1987, al 18 de marzo de 1990; Administrativo, (Base), en la Dirección 
General del Deporte, del 19 de marzo de 1990, al 31 de julio de 1993; Auxiliar de 
Analista (Base), en la Dirección General del Instituto del Deporte y la Juventud, del 
01 de agosto de 1993, al 31 de julio de 1996; Auxiliar de Mantenimiento, en la 
Dirección General del Instituto del Deporte y la Juventud, del 01 de agosto de 1996, 
al 28 de febrero de 2007; Auxiliar de Mantenimiento, en la Dirección General del 
Instituto del Deporte, del 01 de marzo de 2007, al 13 de noviembre de 2012, fecha 
en que falleció, quedando así establecida la relación laboral que existió con el 
Poder Ejecutivo del Estado de  Morelos; así mismo se refrenda el carácter de 
cónyuge supérstite a la C. Rufina Teresa Martínez Reyes. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
58, fracción I, inciso b), 64 y 65, de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que 
se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

S).- El finado Roberto Salgado Palacios, en vida prestó sus servicios para 
el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Policía Raso, en el Departamento Operativo de la Dirección General de la Policía 
Industrial, Bancaria y Auxiliar, siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, 
mediante el Decreto número 20, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 
Número 3548, a partir del 16 de agosto de 1991, hasta el 30 de octubre de 2012, 
fecha en la que causó baja por defunción; quedando así establecida la relación 
laboral que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se 
refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. Juventina Arroyo Trujillo, 
beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en consecuencia, satisfechas 
las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) 
y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se 
deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

T).- El finado Pedro Román Díaz, en vida prestó sus servicios para el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: Chofer, 
siendo pensionado por Invalidez, mediante el Decreto número 129, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3433, a partir del 01 de junio de 1989, 
hasta el 04 de enero de 2013, fecha en la que causó baja por defunción; quedando 
así establecida la relación laboral que existió con el Poder Ejecutivo del Estado de 
Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la C. Juana 
Mendoza Gallardo, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose en 
consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 
64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio Civil 
del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a la 
beneficiaria solicitante. 

U).- El finado Santiago Zorrilla Arena y Lozano, en vida prestó sus 
servicios para el Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como 
último cargo el de: Instructor de Academia, en la Academia Estatal de Policía,  
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siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 
1110, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4069, a partir del 
10 de agosto de 2000, hasta el 23 de noviembre de 2012, fecha en la que causó 
baja por defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de 
cónyuge supérstite a la C. María Alma Tinoco Cedillo, beneficiaria del fallecido 
pensionado. Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas 
contempladas en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero 
inciso c), de la Ley del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente 
asignar la pensión de Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

V).- El finado Juan Salomón Reyes Acosta, en vida prestó sus servicios 
para el H. Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, desempeñando como último 
cargo el de: Velador Conserje, en la Dirección de Mercados, siendo pensionado por 
Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 801, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4234, a partir del 16 de enero de 2003, 
hasta el 11 de enero de 2013, fecha en la que causó baja por defunción; quedando 
así establecida la relación laboral que existió con el H. Ayuntamiento de 
Cuernavaca, Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge supérstite a la 
C. Josefina Mateos Toledo, beneficiaria del fallecido pensionado. Observándose 
en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 
57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley del Servicio 
Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de Viudez, a 
la beneficiaria solicitante. 

W).- El finado Maximino Díaz Reyna, en vida prestó sus servicios para el 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, desempeñando como último cargo el de: 
Policía Raso, en el Departamento Almacén y Taller de la Dirección General  de la 
Policía de Tránsito, siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 
310, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3929, a partir del 
29 de julio de 1998, hasta el 02 de enero de 2013, fecha en la que causó baja por 
defunción; quedando así establecida la relación laboral que existió con el Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos. Así mismo, se refrenda el carácter de cónyuge 
supérstite a la C. Carlota Varona Álvarez, beneficiaria del fallecido pensionado. 
Observándose en consecuencia, satisfechas las hipótesis jurídicas contempladas 
en los artículos 57, 64 y 65, fracción II, inciso a) y párrafo tercero inciso c), de la Ley 
del Servicio Civil del Estado, por lo que se deduce procedente asignar la pensión de 
Viudez, a la beneficiaria solicitante. 

En mérito de lo expuesto y toda vez que se observan  satisfechas las 
hipótesis jurídicas contempladas en los artículos 57, 64 y 65, de la Ley del Servicio 
Civil del Estado de Morelos, esta Comisión dictaminadora deduce procedente 
asignar las pensiones por Viudez a las beneficiarias solicitantes, sometiendo a la 
consideración de esta Soberanía los siguientes: 

DICTÁMENES  CON  PROYECTOS  DE  DECRETOS: 
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ARTÍCULO 1°.- Se concede pensión por viudez a los  C.C.  María Coleta 
Campos Sánchez, Josefina Ruiz Ayala, Patricia Villanueva Delgado, Efraín 
Barrientos Aguilar, Ernestina Yáñez Ibarra, Socorro Rentería Solano, 
Candelaria Mejía Barranco, Juana Cantú Pantaleón, Cruz Huerta Toriz, 
Catalina Vicario Neria, María Eliud Mendoza Pérez, Antonia González Salgado, 
Rafaela Benítez Torrejón, Josefina Cortés Castillo, Irán Camacho Hernández, 
Josefina Flores Canales, María Castrejón Bielma, Natividad Arciniega García, 
Rufina Teresa Martínez Reyes, Juventina Arroyo Trujillo, Juana Mendoza 
Gallardo,  María Alma Tinoco Cedillo, quienes acreditaron el carácter de 
beneficiarias de los finados Rafael Alatorre y Cámara, Leobardo Sánchez 
Dorantes, Carlos Alva Silva, Ma. del Pilar Quintana Hernández, Marcelino 
Cortés Fonseca, Martín Santiago Guzmán, Franco Lázaro Aragón Toledano, 
Alfredo Serapio Herrera, Raymundo Hernández López, Fernando Degante 
Nava, Rosalío Sandoval Villanueva, Nicolás Carlos Torices Cabrera, Agustín 
Jesús Calderón Moreno, José Guadalupe Jiménez Hernández, Gabriel Amaro 
Sandoval, Javier González Rodríguez, Bonifacio Miranda Arteaga, José 
Gilberto Chavarría Huitrón, Jerónimo Reyes Sixto, Roberto Salgado Palacios, 
Pedro Román Díaz, Santiago Zorrilla Arena y Lozano, Juan Salomón Reyes 
Acosta y Maximino Díaz Reyna respectivamente, que en vida desempeñaron el 
cargo de: 

A).- Chofer, en las Representaciones Estatales y Federales del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos siendo pensionado por Cesantía en Edad 
Avanzada, mediante el Decreto número 406, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3939.  

B).- Jefe de Grupo, en la Dirección de la Policía Judicial del Estado del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos siendo pensionado por Cesantía en Edad 
Avanzada, mediante el Decreto número 769, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3654. 

 C).- Auxiliar Vial, en la Dirección de Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento 
de Cuautla,  Morelos adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública. 

D.- Profesora de Tres Cuartos de Tiempo en la Escuela Primaria “Gabriel 
Tepepan,” del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos siendo pensionada por 
Jubilación, mediante el Decreto número 299. 

E).- Director Escolar, en la Escuela Primaria “Revolución”, del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo pensionado por Jubilación, mediante el 
Decreto número 237, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 
3593.  

F).- Custodio “A”, en la Dirección General de Reclusorios -Subsecretaría de 
Reinserción Social de la Secretaría de Seguridad Pública del Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos.  
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G).- En el H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos siendo pensionado por 
Jubilación, mediante el Decreto número 156, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3569. 

H).- Comandante de Primer Turno, en la Dirección General de Seguridad 
Pública y Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de Atlatlahucan, Morelos. 

I).- Custodio, en el Módulo de Justicia de Cuautla de la Secretaría de 
Readaptación Social del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo pensionado 
por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 127, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4324. 

J).- Policía Raso, Delegación Jojutla, de la Policía Industrial, Bancaria y 
Auxiliar del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos siendo pensionado por Cesantía 
en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 89, publicado en el Periódico 
Oficial “Tierra y Libertad” Número 3833. 

K).- Chofer, adscrito a  la Dirección General de Adquisiciones y Patrimonio 
de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo pensionado 
por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 1082, publicado en 
el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 4669. 

L).- Maestro Escolar, en el Consejo Tutelar para Menores Infractores del 
Poder Ejecutivo del Estado de Morelos siendo pensionado por Cesantía en Edad 
Avanzada, mediante el Decreto número 134, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 4324. 

M).- Custodio, en el Centro Estatal de Readaptación Social de Tetecala 
Morelos del Poder Judicial del Estado de Morelos siendo pensionado por Jubilación, 
mediante el Decreto número 679, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” Número 3644. 

N).- Auxiliar de Analista, en la Dirección de Investigaciones Políticas y 
Sociales del Gobierno del Estado del Poder Ejecutivo del Estado de Morelo, siendo 
pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 53, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3705. 

Ñ).- Agente de la Policía Ministerial “B”, en la Dirección Regional 
Metropolitana de la Policía Ministerial de la Procuraduría General de Justicia del 
Poder Ejecutivo del Estado de  Morelos. 

O).- Subdirector Técnico Operativo, en la Dirección General de Catastro de la 
Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo 
pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 884, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 425.8 

P).- Policía Raso, en apoyo a las Regiones Operativas del Poder Ejecutivo 
del Estado de Morelos, siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto 
número 676, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3810. 
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Q).- Médico Especialista, en el extinto Hospital Civil de Cuernavaca, Morelos 
del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo pensionado por Jubilación, 
mediante el Decreto número 524, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” Número 3789. 

R).- Auxiliar de Mantenimiento, en la Dirección General del Instituto del 
Deporte del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. 

S).- Policía Raso, en el Departamento Operativo de la Dirección General de 
la Policía Industrial, Bancaria y Auxiliar del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, mediante el Decreto número 
20, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3548. 

T).- Chofer del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, siendo pensionado 
por Invalidez, mediante el Decreto número 129, publicado en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad” Número 3433. 

U).- Instructor de Academia, en la Academia Estatal de Policía del Poder 
Ejecutivo del Estado de Morelos,  siendo pensionado por Cesantía en Edad 
Avanzada, mediante el Decreto número 1110. 

V).- Velador Conserje, en la Dirección de Mercados del H. Ayuntamiento de 
Cuernavaca, Morelos, siendo pensionado por Cesantía en Edad Avanzada, 
mediante el Decreto número 801, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” Número 4234. 

W).- Policía Raso, en el Departamento Almacén y Taller de la Dirección 
General  de la Policía de Tránsito del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, 
siendo pensionado por Jubilación, mediante el Decreto número 310, publicado en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad” Número 3929. 

ARTICULO 2°.- Las pensiones mensuales decretadas, deberán cubrirse a 
los beneficiarios solicitantes en los porcentajes descritos a continuación y deberán 
ser pagadas a partir del día siguiente al del fallecimiento del trabajador o 
pensionado o en su caso tomando en cuenta la fecha de publicación del Decreto 
surtiendo efectos hasta un año anterior a la fecha en que se otorgue,  por las 
siguientes Dependencias con cargo a la partida destinada para pensiones, según lo 
establecen los numerales 55, 64, 65 párrafo tercero, inciso c),  de la Ley del 
Servicio Civil del Estado de Morelos. 

A).-, B).-, D).-, I).-, J).-, K).-, L).-, N).-,  O).-, P).-, Q).-, S).-, T).-, U).- y W).-, A  
razón  del  100 % de la cuota mensual decretada que percibía los pensionados;  
E).- A razón del equivalente a cuarenta veces el salario mínimo general 
vigente en la Entidad; F).- A razón del equivalente al 70 % del último salario del 
trabajador; Ñ).- Al 50 % de la última remuneración mensual pagada al citado 
elemento; R).- A razón del equivalente al 95 % del último salario del trabajador, 
por la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos. 
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C).- A razón del equivalente a cuarenta veces el salario mínimo general 
vigente en la Entidad; G).- A razón del 100% de la cuota mensual decretada que 
percibía el pensionado,  por el H. Ayuntamiento de Cuautla,  Morelos. 

A).- Al 50 % de la última remuneración mensual pagada al citado elemento  
por el H. Ayuntamiento de Atlatlahucan,  Morelos. 

M).- A razón del 100% de la cuota mensual decretada que percibía el 
pensionado  por el Poder Judicial del Estado de  Morelos. 

V).-  A razón del 100% de la cuota mensual decretada que percibía el 
pensionado  por el H. Ayuntamiento de Cuernavaca,  Morelos. 

ARTÍCULO 3°.- Las pensiones concedidas deberán incrementarse de 
acuerdo con el aumento porcentual al salario mínimo general del área 
correspondiente al Estado de Morelos, integrándose por el salario, las prestaciones, 
las asignaciones y el aguinaldo, de conformidad con lo establecido por el artículo 66 
de la Ley del servicio Civil del Estado. 

T R A N S I T O R I O S 
ARTICULO PRIMERO.- Aprobado que sean los presentes dictámenes y 

conforme lo establece el artículo 109 del Reglamento para el Congreso del Estado 
de Morelos, expídanse los decretos respectivos y remítanse al titular del Poder 
Ejecutivo Estatal para los efectos correspondientes. 

ARTICULO SEGUNDO.- Los decretos que se expiden entrarán en vigor a 
partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 
Órgano del Gobierno del Estado. 

Salón de Comisiones del H. Congreso del Estado a los veinte días  del mes 
de Marzo del año dos mil trece. 
 

COMISION DE TRABAJO, PREVISION Y SEGURIDAD SOCIAL 
C. DIP.  HÉCTOR SALAZAR PORCAYO 

PRESIDENTE 
 

C. DIP.  GILBERTO VILLEGAS VILLALOBOS 
SECRETARIO 

 
C. DIP.  CARLOS DE LA ROSA SEGURA 

VOCAL 
 

C. DIP. ANTONIO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 
VOCAL 
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Dictamen emanado de la Comisión de Educación y Cultura, por el que 

reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Título Cuarto de la Ley de 
Educación del Estado de Morelos. 

A las Comisiones Unidas de Educación y Cultura, y de Desarrollo Social, nos 
fue remitida para su análisis y dictamen correspondiente, la Iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 
del Titulo Cuarto de la Ley de Educación del Estado de Morelos, por lo que con 
fundamento en los artículos 53, 63 y 70 bis de la Ley Orgánica para el Congreso del 
Estado, 103, 104, 106 y 107 del Reglamento para el Congreso, sometemos a 
consideración de esta Asamblea el presente  

D I C T A M E N 
I.- DEL PROCESO LEGISLATIVO  
a) En sesión ordinaria celebrada el 21 de noviembre de 2012, el diputado 

Joaquín Carpintero Salazar, presentó la Iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Título Cuarto de la Ley 
de Educación del Estado de Morelos. 

b) Con esa misma fecha dicha iniciativa fue turnada por la Presidencia de 
la Mesa Directiva del Congreso del Estado, a las Comisiones Unidas de Educación 
y Cultura y de Desarrollo Social, para los efectos establecidos en los artículos 53, 
63 y 70 bis, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado. 

c) Dicha iniciativa fue recepcionada en las oficinas de la Presidencia de 
la Comisión de Educación y Cultura, el día 23 de noviembre del año 2012, de igual 
manera se recibió en la Comisión de Desarrollo Social. 

d) Reunidos en sesión de Comisiones Unidas y existiendo el quórum 
legal establecido en la normatividad interna del Congreso del Estado, las diputadas 
y diputados integrantes de las mismas, nos dimos a la tarea de revisar y estudiar la 
iniciativa mencionada, con el fin de dictaminar de acuerdo a las facultades que nos 
otorga la Ley Orgánica para el Congreso del Estado. 

e) Las diputadas y diputados integrantes de las mismas, aprobaron el 
dictamen objeto de esta iniciativa, para ser sometida a consideración del Pleno del 
Congreso del Estado. 

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 
El iniciador, pretende armonizar y adecuar el texto local con lo que establece 

la Ley General de Educación, en cuanto hace a la participación de la sociedad en el 
quehacer educativo, través de las asociaciones de padres de familia y de los 
consejos de participación social. 

III. CONSIDERANDOS  
El iniciador en su exposición de motivos menciona que: 
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En los últimos años hemos sido testigos de cómo muchos planteles de 
educación básica en el estado han sido tomados por distintas razones por los 
padres de familia y en algunas ocasiones por los propios maestros que 
desempeñan sus labores en los mismos. 

En casi la totalidad de las causales de estas tomas de planteles son  la 
opacidad y la discrecionalidad con que se aplican los recursos recaudados por los 
padres de familia y que son entregados a las autoridades escolares del plantel, o 
también se esta cuestionando mucho, la escasa transparencia de recursos del 
programa de escuela de tiempo completo. 

La realidad es que la norma federal sobre el tema da la apertura a la 
transparencia mediante la participación activa de la sociedad, dándole la 
oportunidad de opinar a la sociedad en los diversos aspectos que dan curso a la 
educación de los mexicanos. 

En el análisis de la norma federal pudimos comprobar que mientras en la 
norma en comento da la apertura al escrutinio y participación de las cuestiones 
administrativas de los planteles, la norma local lo prohíbe, de igual forma en que 
prohíbe cualquier tipo de participación social en los aspectos pedagógicos y 
laborales, derecho que en la norma federal se permite la opinión mediante los 
consejos de participación social. 

La intención de la presente iniciativa va encaminada en adecuar y armonizar 
la norma local con la federal, por lo que se hace uso de la transcripción, y al mismo 
tiempo promover la participación de toda la sociedad en el tema y rubro que da vida 
al futuro y desarrollo de todo mexicano. La educación.  

Y en las consideraciones expone lo siguiente: 
Se reconoce como los actores fundamentales de la educación a los alumnos, 

los padres de familia, los maestros, la escuela y la comunidad. Todos 
estrechamente vinculados en el desarrollo mutuo. 

Y para ello el diez y ocho de mayo de mil novecientos noventa y dos se firma 
el Acuerdo Nacional Para La Modernización De La Educación, signado por el 
Presidente de la Republica, la Secretaria de Educación Pública y el Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación, teniendo como testigos de honor a los 
31 gobernadores de los estados que conforman los Estados Unidos Mexicanos. 
Siendo publicado un día después en el Diario Oficial de la Federación para su 
entrada en vigor. 

En este acuerdo se impulsa la participación social de la sociedad en la 
educación con el fin impulsarla en el quehacer educativo, propiciando una mayor 
atención de la comunidad en el correcto funcionamiento de la escuela, sus 
instalaciones, su mobiliario, el material didáctico de que disponen sus maestros, y el 
cumplimiento de los planes y programas de estudio. De hecho, una mayor cercanía 
de la comunidad con la escuela, fomentara formas de apoyo horizontal entre las 
familias, que coadyuve a reducir los índices de reprobación y deserción de los niños 
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de la propia comunidad, del barrio o del poblado. En este sentido, una más amplia 
participación social en la educación, generará niveles más altos de información 
acerca del quehacer educativo, avivará el interés familiar y comunitario por el 
desempeño escolar, y se traducirá en una verdadera contraloría social -no 
coercitiva, sino persuasiva y propositiva- de la educación. 

Con este acuerdo se planteó la creación de una nueva legislación federal en 
la materia, por lo que el nueve de julio de mil novecientos noventa y tres se aprueba 
en el Congreso de la Unión la Ley General de Educación, por lo que se deroga la 
Ley Federal de Educación. Esta ley se publica para su entrada en vigor el trece de 
julio de la misma anualidad en el Diario Oficial de la Federación.  

En esta ley se contempla por primera vez un capitulo que comprende la 
participación social en la educación y en donde se establece el mandato de 
conformar los distintos consejos de participación social: en cada escuela, los 
municipales, estatales y el federal. 

Con esta ley se prevé la existencia del Consejo Nacional de Participación 
Social, por lo que el trece de agosto de mil novecientos noventa y nueve se firma el 
Acuerdo número 260 por el que se establecen los lineamientos para la constitución 
y el funcionamiento del Consejo Nacional de Participación Social en la Educación. 
Dicho acuerdo se publica en el órgano de difusión de la federación el 17 de agosto 
de mil novecientos noventa y nueve para su entrada en vigor. 

El Consejo Nacional de Participación Social en la Educación se establece 
como instancia nacional de consulta, colaboración, apoyo e información, con el 
propósito de participar en actividades tendientes a fortalecer y elevar la calidad de 
la educación básica, normal y demás para la formación de maestros de educación 
básica, así como ampliar la cobertura de estos servicios educativos. 

La ley de la materia prevé la existencia de un consejo escolar en cada 
escuela pública de educación básica, de un consejo municipal en cada municipio y 
de un consejo estatal en cada entidad federativa, y que la composición y las 
funciones de estos consejos deben propiciar una vinculación activa y constante 
entre la escuela y las comunidades, con el fin de promover la colaboración de 
padres de familia, maestros y autoridades educativas en las tareas cotidianas del 
plantel escolar; es por ello que el veintiuno de julio del dos mil se firma el Acuerdo 
número 280 por el que se establecen los Lineamientos Generales a los que se 
ajustarán la constitución y el funcionamiento de los Consejos de Participación Social 
en la Educación. 

Con este acuerdo, corresponde a las autoridades educativas estatales, 
regular la constitución y el funcionamiento de los consejos estatales, municipales y 
escolares de participación social en la educación, en términos de lo establecido en 
la Ley General de Educación, en el presente Acuerdo y en concordancia con las 
disposiciones jurídicas estatales y municipales aplicables. Entre otros aspectos, se 
determinarán la forma específica de su integración, renovación, duración de cargos, 
mecanismos de vinculación, coordinación e intercambio de información, difusión de 
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los resultados de los trabajos de cada consejo y los demás necesarios para su 
adecuado funcionamiento y operación. 

Es hasta el ocho de junio de dos mil diez cuando se publica, para su entrada 
en vigor, el Acuerdo número 535 por el que se emiten los Lineamientos Generales 
para la operación de los Consejos Escolares de Participación Social. 

Los lineamientos que se expiden en este acuerdo son complementarios al 
Acuerdo Secretarial 280, que aborda lo relativo a los Consejos Escolares de 
Participación Social. establece elementos mínimos sobre su integración y líneas 
generales para los Consejos Estatales, Municipales y Escolares, situación que se 
ha traducido en diseños muy diversos, así como en acciones e iniciativas cuyos 
resultados pueden y deben mejorarse en los referidos Consejos Escolares, y que 
para impulsar el desarrollo de los Consejos Escolares de Participación Social, el 
propósito de los presentes Lineamientos Generales es proporcionar una serie de 
acciones concretas y un calendario de actividades en cada plantel educativo para 
promover una colaboración estrecha de dichos Consejos con las Asociaciones de 
Padres de Familia y con el o los directivos de la escuela, el personal docente y de 
apoyo, así como una participación más amplia y el desarrollo de una cultura a favor 
de la transparencia, del respeto a la diversidad cultural y a la pluralidad de 
opiniones, que fortalezca y eleve la calidad de la educación.  

Establece también el Registro Publico De Los Consejos Escolares De 
Participación Social En La Educación lo que permite inscribir toda la información 
relacionada con el Consejo Escolar de Participación Social así como el Informe de 
Transparencia en aquellos casos donde sea posible. 

La información referida será de naturaleza pública, se actualizará en un plazo 
no mayor a un mes, después de finalizada cada Asamblea, y podrá ser registrada 
por el propio Consejo Escolar, por los Consejos Municipales y Estatales o por quien 
la autoridad educativa estatal determine. 

Con lo comentado: del primer acuerdo a la promulgación de la ley respectiva 
federal transcurrió un año; para establecer el consejo nacional fue necesario el paso 
de siete años, un año después de esto, se da certeza jurídica a la conformación del 
resto de los consejos de participación social, desgraciadamente se requirió de otros 
diez más para establecer los lineamientos para la operación de los mismos, han 
pasado dos años de ello. 

Es decir ya han transcurrido 23 años de la intención de dar legalidad a la 
participación social en la educación. 

VI. VALORACIÓN DE LA INICIATIVA 
Derivado del análisis realizado por las Comisiones Unidas de Educación y 

Cultura y de Desarrollo Social, se llega a la conclusión de emitir un dictamen en 
sentido positivo,  en virtud de que coincidimos ampliamente con el iniciador, en el 
sentido de que es necesario en cuanto hace a los Comités de Padres de Familia, 
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establecer de manera expresa y sin contravenir la Ley General, disposiciones que 
fortalezcan su funcionamiento. 

En cuanto hace a los Consejos de Participación Social en la Educación, es 
oportuna la propuesta de modificación, toda vez que no contraviene el marco 
normativo general en la materia, estableciendo una armonización legislativa en sus 
preceptos, y toda vez que la naturaleza de dichos consejos es un legítimo derecho 
de los ciudadanos, es necesario adecuar el marco legal, como un mecanismo 
democrático que propicie las condiciones, para que los integrantes de los mismos, 
estén respaldados por un marco legal, que les ayude a su constitución y 
funcionamiento adecuado que sirva para la construcción de la calidad educativa. 

Los Consejos de Participación Social, en términos de la Ley General de 
Educación, se conforman en las escuelas públicas y particulares de educación 
básica. 

En el estado de Morelos, tenemos un universo total de 2813 escuelas, de las 
cuales 1910 son públicas y se encuentran constituidos sus consejos escolares en 
un 89%.  

En cuanto hace a las escuelas particulares, tenemos un universo total de 903 
planteles educativos, de los cuales el 12% de los consejos se encuentran formados. 

Por lo anterior, las Comisiones Dictaminadoras en lo general consideramos 
oportuno fortalecer a través de la legislación, la participación de la sociedad en el 
quehacer educativo, además de que hemos analizado que la propuesta no 
contraviene la Ley General de Educación, sin embargo es acertado realizar algunas 
precisiones, que se argumentan en el siguiente apartado. 

MODIFICACIÓN DE LA INICIATIVA 
Con fundamento en el artículo 106 fracción III del Reglamento para el 

Congreso del Estado, que establece lo siguiente: 
“ARTÍCULO 106.- Los dictámenes deberán contener: 
……. 
III. La expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes del 

análisis y estudio de la iniciativa, el sustento de la misma, así como la exposición 
precisa de los motivos y fundamentos legales que justifiquen los cambios, 
consideraciones o cualquier otra circunstancia que afecte a los motivos y al texto de 
la iniciativa en los términos en que fue promovida;” 

Por lo anterior y con fin último de tener un documento legislativo integral, 
congruente y ordenado, estas comisiones dictaminadoras realizamos las siguientes 
modificaciones: 

Lo relacionado al artículo 88 y las fracciones VIII y IX propuestas por el 
iniciador, es importante mencionar que conforme al texto actual, es necesario que 
permanezca el contenido de la fracción VIII, por lo que, las propuestas por el 
legislador, serán fracciones IX y X, para quedar en el orden siguiente: 
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Artículo 88.- Son derechos de quienes ejercen la patria potestad o tutela: 
IX.- Conocer la capacidad profesional de la planta docente así como el 

resultado de las evaluaciones realizadas de conformidad con lo dispuesto en 
la fracción VII del artículo 12 de la Ley General de Educación. 

X.- Conocer la relación oficial del personal docente y empleados 
adscritos en la escuela en la que estén inscritos sus hijos o pupilos, misma 
que será proporcionada por la autoridad escolar. 

En relación al artículo 89, estas comisiones dictaminadoras consideramos 
respecto a la fracción V y VI, de la propuesta se recorren en el orden subsecuente 
para ser fracciones VI y VII, en razón de que existe una fracción V vigente y que es 
necesario que permanezca en el contenido de la Ley de Educación del Estado, por 
lo anterior, queda de la siguiente manera: 

Artículo 89.- Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad o tutela: 
I a la V… 
“VI.- Informar a las autoridades educativas los cambios que se 

presenten en la conducta y actitud de los educandos, para que las citadas 
autoridades apliquen los estudios correspondientes, con el fin de determinar 
las posibles causas que hayan dado origen a tales cambios, y 

VII.- Hacer del conocimiento de la autoridad educativa del plantel, las 
irregularidades cometidas por el personal administrativo o académico, que 
ocasionen perjuicios, daños o cambios emocionales en los educandos.” 

Lo relacionado al artículo 91, estas comisiones dictaminadoras, realizaron un 
reordenamiento de tal iniciativa, en cuanto hace a las fracciones, a fin de abordar de 
manera ordenada las correcciones de fondo, ya que el iniciador no menciona si la 
fracción VI vigente es derogada, por lo que consideramos oportuno mantener la 
misma, y las fracciones propuestas, quedan como fracciones VII y VIII, señalando 
que la fracción VIII de la propuesta no tiene contenido. 

En relación al citado artículo, pero en una cuestión de fondo, consideramos 
necesario señalar que la administración, supervisión y ejecución de los recursos, se 
refiere a los obtenidos de las aportaciones voluntarias de los padres de familia. 

La adición propuesta por el iniciador, no contraviene la Ley General, además 
de que el manejo de los recursos obtenidos, forman parte de los recursos 
recaudados por los padres de familia, siendo ellos los responsables de la aplicación 
de los mismos. 

Sin embargo, es primordial para las y los dictaminadores, que conforme a las 
experiencias compartidas tanto por padres de familia y directivos, es importante 
encontrar el punto de equilibrio, en donde el manejo de los recursos sea controlado 
por ambas partes, con la firme convicción de que los recursos sean utilizados para 
asuntos prioritarios que de manera democrática decida la comunidad escolar, y que 
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tendrán que ser supervisados por la autoridad educativa que corresponda, con la 
finalidad de transparentar los mismos. 

Por lo anterior, el orden y contenido, quedaría de la siguiente manera: 
Artículo 91.- Las asociaciones de padres de familia tendrán por objeto: 
I a la VI.-…. 
VII.- Administrar y ejecutar los recursos materiales, humanos y 

financieros, que obtengan de las aportaciones voluntarias de los padres de 
familia, previa aprobación de la Asamblea General y del visto bueno del 
director, y que serán utilizados en la construcción, mantenimiento y 
mejoramiento de los planteles educativos, que comprendan la aplicación de la 
fracción III anterior, así como de la fracción IV del artículo 89 de la presente 
ley, de igual manera dichos recursos serán supervisados por la autoridad 
escolar que corresponda; e 

VIII.- Informar a las autoridades educativas y escolares sobre cualquier 
irregularidad de que sean objeto los educandos. 

En cuanto a la propuesta del iniciador respecto a la fracción III del artículo 
92, se incorpora sin cambiar el espíritu del iniciador, el texto en la fracción II del 
citado artículo, para efecto de tener una interpretación lógica e integral. En ese 
orden de ideas y coincidiendo con el iniciador, el objeto es garantizar mayor 
transparencia en el manejo de los recursos educativos, estableciendo de manera 
puntual y expresa dicha prohibición, por lo cual el texto, queda de la siguiente 
manera: 

Artículo 92.- Son atribuciones de las asociaciones de padres de familia: 
I.-…. 
II.- Reunir fondos con aportaciones voluntarias  y/o actividades de sus 

miembros para los fines de la educación, los cuales serán considerados como de 
las propias asociaciones, prohibiéndose la entrega de dichos fondos, en dinero 
efectivo, cheque, transacción bancaria o vales,  hasta en tanto no sean 
entregados oficialmente a la autoridad educativa, mediante bienes o servicios;  

Estas Comisiones dictaminadoras y para no contravenir disposiciones de la 
Ley de Educación del Estado, considera oportuno derogar la fracción V del artículo 
92, con el fin de dar congruencia y en armonía con la Ley General de Educación y 
habida cuenta de que tanto en la Ley mencionada y la propuesta del iniciador como 
la fracción VIII del artículo 91, quedan asumidas en apartado referido dentro del 
objeto de las asociaciones padres de  familia, quedando de la siguiente manera:  

Artículo 92.- Son atribuciones de las asociaciones de padres de familia: 
I a la IV.-… 
V.- Derogada” 
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La fracción VI del artículo 92, no existe, por lo que no es procedente la 
derogación. 

En cuanto al artículo 93, en el cual se propone su derogación, estas 
Comisiones dictaminadoras, que lo establecido por el iniciador en el último párrafo 
del artículo 91, fracción VIII, sea asumida dicha propuesta en el presente artículo, 
quedando el texto tal como lo propone el legislador en su propuesta inicial, por lo 
anterior y en virtud de que no contraviene la norma general, y lo que se realiza es 
una armonización legislativa, queda el precepto de la siguiente manera: 

Artículo 93.- Las asociaciones de padres de familia se abstendrán de 
intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos 
educativos. 

En cuanto al último párrafo de la fracción II del artículo 93 quater, estas 
comisiones dictaminadoras, no consideramos conveniente su derogación en virtud, 
de que existe la necesidad de destacar y mantener las atribuciones de la Asociación 
Estatal de Padres de Familia al respecto, con la adecuación que realiza el iniciador, 
tal como lo establece la Ley General de Educación, en cuanto hace a las 
prohibiciones para las asociaciones de los planteles educativos y con la finalidad 
dar congruencia y evitar normas que se contravengan en su espíritu, es pertinente 
dejar el texto de la siguiente manera: 

 Artículo 93 quater.- Son obligaciones de los miembros de la Asociación 
Estatal de Padres de Familia:  

I a II.-… 
La Asociación Estatal de Padres de Familia se abstendrá de intervenir 

en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos educativos. 
Para efecto de buscar la integridad, armonización y eficiencia de las normas, 

estas Comisiones dictaminadoras, consideramos pertinente y oportuno, realizar la 
reforma al artículo 94 de la Ley de Educación del Estado, y toda vez que no es 
materia de la iniciativa, pero para efecto de dar congruencia en lo que se refiere a la 
constitución y funcionamiento de los Consejos de Participación Social en el 
Educación, se propone la siguiente la adición siguiente: 

Artículo 94.- Las autoridades educativas en el Estado promoverán, de 
conformidad con los lineamientos que establezca la autoridad educativa federal, la 
participación de la sociedad en actividades que tengan por objeto fortalecer y elevar 
la calidad de la educación pública, ampliar la cobertura de los servicios educativos y 
promover la participación social coordinada de las autoridades educativas, de los  
trabajadores de la educación, de los educandos y de los sectores sociales  
vinculados con ésta, a través de un Sistema de Consejos de Participación Social, 
tal y como lo disponen los lineamientos generales respectivos emitidos por la 
autoridad educativa correspondiente, debiendo garantizar: 

I a la III… 
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Lo anterior, se justifica en razón de que existe ambigüedad cuando se 
menciona que se establezca un sistema de consejos de participación social, 
“conforme a las necesidades propias de cada región”. 

La Ley General y los lineamientos aplicables en la materia, no especifican la 
conformación de los consejos, con base a necesidades propias de una región, su 
constitución es de carácter general en todos los niveles, distribuyendo sus 
responsabilidades en mesas de trabajo para canalizar la solución a las 
problemáticas educativas. 

Las diputadas y diputados dictaminadores, consideramos que en el proceso 
de internación de los preceptos establecidos en la Ley General, los Estados al 
momento de legislar, pueden realizar precisiones que den claridad a la norma, por 
lo anterior, se propone que el artículo 95 bis, inciso h), quede el texto de la siguiente 
manera: 

Artículo 95 bis.- 
a) al g)… 
h) Conocerá los nombres de las y los educadores, publicados en el segundo 

párrafo del artículo 56 de la Ley General de Educación; 
Estas Comisiones dictaminadoras, consideramos que el artículo 96 debe 

mantenerse, con una modificación que fortalezca el sentido de las atribuciones y 
obligaciones, especificando la existencia de lineamientos generales a los cuales se 
ajustan en su constitución y funcionamiento en sus diferentes ámbitos los 
mencionados consejos, quedando como sigue: 

Artículo 96.- Los Consejos de Participación Social a que se refieren los 
artículos anteriores,  tendrán las atribuciones y obligaciones que señalen los 
lineamientos generales respectivos que apruebe la autoridad educativa 
competente. 

Lo anterior, en virtud de que la Ley General de Educación, establece que 
dentro de las atribuciones de la autoridad educativa federal, se encuentra la de fijar 
los lineamientos a los que deben ajustarse los consejos de participación social. 

En cuanto al artículo 1 transitorio, consideramos necesario dar mejor 
precisión al texto para quedar: 

Artículo 1.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del 
Gobierno del Estado de Morelos. 

Lo relacionado al artículo 2 transitorio, se considera inoperante, en virtud de 
que los lineamientos generales, enmarcados en los acuerdos secretariales 260, 280 
y 535, establecen el calendario de actividades a los que se sujetaran los consejos 
escolares de participación social; en el caso de los consejos municipales de 
participación social en la educación, se instalan al inicio de cada gestión de los 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

246  
 

ayuntamientos respectivos, al igual que el Consejo Estatal, que se instala al inicio 
de la administración pública. 

Por lo anterior, el artículo 3 propuesto, será el 2, de igual manera el 4, 
quedará como 3, tal como se muestra a continuación: 

Artículo 2.- Se sancionara conforme a la legislación vigente a toda autoridad 
escolar que incumpla con la conformación de los Consejos de Participación Social. 

Artículo 3.- Se derogan todas las leyes, normas o lineamientos que se 
contraponen a la presente. 

Derivado de lo anterior, estas Comisiones Dictaminadoras, consideramos 
que los cambios propuestos, garantizan que las disposiciones emanadas de este 
poder reformador, sean aplicables en su totalidad, fortaleciendo la constitución, 
organización y funcionamiento, participación activa de la comunidad, en el proceso 
del mejoramiento de la calidad de la educación en nuestra Entidad.    

Por lo anteriormente expuesto presentamos a consideración de esta 
Asamblea el siguiente dictamen con proyecto de: 

D E C R E T O QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY DE EDUCACIÓN DEL 
ESTADO DE MORELOS. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adicionan las fracciones IX y X del artículo 88, 
las fracciones VI y VII del artículo 89; las fracciones VII y VIII del artículo 91; los 
artículos 95 bis; 95 ter; 95 quater y 97 bis, para quedar como sigue: 

Artículo 88.- … 
I a la VIII.-…  
IX.- Conocer la capacidad profesional de la planta docente así como el 

resultado de las evaluaciones realizadas de conformidad con lo dispuesto en la 
fracción VII del artículo 12 de la Ley General de Educación, y 

X.- Conocer la relación oficial del personal docente y empleados adscritos en 
la escuela en la que estén inscritos sus hijos o pupilos, misma que será 
proporcionada por la autoridad escolar. 

Artículo 89.- … 
I a la V… 
VI.- Informar a las autoridades educativas los cambios que se presenten en 

la conducta y actitud de los educandos, para que las citadas autoridades apliquen 
los estudios correspondientes, con el fin de determinar las posibles causas que 
hayan dado origen a tales cambios, y 

VII.- Hacer del conocimiento de la autoridad educativa del plantel, las 
irregularidades cometidas por el personal administrativo o académico, que 
ocasionen perjuicios, daños o cambios emocionales en los educandos. 
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Artículo 91.- … 
I a la VI.-…. 
VII.- Administrar y ejecutar los recursos materiales, humanos y financieros, 

que obtengan de las aportaciones voluntarias de los padres de familia, previa 
aprobación de la Asamblea General y del visto bueno del director, y que serán 
utilizados en la construcción, mantenimiento y mejoramiento de los planteles 
educativos, que comprendan la aplicación de la fracción III anterior, así como de la 
fracción IV del artículo 89 de la presente ley, de igual manera dichos recursos serán 
supervisados por la autoridad escolar que corresponda; e 

VIII.- Informar a las autoridades educativas y escolares sobre cualquier 
irregularidad de que sean objeto los educandos. 

Artículo 95 bis.- Será responsabilidad de la autoridad de cada escuela 
pública de educación básica vincular a ésta, activa y constantemente, con la 
comunidad. El ayuntamiento y la autoridad educativa local darán toda su 
colaboración para tales efectos. 

La autoridad escolar hará lo conducente para que en cada escuela pública 
de educación básica opere un consejo escolar de participación social, integrado con 
padres de familia y representantes de sus asociaciones, maestros y representantes 
de su organización sindical, directivos de la escuela, ex alumnos, así como con los 
demás miembros de la comunidad interesados en el desarrollo de la propia escuela. 

Este consejo: 
a) Conocerá el calendario escolar, las metas educativas y el avance de las 

actividades escolares, con el objeto de coadyuvar con el maestro a su mejor 
realización; 

b) Conocerá y dará seguimiento de las acciones que realicen las y los 
educadores y autoridades educativas señaladas en el segundo párrafo del artículo 
42 de la Ley General de Educación; 

c) Conocerá de las acciones educativas y de prevención que realicen las 
autoridades para que los educandos conozcan y detecten la posible comisión de 
hechos delictivos que puedan perjudicar al educando; 

d) Sensibilizará a la comunidad, mediante la divulgación de material que 
prevenga la comisión de delitos en agravio de las y los educandos. Así como 
también, de elementos que procuren la defensa de los derechos de las víctimas de 
tales delitos; 

e) Tomará nota de los resultados de las evaluaciones que realicen las 
autoridades educativas; 

f) Propiciará la colaboración de maestros y padres de familia para 
salvaguardar la integridad y educación plena de las y los educandos. 
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g) Podrá proponer estímulos y reconocimientos de carácter social a alumnos, 
maestros, directivos y empleados de la escuela, así como también propondrá los 
criterios de evaluación óptimos y necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en la fracción VII del artículo 12 de la Ley General de Educación; 

h) Conocerá los nombres de las y los educadores, publicados en el segundo 
párrafo del artículo 56 de la Ley General de Educación; 

i) Estimulará, promoverá y apoyará actividades extraescolares que 
complementen y respalden la formación de los educandos; 

j) Llevará a cabo las acciones de participación, coordinación y difusión 
necesarias para la protección civil y la emergencia escolar; 

k) Alentará el interés familiar y comunitario por el desempeño del educando; 
l) Opinará en asuntos pedagógicos y en temas que permitan la salvaguarda 

del libre desarrollo de la personalidad, integridad y derechos humanos de las y los 
educandos; 

m) Contribuirá a reducir las condiciones sociales adversas que influyan en la 
educación; estará facultado para realizar convocatorias para trabajos específicos de 
mejoramiento de las instalaciones escolares; 

n) Respaldará las labores cotidianas de la escuela, y 
o) En general, podrá realizar actividades en beneficio de la propia escuela. 
Consejos análogos deberán operar en las escuelas particulares de 

educación básica. 
Artículo 95 ter.- En cada municipio operará un consejo municipal de 

participación social en la educación integrado por las autoridades municipales, 
padres de familia y representantes de sus asociaciones, maestros distinguidos y 
directivos de escuelas, representantes de la organización sindical de los maestros, 
así como representantes de organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social 
sea la educación y demás interesados en el mejoramiento de la educación. 

Este consejo gestionará ante el ayuntamiento y ante la autoridad educativa 
local: 

a) El mejoramiento de los servicios educativos, la construcción y ampliación 
de escuelas públicas y demás proyectos de desarrollo educativo en el municipio; 

b) Conocerá de los resultados de las evaluaciones que realicen las 
autoridades educativas; 

c) Llevará a cabo labores de seguimiento de las actividades de las escuelas 
públicas de educación básica del propio municipio; 

d) Estimulará, promoverá y apoyará actividades de intercambio, colaboración 
y participación inter escolar en aspectos culturales, cívicos, deportivos y sociales; 
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e) Establecerá la coordinación de escuelas con autoridades y programas de 
bienestar comunitario, particularmente con aquellas autoridades que atiendan 
temas relacionados con la defensa de los derechos consagrados en la Ley para la 
Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes; 

f) Hará aportaciones relativas a las particularidades del municipio que 
contribuyan a la formulación de contenidos locales a ser propuestos para los planes 
y programas de estudio; 

g) Podrá opinar en asuntos pedagógicos; 
h) Coadyuvará a nivel municipal en actividades de protección civil y 

emergencia escolar; 
i) Promoverá la superación educativa en el ámbito municipal mediante 

certámenes inter escolares; 
j) Promoverá actividades de orientación, capacitación y difusión dirigidas a 

padres de familia y tutores, para que cumplan cabalmente con sus obligaciones en 
materia educativa; 

k) Podrá proponer estímulos y reconocimientos de carácter social a alumnos, 
maestros, directivos y empleados escolares; 

l) Procurará la obtención de recursos complementarios para el 
mantenimiento físico y para proveer de equipo básico a cada escuela pública y, 

m) En general, podrá realizar actividades para apoyar y fortalecer la 
educación en el municipio. 

Será responsabilidad del presidente municipal que en el consejo se alcance 
una efectiva participación social que contribuya a elevar la calidad y la cobertura de 
la educación, así como la difusión de programas preventivos de delitos que se 
puedan cometer en contra de niñas, niños y adolescentes o de quienes no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o para resistirlo. 

Artículo 95 quater.- En el estado el Consejo Estatal de Participación Social 
en la Educación, será órgano de consulta, orientación y apoyo. En dicho Consejo se 
asegurará la participación de padres de familia y representantes de sus 
asociaciones, maestros y representantes de su organización sindical, instituciones 
formadoras de maestros, autoridades educativas estatales y municipales, 
organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea la educación, así como 
los sectores social y productivo de la entidad federativa especialmente interesados 
en la educación. 

Este consejo promoverá y apoyará entidades extraescolares de carácter 
cultural, cívico, deportivo y de bienestar social; coadyuvará a nivel estatal en 
actividades de protección civil y emergencia escolar; sistematizará los elementos y 
aportaciones relativos a las particularidades del estado que contribuyan a la 
formulación de contenidos estatales en los planes y programas de estudio; podrá 
opinar en asuntos pedagógicos; conocerá las demandas y necesidades que 
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emanen de la participación social en la educación a través de los consejos 
escolares y municipales, conformando los requerimientos a nivel estatal para 
gestionar ante las instancias competentes su resolución y apoyo; conocerá los 
resultados de las evaluaciones que efectúen las autoridades educativas y 
colaborará con ellas en actividades que influyan en el mejoramiento de la calidad y 
la cobertura de la educación. 

Artículo 97 bis.- En caso de que el consejo aprecie la probable comisión de 
un delito en agravio de las y los educandos, solicitará como medida preventiva a las 
autoridades educativas del plantel, la suspensión temporal de las actividades del 
personal docente o administrativo que se encuentre presuntamente involucrado, 
hasta en tanto se aclare por la autoridad correspondiente dicha participación, previa 
audiencia a las partes involucradas. Dicha suspensión no afectará las prestaciones 
laborales que le correspondan. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma la fracción II del artículo 92; el artículo 
93, el último párrafo del artículo 93 quater, el primer párrafo del artículo 94, así 
como el artículo 96, para quedar: 

Artículo 92.- … 
I.-…. 
II.- Reunir fondos con aportaciones voluntarias  y/o actividades de sus 

miembros para los fines de la educación, los cuales serán considerados como de 
las propias asociaciones, prohibiéndose la entrega de dichos fondos, en dinero 
efectivo, cheque, transacción bancaria o vales,  hasta en tanto no sean 
entregados oficialmente a la autoridad educativa, mediante bienes o servicios; 

IV a V.-… 
Artículo 93.- Las asociaciones de padres de familia se abstendrán de 

intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos 
educativos. 

Artículo 93 quater.- …  
I a II.-… 
La Asociación Estatal de Padres de Familia se abstendrá de intervenir en los 

aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos educativos. 
Artículo 94.- Las autoridades educativas en el Estado promoverán, de 

conformidad con los lineamientos que establezca la autoridad educativa federal, la 
participación de la sociedad en actividades que tengan por objeto fortalecer y elevar 
la calidad de la educación pública, ampliar la cobertura de los servicios educativos y 
promover la participación social coordinada de las autoridades educativas, de los  
trabajadores de la educación, de los educandos y de los sectores sociales  
vinculados con ésta, a través de un Sistema de Consejos de Participación Social, 
tal y como lo disponen los lineamientos generales respectivos emitidos por la 
autoridad educativa correspondiente, debiendo garantizar: 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

251  
 

I a la III… 
Artículo 96.- Los Consejos de Participación Social a que se refieren los 

artículos anteriores,  tendrán las atribuciones y obligaciones que señalen los 
lineamientos generales respectivos que apruebe la autoridad educativa 
competente. 

ARTICULO TERCERO.- Se deroga la fracción V del artículo 92, quedando 
de la siguiente manera: 

Artículo 92.- Son atribuciones de las asociaciones de padres de familia: 
 I a la IV.-… 
V.- Derogada 

TRANSITORIOS 
Artículo 1.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del 
Gobierno del Estado de Morelos. 

Artículo 2.- Se sancionará conforme a la legislación vigente a toda autoridad 
escolar que incumpla con la conformación de los Consejos de Participación Social 
en la educación. 

Artículo 3.- Se derogan todas las leyes, normas o lineamientos que se 
contrapongan a la presente. 

Recinto Legislativo del Congreso del Estado de Morelos, a los tres días del 
mes abril del año dos mil trece. 

A T E N T A M E N T E  
COMISIONES UNIDAS  

DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
DIPUTADO ALFONSO MIRANDA GALLEGOS 

PRESIDENTE  
DIPUTADO RAÚL TADEO NAVA 

SERETARIO 
DIPUTADO MATÍAS NAZARIO 

MORALES 
SECRETARIO 

DIPUTADA GRISELDA RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ 
VOCAL 

DE  DESARROLLO SOCIAL 
DIPUTADO JOAQUÍN CARPINTERO SALAZAR 

PRESIDENTE 
DIPUTADA AMELIA MARÍN 

MÉNDEZ 
SECRETARIA 

DIPUTADA MARÍA TERESA 
DOMÍNGUEZ RIVERA   

                   VOCAL 
DIPUTADA ROSALINA MAZARI 

ESPÍN 
VOCAL 

DIPUTADO DAVID MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ 

VOCAL          
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PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PARLAMENTARIOS: 
Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo del 

Estado de Morelos aporte recursos económicos para la creación del Fondo 
Regional Indígena de la comunidad de Tetelcingo Morelos, presentada por el 
Diputado Raúl Tadeo Nava. 
 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS. 
P R E S E N T E . –  
El suscrito, Diputado de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso del 

Estado de Morelos, Ing. Raúl Tadeo Nava, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 45 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
artículos 18 fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Morelos, 72, 
111 y 112 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, someto a la 
consideración de esta Soberanía el siguiente Punto de Acuerdo:  

ACUERDO POR QUE SE EXHORTA AL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 
MORELOS APORTE RECURSOS ECONOMICOS PARA LA CREACIÓN DEL 
FONDO REGIONAL INDIGENA DE COMUNIDAD DE TETELCINGO, MORELOS, 
en base a las siguientes: 

C O N S I D E R A C I O N E S: 
De acuerdo a lo estipulado por el artículo 2 apartado B de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce como parte de los derechos 
humanos a favor de los pueblos indígenas la obligación de la federación, los 
estados y los municipios, el promover la igualdad de oportunidades de los 
indígenas, así como para establecer instituciones y garantizar el desarrollo integral 
de sus pueblos y comunidades. 

Por lo tanto los órdenes de gobierno tienen la obligación de Impulsar el 
desarrollo regional de las zonas indígenas con el propósito de fortalecer las 
economías locales y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, mediante 
acciones coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de las 
comunidades, así como apoyar las actividades productivas y el desarrollo 
sustentable de las comunidades indígenas mediante acciones que permitan 
alcanzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la aplicación  de estímulos para 
las inversiones públicas y privadas que propicien la creación de empleos, la 
incorporación de tecnologías para incrementar su propia capacidad productiva, así 
como para asegurar el acceso equitativo a los sistemas de abasto y 
comercialización. 
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Derechos humanos a favor de los pueblos y comunidades indígenas, y que el 
gobierno del estado debe velar por la eficaz cumplimiento a estos derechos que 
tiene reconocidos nuestro pueblo de Tetelcingo, Morelos. 

El pueblo indígena de Tetelcingo a través de sus representantes han venido 
buscado formas de organización y de desarrollo de su comunidad y a través de 
propuestas tratan de hacer efectivo el cumplimiento de estos derechos humanos, 
así las cosas tenemos que proponen la creación de FONDOS REGIONAL 
INDIGENA PARA CUAUTLA, es importante destacar que el recurso manejado es 
insuficiente para la cantidad de necesidades que existen para productores 
indígenas, pero lo más importante de estos recursos es que se puede lograr un 
cambio de visión de los apoyos gubernamentales más halla de un subsidio o 
regalo, sino una inversión para mejorar las condiciones de vida mediante el 
esfuerzo, la participación y el cumplimiento de acuerdos suscritos con otros 
productores. Además de la reinversión de recursos permite incluir a otros 
productores nuevos a recibir recurso o consolidar las actividades que realizan 
actualmente y que por falta de financiamiento no puede ser superadas. 

Otra cuestión a destacar es la posibilidad de utilizar el financiamiento en los 
conceptos de inversión que le son necesarios y no solo los que se determinan por 
las dependencias como infraestructura y equipamiento, faltado capital de trabajo, 
capacitación o recursos para cubrir la parte de subsidio del productor que con 
recursos del fondo es posible. 

Al hablar del caso de Tetelcingo y demás asentamientos de Cuautla es 
importante destacar la necesidad de buscar apoyar a productores o hijos de estos 
en actividades acordes a la realidad vigente, pues o no se tiene tierra o la poca que 
queda ya no es posible utilizarla por el crecimiento de la ciudad con la problemática 
respectiva, sobre todo de robo de producción por lo cual se requiere inversión en 
proyectos productivos de servicios como transporte, elaboración de alimentos, 
comercialización de productos de consumo generalizado, etc., aunque también se 
puede apoyar otros como crías de animales de traspatio o semiintensivo, viveros o 
cultivos intensivos y en menor grado cultivos como maíz, sorgo y algunas hortalizas. 

De no apoyar esta iniciativa se corre el riesgo de disminuir las posibilidades 
de desarrollo de la población indígena en el municipio tanto originario como 
migrante del estado de Guerrero, ambas limitadas por no tener tierra o ubicarse en 
una localidad de bajo grado de marginación con lo cual no son sujetos de atención 
por la mayoría de dependencias, y para el caso de los indígenas migrantes vivan en 
condiciones de marginación alta. 

Se propone que los Fondos Regionales Indígenas para Cuautla, proporcione 
recursos económicos a los pueblos y comunidades indígenas para el financiamiento 
de asistencia técnica y proyectos productivos que contribuyan a incrementar su 
infraestructura productiva y su capital de trabajo, fortalezcan sus procesos de 
organización y contribuyan al mejoramiento de sus condiciones de empleo, ingreso 
y bienestar social. 
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Proporcionar recursos económicos para la ejecución de proyectos 
productivos y cuya recuperación permita la creación y ampliación de un capital 
revolvente propiedad de cada Fondo Regional con el fin de autofinanciar nuevos 
ciclos productivos. 

Proporcionar recursos para el pago de asistencia técnica, así como, para la 
formulación, operación y evaluación de proyectos productivos: agrícolas, pecuarios, 
forestales, agroindustriales, pesqueros, artesanales, de comercialización y otros 
servicios ligados a la producción. 

Establecer una reglamentación  interna para la operación y control de los 
Fondos Regionales, basada en los procedimientos tradicionales propios de los 
pueblos y comunidades indígenas en donde operan los Fondos Regionales.  

El Proyecto está dirigido a organizaciones agrarias, sociales, económicas o 
productivas, cuyos integrantes sean productores indígenas, residentes en su lugar 
de origen o migrantes, hombres y mujeres, en situación de pobreza extrema, con 
arraigo en su comunidad o ejido, que demuestren dedicarse a alguna actividad 
productiva de carácter agrícola, pecuario, forestal, pesquero, agroindustrial, 
artesanal, comercial y de servicios ligados a la producción. 

La estrategia general de la acción institucional consiste en formular y aplicar 
una política integral tendiente a abatir el rezago en el que viven los pueblos 
indígenas, en el que se conjugan factores políticos, económicos, sociales, jurídicos, 
ecológicos, lingüísticos y culturales.  

Con ese enfoque, se propone una estrategia que contemple la suma de 
capacidades y recursos del gobierno y de la sociedad bajo propósitos comunes que; 
a partir de la organización, el capital social y las decisiones de las comunidades; 
permita erradicar sus condiciones de pobreza y las circunstancias de su 
marginación social. Con este programa se pretende implementar una política 
pública que genere oportunidades y fomente las capacidades para que los 
indígenas lleguen a realizar sus proyectos colectivos y personales de vida, con 
autonomía, desde su diversidad y con plena garantía de respeto a sus culturas, 
tradiciones y valores. 

Los puntos estratégicos fundamentales del Proyecto de Fondos Regionales 
son: 

a) Respeto a la diferencia cultural de los pueblos y 
comunidades indígenas. Actualmente se muestra una notable desigualdad 
de oportunidades entre los distintos grupos sociales que lo conforman en 
relación con la cultura y su preservación, al acceso a la educación, a los 
servicios públicos, al trabajo, a la participación en la economía y los servicios 
de los derechos ciudadanos.  

b) Articulación con todos los sectores sociales. Las 
dimensiones múltiples de la pobreza y atraso que presentan las regiones 
eminentemente indígenas demandan una articulación de los diferentes 
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sectores y gobiernos. De ahí que la estrategia de atención se sustentará en 
un enfoque integral que reconozca la necesaria complementariedad entre el 
mejoramiento productivo y el desarrollo social, y que apunten hacia la 
creación de una sinergia entre ambos campos de acción. Los tres Poderes 
de la Unión, el Gobierno Federal, los gobiernos estatales y municipales, las 
instancias públicas y las organizaciones sociales deben articular sus 
capacidades y recursos para que, junto con los pueblos indígenas, se 
puedan transformar sus condiciones de existencia y acceder al desarrollo. 

c) Participación comunitaria. La ejecución del Programa 
considera la participación de las comunidades, grupos y organizaciones 
indígenas como beneficiarias de los Proyecto Fondos Regionales. Por lo que 
será necesario impulsar las formas organizativas existentes en las 
comunidades que permitan su presencia en la toma de decisiones, en los 
procesos de autogestión y, en su participación plural y democrática en las 
acciones de desarrollo de sus comunidades.  

d) Transferencia de recursos, funciones y responsabilidades. 
Es la principal línea estratégica del Proyecto de Fondos regional, ya que 
además de la participación comunitaria caracterizada en el punto anterior, 
considera la transferencia a los beneficiarios directos de la responsabilidad 
del ejercicio de los recursos y la corresponsabilidad institucional.  

e) Equidad y cohesión social. Se funda en el principio de 
equidad como uno de los postulados fundamentales. Desarrollo con equidad 
para los pueblos indígenas. La acción institucional, además, deberá 
favorecer la cohesión social, promoviendo las demandas  y propuestas de los 
grupos de mujeres indígenas y asegurar la aplicación de un enfoque de 
trabajo basado en los ejes de la multiculturalidad, la sustentabilidad y el 
género. 
Por lo tanto es procedente y se somete a la consideración de este Honorable 

Cuerpo Legislativo, el siguiente:  
 
P U N T O D E A C U E R D O:  
UNICO.- SE EXHORTA AL EJECUTIVO DEL ESTADO DE MORELOS 

APORTE RECURSOS ECONOMICOS PARA LA CREACIÓN DEL FONDO 
REGIONAL INDIGENA DE COMUNIDAD DE TETELCINGO, MORELOS. 

 
A T E N T A M E N T E,  
 
DIP. ING. RAUL TADEO NAVA. 
Cuernavaca, Morelos a los cuatro días del mes de abril del dos mil 

trece. 
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Proposición con punto de acuerdo por el que concede una prórroga a los 

ayuntamientos del Estado de Morelos, para la presentación de sus planes de 
desarrollo, presentada por el Diputado Arturo Flores Solorio. (Urgente y Obvia 
Resolución). 

 
HONORABLE ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 El que suscribe, Diputado Arturo Flores Solorio, Presidente de la 

Comisión de Planeación para el Desarrollo y Asentamientos Humanos, con 
fundamento en lo dispuesto por la fracción IV, del artículo 18 de la Ley Orgánica 
para el Congreso del Estado de Morelos, tengo a bien someter a la consideración 
de esta Soberanía Popular, la proposición con proyecto de Punto de Acuerdo por el 
que concede una prórroga a los Ayuntamientos del Estado de Morelos, para la 
presentación de sus Planes de Desarrollo, mismo que sustento al tenor de la 
siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El artículo 119 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos establece que la Administración Pública se guiará, de entre otros principios, 
por los planes y los programas de la Administración Pública, que tendrán su origen 
en un Sistema de Planeación Democrática del Desarrollo Estatal que, mediante la 
Consulta Popular a los diferentes sectores que integran la sociedad civil, se 
recogerán las auténticas aspiraciones y demandas populares que contribuyan a 
realizar el proyecto social contenido en la propia Constitución. 

La Ley Estatal de Planeación, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, numero 3394 Sección Segunda, de fecha 31 de agosto de 1988, tiene 
como principal objetivo, que el gobierno estatal y los municipales realicen sus 
actividades con sujeción a un sistema de planeación democrática que permita 
recoger las legítimas aspiraciones de la sociedad morelense, a efecto de contar con 
un instrumento rector que guíe todas las acciones de gobierno encaminadas a 
alcanzar los objetivos de la planeación democrática, que incluye las demandas de la 
sociedad en nuestro Estado. 

La planeación estatal del desarrollo es la ordenación racional y sistemática 
de acciones en materia de regulación y promoción de la actividad económica, 
social, política y cultural, que corresponde al Ejecutivo del Estado y a los 
Ayuntamientos; es por ello que el Plan Municipal de Desarrollo es el documento que 
recoge las legítimas aspiraciones de la sociedad y constituye el ordenamiento 
normativo a través del cual se dirigen todas las acciones de gobierno, con el objeto 
de lograr los diferentes fines políticos, sociales, económicos y culturales, contando 
para su elaboración con la participación y consulta de la sociedad, con el propósito 
de que la población exprese sus opiniones y éstas se tomen en cuenta para la 
elaboración y actualización de los Planes Municipales de Desarrollo. 



Primer Año de Ejercicio Constitucional 
2º Periodo Ordinario del Primer Año de Ejercicio 

Gaceta No. 028 

 

257  
 

La Ley Estatal de Planeación en su artículo 24, señala que los Municipios 
tendrán un plazo de 4 meses contados a partir de la toma de posesión de sus 
Ayuntamientos para la elaboración, aprobación y publicación del Plan Municipal de 
Desarrollo, mismo que precisará los objetivos generales, estrategias y prioridades 
para el desarrollo del Municipio y establecerá los lineamientos de política de 
carácter global, sectorial y de servicios municipales, siempre en concordancia con el 
Plan Estatal y el Plan Nacional de Desarrollo. 

A raíz de la publicación del Decreto número mil cuatrocientos cincuenta, en 
el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” número 4721, de fecha primero de julio de 
2009, se reformó el párrafo séptimo del artículo 112, para establecer que el ejercicio 
de los Ayuntamientos electos será de tres años y se iniciará el primero de enero del 
año posterior a la elección, lo que implica que la fecha límite para que los 
Municipios presenten sus planes de desarrollo al Congreso es el 30 de abril de 
2013. 

Sin embargo, el Titular del Poder Ejecutivo cuenta con 6 meses para 
presentar el Plan de Desarrollo del Gobierno del Estado; es decir, tiene hasta el 30 
de marzo del presente año para presentar al Congreso dicho documento, en los 
términos que dispone el artículo 23 de la Ley Estatal de Planeación. 

De igual manera el Titular del Poder Ejecutivo Federal cuenta con 6 meses 
para presentar el Plan Nacional de Desarrollo, es decir; tiene hasta el 31 de mayo 
del presente año para presentar dicho documento, en los términos que dispone el 
artículo 21 de la Ley de Planeación. 

La Comisión de Planeación para el Desarrollo y Asentamientos Humanos ha 
realizado una serie de reuniones con Ayuntamientos de diversas regiones del 
Estado, como parte de la capacitación para la elaboración de los planes de 
desarrollo municipales, en dichas reuniones los Presidentes Municipales han 
solicitado la autorización de una prórroga para la presentación de sus Planes de 
Desarrollo Municipal. 

Ellos han argumentado que el Plan Estatal de Desarrollo fue publicado 
apenas el 27 de marzo de 2013, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” número 
5080; y el Plan Nacional de Desarrollo hasta el momento no ha sido publicado aún. 

Y siendo que, la Ley Estatal de Planeación exige que los planes municipales 
de desarrollo guarden congruencia con el Plan Nacional y el Plan Estatal de 
Desarrollo, el plazo del 30 de abril es muy corto para que efectivamente se verifique 
esa congruencia. 

Otra preocupación que han externado los Presidentes Municipales, es que a 
partir de la entrada en funciones de las nuevas autoridades auxiliares, el primero de 
abril, se lleven a cabo con dichas autoridades auxiliares los foros de consulta 
ciudadanos para recibir las propuestas para la integración de los planes municipales 
de desarrollo. 
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En ese sentido, en el seno de la Comisión de Planeación para el Desarrollo y 
Asentamientos Humanos se observó que la aprobación del Plan Estatal de 
Desarrollo se lleva a cabo por el Gobernador del Estado, en los términos del artículo 
39 de la Ley Estatal de Planeación; y en el ámbito municipal se realiza por los 
Ayuntamientos, de conformidad con el artículo 43 del mismo ordenamiento. La 
intervención del Congreso del Estado en materia de planeación sólo se limita a una 
opinión previo examen que se realiza del documento normativo. 

Ahora bien, en el análisis realizado por la propia Comisión de Planeación y 
Asentamientos Humanos, se estableció la factibilidad para que esta Soberanía 
otorgue una prórroga para la presentación de los planes municipales de desarrollo, 
pues la regla general establecida en el artículo 32 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, contempla esa posibilidad para las leyes de 
ingresos, los presupuestos e incluso las cuentas públicas. 

Por tales motivos y atendiendo a las dos razones principales que han 
expresado los presidentes municipales, en el sentido de que el Plan Nacional de 
Desarrollo no ha sido publicado y el Estatal es de publicación reciente, lo que hace 
complicado establecer la congruencia entre los tres documentos normativos, así 
como por el hecho de plantear que con las nuevas autoridades auxiliares que 
entran en funciones el primero de abril, se organizarán los foros de consulta 
ciudadana; se plantea que esta Soberanía conceda una prórroga a los 
Ayuntamientos del Estado de Morelos, para que presenten sus respectivos planes 
de desarrollo a más tardar el día 31 de agosto de 2013. 

En mérito de lo antes expuesto y fundado, tengo a bien someter a la 
consideración de esta Asamblea Popular, como un asunto de urgente resolución en 
los términos del artículo 112 del Reglamento del Congreso de Estado de Morelos la 
proposición con proyecto de: 

PUNTO DE ACUERDO 
POR EL QUE SE CONCEDE UNA PRÓRROGA A LOS 33 

AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE MORELOS, PARA LA PRESENTACIÓN DE 
SUS PLANES DE DESARROLLO MUNICIPAL. 

ARTÍCULO UNICO.-  Se concede una prórroga a los 33 Ayuntamientos del 
Estado de Morelos, para la presentación de sus Planes Municipales de Desarrollo 
2013 – 2015, hasta el día 31 de agosto de dos mil trece. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO.- El presente Acuerdo entrara en vigor al momento de su 

aprobación por el Pleno del Congreso del Estado de Morelos, y deberá publicarse 
en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del Gobierno del 
Estado de Morelos. 
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SEGUNDO.- Se instruye a la Secretaría de Servicios Legislativos y 
Parlamentarios para que de inmediato notifique oficialmente el contenido del 
presente acuerdo a los 33 Ayuntamientos del Estado de Morelos. 

Lo que hago de su conocimiento para los efectos de su análisis, discusión y 
en su caso, aprobación respectiva. 

Recinto Legislativo a los dos días del mes de abril de dos mil trece. 
ATENTAMENTE 

DIP. ARTURO FLORES SOLORIO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Se adhirió la diputada Erika Hernández Gordillo 
 
 
 

 
LIC. KARLA PARRA GONZÁLEZ 

SECRETARIA DE SERVICIOS LEGISLATIVOS Y PARLAMENTARIOS 

LIC. VÍCTOR ROGEL GABRIEL 
DIRECTOR DE PROCESO LEGISLATIVO Y PARLAMENTARIO 
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